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Voces y caminos para una  
Justicia cercana

María del Carmen Battaíni

Es un honor y una alegría presentar el segun-
do número de la Revista de las Justicias Provin-
ciales y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, una 
publicación del Instituto de Capacitación Judi-
cial de las Provincias Argentinas y CABA —RE-
FLEJAR— y Thomson-Reuters, concebida para 
proporcionar un espacio de reflexión, forma-
ción y producción académica sobre los desafíos, 
avances y buenas prácticas de los sistemas de 
administración de justicia de Argentina.

En esta entrega compartimos una nueva sec-
ción, destinada a noticias institucionales de los 
poderes judiciales, y artículos de destacados au-
tores de Chaco, Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, Entre Ríos, La Pampa, Misiones, Neuquén, 
Río Negro, San Juan, San Luis, Tierra del Fuego, 
y Tucumán.

La diversidad territorial de la producción 
compartida pone en valor los aportes realizados 
desde distintas geografías y realidades institu-
cionales, a la vez que promueve el diálogo in-
terjurisdiccional y la construcción colectiva de 
conocimiento.

Los temas abordados en este número reflejan 
el dinamismo de nuestras justicias locales, tan-
to en el plano de las reformas institucionales y 
procesales, como en la reflexión crítica sobre los 
desafíos sociales, tecnológicos y culturales que 
las interpelan.

Se destacan trabajos como el de Juan Manuel 
Díaz y Leonardo Diego Villafañe, que documenta 
la creación del Fuero Ambiental en la Provincia 
de Misiones, una decisión institucional innova-
dora orientada a proteger la biodiversidad y los 
bienes colectivos, en consonancia con los están-
dares del Acuerdo de Escazú. En la misma línea, 
el artículo de Yamile Amad y Livia Domecq exa-
mina la evolución del marco judicial ambiental 
en Chaco con foco en la participación pública, la 
ampliación de legitimaciones y el rol del ampa-
ro como herramienta eficaz.

Desde San Juan, Daniel Olivares Yapur presen-
ta una panorámica integral de los nuevos siste-
mas procesales, destacando la incorporación de 
la oralidad en todas las instancias, el fortaleci-
miento tecnológico y la formación continua del 
personal judicial como ejes de una reforma es-
tructural.

La oralidad laboral es materia de análisis en 
el artículo de Adela Pérez del Viso, quien propo-
ne medidas concretas para superar las limita-
ciones del sistema escrito tradicional, y avanzar 
hacia una justicia laboral más accesible y efi-
ciente.

La inclusión y el acceso a justicia son trata-
dos en el trabajo de Andrea Breidenstein, Natalia 
Grepo y Rubens Aguirre, que se centra en el rol 
de los traductores-intérpretes indígenas en pro-
cesos civiles orales, así como los desafíos de su 
participación en audiencias virtuales.

Desde una perspectiva crítica institucional, 
Valeria Ramos aborda el fracaso de los concur-
sos públicos de antecedentes y oposición como 
herramienta de transparencia e idoneidad, y 
propone repensarlos a partir de los estándares 
de gestión de calidad.

Las tensiones entre derechos fundamentales 
y nuevas tecnologías aparecen en el artículo de 
Bruno Miciullo, que analiza la jurisprudencia 
nacional sobre el acceso del Ministerio Público 
a datos telefónicos sin orden judicial, en el mar-
co del derecho a la intimidad.

El derecho penal es abordado desde una  
óptica preventiva y comunitaria en el trabajo de 
Mónica Avero, que desarrolla un proyecto de 
ordenanza municipal como herramienta de ar-
ticulación interinstitucional y de intervención 
anticipada.

En materia de ejecución penal, Francisco Pe-
ralta Chapperon analiza el derecho a la educa-
ción en contexto de encierro, articulando este 
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derecho con la función resocializadora de la 
pena.

Federico Noguera, por su parte, examina la 
responsabilidad solidaria como único remedio 
frente al fraude por interposición de personas, 
señalando sus límites como herramienta jurídi-
ca eficaz.

Desde La Pampa, Gustavo Arballo nos ofrece 
un texto original y profundo: “Diez parábolas 
sobre la capacitación judicial”, donde, con len-
guaje narrativo y reflexión práctica, propone un 
decálogo que interpela a quienes diseñan y sos-
tienen la formación judicial.

Finalmente, Sebastián Scioscioli aporta un 
diagnóstico sobre las revistas jurídicas editadas 
por las escuelas judiciales en la Argentina, sus 
desafíos editoriales, estrategias de visibilidad y 
criterios de calidad científica, en el marco del 

creciente rol institucional de los centros de ca-
pacitación.

Este número es testimonio del enorme po-
tencial reflexivo y transformador de las justi-
cias locales de Argentina, y del compromiso de 
quienes las integran para construir un sistema 
judicial más transparente, inclusivo, eficiente y 
cercano a las personas.

Agradecemos profundamente a los autores, al 
equipo editorial, y a todos quienes colaboraron 
para hacer realidad esta nueva edición. 

Invitamos a nuestros lectores a recorrer estas 
páginas con una mirada abierta, con el deseo de 
que en ellas encuentren experiencias valiosas, 
propuestas innovadoras, y reflexiones de utili-
dad para el fortalecimiento y la mejora continua 
de una justicia de calidad, accesible y eficiente.
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Creación del Fuero Ambiental  
de Misiones
Innovación institucional para la protección  
de la biodiversidad y otros bienes colectivos

Juan Manuel Díaz (*) 
Leonardo Diego Villafañe (**)

Sumario: I. Las características de Misiones como razón vital para la creación de 
un fuero ambiental.— II. El juez ambiental: perfil proactivo y competencia amplia 
como expresiones de la tutela efectiva.— III. Un fiscal innovador.— IV. Acuerdo 
regional de Escazú y Ley de Creación del Fuero Ambiental: relación estrecha y 
comunidad de objetivos.— V. Sobre el rol de los jueces y fiscales penales en 
materia ambiental.— VI. Desafíos del Fuero Ambiental.— VII. Bibliografía.

Resumen: La creación del fuero ambiental de la Provincia de Misiones es una iniciativa de caracte-
rísticas innovadoras en materia jurisdiccional, y se vincula con la amplia institucionalidad ambiental 
tendiente a la protección de su biodiversidad única, que incluye al Bosque Atlántico o Selva Misionera, 
reservas de agua dulce, y prominentes aspectos culturales por la presencia de pueblos originarios. Los 
relevantes valores de conservación presentes en el territorio misionero, y la mitigación de sus amenazas 
justifica la necesidad de una justicia especializada. Este fuero permitirá una mejor gestión de conflictos 
ambientales, que involucran intereses colectivos, con jueces capacitados en la materia y una fiscalía am-
biental activa. La ley IV - N.° 97 sancionada en 2022 otorga a este fuero competencia en todo el territo-
rio provincial, asegurando que los conflictos ambientales sean tratados por expertos, garantizando una 
tutela efectiva y concreción de una mayor efectividad de los derechos colectivos a partir de su enfoque 
especializado. Ello, en armonía y dando cumplimiento a lo establecido en el primer acuerdo regional a 
nivel global sobre derechos humanos ambientales, conocido como Acuerdo de Escazú.

La realidad nos marca el camino.
Mario Augusto Morello

(*) Abogado y doctor en Derecho (UCSF). Profesor de 
Derecho Penal Parte Especial y Derecho Público Provincial 
y Municipal (UCSF), Investigador (UCSF-UNaM). Ministro del 
Superior Tribunal de Justicia de Misiones. Exministro de 
Ecología y R.N.R. de Misiones.

(**) Abogado y doctor en Derecho (UCSF). Máster en 
Administración de Justicia (Sapienza- Roma). Profesor de 
Derecho Procesal y Ambiental (UCSF- UBA- UNaM). Investi-
gador (UCSF- UBA-UNaM). Secretario de Superintendencia 
del Consejo de la Magistratura de Misiones.

I. Las características de Misiones como razón vi-
tal para la creación de un fuero ambiental

La creación del fuero ambiental en la Provin-
cia de Misiones no resulta fruto de la casuali-

dad, sino que se inserta en una larga corriente 
de fortalecimiento de la institucionalidad en 
materia ambiental que posee la provincia de 
Misiones, entre las cuales se cuentan el primer 
Ministerio de competencia exclusiva ambiental 
del país (Ministerio de Ecología y R.N.R. creado 
en 1984), el primero de Cambio Climático (Se-
cretaría de Estado de Cambio Climático, creada 
en 2020), y la creación de más 100 áreas natura-
les protegidas, tanto públicas como privadas. El 
sustrato fáctico de ello se encuentra en la enor-
me riqueza de biodiversidad que alberga la pro-
vincia, con más del 50% de las especies vivas 
registradas para el país que alberga la Selva pa-
ranaense o Selva misionera, así como, grandes 
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reservas de agua dulce, valores paisajísticos, re-
servas y parques, patrimonio histórico y natu-
ral y comunidades originarias. También posee 
un complejo entramado rural de producción 
agraria, industrias importantes, generación de 
energía y grandes urbes que requieren de una 
gestión ambiental adecuada.

Las amenazas habituales a los sistemas natu-
rales como el corrimiento de las fronteras agrí-
colas, la deforestación y las actividades ilícitas 
entre otras, cobran una relevancia mayor en el 
contexto de tanta riqueza natural. El daño am-
biental en Misiones resulta mucho más grave 
por su nivel de impacto. 

Se sabe que el daño ambiental posee caracte-
rísticas propias que lo alejan de los denomina-
dos “daños comunes” que resultan ser ciertos, 
identificables y comprobables fácilmente en la 
realidad. Al decir de Goldemberg y Cafferatta 
(2001): “La problemática ambiental se presenta 
como uno de los campos de las llamadas viola-
ciones de masa, en el que la actividad humana 
que ataca elementos del patrimonio ambiental 
causa un daño social por afectar los llamados 
intereses difusos” (p. 12).

Un fuero específicamente ambiental permi-
te la especialización y mejor resolución de los 
conflictos relacionados con el medio ambiente. 
Tanto el magistrado como los funcionarios que 
forman parte de él tendrán una formación sóli-
da en este tipo de cuestiones, lo que garantiza 
una interpretación más precisa y justa de las le-
yes ambientales, y una resolución acorde a las 
características de los intereses públicos involu-
crados.

En un contexto donde la justicia ambiental se 
ha vuelto cada vez más relevante, este fuero ac-
túa como una herramienta para asegurar que 
las decisiones judiciales no solo se basen en la 
ley, sino también en una comprensión profunda 
de los impactos sistémicos. Esta incorporación 
implica una adecuación necesaria para la com-
prensión y la gestión de los “nuevos riesgos” 
que amenazan al territorio, la biodiversidad y 
a la población en general. Se trata de un ámbito 
formado y sensibilizado en administrar los ries-
gos de las actividades humanas en nuestra pro-
vincia.

La ley IV – N.° 97, que se sanciona el 07 de ju-
lio de 2022, es una síntesis de diversos proyectos 
legislativos existentes a dicha fecha en la Cáma-

ra de Representantes de Misiones, todos agluti-
nados bajo la idea común de la creación de un 
fuero especializado en la materia ambiental.

Crea un juzgado con competencia ambiental 
en todo el territorio de la Provincia, constitu-
yendo un primer apartamiento del sistema tra-
dicional de división de competencias, ya que se 
prefirió, a nuestro modo de ver de manera co-
herente, ajustar la solución al problema ya que 
los daños ambientales habitualmente son trans-
fronterizos y que no responde a divisiones jurí-
dicas o políticas.

Además, crea una fiscalía ambiental al que le 
otorga un potente rol en este tipo de procesos. 
También aquí se muestra innovadora respecto 
al resto de la legislación. 

En el presente trabajo nos referiremos a es-
tos puntos, y también a algunos aspectos des-
tacados del litigio ambiental y los desafíos que 
genera la puesta en marcha del nuevo fuero am-
biental en la provincia de Misiones.

II. El juez ambiental: perfil proactivo y competen-
cia amplia como expresiones de la tutela efec-
tiva

El paradigma ambiental constituye un mode-
lo de decisión a priori que orienta la totalidad 
de las soluciones, como modelo totalizador de 
“precomprensión de la realidad” que “regula y 
condiciona las decisiones” (Lorenzetti, Ricardo 
et Al, 2018, p. 35). En él se insertan el perfil y el 
rol del nuevo juez ambiental, cuyos contornos 
responden a la necesidad de solucionar de ma-
nera efectiva los conflictos sobre bienes colecti-
vos vitales.

La evolución institucional derivada de la 
creación del fuero ambiental resulta necesaria 
puesto que, sin una “ecologización de los tribu-
nales”, la “ecologización del derecho” que con-
tinúa abriéndose paso y hoy es una realidad, se 
ve menguada cuando no frustrada en su efica-
cia en manos de operadores formados e inspira-
dos en un paradigma diferente.

Se trata de un juez que deberá rellenar algu-
nos requisitos competenciales específicos, tanto 
en su formación personal y profesional, y dis-
pondrá de atribuciones para ejercicio de reglas 
procesales peculiares en atención al bien jurí-
dico que esté en juego. Así por ejemplo Carlos 
Rodríguez (2011) refería a una formación am-
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biental, interdisciplinaria y transdisciplinaria, 
el compromiso con la causa y el rol proactivo  
“...la actividad del juez ambiental es su carac-
terística, no debe estar sentado en su escritorio 
viendo la actividad de las partes” (p. 1350).

Sin perder la nota característica de imparcia-
lidad de la función judicial, su cometido no será 
impasible, ni indiferente y mucho menos pasivo 
(Cafferata, 2007, p. 423), puesto que debe ope-
rar sobre un bien jurídico particularmente va-
lioso al que ya la misma Constitución tabula su 
importancia, con un claro mandato protectorio.

La primera característica de imparcialidad y 
de eficacia, sin lugar a dudas que estará dada 
por un sólido perfil técnico, basado en el co-
nocimiento profundo de las bases del derecho 
ambiental, diferenciando, como quería Benja-
min (citado por Cafferata, 2015), entre objeti-
vos, principios e instrumentos, afianzando su 
concepto del derecho sobre los principios que 
subvierten la mirada clásica del derecho, tales 
como el principio de prevención, precautorio, el 
de congruencia, entre otros enumerados en el 
art. 4° de la Ley General del Ambiente e inclu-
so el principio in dubio pro natura. Ese conoci-
miento debe extenderse al archipiélago de las 
normas regulatorias de actividades que pueden 
impactar en el ambiente, orientándose en la in-
terpretación por el principio cardinal de susten-
tabilidad, y vincular aportes provenientes de 
diferentes disciplinas jurídicas e incluso el de-
recho internacional.

Pero el reverso de dicha formación es aún 
más difícil de obtener, y consiste en un claro 
compromiso con la cuestión ambiental, aquila-
tado en el tiempo, y con los valores naturales y 
culturales en este caso de Misiones, lo cual no 
se ve necesariamente acreditado con pergami-
nos académicos. En este particular, la sensibili-
dad ambiental y social, la capacidad empática 
para entender los diferentes intereses que se 
hallan en juego, proyectando los efectos de sus 
decisiones en el largo plazo, obrando con senti-
do de urgencia y responsabilidad, la capacidad 
y humildad suficiente para articular diversas 
disciplinas y saberes puestos al servicio del pro-
ceso y de una prueba difícil, las habilidades co-
municacionales para explicar de manera clara 
y accesible sus decisiones a todas las partes in-
volucradas, en situaciones donde el lenguaje 
técnico puede ser obstáculo, el temple para el 
dictado de sentencias arduas, todo en un con-

texto de creciente complejidad, son elementos 
que componen el exigente perfil.

Estas exigencias objetivas son contestes con el 
principio constitucional de tutela judicial efec-
tiva, que implica un mandato de eficacia para 
el legislador en relación a la determinación de 
procesos que tiendan a dichos fines, así como 
para los magistrados que deberán asegurar su 
cumplimiento real y concreto en la vida de los 
litigios judiciales.

De allí que la nota característica del juez am-
biental será la de un obrar prudente, pero acti-
vo en la tutela del bien colectivo, utilizando las 
reglas procesales en la amplitud que le permi-
te el ordenamiento jurídico y su fin instrumen-
tal en procura de la eficacia de los derechos:  
“En asuntos concernientes a la tutela del daño 
ambiental, las reglas procesales deben ser in-
terpretadas con un criterio amplio que, sin 
trascender el límite de la propia lógica, ponga 
el acento en su carácter meramente instrumen-
tal de medio a fin, que en esos casos se presenta 
como una revalorización de las atribuciones del 
tribunal al contar con poderes que exceden la 
tradicional versión del juez espectador”, Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, “Majul, Julio 
Jesus c/ Municipalidad De Pueblo General Bel-
grano y Otros s/ acción de amparo ambiental”, 
Sentencia del 11/07/2019.

El acceso irrestricto a la jurisdicción ambien-
tal establecido en la Ley General del Ambiente 
N.° 25.675, y ratificado en el plano internacional 
por la entrada en vigencia del Acuerdo Regional 
de Escazú (ley N.° 25766), implica una garantía 
procesal de orden constitucional. Entendemos 
lógico que se remuevan los obstáculos para el 
acceso a la justicia ambiental, pues no se trata 
solo de un derecho sino de un deber de conser-
vación. De vuelta destacamos los beneficios de 
la bifrontalidad del derecho ambiental como 
enseñan Morello y Cafferatta (2004): “...su com-
plejidad estriba no solo en ser una problemática 
multi e interdisciplinaria, transversal, y, como 
el arco iris, de colores varios, mixto. Reafir-
mando su singularidad mutagénica, la novedad 
como se ha dicho, es que esta disciplina jurídica 
tiene dos caras” (p. 32).

Las personas tienen garantizado el acceso a 
la justicia, y para concretar el anhelo constitu-
cional de la tutela efectiva, es fundamental que 
dicha justicia sea especializada. Por lo tanto, 
podemos concluir que la creación de un fuero 
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específico es el paso evolutivo necesario para 
lograr resultados reales y efectivos en la protec-
ción de los derechos de incidencia colectiva vin-
culados al ambiente. 

Adviértase que hace un tiempo Nápoli (2009) 
aseveraba: “Otro de los problemas de especial 
importancia lo constituye la ausencia, relativa, 
de un marco jurídico congruente con la natura-
leza de los derechos cuya tutela se persigue judi-
cialmente” (p. 308). El marco de la ley IV – N.° 97 
resulta el adecuado y ajustado para la solución 
que se busca.

Analizando la competencia espacial, la ley 
provincial establece que el juzgado tiene com-
petencia en todo el territorio provincial, en cla-
ro entendimiento de que la naturaleza de los 
daños ambientales no reconoce de límites po-
líticos o jurisdiccionales. Además, apuntala co-
herencia en la política judicial sobre la materia 
evitando discusiones sobre competencia terri-
torial, siempre irritantes para la celeridad del 
proceso ambiental y su finalidad eminentemen-
te preventiva. 

En el ámbito de la competencia material, el 
artículo 2º de la ley mencionada garantiza que 
todos los asuntos que versen sobre cuestiones 
ambientales en la provincia caigan bajo la ju-
risdicción de este flamante juzgado, excluyendo 
los asuntos penales.

De esta manera se atribuye al flamante juzga-
do una vasta competencia, que lo convierte en 
hábil para la resolución de una gran variedad 
de conflictos, que van desde las acciones en el 
ámbito civil, responsabilidad por daños indivi-
duales o colectivos ambientales, en los procesos 
por amparo ambiental o de garantía constitu-
cional, en diligencias preliminares y procesos 
cautelares ambientales, en las acciones de cese, 
prevención y recomposición del daño ambien-
tal, previstas en la Ley General del Ambiente 
(Morales Lamberti, 2013) a las cuales cabe su-
mar las que surgen del acceso a la información 
o participación en asuntos ambientales (art. 1°, 
Acuerdo de Escazú, y art. 16, LGA)

Queda entonces asegurado legalmente que los 
asuntos ambientales en la provincia de Misio-
nes serán atendidos por un juez especializado 
en la materia, con expertise en procesos comple-
jos, y particularmente sensibilizado con la histo-
ria, el contexto y el futuro de la Provincia como 

ícono de la conservación de la naturaleza y del 
patrimonio cultural. 

El aporte más relevante en términos de efi-
ciencia y eficacia en la resolución de conflictos 
ambientales viene de la mano de la necesidad 
de contar con ese juez especializado, con perfil 
proactivo al que hacemos referencia. 

III. Un fiscal innovador

La ley IV – N.° 97 avanza en la tutela del bien 
colectivo, elevando y ampliando las funciones 
de quien precisamente debe llevar adelante di-
cha tutela, con carácter preferencial, tal el papel 
del fiscal ambiental. 

En este aspecto la ley provincial exhibe su im-
pronta de nuevo cuño ambiental, ya que asigna 
a dicho fiscal un papel preponderante, amplian-
do su legitimación activa en lo que refiere a la 
promoción de acciones ambientales y lo erige 
como custodio integral de la tutela ambiental 
durante el proceso judicial. Expresamente dice 
la norma en su artículo 3º inc. 1): “Artículo 3º: 
El fiscal con competencia en materia ambien-
tal tiene a su cargo las siguientes funciones:  
1) Promover y ejercer la tutela jurisdiccional 
del ambiente ante el juzgado con competencia 
en materia ambiental”. 

En lo que refiere a la apertura de la legitima-
ción anómala que conocemos desde hace un 
tiempo en la materia, se trata de una comple-
mentación constitucional tal como lo prevé el 
artículo 41 de la Carta Magna en concordancia 
con lo conceptualizado por el artículo 6º de la 
Ley General del Ambiente N.° 25.675 cuando re-
fiere a “presupuesto mínimo”. 

El nuevo marco jurídico amplía la protección 
ambiental mínima ya que habilita a la ciuda-
danía a recurrir al fiscal para la promoción de 
demandas ambientales, sin perjuicio del poder 
(deber) de que este las inicie de oficio. 

Implica robustecer de manera contundente el 
acceso a la justicia ambiental, ya que bastará in-
gresar denuncias o reclamos sobre situaciones 
donde puedan advertirse conflictos ambien-
tales para que el fiscal intervenga y, llegado el 
caso, evalúe interponer una demanda colectiva 
ambiental ante el juez en la materia. 

Entendemos que ello no afecta en nada su ob-
jetividad e independencia ya que solamente se 
trata de instrumentar activamente el impulso 
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de una acción donde entra en juego el orden pú-
blico ambiental.

Esta innovación marca una notable diferen-
cia con el rol del fiscal tradicional, en el derecho 
público de la Provincia de Misiones. En efecto, 
el Ministerio Público, que integra y depende del 
Poder Judicial (art. 104 Ley Orgánica del Poder 
Judicial IV – N.° 15), en su rol más tradicional 
(en sede civil), puede “intervenir en todo asun-
to relativo al orden público” (art. 111, inc. 5°  
ley IV – N.° 15) aunque no promover la acción 
respectiva, a lo que, en principio, faculta la Ley 
de Creación del Fuero Ambiental. Restará deter-
minar las circunstancias en que se producirá di-
cho ejercicio, al momento de la reglamentación 
de dicho rol por lo que, por lo pronto, cabe de-
cir que dicha legitimación extraordinaria sólo 
se justifica en las características de la defensa 
de los bienes colectivos y derechos difusos, y en 
virtud de la indisponibilidad de la tutela del am-
biente “y su carácter irrenunciable” (Morales 
Lamberti, 2013). 

El orden público ambiental como expresión 
de un interés superior del Estado que tras-
ciende los intereses individuales y privados es 
materia de intervención habitual del fiscal tra-
dicional. Al decir de Lorenzetti (2008) en mate-
ria ambiental se trata de un orden público de 
coordinación, es decir “un conjunto de normas 
imperativas que controla la licitud del ejercicio 
de los derechos individuales para hacer posible 
la vida social”. (p. 40). 

Completa la noción el aporte de Néstor Caffe-
ratta (2007) cuando dice: “…responde tanto a un 
esquema de normas de orden público protec-
torio, para restablecer el equilibrio de partes, 
como el orden público de coordinación, con los 
valores colectivos, constituyendo un mínimo in-
derogable...”.

Este perfil de mayor empoderamiento coinci-
de con las conclusiones del “Taller Regional so-
bre Fiscalías Ambientales”, organizado por el 
Oficina Regional del Programa de Naciones Uni-
das Para el Medio Ambiente (PNUMA/ ORPALC) 
y la Unidad Fiscal Medio Ambiental de Argenti-
na (UFIMA), llevado a cabo el 7 y 8 de noviembre 
de 2008 en CABA, cuyos participantes coincidie-
ron en: “1. FORTALECER INSTITUCIONALMEN-
TE LAS FISCALIAS AMBIENTALES… 4. ATRIBUIR 
UN AMBITO DE COMPETENCIA LO SUFICIENTE-
MENTE AMPLIO, A LOS FINES DE QUE LAS UNI-
DADES FISCALES AMBIENTALES SE OCUPEN 

CON EFECTIVIDAD, NO SOLAMENTE DE LA IN-
VESTIGACION Y PERSECUCION DEL DELITO PE-
NAL AMBIENTAL, SINO TAMBIÉN EN ACCIONES 
DE AMPARO Y OTROS PROCESOS DE PROTEC-
CION AMBIENTAL DE CARÁCTER PREVENTIVO 
O EN PROCEDIMIENTOS ANTICIPATORIOS DE 
DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE (Acción Civil 
Pública). 5. AMPLIA COMPETENCIA EN DEFEN-
SA DEL ORDEN PUBLICO AMBIENTAL Y DE LOS 
INTERESES DE LA SOCIEDAD EN LA TUTELA 
DEL MEDIO AMBIENTE...”.

Nuestro fiscal comparte todas las cualidades 
del magistrado, entre ellas la del compromiso y 
la proactividad. Se trata de una custodia activa 
del orden público ambiental que tiene como as-
piración máxima la preservación del ambiente 
con plena aplicación de los principios de pre-
vención y precaución. Este perfil más empode-
rado, que amplía sus atribuciones, pero también 
sus deberes y obligaciones sirve para fortalecer 
la legitimidad de las instituciones y la confian-
za pública en la capacidad del sistema judicial 
para salvaguardar uno de los bienes más precia-
dos de la sociedad: las bases naturales de la vida 
humana y de las restantes especies vivientes.

Al fin y al cabo, el interés general en que los 
procesos colectivos ambientales funcionen hace 
a la existencia misma del derecho y del bien ju-
rídicamente protegido. Para ello es necesario el 
cumplimiento armonioso de los principios que 
iluminan este proyecto, pues en definitiva como 
decían los Dres. Sbdar y Morello (2010) en rela-
ción al proceso colectivo: “se trata de un proce-
so de garantías reales, de resultados valiosos, de 
tutela efectiva, donde prima el interés público y 
la dimensión social…”.

IV. Acuerdo regional de Escazú y Ley de Creación 
del Fuero Ambiental: relación estrecha y comu-
nidad de objetivos

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la In-
formación, la Participación Pública y el Acceso 
a la Justicia en Asuntos Ambientales en Améri-
ca Latina y el Caribe, denominado Acuerdo de 
Escazú, aprobado por ley N.° 27.566, constitu-
ye el primer tratado americano sobre derechos 
humanos en asuntos ambientales. Ello equivale 
a decir que este posee jerarquía superior a las 
leyes (derecho federal y derecho local), convir-
tiéndose en una especie de “superpresupuesto 
mínimo” (Esaín, 2022, p. 1).
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En general ambos instrumentos tienen como 
objetivo final la protección del derecho huma-
no a un ambiente sano, equilibrado, apto para 
el desarrollo de las generaciones presentes y 
futuras. Ambos brindan una serie normas que 
elevan los niveles de protección vigorizando la 
progresividad en la materia. Pero en particular 
es la ley provincial por tratarse de una norma 
local, de orden constitucional procesal, la que 
debe integrarse adecuadamente al recurso del 
diálogo de fuentes (Sozzo; 2109).Las causas am-
bientales suelen ser litigios de relieve social, 
que atienden a delicados derechos personalísi-
mos de numerosas personas, y por lo tanto re-
quieren de una postura protectoria del sistema 
normativo y judicial. El juez debe ensanchar 
prudentemente todos sus deberes y poderes 
para lograr protección eficaz del ambiente, co-
rregir en algún punto las inmensas asimetrías 
que poseen las partes y generarse un real y pro-
fundo conocimiento de la situación planteada. 
Es por ello que valoramos la formación multidi-
mensional del magistrado. 

Se trata de una justicia de acompañamiento 
donde el poder judicial resulta garante de los 
derechos constitucionales en juego, y para ello, 
cuenta con arsenal de atribuciones legales.

Los procesos judiciales colectivos que tienen 
por objeto la protección del ambiente transcu-
rren por muchas vicisitudes que escapan a los 
clásicos modelos preestablecidos. Cada caso es 
singular y el devenir procesal tiene como objeti-
vo una solución concreta, real e integral que va 
más allá de la verdad formal con la que se pue-
de contentar cierta parte de la doctrina, para la 
cual las sentencias resuelven el litigio, despren-
diéndose de la verdad material de los hechos 
(Villafañe; 2017).

La justicia colectiva constituye, en algún pun-
to, una evolución concreta del constitucionalis-
mo social, pero con derechos de tercera y cuarta 
generación que surten sus efectos sobre los de-
rechos sociales. El trabajo y sus modalidades, 
la economía, la cultura y la política, en general, 
ven como sus estructuras deben adecuarse y, a 
veces, limitarse en atención a las exigencias del 
nuevo paradigma (Petrella; 2011).

Cuando hacemos referencia a las concrecio-
nes que el Acuerdo encuentra en la ley provin-
cial podemos destacar los puntos que siguen a 
continuación como de especial relevancia. 

Tal vez el principal objetivo logrado con la 
ley misionera es la creación de un órgano con 
las competencias específicas y necesarias para 
atender eficazmente la complejidad de los pro-
blemas ambientales y sus impactos sociales, po-
líticos y económicos.

El artículo 8° apartado 3 del acuerdo Regio-
nal de Escazú dice expresamente: “Para garanti-
zar el derecho de acceso a la justicia en asuntos 
ambientales, cada Parte, considerando sus cir-
cunstancias, contará con: a) órganos estatales 
competentes con acceso a conocimientos espe-
cializados en materia ambiental”.

Sin dudas la consagración legislativa del fuero 
ambiental para Misiones cumple acabadamente 
con el compromiso asumido por Argentina en 
este apartado.

El mismo artículo, pero en su inciso “c” esta-
blece: “legitimación activa amplia en defensa 
del medio ambiente, de conformidad con la le-
gislación nacional”.

La legitimación procesal puede ser un ver-
dadero cuello de botella en el cuidado del 
ambiente. El objetivo de mínima es generar le-
gitimaciones amplias para evitar que algo tan 
relevante para la subsistencia de los seres hu-
manos quede en manos de unas pocas personas 
o que los jueces con posturas distintas puedan 
discutir la cuestión. 

El constitucionalista Germán Bidart Campos 
(2006) decía al respecto de la necesidad de su-
perar las restricciones formales en materia de 
legitimación: “¿De qué vale y de qué sirve que 
un sistema de derechos resulte todo lo comple-
to que es posible, y que lo auxilie la cobertura 
de un sistema garantista idóneo, si el justiciable 
que postula el acceso a un proceso ve rechazada 
o denegada su legitimación?”.

Lo dicho hasta aquí respecto de la interven-
ción diferente del fiscal ambiental de Misiones 
viene a contestar favorablemente la pregunta 
del constitucionalista pues amplía y optimiza 
sin lugar a dudas la legitimación en asuntos am-
bientales prevista en la Constitución Nacional 
(art. 43) y en la legislación de presupuestos mí-
nimos (art. 30). Es un punto muy fuerte y distin-
tivo de la ley provincial.

La ley mencionada también integra especí-
ficamente en su texto lo correspondiente a las 
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medidas cautelares que, procesalmente, son las 
herramientas más eficaces para la prevención y 
precaución del daño. Refiere expresamente en 
su artículo 2° a la competencia del juez en los 
procesos cautelares ambientales. Esta referen-
cia lo convierte en el juez que concentrará en 
su ámbito de competencias todas las decisiones 
en la materia. 

Y destacamos esto por cuanto el Acuerdo de 
Escazú dice que cada parte garantizará la posi-
bilidad de disponer medidas cautelares y provi-
sionales para, entre otros fines, prevenir, hacer 
cesar, mitigar o recomponer daños al medio am-
biente. (art. 8° ap. 3 inc. “d”) en concordancia 
plena con lo dispuesto en Misiones. 

El magistrado ambiental tiene, en virtud de 
toda la legislación, las herramientas necesarias 
para evitar la frustración del derecho; resul-
tando absolutamente responsable por posibles 
demoras o atascamientos procesales. Posee un 
inmenso caudal de dirección del proceso en 
atención al interés general, que le posibilita in-
cluso despachar cautelares y tutelas anticipadas 
de oficio. Esto resulta un deber, ya que las fa-
cultades otorgadas legalmente constituyen una 
herramienta que debe usarse cuando las situa-
ciones lo requieren, no se trata de libre arbitrio 
o mera posibilidad. 

Es evidente que la creación del fuero en los 
términos en los que fue concebido importa una 
amplitud enorme de oportunidades para pro-
mover por vía judicial la protección del ambien-
te y de los bienes y valores colectivos en general. 

V. Sobre el rol de los jueces y fiscales penales en 
materia ambiental

Como mencionamos anteriormente, la com-
petencia penal ambiental se halla excluida de 
las facultades de impulso tanto del juez como 
del fiscal ambiental, subsistiendo en poder de 
los jueces y fiscales de instrucción penal (art. 2° 
in fine ley IV – N.° 97).

Si bien el marco normativo nacional es ra-
quítico en este aspecto, con normas penales de 
carácter aislado, y que no tutelan de manera 
directa y autónoma el bien jurídico ambiente, 
propiciando la impunidad de graves conduc-
tas atentatorias de los bienes colectivos (Díaz, 
2024), las normas existentes no pueden ser in-
terpretadas y puestas en ejecución bajo los mis-
mos presupuestos previos a la transformación 

operada en el texto de la Constitución formal 
(art. 41) y material (fallos de la CSJN y amplios 
precedentes a lo largo y ancho del país) que pos-
tulan la máxima autonomía e importancia del 
bien jurídico ambiente y la necesidad de su tu-
tela efectiva.

De allí que se exigen también al operador del 
proceso penal, el mismo énfasis de la defensa 
del interés público comprendido en las acciones 
que interesan a los bienes jurídicos ambienta-
les. Esta vinculación debe establecerse no solo 
por el interés involucrado, en cualquier caso 
público, sino por la energía requerida tanto al 
fiscal penal como al juez, en la utilización de sus 
facultades instructorias y de impulso de la ac-
ción penal para la expedita investigación de los 
hechos, la determinación de los autores y partí-
cipes, la elevación a juicio de las causas penales 
ambientales para su posterior juzgamiento por 
el Tribunal penal, guardando el debido proceso 
adjetivo, pero allanando los obstáculos de índo-
le meramente formal para el progreso de la ac-
ción pública.

En este aspecto es interesante la innovación 
prevista en la norma provincial, que permiti-
ría al fiscal ambiental “recibir las denuncias”, 
para, posteriormente, “efectuar las derivacio-
nes pertinentes”, dentro del Ministerio público 
(art. 3°, inc. 3° ley IV – N.° 97), lo que abriría la 
posibilidad de que sea parte del mismo proceso 
penal, recibiendo la notitia criminis, realizar su 
evaluación preliminar, para dar luego participa-
ción al fiscal penal, el que procederá de acuerdo 
a lo dispuesto en el art. 186 del Código procesal 
penal de Misiones (ley XVI – N.° 13).

En tal sentido el carácter unitario del Minis-
terio Público no admitiría una desigualdad en 
vocación impulsiva de la acción, que debe ser 
semejante en carácter e intensidad tanto en el 
caso de la acción civil como de la acción penal, 
porque en definitiva y por expresa voluntad le-
gislativa, en materia penal los jueces y fiscales 
ambientales son los jueces y los fiscales penales.

VI. Desafíos del Fuero Ambiental

El Fuero Ambiental de Misiones estará com-
puesto por un juez, un fiscal y dos secretarías 
letradas, pero no realiza mención a la asisten-
cia que puedan requerir para ponderación de 
los múltiples y diversos bienes e intereses que 
pueden confluir en el litigio ambiental.
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Recordemos que Misiones es la Capital Nacio-
nal de la Biodiversidad por ley N.° 27.494, re-
conocimiento tardío que realiza la legislación 
nacional de los destacadísimos valores de con-
servación que posee nuestra provincia, que en-
cuentra, por contrapartida, un reconocimiento 
expreso en la Constitución de la República Fe-
derativa del Brasil de 1988, destacando el eco-
sistema Mata Atlántica, equivalente a la Selva 
Misionera, como patrimonio nacional (art. 225, 
parágrafo 4), junto a junto con la Floresta Ama-
zónica, la Sierra del Mar, el Pantanal Mato-Gro-
sense y la Zona Costera.

Esto implica que este mega biodiverso ecosis-
tema se halle vinculado a una multiplicidad de 
saberes y formaciones profesionales, conocedo-
ras de los bienes que están llamados a su pro-
tección. Estas profesiones servirán de auxilio y 
apoyo necesario al juez y fiscal, para la toma de 
decisiones con base científica. En la organización 
administrativa del fuero debería preverse la con-
formación de un gabinete de apoyo multidiscipli-
nario, o bien, la posibilidad de una amplia red 
de colaboradores y arreglos institucionales para 
el vínculo con instituciones científicas y técnicas 
que oficien de auxiliares de la justicia.

Esto mismo puede predicarse respecto a la di-
versidad cultural, dada la presencia de comuni-
dades de pueblos originarios en Misiones, a las 
que el Acuerdo de Escazú hace referencia indi-
recta al establecer obligaciones especiales en 
cabeza de los Estados para grupos en situación 
de vulnerabilidad. 

Estas obligaciones están referidas al acce-
so a la justicia ambiental, que debe verse am-
pliamente allanado. Así, por ejemplo, expresa 
que “[p]ara hacer efectivo el derecho de acce-
so a la justicia, cada Parte atenderá las necesi-
dades de las personas o grupos en situación de 
vulnerabilidad mediante el establecimiento de 
mecanismos de apoyo, incluida la asistencia 
técnica y jurídica gratuita, según corresponda”  
(art. 8°, inc. 5°) lo que abre la puerta a nume-
rosas situaciones a la que solamente un juez y 
fiscal formado y especializado en cuestiones 
ambientales podrá comprender adecuadamen-
te. La interpretación del idioma, las pautas o 
patrones culturales diversos, son aspectos a 
considerar para la instrumentación del fuero.

Las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 
Justicia de las Personas en Condiciones de Vul-

nerabilidad (a las que adhirió el Superior Tribu-
nal de Justicia de Misiones por Acordada 14/11) 
consideran a las comunidades indígenas como 
sujetos en situación de extrema vulnerabilidad 
ya que confluyen en ellos numerosas causas de 
fragilidad. Respecto a las actuaciones judicia-
les se ordena que reciban un trato respetuoso y 
digno, con respeto a su lengua, sus tradiciones y 
multiculturalidad para el ejercicio pleno de sus 
derechos (Altabe, 2012).

La barrera más importante está en el acce-
so a la justicia. Las comunidades originarias a 
menudo enfrentan murallas significativas para 
acceder al sistema judicial, incluidas las men-
cionadas barreras lingüísticas y la falta de cono-
cimiento sobre sus derechos legales. Este juez y 
el fiscal deberán asegurarse de que estos grupos 
tengan acceso efectivo a la justicia.

Misiones además contará con algunas cuestio-
nes que hoy son problemas embrionarios pero 
que en el corto plazo pueden causar conflictos 
relevantes: la presión demográfica, la produc-
ción de energía sustentable o sostenible, gestión 
de actividades turísticas masivas, efectos del 
cambio climático como por ejemplo daños por 
incendios, etc. 

La ubicación geopolítica de la Provincia tam-
bién es una cuestión a tener en cuenta en la 
organización administrativa del Fuero. La bio-
diversidad y los recursos naturales no conocen 
fronteras, por lo que las decisiones y acciones 
ambientales en estos países impactan directa-
mente en Misiones y viceversa. Los ecosistemas 
compartidos, en particular los hídricos, tienen 
impacto muy fuerte en Misiones por lo que ha-
brá que atender a esas causas externas o ajenas 
como variables a considerar al momento de las 
resoluciones ambientales.

Para finalizar hacemos propias las palabras 
del destacado jurista brasileño, Vladimir Passos 
de Freitas: “Los países en general poseen legis-
lación suficiente para proteger el medioambien-
te. El Ministerio Público y el Poder Judicial son 
actores indispensables para la aplicación de 
las normas ambientales. Para que esa efectivi-
dad sea una realidad es necesario, además de 
concienciar los jueces y los agentes de los mi-
nisterios públicos, de crear Tribunales y Jueces 
especializados en Derecho Ambiental y Fiscales 
Ambientales” (Vladimir Passos de Freitas, 2005, 
p. 337).
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Con la creación de su Fuero Ambiental, Misio-
nes ha dado un paso trascendental para el cum-
plimiento del Acuerdo de Escazú, la efectividad 
de los derechos humanos ambientales, la pro-
tección de la biodiversidad y otros bienes colec-
tivos, y la consolidación tan anhelada del Estado 
de derecho ambiental.
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Resumen: El presente artículo analiza la evolución del sistema jurídico de preservación del am-
biente en la Provincia del Chaco, destacando el papel del Poder Judicial en la defensa de los derechos 
ambientales. Se examinan fallos innovadores que promueven la participación ciudadana y la protec-
ción de los recursos naturales, así como lineamientos procesales que amplían la legitimación para su 
defensa y reafirman la acción de amparo como vía apta para su tramitación. Además, se aborda el 
desafío de armonizar la conservación ambiental con el desarrollo regional.

I. Introducción

El presente artículo tiene por objeto describir, 
sin pretensión de exhaustividad, el sistema jurí-
dico de protección del ambiente en la Provincia 
del Chaco, con especial enfoque en la jurispru-
dencia, destacando su evolución y lineamientos 
principales. 

En el abordaje se expondrán sucintamente 
las normas que estructuran el ordenamiento, 
especialmente, las vinculadas a los preceden-
tes seleccionados. Luego, se comentarán fallos 
trascedentes en torno a principios ambientales 
y singularidades procesales del litigio ambien-
tal. Adicionalmente, se reseñarán algunas de las 
riquezas naturales ubicadas en el territorio pro-

vincial. Por último, se expondrán las conclusio-
nes sobre el panorama local (1). 

II. Ordenamiento Jurídico Ambiental 

La legislación chaqueña se remonta a épocas 
anteriores a la reforma constitucional del año 
1994, por lo que puede considerarse pionera en 
materia de preservación del ambiente y óptima 
calidad de vida.

En consonancia con la Constitución de la Na-
ción, la Constitución Provincial (1957) fue mo-
dificada en el 94, reconociendo los derechos 
ambientales en el orden local, mediante decla-
ración que, en lo pertinente, reza: “Todos los 
habitantes de la Provincia tienen el derecho 
inalienable a vivir en un ambiente sano, equi-
librado, sustentable y adecuado para el desarro-
llo humano, y a participar en las decisiones y 
gestiones públicas para preservarlo, así como el 
deber de conservarlo y defenderlo […] La Pro-
vincia o los municipios en su caso, establecerán 

  (1) Agradecemos a la Biblioteca “Dalmacio Vélez Sars-
field” del Poder Judicial del Chaco por su aporte a la in-
vestigación. En algunas etapas de la elaboración se han 
utilizado herramientas tecnológicas de IA, con supervisión 
de las autoras.  

(*) Abogada. Profesora Universitaria. Magister en Magis-
tratura y Derecho Judicial. Secretaria Relatora de la Sala 
Única del Superior Tribunal de Justicia del Chaco. Docente 
de Teoría y Derechos constitucionales en la Facultad de 
Derecho de la Universidad Nacional del Noreste.

(**) Abogada. Doctora en Derecho. Magister en Magis-
tratura y Derecho Judicial. Especialista en Derecho Admi-
nistrativo y en Derecho Procesal Constitucional. Secretaria 
Letrada provisoria de la Sala Única del Superior Tribunal de 
Justicia del Chaco.
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la emergencia ambiental ante la existencia ac-
tual o el peligro inminente de desequilibrios o 
daños producidos por fenómenos naturales o 
provocados. Toda persona está legitimada para 
accionar ante autoridad jurisdiccional o admi-
nistrativa en defensa y protección de los inte-
reses ambientales y ecológicos reconocidos, 
explícita o implícitamente, por esta Constitu-
ción y por las leyes” (art. 38) (2).

En el mismo sentido, la constitucionalización 
de la acción de amparo en el art. 19 incluyó la 
mención expresa de esa vía: “para la defensa de 
los derechos o intereses difusos o colectivos, los 
que protegen al ambiente, al usuario y al consu-
midor”; indicaciones que además fueron plas-
madas en ley reglamentaria N.° 877-B.

Amén de ello, en 1993 la ley N.° 783-R estable-
ció los principios rectores para la preservación, 
recuperación, conservación, defensa y mejora-
miento del ambiente en todo el territorio provin-
cial, para lograr y mantener la biodiversidad y 
una mejor calidad de vida. Dicho texto define 
conceptos generales sobre el ambiente, medio y 
entorno, en sus variantes de agropecuario, na-
tural y urbano, ecosistemas, recursos naturales, 
conservación, recuperación, contaminación, de-
gradación incipiente, corregible o irreversible, 
residuos, etc. Fija el deber de toda persona físi-
ca o jurídica y organismos de la Administración 
nacional, provincial y municipal de efectuar es-
tudios de impacto ecológico previos a obras o 
acciones que puedan modificar directa o indi-
rectamente el ambiente. Crea organismos y au-
toridades de aplicación de sus disposiciones (3). 

Desde entonces, la actividad legislativa ha 
sido fecunda, superando el centenar de normas 
que estructuran la custodia, preservación y re-
cuperación del ambiente y la operatividad de 

 (2) A su vez, determinó: “Los derechos, deberes, decla-
raciones y garantías, los acuerdos y tratados mencionados 
en el artículo 75, inciso 22, enumerados en la Constitución 
Nacional que esta Constitución incorpora a su texto dán-
dolos por reproducidos, y los que ella misma establece, no 
serán entendidos como negación de otros no enumerados 
que atañen a la esencia de la democracia, al sistema repu-
blicano de gobierno, a la libertad, la dignidad y la seguridad 
de la persona humana. Los derechos y garantías estableci-
dos, expresa o implícitamente en esta Constitución, tienen 
plena operatividad en sede administrativa o jurisdiccional, 
sin que su ejercicio pueda ser menoscabado por ausencia 
o insuficiencia de reglamentación” (art. 14 CN)

 (3) Cfr. arts. 1°, 4°, 5°, 6°, 11, 12, 13 y ccdtes., ley 783-R 

los derechos individuales y colectivos inheren-
tes (4). 

Por razones de orden metodológico, se trata-
rán con mayor profundidad las leyes vinculadas 
con los precedentes judiciales comentados.

III. Regulación procesal

Desde el punto de vista procedimental, la ley 
N.° 770-R (1993) establece la tutela de intereses 
difusos y colectivos relacionados con la preser-
vación, mantenimiento, mejora, defensa y re-
cuperación del medio ambiente y los recursos 
naturales, aerolitos, meteoritos y todo cuerpo 
celeste ingresado a suelo chaqueño, el equili-
brio ecológico, el resguardo de valores artísti-
cos, arquitectónicos, urbanísticos, históricos, 
arqueológicos y paisajísticos, los derechos del 
consumidor y del usuario como receptor de 
servicios públicos, y todo otro que afecte a una 
digna calidad de vida (art. 1°). Determina que 
la acción procederá, toda vez que, por acto, he-
cho u omisión de autoridad pública o persona 

 (4) Algunas refieren a la organización de áreas naturales 
protegidas:

- Ley 896-R, protección del suelo, agua y recursos ener-
géticos. 

- Ley 880-R, régimen de residuos peligrosos. 
- Ley 770-R, preservación del aire puro. 
- Ley 642-R, código de águas. 
- Ley 555-R, implementación de los objetivos de desa-

rrollo sostenible de Naciones Unidas en el ámbito provin-
cial. 

- Ley 3330-R, sistema de información ambiental local. 
- Ley 2164-R, procedimiento de gestión de residuos só-

lidos. 
- Ley 2028-R, biocidas. 
- Ley 2026-R, declaración de utilidad pública, afectado 

al uso público, a todo meteorito, aerolito o cualquier cuer-
po natural, proveniente del espacio que se encuentren en 
territorio de la provincia, con carácter exclusivo, inembar-
gable, inalienable e imprescriptible.- Ley 664-A, creación 
del Parque Chaqueño Articulado (no convencional), que 
se integrará con las áreas provinciales contenedoras de 
meteoritos, ley 1082-R y muchas más. Otras se plasman 
en adhesiones al orden nacional, como la ley 3499-R a la 
27520, que fija los presupuestos mínimos de adaptación y 
mitigación al cambio climático global. 

- Ley 3377-R, a la 27.566, que aprueba el Acuerdo de 
Escazú, 3388-R a la ley “Yolanda”, 27592, 

- Ley 381-R a la 20.284 sobre contaminación atmosfé-
rica. 

- Ley 410-R a la 22.428 de conservación del suelo. 
- Ley 1832-R a la 26.438, relativa a principios rectores de 

política hídrica en la República Argentina, entre otras. La 
mención es meramente ilustrativa.
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privada, de modo actual o inminente, se menos-
cabe, lesione, restrinja o amenace parcial o to-
talmente alguno de los intereses tutelados por 
la presente ley (art. 2°). Y que será competente 
para recibir, tramitar y sentenciar estas cuestio-
nes el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial que corresponda a la circunscripción 
respectiva, conforme a la ley de procedimientos 
civil y comercial 2559-M (art. 3°).

Como puede advertirse, las bases generales 
para el resguardo del ambiente y calidad de 
vida precedieron al reconocimiento constitucio-
nal. Se diseñó a su vez, una vía legal específica 
para su tramitación (leyes N.° 783-R y N.° 770-R, 
ambas del año 93). Mecanismo luego reforza-
do por la jurisprudencia, como se verá en el si-
guiente apartado. 

III.1. Bosques Nativos 

En cuanto a la preservación de bosques nati-
vos, la ley N.° 350-R declara de interés público la 
defensa, regeneración, mejoramiento y amplia-
ción de los bosques útiles, así como la promo-
ción del desarrollo e integración adecuada de la 
industria forestal (art. 1°). Los clasifica en pro-
tectores, permanentes, experimentales, montes 
especiales y de producción. Por ley N.° 1654-R se 
dispone la aplicación de la ley nacional 26.331, 
sobre Presupuestos Mínimos de Protección Am-
biental de los Bosques Nativos, siendo autoridad 
de aplicación local, la Subsecretaría de Recursos 
Naturales del Ministerio de Economía, Produc-
ción y Empleo. 

La citada normativa establece la prohibi-
ción de toda acción de desmonte hasta tanto 
se sancione el ordenamiento territorial de bos-
ques nativos (art. 7°) y por vía de reglamenta-
ción obliga a las Provincias a actualizar sus 
respectivos ordenamientos cada cinco (5) años  
(cfr. art. 6° del decreto N.° 91/09). 

El Chaco aprobó el OTBN en 2009, por  
ley 1762-R. Luego de un proceso judicial des-
pués de años de incumplimiento, la actuali-
zación del ordenamiento fue sancionada el 
30/04/24 por ley N.° 4005-R, que actualmente se 
encuentra cuestionada en su constitucionalidad 
por sendas vías. 

III.2. Creación de Reservas y Parques

La variedad de recursos naturales útiles para 
la vida humana justificó la creación de reservas 

naturales y parques provinciales y nacionales 
en el territorio chaqueño.

En el año 2000 se declara Parque Provincial 
“Fuerte Esperanza” a los terrenos correspon-
dientes a la parcela 230, circunscripción IV, 
zona E, del Departamento General Güemes, con 
categoría de área natural protegida, con una su-
perficie aproximada de 28.220 has (5). 

En 2001 se instituye la Reserva Natural Cultu-
ral “Presidencia Roque Sáenz Peña”, de acuer-
do a lo establecido en la ley N.° 896-R, artículo 
6° apartado IV, que comprenderá la totalidad 
de la superficie que se afecta al funcionamiento 
del Complejo Ecológico Municipal de dicha ciu-
dad (6).

En diciembre de 2011 se expropió la Reserva 
Natural “La Fidelidad”, ubicada en la Circuns-
cripción VI, parcela I, Departamento General 
Güemes (con una superficie de 148.903,70 has.). 
Dos años más tarde se transfirió al Estado Na-
cional con destino a la creación de un parque 
nacional. En 2014, el Congreso cumple con lo 
establecido, creando el Parque Nacional “El 
Impenetrable”, con una superficie cercana a 
130.000 has.

En 2012 se crea la Reserva Natural Cultural 
“Pigüen N’Onaxá” (Campo del Cielo), un comple-
jo de exposición del meteorito “El Chaco” en los 
terrenos ubicados en la Jurisdicción XXII, Cha-
cra 65, de la localidad de Gancedo, Departamen-
to 12 de Octubre, Chaco (7). 

IV. Directivas jurisprudenciales en materia pro-
cedimental

IV.1. Legitimación Amplia

En el caso “Asociación Comunitaria Nueva 
Pompeya”  (8) iniciado en el año 2004, la sen-

 (5)  Ley N.° 1114-R.

 (6) Ley N.° 1183-R.

 (7)  Ley N.° 2099-R.

 (8) Autos: “Asociación Comunitaria de Nueva Pompeya, 
Asociación Comunitaria de Comandancia Frías y Asocia-
ción Comunitaria Nueva Población c/ Provincia del Chaco 
y/o Subsecretaria de Recursos Naturales Medio Ambien-
te de la Provincia del Chaco, Instituto de Colonización del 
Chaco y/o QRR s/ acción de amparo Colectivo de intereses 
difusos”, Expte. N.° 1754/04, del Juzgado Civil y Comercial 
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tencia de primera instancia efectuó una inter-
pretación de los arts. 19 y 38 de la Constitución 
provincial y la ley de procesos colectivos, reco-
nociendo una amplia legitimación para promo-
ver reclamos relativos al ambiente (9). También 
sobre las vías para su tramitación, concluyen-
do que resultan admisibles la acción de amparo 
o, el proceso especial establecido por ley a elec-
ción del justiciable  (10). Dicho pronunciamien-
to fue confirmado en las instancias posteriores, 
como se verá más adelante. 

Más tarde el Superior Tribunal de Justicia 
reafirmó el criterio en instancia originaria, en 
la causa “Roseo” (11), sin perjuicio de haber re-
chazado la acción de inconstitucionalidad que 
cuestionaba la transferencia al Estado Nacional 
del inmueble “La Fidelidad” para la creación de 
un parque nacional (contra la ley N.° 7317 y el 
Decreto del Poder Ejecutivo N.° 2747/13), el Alto 
Tribunal admitió la legitimación amplia para 
cuestionar la medida. 

La demandada alegaba la falta de legitima-
ción de los herederos del propietario del inmue-
ble expropiado y luego transferido al Estado 
Nacional en tanto su interés patrimonial emer-
gía de su condición de herederos, la que se había 
extinguido con la expropiación del inmueble. 

de la Sexta Nominación, Primera Circunscripción Judicial, 
Resistencia. 

 (9) “…[R]esulta que nuestra normativa constitucional lo-
cal en el art. 38 in fine acuerda legitimación a toda persona 
para accionar ante autoridad jurisdiccional o administrati-
va en defensa y protección de los intereses ambientales 
y ecológicos reconocidos, explícita o implícitamente, por 
esta Constitución y por las leyes. Se reconoce una legiti-
mación más amplia y tuitiva en relación a la Constitución 
Nacional, la que por su exégesis es susceptible de autorizar 
una interpretación más limitada. …Por otra parte el art. 4° 
de la ley 3911 también concede legitimación para accionar 
judicialmente en forma directa a toda persona física o ju-
rídica, sin otra exigencia” (Sent. 17 de diciembre de 2004).

 (10) “De lo expuesto se deduce que la operatividad de la 
tutela jurisdiccional de esta singular categoría de derechos 
puede hacerse valer mediante el procedimiento especial 
previsto en la ley 3911 o por el carril específico del amparo, 
por el que optó el demandante, o puede ser requerida por 
cualquier otra vía procesal que el sujeto decida poner en 
movimiento para garantizarlos” (Sent. citada).

 (11) “Roseo Cuellar, Lucia Manuela y Cuellar, Nélida Eva 
y en rep.h/menor s/ acción de inconstitucionalidad” Expte. 
N.º 39/14 del registro de la Secretaría N.º 3 del Superior 
Tribunal de Justicia.

El Superior Tribunal de Justicia habilitó la 
instancia por Sent. 238/16, entre otras conside-
raciones, entendió que el pedido realizado por 
los actores excedía un simple interés: la cues-
tión concerniente a la cesión de dominio y ju-
risdicción y todo lo que conlleva la legalidad de 
la constitución del parque nacional escapaba al 
plano de su interés particular. 

Se arriba a esa conclusión en tanto los fines 
declarados por la legislatura al momento de 
sancionar la ley cuestionada y su previa condi-
ción de área natural protegida (declarada por 
ley N.° 6833) hacían directamente aplicable el 
art. 38 de la Constitución Provincial. 

Agregó que la normativa constitucional local, 
al regular la acción de amparo, y distinguién-
dose de la nacional, no utiliza la palabra “afec-
tado” por lo que puede considerarse que en el 
ámbito provincial la legitimación es un tanto 
más amplia. 

Para apoyar su decisión consideró la trascen-
dencia de la incorporación de la dimensión am-
biental a la Ley Fundamental, la que impone 
nuevas tendencias en el derecho procesal cons-
titucional que apuntan hacia una tutela judicial 
más inclusiva; dado que el derecho ambiental 
es portador del interés general y el propio con-
cepto de orden público presupone el interés ge-
neral. 

En consonancia con ello, en la problemática o 
cuestión ambiental se advierte algo más que un 
clásico o tradicional derecho individual, por lo 
que, en la mayoría de los casos, estarán en jue-
go los intereses del conjunto social que, además, 
representan un orden intergeneracional al que 
refieren las normas constitucionales. 

Las disposiciones que prevén la flexibiliza-
ción de los procesos ambientales reflejan, al 
decir del Tribunal, un “ecocentrismo constitu-
cional” (12); que imponen variables de acceso a 
la justicia que deben profundizarse en pos de 
una tutela efectiva del ambiente: una legitima-
ción activa amplia, real y no meramente formal 
para acceder a la justicia en los procesos am-

 (12) Haciendo referencia al término utilizado por el pro-
fesor Humberto Quiroga Lavié en El Estado Ecológico de 
Derecho en la Constitución Nacional, LL, 1996-950.
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bientales, y reconocer así la regla “in dubio pro 
ambiente” (13). 

IV.2. Amparo ambiental

En el caso “Silvestri”  (14) un grupo de veci-
nos de la zona rural y suburbana de la ciudad 
de Presidencia Roca instó una acción de am-
paro contra Establecimiento “Don Panos” y/o 
Sr. Eduardo Eurnekian y/o Unitec Agro S.A. y/o 
Unitec Bio S.A. y/o Marpfra S.A. para que de ma-
nera urgente cesen las fumigaciones/pulveriza-
ciones, aéreas y terrestres, con biocidas que se 
venían realizando, hasta que se verifique la se-
guridad de estas y su no afectación a las comu-
nidades lindantes y al medio ambiente. 

IV.3. Decisión de primera instancia

Pese a haber hecho lugar a la medida cautelar 
innovativa y ordenar la suspensión de todo tipo 
de fumigación con agroquímicos en Presidencia 
Roca y Pampa del Indio, la jueza de primera ins-
tancia rechazó la vía del amparo por entender 
que se trataba de un proceso complejo que ame-
ritaba amplia producción de prueba y debate. 

IV.4. Decisión de la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional

La CACC confirmó la decisión anterior (15). 

IV.5. Decisión del Superior Tribunal de Justicia

El Superior Tribunal de Justicia hizo lugar al 
recurso de inconstitucionalidad interpuesto por 
los actores. 

 (13) Se destacan el art. 38 de la Constitución Provincial, 
las disposiciones de la LGA, principalmente el artículo 32 
que “[e]l acceso a la jurisdicción por cuestiones ambien-
tales no admitirá restricciones de ningún tipo o especie”, 
entre otros. 

 (14) “Silvestri, Facundo Sebastián y Latapie, Gustavo Raúl 
s/ amparo de garantías”, Expte. N.° 2575/21-5-P del registro 
de la Secretaría N.º 3 del Superior Tribunal de Justicia.

 (15) Sostuvo: “las causas en las que se disciernen cues-
tiones ambientales se caracterizan por presentar dificulta-
des a la hora de probar los hechos, peligros y daños que se 
alegan, lo cual se acrecienta cuando estas causas tramitan 
como amparo, dado el acotado marco probatorio y la cele-
ridad que es propia de este tipo de procesos, la arbitrarie-
dad o ilegalidad alegada, debe presentarse sin necesidad 
de mayor debate y prueba”.

1. Admisibilidad de la vía de amparo para 
cuestiones ambientales. En primer lugar, enten-
dió que el rechazo del cauce procesal elegido 
desconocía el especial interés que merece el ob-
jeto cuya tutela se pretendía. Dejó claro que la 
acción de amparo es la vía adecuada para la tu-
tela de los derechos invocados, de conformidad 
a los arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional y 
19 y 38 de la Constitución Provincial, que hacen 
mención especial de la acción de amparo como 
vía apta para su protección. 

2. Derecho al ambiente como precondición 
para el ejercicio de otros derechos. Resaltó que 
la protección al derecho humano a vivir en un 
ambiente sano existe como una precondición 
necesaria para el ejercicio de otros derechos 
humanos fundamentales, como, por ejemplo, la 
vida y la salud (16); enfoque ecocéntrico y sisté-
mico de la tutela del ambiente que ha sido con-
sagrado constitucional, convencionalmente y 
jurisprudencialmente (17).

3. Perspectiva ambiental en la interpretación 
de las reglas procesales. Se destacó el deber de 
la judicatura de interpretar las reglas procesa-
les con criterio amplio, poniendo el acento en su 
carácter instrumental de medio a fin (18), y por 
esa vía dar eficaz respuesta a los planteos am-
bientales que arriben a los estrados judiciales, 
en cumplimiento del expreso mandato constitu-
cional referido.

4. Carácter colectivo del proceso ambiental. 
Por otra parte, frente a la existencia de un am-
paro de similares características tramitado ante 
la Sala Primera de la Cámara Contencioso Admi-
nistrativa (19), cuyo objeto y demandados coin-
cidían con el analizado, ordenó la acumulación 
de los procesos en trámite. Para así decidir, en-
tendió que de la propia naturaleza de un ampa-
ro ambiental se infiere un efecto general para 

(16) Con cita de la Corte IDH, Opinión Consultiva  
OC-23/17 del 15/11/17, Medio ambiente y derechos huma-
nos.

(17) Apoyado en lo sostenido por la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en “Majul, Julio Jesús c. Municipalidad 
de Pueblo General Belgrano y otros s/ acción de ampa-
ro ambiental” del 11/07/2019, CSJ 714/2016/RH1, LL AR/JUR/ 
22384/2019.

(18) Cfr. Fallos: 342:1203.

(19) “Peñaloza, Rosalba y otros s/ acción de amparo” 
Expte. N.º 11951/21.
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concluir con el acto lesivo “antiambientalista”, 
que acarrea el daño colectivo y que, obviamen-
te, debe producir un efecto tutelar también co-
lectivo (20).

IV.6. Directivas Jurisprudenciales en Cuestiones de 
Fondo

Bosques Nativos. Estudios de impacto am-
biental y participación de comunidades origina-
rias. Principio de prevención. 

En el citado caso “Asociación Comunitaria 
Nueva Pompeya”, se promovió una acción de 
amparo colectivo contra la Provincia del Chaco 
y otros organismos por la depredación ambien-
tal producida por la aplicación de las Leyes de 
Bosques entonces vigentes nro. 2386 y su mo-
dificatoria nro. 5285 con el objeto de que se 
efectúen estudios de impacto ecológico, social y 
productivo del Bosque Nativo y que se prohíba 
el desmonte en todo el territorio provincial. Asi-
mismo, que se arbitren medios para asegurar la 
participación ciudadana especialmente, de los 
pueblos indígenas en el diseño y desarrollo de 
un plan de preservación, recomposición y sus-
tentabilidad del monte chaqueño.

IV.7. Decisión de Primera Instancia (21)

El Juzgado Civil y Comercial de la Sexta Nomi-
nación de la Ciudad de Resistencia resolvió en 
favor de las Asociaciones Comunitarias.

1. Inconstitucionalidad de la Ley de Bosques 
N.° 5285/03: La sentencia declaró la inconstitu-
cionalidad de la ley debido a que esta norma 
vulnera el derecho a un ambiente sano, equili-
brado y adecuado para el desarrollo humano, 
afectando particularmente a los pueblos in-
dígenas de la región. Se argumentó que la ley 
permite la deforestación masiva sin controles 
adecuados y sin la participación de los pueblos 
originarios.

2. Declaración de Emergencia Ambiental: Se 
ordenó la declaración de emergencia ambiental 
en la Provincia del Chaco, prohibiendo el des-
monte a tala rasa de bosques nativos y montes 
en todo el territorio provincial, tanto en propie-
dades públicas como privadas. Se resaltó la im-

 (20) Con cita de cfr. Sagüés, Néstor, Compendio de de-
recho procesal constitucional, Buenos Aires, Astrea, p. 618.

 (21) Sent. 17 de diciembre de 2004.

portancia de los principios de sustentabilidad, 
prevención y precautorio.

3. Evaluación de Impacto Ambiental y Social: 
Dispuso la realización de una evaluación de los 
impactos ya ocasionados por la destrucción del 
monte chaqueño y una evaluación de impacto 
ecológico y social sobre las actividades futuras a 
realizarse en la región.

4. Participación de los Pueblos Indígenas: 
Ordenó que se asegure la participación de los 
pueblos indígenas en la gestión de sus recursos 
naturales y del medio ambiente, conforme a lo 
establecido por la Constitución Provincial y el 
Convenio N.° 169 de la OIT.

IV.8. Decisión de la Cámara de Apelaciones

La Cámara Contencioso Administrativa, que 
entonces actuaba como Alzada, confirmó la sen-
tencia de primera instancia, con algunas varia-
ciones (22).

1. Confirmación de la Inconstitucionalidad: 
Confirmó la inconstitucionalidad de la Ley de 
Bosques, reafirmando que la norma afecta dere-
chos fundamentales, especialmente de los pue-
blos indígenas.

2. Modificación en la Declaración de Emer-
gencia: Ajustó los términos de la declaración de 
emergencia, estableciendo plazos y condiciones 
específicas para la prohibición del desmonte y 
la realización de evaluaciones de impacto am-
biental.

3. Implementación de Plan de Preservación: 
Ordenó la puesta en práctica de un plan de pre-
servación, recomposición y sustentabilidad del 
bosque nativo, con la participación activa de los 
pueblos indígenas y otros actores sociales rele-
vantes.

IV.9. Decisión del Superior Tribunal de Justicia

El Superior Tribunal de Justicia de la Provin-
cia del Chaco ratificó la decisión de la Alzada, 
con énfasis en la protección de los derechos am-
bientales y la participación de los pueblos indí-
genas (23).

 (22) CCA Sent.99/06.

 (23) STJ Chaco. Sent.35/08.



22 •  ARTÍCULOS

Lineamientos judiciales y protección ambiental en la provincia del Chaco

1. Ratificación de la Inconstitucionalidad: El 
Tribunal Superior ratificó la inconstitucionali-
dad de la ley en cuestión, al verificar la viola-
ción de derechos constitucionales y tratados 
internacionales.

2. Emergencia Ambiental: Mantuvo la decla-
ración de emergencia ambiental, enfatizando la 
necesidad de medidas urgentes y efectivas para 
resguardar el medio ambiente y la biodiversi-
dad del Chaco.

3. Participación Indígena: Reafirmó la obli-
gación del Estado de asegurar la participación 
plena y efectiva de los pueblos indígenas en la 
gestión de los recursos naturales, conforme a 
los estándares internacionales y constituciona-
les. En tal sentido, el Superior Tribunal de Jus-
ticia dispuso medidas de salvaguarda concreta 
no solo del ambiente sino también de la propie-
dad comunitaria de pueblos originarios de la 
Provincia mediante fallos que aseguran el goce 
efectivo y pleno de sus derechos (24).     

Estas decisiones reflejan un enfoque judicial 
sólido en la protección del medio ambiente y los 
derechos de los pueblos indígenas, asegurando 
la implementación de políticas ambientales in-
clusivas y sostenibles en la Provincia del Chaco.

IV.10. Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos

Otro pronunciamiento relevante es “Concien-
cia Solidaria”  (25). La Asociación “Conciencia 
Solidaria al Cuidado del Medio Ambiente, el 
Equilibrio Ecológico y los Derechos Humanos” 
promovió una acción de amparo para detener 
las autorizaciones de cambios de uso de suelo 
y permisos de desmonte que se emitieron des-
pués del vencimiento del Ordenamiento Terri-
torial del Bosque Nativo (en adelante OTBN) en 
la Provincia del Chaco. Argumentaron que la 
falta de actualización del ordenamiento, cuya 
renovación debía haberse realizado en 2014, 
implicaba que cualquier autorización posterior 
era ilegal e inconstitucional.

  (24) STJ del Chaco Sent. 141/23 “Organización de los 
pueblos indígenas “Mowitob” c/ Provincia del Chaco s/ de-
manda contencioso-administrativa Expte. 7467/15-SCA y 
su acumulado “Charole Orlando c/ Provincia del Chaco s/ 
DCA” Expte. N.º 8319/16. 

  (25)  “Conciencia Solidaria al cuidado del medio am-
biente s/ acción de amparo”, Expte. N.º 11344/20

IV.11. Decisión en Instancia Única (26)

1. Declaración de Ilegitimidad: La Sala Prime-
ra de la Cámara Contencioso Administrativa de-
claró ilegítima la omisión de actualizar el OTBN 
y prohibió la aprobación de planes de aprove-
chamiento de cambio de uso del suelo y de otor-
gar permisos de desmonte desde el vencimiento 
del instrumento (diciembre de 2014) hasta que 
la Provincia actualice el OTBN conforme a la ley 
N.° 26.331, el decreto N.° 91/09, la ley N.° 1762-R 
y las resoluciones del COFEMA.

2. Protección del Medio Ambiente: La sen-
tencia enfatizó la necesidad de cumplir con la 
normativa ambiental y garantizar un medio 
ambiente sano y equilibrado, destacando que la 
preservación del medio ambiente es fundamen-
tal para la vida presente y futura (27).

3. Participación y Transparencia: La resolu-
ción señaló la falta de participación popular y 
transparencia en el proceso de actualización del 
OTBN, y ordenó que se garantice la participa-
ción efectiva de la comunidad en el futuro.

La demandada presentó un recurso de incons-
titucionalidad contra la sentencia, argumen-
tando que la decisión era arbitraria y afectaba 
derechos adquiridos y la economía local.

IV.12. Decisión del Superior Tribunal de Justicia (28)

1. Rechazo del Recurso de Inconstituciona-
lidad: El Superior Tribunal de Justicia rechazó 
el recurso deducido, confirmando la sentencia 

 (26)  Sent. 197, del 8/11/2021.

 (27) Los fundamentos judiciales expresan: “Esa mirada 
nos exige que la interpretación y aplicación de toda norma 
referida a las cuestiones ambientales, esté sujeto no solo 
a los principios de congruencia, prevención, precautorio, 
equidad intergeneracional, progresividad, responsabilidad, 
subsidiariedad, sustentabilidad, solidaridad y cooperación 
(art. 4° LGA), sino también al “in dubio pro natura” (Princi-
pio 5 de la “Declaración Mundial de la Unión Internacional 
para la Conservación de la Naturaleza acerca del Estado 
de Derecho en materia ambiental”), y al “in dubio pro aqua” 
(Principio 6 de la “Declaración de Jueces sobre Justicia Hí-
drica”). En los procesos ambientales la prevención ostenta 
una jerarquía superior y su tratamiento se impone. Por lo 
que, cuando ha existido peligro de daño grave o irreversi-
ble, la ausencia de certeza científica no excusará la demora 
en la adopción de medidas eficaces en función de los cos-
tos, para impedir la degradación del ambiente”. 

 (28) Sent. 122, del 13/06/2022.
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de la Cámara Contencioso Administrativa. El 
Tribunal consideró que la sentencia impugna-
da contaba con fundamentos suficientes y que 
la protección del medio ambiente es una obliga-
ción del Estado conforme a la Constitución Na-
cional y Tratados Internacionales.

2. Validez de la Prohibición: Mantuvo la pro-
hibición de aprobar planes de cambio de uso del 
suelo y otorgar permisos de desmonte hasta que 
se actualice el OTBN, destacando la importancia 
del principio precautorio y la necesidad de pre-
venir daños ambientales significativos.

Los criterios expuestos reafirman la impor-
tancia de la custodia ambiental y la participa-
ción ciudadana en la gestión de los recursos 
naturales, asegurando que las acciones del Es-
tado se adapten a las normativas nacionales e 
internacionales para la conservación del medio 
ambiente.

Como anticipamos, luego de años de incum-
plimiento, la actualización del ordenamien-
to territorial de los bosques provinciales fue 
sancionada el 30 de abril de este año por ley  
N.° 4005-R, que actualmente se encuentra obje-
tada en su constitucionalidad. El litigio pone en 
tensión los derechos ambientales y el desarrollo 
social y económico regional.

En ese escenario, el Poder Judicial debe brin-
dar respuestas justas, concretas y equilibradas 
que armonicen el uso racional de los recursos 
naturales y el progreso sostenible de la ciudada-
nía chaqueña.     

V. Conclusiones 

El presente artículo ha examinado el ordena-
miento jurídico de la Provincia del Chaco, desta-
cando el papel del Poder Judicial en la tutela de 
los derechos ambientales. A través de la juris-
prudencia se han sentado precedentes que re-
fuerzan la normativa ambiental y aseguran su 
implementación efectiva.

Se ha promovido la participación ciudadana 
y de las comunidades indígenas en la gestión 

ambiental, fortaleciendo su capacidad para in-
fluir en las políticas públicas. Las decisiones ju-
diciales han reconocido la legitimación activa 
de comunidades, organizaciones ambientales y 
de particulares para la defensa del medio am-
biente. Asimismo, se ratificó la acción de ampa-
ro como vía apta para su tramitación.

La protección de los derechos de las comu-
nidades indígenas también ha sido una priori-
dad. Sentencias emblemáticas han reafirmado 
la obligación del Estado de garantizar la parti-
cipación de estas comunidades en la gestión de 
sus territorios y recursos naturales, conforme a 
los estándares internacionales y constituciona-
les. Este reconocimiento refuerza los derechos 
ambientales y contribuye a la justicia social y al 
respeto de la diversidad cultural.

En cuanto a la administración de los bosques 
nativos, los tribunales han sido determinantes 
al prohibir desmontes ilegales y exigir la actua-
lización del Ordenamiento Territorial de Bos-
ques Nativos (OTBN), actualmente en vías de 
resolución. Estas medidas son esenciales para 
prevenir daños ecológicos significativos y ga-
rantizar la protección de la biodiversidad.

Sin embargo, el Poder Judicial enfrenta el de-
safío de armonizar la protección ambiental con 
el desarrollo social y económico de la zona. Es 
necesario encontrar un equilibrio que permi-
ta el uso racional de los recursos naturales sin 
comprometer el progreso sostenible de la ciuda-
danía chaqueña.

En conclusión, la labor del Poder Judicial en 
la Provincia del Chaco ha sido decisiva para en-
frentar las realidades ambientales de la región. 
A través de una interpretación progresiva de las 
normas y un compromiso con la participación 
ciudadana y la protección de los derechos indí-
genas, los tribunales chaqueños han sentado las 
bases para un futuro más sostenible y justo. Esto 
demuestra cómo el poder judicial puede contri-
buir a la preservación del ambiente y al bienes-
tar de las generaciones futuras.
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Nuevos sistemas procesales  
en la provincia de San Juan 

Daniel G. Olivares Yapur (*)

Sumario: I. Introducción.— II. Ordenamiento Jurídico Ambiental.— III. Regulación 
Procesal.— IV. Directivas Jurisprudenciales en Materia Procedimental.— V. Con-
clusiones. 

Con el rumbo puesto en eficientizar, humanizar y garantizar el servicio esencial de Justicia.

I. Introducción

El Poder Judicial de la Provincia de San Juan ha 
transitado en los últimos cinco años un cambio 
paradigmático integral y definitivo en el modo 
de brindar el Servicio Esencial de Justicia para 
todos los habitantes de este estado provincial.

Destaco que debe considerárselo “esencial” en 
tanto y en cuanto se encuentra intrínsecamente 
vinculado a la “seguridad” la cual, junto a salud 
y educación conforman los ejes fundamentales 
de actuación que el estado debe garantizar a to-
dos los integrantes de la comunidad provincial. 
En efecto, es la Justicia la encargada de mante-
ner el equilibrio y sustentabilidad del estado de 
derecho, el respeto y efectivo cumplimiento de 
los derechos amparados en las garantías consti-
tucionales y convencionales.

La renovación en la integración completa de 
los miembros de la Corte de Justicia trajo apa-
rejado un nuevo pensamiento y el desarrollo y 
ejecución de una planificación programática y 
sistemática omnicomprensiva de todos los ám-
bitos e incumbencias del Poder Judicial que se 
mantiene hasta la actualidad y continuará en el 
futuro.

Preocupados por cumplir con acabadamente 
con las disposiciones constituciones y con los 
tratados internacionales en materia de acceso 

a la justicia, procesos en tiempos razonables, 
justicia restaurativa y eficientización del Ser-
vicio, se tomó la decisión unánime de producir 
los diferentes cambios no solo en la morfología 
y metodología de trabajo judicial sino también 
llevar la transformación al área tecnológica y fi-
nalmente a los códigos procesales de cada uno 
de los fueros que integran este poder del estado. 

Cabe destacar que dicha planificación pudo 
ejecutarse gracias al acuerdo alcanzado con el 
Poder Ejecutivo y con el Poder Legislativo de 
la Provincia sin cuya participación este no hu-
biera sido posible; de tal modo que esta nueva 
propuesta para la Justicia se convierte en una 
verdadera política del estado provincial y que 
redunda en beneficio de todos los sanjuaninos. 

II. Los sistemas procesales actuales

Cuando hablamos de sistemas procesales 
estamos naturalmente refiriendo al modo o 
mecanismos específicos con el que han de desa-
rrollarse él o los procesos que tramiten ante el 
Poder Judicial.

Debe entenderse como “sistema” a una es-
tructura orgánica compuesta por distintos ele-
mentos relacionados entre sí, con aplicación de 
determinados principios de la ciencia jurídica y 
bajo diferentes reglas metodológicas y axioló-
gicas tendientes a la elaboración y adecuación 
“del proceso” a los requerimientos del ordena-
miento jurídico vigente.

Los principios procesales resultan reglas fun-
damentales de direccionamiento que permiten 
alcanzar la construcción de los elementos bási-

(*) Ministro de la Corte de Justicia de San Juan. Abo-
gado egresado en la Universidad Nacional de Córdoba. 
Miembro de la Asociación Argentina de Derecho Procesal. 
Profesor Titular de la Cátedra Teoría General del Proceso 
de la Universidad Nacional de San Juan. 
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cos que regulan la función jurisdiccional, elabo-
rándose en distintas fases un conjunto orgánico 
y metodológico de normas que van a conformar 
en su conjunto un determinado sistema procesal.

A lo largo de la historia universal se han pues-
to en aplicación diferentes sistemas procesales 
que responden cada uno de ellos a diferente fi-
losofía del pensamiento político y gubernamen-
tal de cada época. 

Al respecto enseña el maestro Eduardo Cou-
ture “solo el proceso es el instrumento idóneo 
para dirimir por el acto de juicio, imparcial, 
irrevocable, coercible, emanado de la auto-
ridad, el conflicto sufrido” (Aut. Cit. “Funda-
mentos del Derecho Procesal Civil, p. 12, Edit. 
Depalma, 1973).

Explica el autor citado que el concepto de de-
recho procesal se halla inseparablemente ligado 
al fenómeno connatural del Estado de derecho, 
y es por tal motivo que en la organización del 
estado los sistemas procesales resultan el me-
dio idóneo previsto por la ley para canalizar 
los derechos y pretensiones haciendo posible 
el cumplimiento del debido proceso legal y del 
adecuado ejercicio del derecho de defensa para 
alcanzar una resolución definitiva al conflicto 
judicial.

Así entonces, brevemente y como ejemplo, 
pueden citarse en materia de derecho penal al 
sistema inquisitivo, al sistema mixto, al sistema 
inquisitivo-mixto y al sistema acusatorio adver-
sarial, como los exponentes que han resultado 
aplicables en los dos últimos siglos en el conti-
nente americano. 

En nuestro país y durante la última década, 
tanto en materia procesal civil como en proce-
sal penal, se aboga incansablemente por pro-
ducir un cambio en los sistemas procesales que 
han sido aplicados desde el siglo XIX, por enten-
der que los mismos se han agotado o no resul-
tan suficientes para la obtención del “objetivo 
justicia” que se pretende como la ratio misma 
del Poder Judicial.

Es lógico pensar que, en el marco constitu-
cional en que se ha instrumentado la forma del 
gobierno del estado, para que se produzca efec-
tivamente un cambio de paradigma, esto es, que 
se instrumente un cambio de sistema procesal, 
es necesario definir y ejecutar una verdadera 

política de estado en tal sentido en la cual parti-
cipen efectivamente los tres poderes que lo con-
forman. 

En primer lugar, el Poder Ejecutivo, que admi-
nistra el presupuesto de gastos y dirige el accio-
nar de todos los ámbitos complementarios que 
son fundamentales para lograr una adecuada 
articulación; a título de ejemplo podemos men-
cionar el rol que ejerce la Policía Administrati-
va, científica y judicial en el sistema acusatorio 
adversarial en materia penal. 

En segundo lugar, cabe destacar la función del 
Poder Legislativo, que analiza y sanciona con 
fuerza de ley la totalidad de las normas proce-
sales y designa los magistrados necesarios que 
hacen a la existencia misma y a la instrumenta-
lidad del propio sistema procesal. 

Y finalmente el Poder Judicial, que resulta el 
núcleo de realización y aplicación efectiva de la 
función jurisdiccional en el marco de los nuevos 
sistemas procesales. 

En la Provincia de San Juan, conforme a su or-
denamiento constitucional ha podido realizar-
se este gran emprendimiento a partir del año 
2017 y hasta la actualidad, trabajando con gran 
esfuerzo y en forma conjunta los tres poderes 
del estado provincial para la instrumentación 
y funcionamiento de nuevos sistemas procesa-
les que comprenden a la totalidad de los fueros 
y circunscripciones judiciales, como también a 
la totalidad de las instancias ordinarias que se 
prevén para cada proceso. 

El objetivo motorizador siempre fue y es 
afianzar las garantías constitucionales para to-
dos los justiciables, implementando procesos 
ágiles que permitan alcanzar una sentencia 
o una solución al conflicto judicial en tiempos 
razonables, que se avance hacia una justicia 
cercana a la comunidad en todo el territorio 
provincial y que todo el personal que integra el 
poder judicial se encuentre en permanente dis-
posición de quienes requieran de su asistencia e 
intervención. Para ello se ha trabajado en la faz 
legislativa como en la reglamentaria interna del 
Poder Judicial, a partir de hacer efectivos nue-
vos principios procesales que permiten lograr la 
meta propuesta. 
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III. Los principios procesales del nuevo paradigma

Antes de abordar la descripción genérica y 
particular de los sistemas procesales actuales 
debe ponerse de resalto cuales son los princi-
pios procesales que han inspirado los cambios 
realizados. En tal sentido se entendió que re-
sultaba esencial “la presencia del juez ante el 
o los justiciables y que pudieran las partes in-
tegrantes de cualquier conflicto exponer en 
forma directa por si o por su representante al 
magistrado sus peticiones y fundar su derecho” 
lo cual indica que los principios de inmediación 
y oralidad plena revisten en los nuevos sistemas 
una importancia y trascendencia superlativa.

Por tal razón se idearon sistemas procesales 
adversariales por audiencias orales en todos los 
fueros e Instancias que lo integran, posibilitan-
do que nadie se vaya del Poder Judicial con una 
sentencia dictada por un Juez o Tribunal al que 
no pudo acceder o que no pudo ser escuchado 
en forma directa.

Por otra parte, la aplicación del principio de 
concentración y economía procesal ha permiti-
do modificar y mejorar la dinámica acortando 
los plazos para la producción probatoria y con 
ello el tiempo de duración total del proceso que 
en la mayoría de los casos se tornaba excesivo 
y desbarataba la realización efectiva del valor 
justicia perseguido por el justiciable para la so-
lución de los conflictos.

Sin perjuicio de ello, el principio de revisión 
de acto judicial y de doble instancia se ve refle-
jado en una coherente aplicación de la teoría de 
la impugnación de la decisión judicial median-
te una estructura de recursos que hacen posible 
su cumplimiento con igual dinámica garanti-
zando adecuadamente el debido proceso legal 
y el ejercicio del derecho de defensa que gozan 
del respaldo constitucional (art. 18 CN y art. 33 
de la CP).

IV. Adecuación tecnológica del Poder Judicial

Es evidente que ningún sistema procesal mo-
derno puede articularse e instrumentarse en la 
práctica cotidiana si no es acompañado necesa-
ria y sustancialmente de la tecnología, que re-
sulta el aspecto verdaderamente trascendente 
de este siglo en la humanidad. 

Las nuevas tecnologías aplicadas al proceso 
judicial fueron avanzando vertiginosamente en 

los últimos veinte años, permitiendo que en la 
actualidad podamos reestructurar el proceso. 

Hoy el Poder Judicial se encamina hacia la in-
formatización y digitalización plena, esto es, a 
la instrumentación totalmente digital del pro-
ceso judicial. Así entonces en la Provincia de 
San Juan el Poder Judicial recicló la totalidad 
de su “Data Center”, reelaboró totalmente su 
estructura de redes y conectividad, implemen-
to nuevas plataformas con sustento en la nube 
privada del Poder Judicial, renovó la estructu-
ra de hardware y de software, manteniendo el 
“Data Warehousing”, el Data Center, y estable-
ciendo nuevos formatos de reservorios incluso 
en la nube bajo estrictas normas de seguridad 
informáticas y criptográfica. 

Para ejercicio profesional en el fuero Civil, 
Contencioso Administrativo, Familia y Laboral 
desarrolló una plataforma denominada MEV 
(Mesa de Entradas Virtual) mediante la cual el 
profesional y los auxiliares de justicia canali-
zan sus presentaciones digitales con seguridad 
criptográfica de última generación, además de 
beneficiarse con innumerables microservicios 
que se le han incorporado, como ejemplo pode-
mos citar el pago electrónico de la tasa judicial, 
el pago de libramientos judiciales, consulta digi-
tal al Registro Inmobiliario etc. todos ellos, su-
mados a la instrumentación de las audiencias 
remotas, las notificaciones electrónicas por dis-
tintos medios y aplicaciones, y recientemente la 
implementación de la Inteligencia Artificial Ge-
nerativa (IAgen) en la tramitación de los proce-
sos de ejecución fiscal, han permitido que hoy 
podamos afirmar sin temor a equivocarnos, que 
el Poder Judicial de San Juan ha cambiado el pa-
radigma procesal en forma definitiva.

Cabe destacar en forma particular que, a par-
tir de la firma de un convenio en el marco de la 
Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales 
de Argentina y Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res en el año 2021 el Poder Judicial de Tucumán 
cedió en forma gratuita al Poder Judicial de San 
Juan, el programa informático SAE (Sistema de 
Administración Electrónica de Expedientes Di-
gitales) mediante el cual en conjunción con el 
equipo de especialistas de los poderes judiciales 
de ambas provincias se informatizó en San Juan 
la totalidad de la Justicia de Paz Letrada en sus 
dos instancias jurisdiccionales y en todas las cir-
cunscripciones provinciales. De igual modo se 
instaló SAE en el fuero Laboral, en el Fuero de 
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Familia y en el Fuero Civil, permitiendo migrar 
definitivamente hacia el expediente totalmente 
digital (papel cero).

Por otra parte, en el marco de integración e 
interrelación institucional promovida por la 
Justa Federal de Cortes y Superiores Tribunales 
de Argentina, se rubricó durante el año 2023 un 
convenio de colaboración recíproca con el Po-
der Judicial de Chaco y con el Poder Judicial de 
Salta a efectos de trabajar en conjunto con los 
respectivos equipos técnicos en “Seguridad In-
formática” y “Oficinas Judiciales de Administra-
ción de Procesos”. 

Igualmente, el convenio efectuado anterior-
mente con el Poder Judicial de Rio Negro permi-
tió obtener el programa Puma y Choique para 
su utilización en el Fuero Penal Acusatorio Ad-
versarial y en el Fuero de Flagrancia. 

Todo el software mencionado fue cedido al 
Poder Judicial de San Juan en forma gratuita, y 
el arduo trabajo efectuado por los equipos in-
formáticos de desarrollo e implementación han 
permitido escalarlo y adaptarlo a las nuevas 
versiones de sistemas operativos, a las estrictas 
normas de seguridad informática y a las parti-
cularidades procesales de la Provincia de San 
Juan, como también las versiones de evolución 
o parches de actualización que se generaron 
y han sido retribuidas a los Poderes Judiciales 
Provinciales que cordial y aunadamente traba-
jan por el desarrollo tecnológico de la Justicia 
Provincial Argentina. 

Cabe agregar que, totalidad de la plataforma 
digital del Poder Judicial de San Juan cuenta 
con un sistema sofisticado de seguridad infor-
mática, habiéndose implementado un protoco-
lo de utilización estricto al que deben ajustarse 
y cumplir la totalidad de los agentes del Poder 
Judicial para resguardar la incolumidad de sus 
sistemas digitales.

Se suma a ello la instrumentación de diferen-
tes usos de la Inteligencia Artificial generativa 
(IAgen) mediante la utilización de distintas apli-
caciones dirigidas a diferentes tareas. Para posi-
bilitarlo, la Corte de Justicia de San Juan dictó el 
Acuerdo General N.º 102/2004 mediante el cual 
se aprobó el Protocolo de Uso Aceptable de la 
IAgen, que también es de cumplimiento obliga-
torio para todo el personal del Poder Judicial de 
San Juan.

La evolución tecnológica proyectada e instru-
mentada ha sido posible a partir de la gestión 
y relación interinstitucional entre los tres po-
deres del estado provincial, lo que ha significa-
do marcar un rumbo definido e irreversible de 
cambio en veneficio del Servicio de Justicia.

V. La capacitación obligatoria y permanente

El desarrollo procesal y tecnológico se instru-
mentó en tan solo cinco años y continúa sin pau-
sa, a raíz de ello, emerge evidente la necesidad 
de capacitar permanentemente a todo el perso-
nal del Poder Judicial.

La Escuela Judicial de San Juan tiene a su car-
go definir e instrumentar distintas planificacio-
nes específicas a fin de brindar capacitación y 
actualización no solo a los agentes propios sino 
también a todos los operadores del derecho en 
la Provincia e incluso de todo el País por inter-
medio de su plataforma digital específica. 

Se instrumentaron distintas diplomaturas en 
derecho y otras especialidades auxiliares, cur-
sos de capacitación en sistemas, seguridad in-
formática y en procedimiento en los distintos 
fueros y circunscripciones con clases desarro-
lladas por especialistas locales nacionales e in-
ternacionales en las distintas temáticas. 

Se incluyó en la nueva ley orgánica de tribu-
nales como una política de estado de poder ju-
dicial que la capacitación es obligatoria para 
todo el personal que integra el Poder Judicial 
de San Juan, y, en forma complementaria la 
Corte de Justicia dispuso por Acuerdo General  
N.º 83/2024 abonar a sus agentes el titulo secun-
dario, los títulos universitarios inherentes y no 
inherentes, y titulaciones de post grado, como 
un modo inductivo de estimular en todos sus 
estamentos el perfeccionamiento científico en 
post de lograr un funcionamiento especializado 
y cada vez más eficiente del servicio de justicia. 

VI. El sistema procesal penal acusatorio adver-
sarial y de flagrancia

La Provincia de San Juan tiene en aplicación el 
Sistema Procesal Penal Acusatorio Adversarial 
(ley N.° 1851-O-) que rige desde el 1 de marzo 
de 2021 y anteriormente en fecha se instrumen-
tó el Sistema Procesal Especial de Flagrancia ley 
N.° 1465-O- en vigencia desde el año 2016.



28 •  ARTÍCULOS

Nuevos sistemas procesales en la provincia de San Juan

Los sistemas mencionados significaron un 
marcado y destacable cambio de paradigma en 
el modo de hacer justicia en el fuero penal, para 
la totalidad de los operadores del derecho como 
para la comunidad sanjuanina. 

En primer lugar, cabe destacar en general el 
notorio acortamiento de los plazos procesales 
y del proceso hasta obtenerse la sentencia de-
finitiva o la extinción de la acción penal per-
secutoria mediante la instrumentación de los 
diferentes medios alternativos de solución del 
conflicto penal. 

También corresponde destacar y poner de 
manifiesto nuevamente que, lo que hizo posible 
su instrumentación y funcionamiento fue el tra-
bajo armónico e interinstitucional realizado por 
los Tres Poderes del estado los cuales cada uno 
en su rol aportaron todo lo necesario para hacer 
realidad lo que hoy se visualiza como un ejem-
plo a seguir por varias Provincias e incluso por 
el Poder Judicial Federal.

Como ya anticipara, el sistema procesal acu-
satorio adversarial se rige por principios dia-
metralmente diferentes al Sistema Inquisitivo 
Mixto anterior, así el art. 16 del Cod Proc. Acu-
satoria ley N.° 1851-o- establece los siguientes 
“igualdad entre las partes, oralidad, publicidad, 
contradicción, concentración, inmediación, 
simplicidad, celeridad e informalismo” a ello se 
suma fundamentalmente el cambio definitivo 
de rol en los integrantes de la relación procesal 
básica. 

En efecto, el Fiscal como único titular del ejer-
cicio de la acción penal persecutoria tiene a su 
cargo la función de realizar la investigación cri-
minal de los hechos que constituyen delito, va-
liéndose para ello de los aportes que efectúa la 
ciencia criminalística forense, lo cual le permite 
respaldar con la producción de prueba científi-
ca la acusación. Por su parte la Defensa técnica 
ejercida por los abogados defensores privados o 
defensores oficiales se encuentran con idénticas 
posibilidades en cuanto a la prueba o a la im-
pugnación de la prueba pudiendo incluso efec-
tuar los planteos que crean procedentes frente 
al Juez de garantías, cumpliéndose con ello el 
principio de igualdad de armas. 

De igual modo, la ley creó el Colegio de Jueces 
de Garantías, el rol específico del Juez de Garan-
tías es asegurar el desarrollo del proceso penal 

a través de las etapas correspondientes verifi-
cando que se cumpla con las garantías constitu-
cionales respecto de todas las partes integrantes 
de la relación procesal, pudiendo también dis-
poner las medidas coercitivas o de restricción 
que establece el Código Procesal Penal, final-
mente integrado por el mismo colegio de jueces 
se constituye el tribunal de juicio que puede re-
sultar unipersonal o colegiado dependiendo de 
la gravedad del delito en tratamiento. 

Las resoluciones judiciales emitidas por el 
Juez de Garantías o por el Tribunal de Juicio 
pueden ser objeto de recurso ante el Tribunal 
de Impugnación quien tiene a su cargo el análi-
sis y resolución de los recursos de impugnación 
que se planteen, dándose de esta forma cumpli-
miento con la garantía de la doble instancia re-
visora, quedando finalmente la posibilidad de 
articular el recurso extraordinario de casación 
ante la Corte de Justicia de San Juan.

El Sistema Procesal Penal Acusatorio en la 
Provincia de San Juan se inauguró al implemen-
tarse el Fuero Especial de Flagrancia en el año 
2017, y posteriormente, a partir del uno de mar-
zo de 2021 se puso en marcha el Código Procesal 
Penal Acusatorio Adversarial, que comprendió 
en su inicio solo algunas categorías de delitos 
tipificados en el Código Penal Argentino, es de-
cir que su puesta en funcionamiento se realizó 
en forma gradual, produciéndose su alcance 
pleno a todos los delitos del ordenamiento pe-
nal a partir del 26 de febrero de 2024 mediante 
Acuerdo General N.º 06/2024.

Vale decir que el Sistema Procesal Penal Acusatorio 
Adversarial ha puesto a disposición 19 jueces y jue-
zas que integran el Colegio de Jueces de Garan-
tías y Jueces de Cámara que integran el Tribunal 
de Impugnación, de igual modo se incrementó 
la cantidad de Agentes Fiscales y Fiscales de Cá-
mara que actúan con la asistencia de funciona-
rios denominados “Ayudantes de Fiscal”.

Un papel preponderante desempeña en el 
desarrollo del Sistema el accionar de la Ofici-
na Judicial Penal (OFIJUP) quien a través de sus 
funcionarios (coordinador/ra, administrador, 
jefe o jefa de área, empleados/as etc.) tiene a su 
cargo organizar todas las tareas administrativas 
anteriores a la realización de audiencias y pos-
teriores a esta.
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En efecto la OFIJUP es el soporte absoluta-
mente necesario de apoyo a la actividad juris-
diccional, para ello:

- Organiza las audiencias matutinas y vesper-
tinas con estricto cumplimiento de los plazos 
procesales.

- Dicta providencias de mero trámite adminis-
trativo.

- Tramita las comunicaciones, emplazamien-
tos y notificaciones a las partes, testigos, peritos, 
Servicio Penitenciario, Policía etc. 

- Dispone la custodia de objetos secuestrados 
en los casos que corresponda.

- Organiza los registros y estadísticas.

- Dirige al personal administrativo a su cargo.

- Informa a las partes todos los actos procesa-
les que correspondan.

- Tiene a su cargo la realización desde el pun-
to de vista técnico de las video audiencias que 
prevé el Sistema Procesal Penal Acusatorio Ad-
versarial.

- Cumple todas las demás funciones que le 
asigne la Corte de Justicia, de quien depende. 

Puede verse entonces la crucial importancia 
que la ley procesal le ha asignado a la OFIJUP 
dentro del Nuevo Proceso Penal en tanto y en 
cuanto la Gestión del Proceso Penal hace al re-
sultado final perseguido con el nuevo sistema 
procesal. 

Cabe destacar que, los señores jueces y jue-
zas que integran el Sistema Procesal Acusatorio 
tienen a su cargo todo lo atinente a las resolu-
ciones jurisdiccionales que son en definitiva el 
producto final mediante el cual el Poder Judicial 
se ha propuesto poner de resalto el valor jus-
ticia y la necesaria protección que la sociedad 
sanjuanina se merece.

Las estadísticas de resolución de causas han 
crecido exponencialmente y la duración de los 
procesos se ha reducido marcadamente dando 
por finalizado el sistema de puerta giratoria que 
se le criticaba al sistema inquisitivo mixto an-
terior. 

Finalmente, cabe destacar que este objetivo 
final en referencia a la Justicia objetiva es el re-
sultado del trabajo incansable y conjunto reali-
zado por el Ministerio Público Fiscal que ahora 
dividido en diferentes Unidades Fiscales de In-
vestigación (UFI) trabaja las 24 horas de todos 
los días del año en conjunción con la Policía Pre-
ventiva y con la Policía Judicial para atender la 
totalidad de los casos penales que surjan. Por su 
parte, el Ministerio Público de la Defensa brin-
da la cobertura jurídica ejerciendo en tiempo 
y forma la defensa técnica de aquellos que no 
poseen los medios para contratar a un defensor 
privado, y luego, el Colegio de Jueces de Garan-
tía posibilita la realización de la totalidad de las 
audiencias que son solicitadas por los Señores y 
Señoras Fiscales, quienes con el apoyo del per-
sonal administrativo del Poder Judicial trabajan 
incansablemente para cumplir con los plazos 
procesales y obtener las sentencias finales en 
tiempo y forma. 

V. El Sistema Procesal Civil, Laboral y de Familia 

La Corte de Justicia de San Juan consideró 
necesario y oportuno emprender el estudio y 
elaboración de proyectos legislativos que per-
mitan, por una parte, la readecuación de las 
normas de procedimiento al Nuevo Código Civil 
y Comercial de la Nación y por otra, la revisión 
general de los institutos procesales y las compe-
tencias funcionales, para lograr su moderniza-
ción y adaptación a las nuevas modalidades de 
gestión y organización.

Entendió necesario producir profundos cam-
bios en la morfología de trabajo en el marco 
del proceso Civil, Laboral y de Familia y, para 
tal propósito fueron conformadas distintas co-
misiones de trabajo integradas por juristas del 
Foro de Abogados, del Colegio de Magistrados, 
y funcionarios especialistas de la Corte y de 
los Ministerios Públicos Fiscal y de la Defensa 
quienes se avocaron no solo a la redacción del 
anteproyecto del Código Procesal de Familia, 
inexistente en San Juan; del Código Procesal Ci-
vil, Comercial y de Minería, el Código Procesal 
Laboral. 

V.1. Código Procesal de Familia

En lo que respecta al Código Procesal de Fa-
milia, cabe destacar que este ordenamiento es 
inédito en la Provincia y responde a la necesi-
dad del fuero de contar con normativa proce-
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dimental propia. El contenido del proyecto ha 
sido adaptado y concordado con el Código Civil 
y Comercial de la Nación y con las disposiciones 
contenidas en los Instrumentos Internacionales 
en materia de Derechos Humanos, empleándo-
se un lenguaje claro e inclusivo.

El Código de Familia responde a la tendencia 
procesalista actual, que privilegia la especiali-
dad de la materia que regula, caracterizada por 
la elevada sensibilidad de los asuntos compren-
didos. Regula, aquello que por su especialidad 
requiere un tratamiento diferencial respecto al 
Código Procesal Civil, Comercial y de Minería, 
remitiendo a este todo lo no legislado.

Se encuentra dividido en dos Libros, el pri-
mero contiene la Parte General y el segundo la 
Parte Especial. En la primera, se destaca el de-
sarrollo de los principios procesales que inspi-
ran toda la normativa, como son el de acceso a 
la justicia, la tutela judicial efectiva, la inmedia-
ción, la buena fe y lealtad procesal, la oficiosi-
dad, oralidad y acceso limitado al expediente. 
Se ha dado tratamiento especial a la situación 
de las personas vulnerables, conforme lo dispo-
nen los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, con especial consideración a los ni-
ños, niñas y adolescentes y personas con disca-
pacidad.

En la segunda parte, se regula cada proceso 
de familia en particular.

La nueva normativa procesal prioriza la sim-
plificación y fortalece el rol activo del juez, en 
atención al principio de inmediación, impul-
sándose el proceso por audiencias, tomando 
contacto directo con las partes y el material pro-
batorio en todas sus etapas. 

Este nuevo Código también ha puesto especial 
prioridad a determinados procesos, tales como 
el de Violencia Familiar, en un trámite acorde a 
la particular situación que atraviesan los miem-
bros de la familia afectada y evitando la revicti-
mización de las personas involucradas.

En materia de capacidad jurídica, se receptan 
las disposiciones del Código Civil y Comercial 
y los lineamientos de la Convención Interna-
cional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. Para los casos en que se requie-
ra la designación de un apoyo sin necesidad de 
restringir jurídicamente la capacidad, se con-

templa que podrá ser solicitado en un proceso 
voluntario, siendo la Provincia de San Juan la 
primera en legislar, mediante este Código, este 
particular proceso.

Se regula, en lo procedimental, el control de 
legalidad de las internaciones involuntarias por 
salud mental, problemática social que ha tenido 
especial recepción legislativa en la Ley Nacional 
de Salud Mental N.º 26.657, y que contiene tam-
bién a las adicciones. 

Se ha hecho foco en lo relativo al Sistema de 
Protección de Derechos de niños, niñas y ado-
lescentes y Control de legalidad de medidas 
excepcionales de protección. La Convención In-
ternacional sobre los Derechos del Niño resulta 
la guía imprescindible de tal protección, la que 
tuvo especial acogida en el derecho interno de 
nuestro país a través de la ley N.º 26.061. En el 
marco de dicha ley, el proceso se desarrolla con 
la tarea coordinada de la Dirección Provincial 
de Niñez, Adolescencia y Familia, y del Poder Ju-
dicial.

En procesos que anteriormente eran regula-
dos por el Código Procesal Civil, Comercial y de 
Minería, tales como Adopción, Divorcio y Ali-
mentos, el nuevo Código de Familia propende 
a dar claridad, practicidad y celeridad a su trá-
mite.

V.2. Código Procesal Civil, Comercial y de Mi-
nería LP N.° 2415-O (modif. por LP N.° 2471-O,  
LP N.° 2628-O, LP N.° 2676-O)

Este nuevo Código se constituyó como tex-
to ordenado del Código Procesal Civil, Comer-
cial y de Minería, ley provincial N.° 988-O, el 
que fuera reformado por la leyes N.° 1992-O y  
N.° 2181-O. 

Se destaca que, este nuevo ordenamiento pro-
cesal adecua su normativa a las acciones, dere-
chos y garantías reconocidos en la Constitución 
Nacional, Constitución Provincial y el nuevo Có-
digo Civil y Comercial de la Nación. En tal senti-
do, se incorporó al mismo el Proceso Colectivo, 
la Acción de Tutela Preventiva de Daño y se ac-
tualizaron las disposiciones sobre Domicilio 
incorporando regulación específica sobre el do-
micilio procesal electrónico, Proceso Arbitral y 
Proceso Sucesorio, entre otros.

En función de las reformas a nivel de orga-
nización y gestión emprendidas por la Corte de 
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Justicia, se ha modificado y adaptado lo referido 
a estructura y funciones de los organismos judi-
ciales, y lo relativo a las reglas de competencia.

Se incorporan normas que permiten la im-
plementación de tecnología digital efectivizan-
do la despapelización y el acceso remoto de los 
operadores jurídicos a todas las constancias del 
proceso. Así, el artículo 111 referido a los escri-
tos, que establece disposiciones específicas refe-
ridas a su redacción y presentación, debiendo 
ser esta en forma electrónica salvo supuestos 
excepcionales expresamente habilitados por re-
glamentación pertinente en que podrá permitir-
se la presentación en soporte papel. El artículo 
115 determina, en lo que respecta al cargo o fe-
cha de presentación de estas, que se tendrá por 
tal la fecha y hora en que se registre su ingreso 
al sistema informático.

Acentuando el propósito de otorgar celeridad 
al trámite de las causas, en materia de notifica-
ciones se dispuso que las resoluciones judicia-
les quedan notificadas en forma electrónica por 
ministerio de la ley, en todos los tribunales, or-
ganismos e instancias, donde resulte de aplica-
ción este código. 

Se regula la subasta electrónica como un me-
dio ágil, transparente y seguro de proceder a la 
venta forzada de bienes, en la etapa de ejecu-
ción de sentencia. 

Enfatizando el objetivo de facilitar el acceso 
a la Justicia de las personas vulnerables, se sim-
plifica el Proceso de Beneficio de Litigar sin Gas-
tos, atenuándose los requisitos de interposición 
de la acción y otorgando al juez un rol más acti-
vo en la gestión de la prueba.

En resguardo del interés estatal, se adecua el 
proceso de Adquisición de Dominio por Usuca-
pión, disponiéndose que tramite por las reglas 
del juicio ordinario, incorporando también la 
comunicación previa al Fiscal de Estado, a fin 
de que ejerza la oportuna y eficaz defensa de los 
derechos de la Provincia. 

Resulta trascendente destacar la incorpora-
ción de la suspensión de los plazos procesales, 
que pueden peticionar los abogados litigantes, 
en los supuestos de parto, adopción, embarazo, 
internación por motivos de salud propios y de 
sus hijos, entre otras causales, resguardando 
así sus derechos humanos fundamentales y con 

una visión con perspectiva de género en la acti-
vidad profesional del abogado.

V.3. Oralidad plena en segunda instancia

En cuanto al proceso propiamente dicho, ade-
más de mantener la oralidad en primera ins-
tancia, en lo referente a la gestión de la prueba 
mediante la Audiencia Preliminar, reguladas 
en los artículos 314 y ss. como la culminación 
de dicha etapa en la Audiencia Final (art. 414 
y ss.), por la Ley Provincial N.° 2628-O- Dictada 
por el Poder Legislativo Provincial a propuesta 
e iniciativa legislativa de la Corte de Justicia de 
San Juan, modificó el Código de Procedimiento 
Civil. en cuanto a la Vía Recursiva en Segunda 
Instancia, estableciéndose que su trámite sea 
totalmente oral y por audiencia videograbada 
en todas las apelaciones concedidas contra sen-
tencias definitivas dictadas en procesos ordina-
rios y abreviados, en tales casos el recurrente 
debe fundar el recurso ante los Jueces de Cáma-
ra intervinientes en forma oral en la audiencia 
de vista recursiva prevista en el artículo 245, y 
en tal acto la contraparte puede contestar la ex-
presión de agravios en forma inmediata o soli-
citar un aplazamiento (cuarto intermedio) a los 
fines de preparar la contestación, cumplido el 
término continua la audiencia y cerrada la sus-
tanciación el Tribunal previa deliberación pue-
de pronunciarse respecto del recurso o recursos 
en su admisión total o parcial o su rechazo difi-
riendo la fundamentación de los mismos para 
un plazo que no puede ser mayor a 10 días. 

Cabe agregar que las partes y sus letrados se 
encuentran obligadas a concurrir a la audien-
cia recursiva, si la parte recurrente no concu-
rre y no justifica debidamente la inasistencia, el 
Tribunal debe declara desierto el recurso. La in-
comparecencia de la parte apelada no impide la 
realización de la audiencia, dándose por decaí-
do su derecho a contestar agravios.

V.4. Código Procesal Laboral

Este código constituye un texto ordenado del 
Código de Procedimiento Laboral, ley provincial 
N.º 337-O, el que fuera reformado por la leyes 
N.° 1991 –O y N.° 2180-O. 

El nuevo ordenamiento jurídico regula, aque-
llo que por su especialidad requiere un trata-
miento diferencial respecto al Código Procesal 
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Civil, Comercial y de Minería, remitiendo a este 
todo lo no legislado.

En materia de competencia, se incluyen nue-
vos supuestos, tales como las acciones de am-
paros, las originadas en hechos de violencia 
laboral en el ámbito privado, la revisión de re-
soluciones de la Comisión Médica Jurisdiccio-
nal y Comisión Médica Central, que no estaban 
comprendidos en la anterior ley y fueron recep-
tadas jurisprudencialmente.

Se unifican los plazos procesales evitando la 
confusión que la multiplicidad de ellos acarrea-
ba en el justiciable.

Se explicita que la carta poder, solo puede ser 
otorgada por los trabajadores, y que el benefi-
cio de justicia gratuita alcanza a quienes invo-
quen el carácter de trabajador, aun cuando en 
la sentencia definitiva no se logre acreditar la 
relación laboral.

A fin de producir toda o la mayor parte de la 
prueba establecida por el juez en la audiencia 
inicial, se implementan distintos mecanismos. 
Entre ellos, en la prueba informativa, se incor-
poran medidas compulsivas contra entidades 
públicas o privadas, con el objeto de asegurar 
la contestación del informe requerido. Respecto 
de la prueba testimonial, se faculta al juez a dis-
poner una audiencia complementaria, lo cual 
redundará en una disminución de la tasa de in-
asistencia injustificada de testigos.

Se regula un procedimiento monitorio para 
supuestos en donde surge evidente y sin discu-
sión alguna, el pago inmediato de determinados 
rubros e indemnizaciones legales, difiriéndose 
al proceso ordinario todo aquello que pudiera 
suscitar controversia.

En materia de costas, se prevé una distribu-
ción más ecuánime en vista a salvaguardar la 
naturaleza alimentaria del crédito del trabaja-
dor y su integralidad, atendiendo a los princi-
pios tuitivos del derecho laboral.

Se incorporan normas que permiten la imple-
mentación de tecnología digital. En tal sentido, 
se autoriza la realización de audiencias por me-
dios electrónicos, lo que facilita y agiliza la re-
cepción de testimoniales fuera de la Provincia.

VI. La Oficina Judicial en todos los Fueros

Lo expuesto hasta aquí permite ver el profun-
do cambio en materia procesal civil, laboral, y 
fuero especial de familia operado en menos de 
cinco años en el Poder Judicial de San Juan, sien-
do necesario destacar que, además de haberse 
modificado los códigos procesales para permitir 
el acortamiento de los plazos y la simplificación 
de los procedimientos, se realizó una importan-
te reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
por iniciativa legislativa impulsada por la Cor-
te de Justicia de San Juan, que culminó con la 
sanción de una nueva ley Orgánica del Poder 
Judicial de San Juan N.° 2352-O- en la cual se ha 
instituido a “La Oficina Judicial como un una es-
tructura organizada por la Corte de Justicia, que 
sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdic-
cional de Jueces, Juezas y Tribunales” (arts. 97 
y 98, ibid.). 

La Oficina Judicial ha venido a complemen-
tar los cambios morfológicos y sistemáticos 
que comprenden la totalidad del Poder Judicial 
de San Juan, permitiendo la reestructuración 
de los órganos jurisdiccionales para beneficiar 
en forma directa a los justiciables, acercar la 
justicia a la gente y permitir la resolución de 
los conflictos en tiempos razonables. De igual 
modo se ha instrumentado la innovación tec-
nológica digital en la totalidad de los procesos 
judiciales que tramitan ante todos los fueros y 
circunscripciones judiciales, de allí que poda-
mos afirmar sin lugar a duda que la Corte de 
Justicia de San Juan tiene el rumbo puesto en 
eficientizar, humanizar y garantizar el servicio 
esencial de Justicia para beneficio de los san-
juaninos.
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I. Introducción

Se atribuye a Albert Einstein una frase similar 
a esta: “Locura es hacer lo mismo una y otra vez 
esperando obtener resultados diferentes.”

Se acusa a la justicia laboral de lenta; que los 
escritos deducidos por los profesionales no son 
“proveídos” a tiempo (dentro de los tres días 
que dispone el código de rito), o que cuando 
termina la prueba los casos quedan estancados 
porque cada juzgado no los pasa a sentencia 
efectivamente. 

Cuando se contesta la demanda, se preten-
de que se aplique simplemente lo que dispone 
el código procesal civil o código procesal labo-
ral en su parte específica y, por ende, los y las 
empleadas del tribunal laboral deben tomar el 
pedido de apertura a prueba y proveer toda la 
prueba pedida por las partes. Lo hacen sin ana-
lizar si la prueba es pertinente, si ya quedó inne-
cesaria (v. gr. ante reconocimiento de hechos), si 
es casi imposible (en los casos de los peritos con-
tables, que no aceptan el cargo y el expediente 
queda detenido a la espera de que por fin un pe-
rito acepte tal nombramiento). 

Es el “sistema escriturario” el que causa es-
tos atolladeros, en cuyos meandros va desapa-
reciendo por desvalorización, el posible crédito 
del trabajador. Los tiempos se alargan y el juzga-
do no da abasto. 

No se crea el medioambiente propicio para 
que se produzcan convenios judiciales, porque 
no se crea comunicación entre las partes, ni en-
tre las partes y el juez. Todo es “por escrito” y 
cada escrito tarda veinte días como mínimo 
para ser provisto. 

Ya decía Hugo Alsina en 1963 que nuestro sis-
tema escrito no permite la inmediación, dado 

(*) Abogada y notaria (U.N. Litoral 1986 y 1988). Magister 
en Derecho del Trabajo y relaciones laborales internacio-
nales (UNTREF 2023). Especialista en Educación en entor-
nos virtuales (U.N. QUILMES 2023). Diplomada en Acceso a 
la justicia e interseccionalidades (Universidad Católica de 
Cuyo, sede San Luis, 2024), Profesora de Inglés (I.F.D.C. San 
Luis 2014). Beca Yad Vashem (Jerusalem) en el estudio del 
Holocausto / Shoah en 2008. 

Es autora de “Poder disciplinario del empleador” (Juris, 
2024), “Argentina and the enforcement of Human Rights 
Conventions” (Juris, 2021) entre otros. Autora de artículos 
sobre temas de derecho laboral, inglés jurídico y derechos 
humanos en Microjuris, Erreius e IJ Editores, como también 
la Revista de la Universidad Católica de Cuyo, sede San 
Luis, y la revista de la Universidad Católica de Cuyo, sede 
San Juan. 

Ejerció la abogacía de 1986 a 1990 en Santa Fe. Luego 
ejerció la abogacía desde 1990 a 2021 en San Luis, con es-
pecificación en el Derecho laboral durante los últimos vein-
te años. Desde 2021 es integrante del poder judicial de San 
Luis, y ha sido Jueza civil comercial y laboral en Concarán 
(2021/2022), Miembro de la Sala Laboral de la Camara de 
apelaciones de San Luis (2022 a 2023), Juez laboral N.° 1 
de San Luis (2023 a 2024) y desde 2024, Juez laboral N.° 
3 de San Luis.  

Es profesora de la Universidad Católica de Cuyo, sede 
San Luis, en las materias Oratoria y análisis de textos jurídi-
cos (titular), Derecho Internacional Público (adjunta) y Dere-
cho Laboral (jefa de trabajos prácticos). Es profesora en la 
Universidad Católica de Cuyo, sede San Juan en la carrera 
Abogacía a distancia, en la cátedra de Razonamiento Jurí-
dico aplicado (titular).



34 •  ARTÍCULOS

Postulados de oralidad e inmediatez en el procedimiento laboral

que en este “el juez ni conoce a las partes ni re-
cibe la prueba sino excepcionalmente, porque 
la ley le permite, en muchos casos, delegar su 
recepción. Es así como el juez forma su criterio 
exclusivamente a base de las constancias de los 
autos, que por mucha vida que tengan, no dan 
casi nunca la sensación de la realidad” (1). 

De esta manera, a la parte demandada siem-
pre le convendrá que siga el procedimiento, 
pues… ¿para qué va a transar? Vale la pregun-
ta, dado que un juicio que tarde en primera ins-
tancia tres o más años, siempre va a ser de gran 
conveniencia a la parte deudora, pues el crédito 
se diluirá como el agua de los bellos ríos de San 
Luis, entre las piedras, proceso abajo. Un juicio 
laboral demorado se paga solo. 

En un mundo de comunicaciones, pantallas, 
mensajes inmediatos, redes sociales, encuentros 
virtuales, híbridos, mensajes de voz, imágenes y 
videos, el sistema escriturario es un resabio del 
pasado, que crea la necesidad cada vez de un 
nuevo decreto o resolución, paso a paso, para 
todo lo cual se requeriría una estructura mons-
truosa si se pretendiera que se cumplan los pla-
zos de “decreto al tercer día, resolución a los 
diez días y sentencia a los veinte días”. 

Todo ello es imposible, porque la cantidad de 
expedientes y escritos diarios que entran al juz-
gado superan abrumadoramente la cantidad de 
personas que pueden proveerlos; como decimos 
arriba, es por esta misma razón que ninguna 
parte lleva a cabo una transacción que podría 
poner fin antes al proceso; proceso que termina 
luego farragosamente con un cuello de botella 
de los pases a sentencia en los cuales el/la juez 
tiene que entender en una cuestión que no vio 
nunca, y a lo cual no le alcanza humanamente 
el tiempo de la vida para cumplir con una sen-
tencia a tiempo. 

En el presente trabajo se postula que el siste-
ma puramente escriturario es una de las princi-
pales causas del atraso en los procesos judiciales 
laborales, y que se debe propiciar un sistema 
basado en audiencias tomadas por el juez, du-

  (1) ALSINA, Hugo: Tratado de derecho procesal civil y 
comercial, t. I, Ediar, Buenos Aires, 1963, p. 461. Citado en 
VITANTONIO, Nicolás, “Acerca de los principios generales 
del proceso laboral. Segunda parte, el principio de inme-
diación”, 10/2/2011, Microjuris, MJD5188. 

rante las cuales se cree máximas posibilidades 
para las transacciones; que en su caso se provea 
la prueba, descartando toda la superflua, inne-
cesaria y dilatoria, y luego se lleve a cabo una 
vista de causa con la posibilidad de inmediatez 
entre el juzgador y los testimonios que se pro-
duzcan. En el curso de esas audiencias, también 
se debe llevar a cabo la sustanciación de oposi-
ción a prueba y resolución de tales oposiciones, 
no permitiendo así que el proceso se incidente. 

II. Problemas de los justiciables en los tribunales 
del trabajo 

Las personas que concurren a los Tribunales 
del Trabajo pueden encontrarse con diversos 
problemas que les obstaculizan precisamente 
el ejercicio de su derecho al acceso a la Justicia. 

 - Reducida cantidad de juzgados. No se han 
nombrado más juzgados en un determinado lu-
gar, aun cuando la población puede haber cre-
cido exponencialmente, a lo que se suma la 
litigiosidad de los casos, que tiene su propio nú-
mero o estadística y que crece de manera ver-
tiginosa.

- La necesidad acuciante de celeridad para los 
casos que se planteen, debido a que la existen-
cia de inflación y el requerimiento de los acree-
dores laborales de recibir sus indemnizaciones 
en un tiempo tal que les sea útil y efectivamente 
alimentario.

- Una gran sensación de frustración y violencia 
reprimida. Las personas no logran sus propósi-
tos vitales y familiares, fracasan en sus trabajos 
o emprendimientos económicos y todo ese mal 
sentimiento se vuelca en la forma en que se re-
lacionan con su trabajador o con su empleador 
y luego con el agente judicial que debe atender-
lo, con el abogado y consigo mismo. 

- Se han multiplicado las situaciones de acoso 
y violencia laboral, pues en los puestos de traba-
jo se busca que las personas renuncien para no 
tener que abonar ningún monto, y por tanto se 
les hace la vida imposible hasta ese momento. 

- Acuden a la justicia del trabajo personas 
accidentadas, enfermas, con situación de inca-
pacidad temporaria o definitiva. Se trata de per-
sonas a las que el accidente les ha afectado una 
mano (por ejemplo) o bien sus rodillas, sus pier-
nas, sus ojos.
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- También acuden a la justicia del trabajo al-
gunas personas (afortunadamente no son la ma-
yoría últimamente) que no saben leer o tienen 
dificultades para leer. Podemos ver también que 
son justiciables del trabajo mujeres o personas 
que son miembros de colectivos de la diversi-
dad que han sido acosadas física o psicológica-
mente, a quienes se ha hecho víctimas de abuso 
de poder o abuso sexual. 

En todo ello, tal como dijimos en la introduc-
ción, el sistema escriturario (demanda, contes-
tación, apertura a prueba, alegatos y sentencia) 
genera juicios que se prolongan en el tiempo 
y en los cuales la sentencia llega a veces luego 
del fallecimiento del actor, y el juez ni siquiera 
conoció al reclamante; produciéndose el fenó-
meno inaceptable de que este último “se haya 
muerto sin justicia”. 

III. Derecho de las personas a una justicia laboral 
que funcione

En primer lugar, debemos definir este último 
concepto. Que la Justicia del Trabajo “funcione” 
significa:

- Que, si existe un derecho de algún tipo, este 
reciba tratamiento adecuado y en un tiempo 
con celeridad razonable.

- Que el justiciable, tanto el trabajador como 
la patronal, puedan ser oídos, y hasta podría-
mos exigir, ser conocidos por el juzgador, a 
quien ellos puedan exponer su causa y expresar 
qué les ocurrió. 

- Que el expediente trascienda su entidad 
“como expediente” y se transforme en “proceso 
vivo” que llegue hasta un fin inmediato que im-
pida la dilación y la especulación. 

Para todo ello, la “Carta de derechos de las 
personas, ante la justicia, en el ámbito judicial 
iberoamericano” del año 2002  (2) de treinta y 
seis artículos, establece la exigencia de una jus-
ticia que informa de sus derechos al justiciable, 
que es comprensible, y que trata con respeto y 
dignidad a quienes se acercan al estrado judi-
cial.

  (2) Cancún, México, 29/11/2002. Publicado en SAIJ en 
Argentina, Boletín Oficial, 29 de noviembre de 2002. Vigen-
te, de alcance general, Id SAIJ: LNT0006769.

Por su parte, el PIDESC o Pacto Internacional 
de derechos económicos sociales y culturales es-
tablece que la plena efectividad de los derechos 
no podrá lograrse, en general, “en un período de 
tiempo breve”. 

Además, el Pacto de San José de Costa Rica, en 
su preámbulo reafirma el propósito de consoli-
dar en el continente americano un régimen de 
libertad personal y de justicia social, fundado en 
el respeto de los derechos esenciales del hom-
bre. Y en el artículo ocho dispone que toda per-
sona tiene derecho a ser oída, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable por un 
juez o tribunal competente, independiente e im-
parcial, establecido con anterioridad por la ley.

En cuanto a las personas enfermas y acciden-
tadas (teniendo en cuenta que los accidentes de 
trabajo constituyen en la actualidad el 70% de 
los reclamos laborales en los Juzgados del Tra-
bajo de San Luis), sus derechos se encuentran 
protegidos por la ley 26.378 que aprueba la con-
vención internacional s/ derechos de las perso-
nas con discapacidad, y su protocolo facultativo, 
AGNU 13.12.2006. 

Esta convención a su vez fue declarada como 
parte del bloque constitucional/convencional 
y con la supremacía consiguiente, mediante la 
reciente ley N.° 27.044. Conforme esta conven-
ción internacional, las personas con discapaci-
dad tienen derecho a ser especialmente oídas 
(realizando los ajustes que correspondan); tie-
nen derecho a que el tribunal realice los ajustes 
que sean pertinentes y necesarios para asegu-
rar sus reclamos, y particular derecho a la in-
formación y a entender acabadamente qué es lo 
que el juez y los profesionales le están diciendo 
en audiencia o en otros actos judiciales. Su de-
recho implica también la accesibilidad, ya sea a 
las audiencias remotas con los ajustes tecnológi-
cos que correspondan, o bien a que puedan en-
trar y maniobrar en el palacio de justicia. 

IV. Medidas que permiten superar la estrechez 
del sistema escriturario tradicional 

IV.1. Medidas anticipadas de determinación de in-
capacidad

En los casos de accidentes o enfermedades 
laborales, un grave inconveniente para que las 
partes arriben pronto a un punto transaccional, 
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es la falta de un grado de incapacidad determi-
nado. 

Para hacer frente a este inconveniente, se 
propicia realizar una “medida previa” consis-
tente en una “Junta medica preliminar” en la 
cual, apenas contestada la demanda, en vez de 
esperar la totalidad de los actores que luego se 
llevan a cabo en etapa probatoria. Se trata de 
ordenar que directamente se produzca una jun-
ta médica. 

Si esta junta médica arroja una incapaci-
dad mayor que la que se dio en la “Comisión 
médica” de la jurisdicción de que se trate, (de-
pendiente de la Superintendencia de riesgos 
del Trabajo), las partes pueden conocer en un 
tiempo oportuno este importantísimo dato que 
posibilita la discusión de una liquidación y pro-
puesta de transacción. 

Luego de tales medidas anticipadas se puede 
llamar inmediatamente a una audiencia conci-
liatoria, a la que concurren las partes y allí, el 
juez pueda escuchar al actor, que explique cómo 
fue su accidente, analizar la pericia médica; tal 
vez se arriba a un convenio; o bien se produce 
la prueba de una manera abreviada, no admi-
tiendo (como también lo permite actualmente 
el sistema escriturario) pruebas que pretendan 
reemplazar otras o bien sean dilatorias o incon-
ducentes. 

IV.2. Sistema de las dos audiencias 

El juez laboral puede superar las estrecheces 
del código de procedimientos, y hacer uso de 
sus facultades, cuales son:

- Llamar a las partes a una audiencia en todo 
momento.

- Tomar las audiencias por sí mismo, con in-
mediatez, evitando que la audiencia la tome 
simplemente un empleado. 

- Ordenar notificaciones a domicilios reales 
de las partes cuando lo considere pertinente.

- Proveer por sí mismo/a la prueba, no admi-
tiendo pruebas dilatorias o innecesarias. 

- Concentrar los movimientos judiciales en un 
solo acto en todos los casos en que sea posible. 

Por ello, con las facultades que actualmente 
tienen los jueces laborales, diríamos, de todo 
el país, es posible transitar todo el proceso me-
diante la vertebración de dos grandes audien-
cias, la audiencia preliminar y la audiencia de 
vista de causa, con la cual se cierra el procedi-
miento. 

En la audiencia preliminar, se intenta avenir 
a las partes, se habla con el actor, para tratar de 
conocer de primera mano qué es lo que ocurrió. 
Puede ser un cobro de pesos o un accidente. 

Si en la preliminar no se logra una transac-
ción, se provee en el mismo momento la prueba, 
y lo hace el juez, que toma la audiencia. Nueva-
mente se observa que es necesario allí dejar de 
lado los medios de prueba superfluos y que po-
drían causar demoras en esa etapa probatoria. 

Luego, se designa de común acuerdo con los 
profesionales presentes la fecha de una segun-
da audiencia, de vista de causa. 

La audiencia de vista de causa se lleva a cabo 
con videograbación, y se cierra la causa a prue-
ba. En el término de cuatro meses estaría el caso 
en condiciones de pasar a sentencia. 

Esta es también es una forma de:

- Escuchar al actor y al demandado en perso-
nas.

- Producir economía procesal: menos pruebas 
y actuaciones que requieren horas hombre en 
el juzgado.

- Crear absoluta celeridad, posibilidad de lle-
gar pronto a sentencia y que el crédito del justi-
ciable no se deprecie. 

Ahora bien: este sistema de las “dos audien-
cias” con participación directa del juez laboral 
(sistema de “oralidad”), ¿podría recibir críticas? 
¿Quién sería el que critique?

Para responder esto, debemos pensar que las 
críticas solo podrían provenir de personas a las 
que les conviniera precisamente una demora 
en el expediente. Se trataría de justiciables que 
propugnan la “mediación”, en vez de la “inme-
diación” del juez. 

Solo estas personas o estos grupos de interés 
podrían buscar que el sistema escriturario se 
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aplicara a rajatabla, dado que “en los procesos 
escritos o predominantemente escritos, la apli-
cación del principio de inmediación sufre im-
portantes limitaciones, reduciéndose a imponer 
la asistencia personal del juez en la ejecución de 
la prueba que se recibe en audiencia y en la rea-
lización de los actos procesales que requieran la 
comparecencia personal de los litigantes. A ello 
se suma que, generalmente en la práctica, esa 
aplicación limitada se suele diluir, sea por la re-
iterada y abusiva delegación de funciones, sea 
por la imposibilidad material (recursos econó-
micos, número de jueces, etc.) de que el princi-
pio se aplique” (3). 

En cambio, “La doctrina procesal moderna 
ha reclamado con rara unanimidad y énfasis la 
vigencia del principio de inmediación. Por ello 
resulta hoy inconcebible la defensa de la media-
ción –su opuesto- como regla” (4).

Pereira Campos afirma que una posición que 
sostenga a rajatabla un sistema escriturario se 
podría haber inspirado antiguamente en el te-
mor “a que el contacto vivencial pudiera afectar 
la imparcialidad del tribunal, y por ello sustenta 
la conveniencia de que el tribunal guarde una 
relación impersonal e indirecta con las partes 
y demás sujetos del proceso”, pero que actual-
mente se han descartado esos temores, y “la fal-
ta de inmediación sólo se admite en contados 
casos en que, por razones prácticas insoslaya-
bles (como la distancia), se hace necesario dele-
gar funciones” (5). 

IV.3. Sistemas de comunicación inmediata para 
“avisos de cortesía”, con los profesionales de las 
partes

Más arriba mencionamos de qué manera en 
la actualidad nos encontramos en un mundo 
híbrido, a medio camino entre la realidad y las 
pantallas, mensajes inmediatos, redes sociales, 

  (3) PEREIRA CAMPOS, Santiago, “El principio de inme-
diación en el proceso por audiencias. Mecanismos legales 
para garantizar su efectividad”. Biblioteca del Centro de 
Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), 2016, pág. 2. 
Disponible online en https://biblioteca.cejamericas.org/
bitstream/handle/2015/1907/Principiodeinmediacionenla-
saudiencias.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y. 

 (4) PEREIRA CAMPOS Santiago, op cit, pág. 2. 

 (5) PEREIRA CAMPOS, Santiago, op cit, pág. 2. 

encuentros virtuales, mensajes de voz, imáge-
nes y videos.

En esta situación, al profesional del derecho 
se le torna muy difícil trabajar con un sistema 
tradicional donde debe interponer un escrito y 
esperar que se lo provean, con mayor o menor 
urgencia. 

A veces el letrado debe contestar una deman-
da y la carátula está oculta o reservada. Necesi-
ta que durante la tarde se le levante la reserva. 

Otras veces ha deducido un escrito y por días 
no ha salido el decreto, y si “reitera” el pedido, 
provocará aún más trabas en el expediente. 

En otras oportunidades, se ha designado un 
perito médico al cual le han enviado tres, cua-
tro, cinco oficios requiriendo que por fin pro-
duzca la pericia y los letrados no saben cómo 
hacer para que esta sea presentada.

Propugnamos que, además de las notificacio-
nes formales y obligatorias, (aquellas ordenadas 
por el código civil y comercial o por el código 
procesal laboral) se trabaje con un canal inme-
diato y opcional para avisos de cortesía, entre el 
juzgado y los letrados, ya sea el e mail institu-
cional del tribunal, del secretario del juzgado o 
bien un número de WhatsApp que sea de utili-
dad al juzgado, con determinadas reglas de uso:

- Comunicación respetuosa.

- En horarios que no causen inconveniente a 
quien lo lee

- Todo lo relativo a un juicio.

- Si el letrado tiene algún inconveniente con lo 
decidido, debe interponer los recursos que por 
derecho corresponden según la ley ritual.

- Textos, no audios.

- No constituye una notificación formal, pues 
las notificaciones son las que dispone la ley ri-
tual laboral, sino un aviso de cortesía. 

De esta manera es posible que muchos in-
convenientes causados por la falta de comuni-
cación, la demora en atender los escritos y la 
sobrepoblación de causas, pueden ser tratados, 
en un intento de solución. 

https://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/1907/Principiodeinmediacionenlasaudiencias.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
https://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/1907/Principiodeinmediacionenlasaudiencias.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
https://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/1907/Principiodeinmediacionenlasaudiencias.pdf?sequence=1&amp;isAllowed=y
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V. Conclusión

El análisis realizado evidencia que el sistema 
escriturario tradicional, lejos de garantizar una 
justicia laboral ágil y efectiva, se ha convertido 
en un obstáculo estructural que perpetúa la de-
mora de los procesos, desincentiva las transac-
ciones y priva al justiciable de una verdadera 
oportunidad de ser escuchado. La desconexión 
entre el juez y las partes, la saturación de es-
critos y la excesiva formalidad procedimental 
generan un escenario donde los derechos labo-
rales, especialmente de los más vulnerables, se 
diluyen con el tiempo.

Resulta imprescindible abandonar la rigidez 
del expediente como único canal de comunica-
ción procesal y avanzar hacia un modelo diná-
mico basado en audiencias efectivas, donde el 
juez tome intervención directa desde el inicio. 
La implementación de audiencias preliminares 
y de vista de causa, junto con la depuración de 
pruebas innecesarias, permitiría dar celeridad 
al proceso, fomentar acuerdos tempranos y ase-
gurar que la sentencia se dicte cuando aún sea 
posible hacer justicia real, no solo formal.

Asimismo, la incorporación de sistemas de 
comunicación inmediata —como correos elec-
trónicos institucionales o mensajería controla-

da—, aunque no reemplazan las notificaciones 
formales, podría descomprimir la gestión de los 
expedientes, favoreciendo una interacción más 
fluida entre el tribunal y los profesionales inter-
vinientes.

Reformar el sistema no es solo una cuestión 
de eficiencia administrativa, sino de garantizar 
el acceso real y efectivo a la justicia, respetando 
la dignidad y las necesidades urgentes de quie-
nes más la requieren.

Se requiere una Justicia laboral ágil y efectiva, 
dado que lo contrario conduce a una solución 
arbitraria por el transcurso del tiempo, y en este 
aspecto, como lo dijo Lucio Séneca, “nada se pa-
recería tanto a la injusticia como la justicia tar-
día” (6).

El último postulado entonces sostiene que una 
justicia laboral que funcione debe ser una justi-
cia viva, ágil y cercana a los justiciables, que no 
las condene a ver sus derechos evaporarse en el 
transcurso de procedimientos escriturarios e in-
terminables que a la larga o a la corta no favore-
cen ni a las personas, ni al poder judicial, ni a la 
economía local, ni a los profesionales del foro, 
que precisamente viven de su trabajo.

 (6) SENECA, Lucio Anneo, “Cartas Filosóficas”. 
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I. Introducción

A través de la temática que abordamos en es-
tas líneas, realizamos un breve análisis de la 
situación normativa actual de la Provincia del 
Chaco en torno a la intervención de los traduc-
tores-intérpretes indígenas en los procesos por 
audiencias. Esto, teniendo en cuenta no solo el 
contexto de los procesos civiles desarrollado en 
la oralidad como método de debate, sino como 
fórmula superadora y realidad instaurada dan-
do por superado el debate sobre su convenien-
cia. Es por ello que se analiza la necesidad del 
avance hacia la superación de los obstáculos 
dentro de los procesos, a fin de poder llegar a 
una participación plena de las comunidades 
indígenas con reconocimiento del más impor-
tante derecho de acceso a justicia, a la no dis-
criminación, y la valorización de las acciones 

positivas y la política institucional desarrollada 
por el Poder Judicial del Chaco, y su reflejo en 
los cuerpos legislativos.

II. Aspectos procesales actuales

Para partir en el comentario de la situación 
que nos trae, es necesario compartir una situa-
ción debatida en torno a los defectos de los pro-
cesos con base escrita y que han sido señalados 
de la siguiente forma; este sistema propició un 
proceso lento, formal y burocrático, corporiza-
do en un expediente judicial como eje central 
del proceso y de las decisiones. También ha ge-
nerado prácticas excesivamente ritualistas que 
convirtieron los requisitos de forma en los as-
pectos más importantes; esto causó a su vez 
otros problemas como, por ejemplo, la duración 
excesiva de los procesos y su opacidad o falta de 
publicidad (1).

Sin embargo, dentro de los procesos judicia-
les y en consecuencia en los cuerpos normativos 
donde se plasman los mismos, venimos asistien-
do en los últimos tiempos al reconocimiento tan 
necesario de derechos que, son consecuencia de 
la suscripción de los tratados internacionales  
de derechos humanos, los cuales ponen el foco de 
atención en los colectivos de personas especial-
mente vulnerables que han sido desfavoreci-

 (1) VV. AA., BASES PARA LA REFORMA PROCESAL CIVIL 
Y COMERCIA, p. 6.
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das a través del tiempo. Es por ello que además 
de la labor legislativa en copiosas normativas, 
el Poder Judicial de la Provincia del Chaco vie-
ne desarrollando una política institucional con 
el objetivo de fortalecer la participación de las 
personas pertenecientes a pueblos indígenas en 
los procesos en los que sean partes. 

En este sentido, y de acuerdo con los princi-
pios de progresividad y no regresión en recono-
cimiento de derechos humanos, para garantizar 
el acceso a justicia, el mencionado poder públi-
co ha considerado y tomado la decisión de la 
puesta en marcha y fortalecimiento de acciones 
positivas tendientes a consolidar esta necesa-
ria accesibilidad, derribando las mencionadas 
barreras que han dado origen a las 100 Reglas 
de Brasilia sobre acceso a la justicia de las per-
sonas en situación de vulnerabilidad, especial-
mente con referencia a la cultura y el lenguaje. 

Por ello, al hablar de los derechos fundamen-
tales de los pueblos indígenas surge la necesa-
ria referencia al acceso a justicia, que se revela 
a partir de nuestra propia nuestra Constitución 
Nacional, como en el Preámbulo en cuanto a 
“afianzar la justicia”; en el art. 14, entre los de-
rechos concedidos a todos los habitantes de la 
Nación, menciona al de “peticionar a las autori-
dades”; en el art. 16, donde establece “la igual-
dad ante la ley”, entendida como garantía para 
acceder a la justicia, y el art. 18, que determina 
ciertas garantías que no se extienden solamen-
te a las cuestiones referidas al debido proceso 
sustantivo y en los tratados internacionales de 
derechos humanos reconocidos en el art. 75 
inc. 22 de nuestra Constitución Nacional. Por 
ello, siguiendo los puntos comentados por el 
Dr. Gustavo A. Vispo en cuanto al alcance del 
derecho a la tutela judicial efectiva, “el acceso 
a justicia debe ser asegurado, sin restricciones 
personales o de índole económica. Cualquier 
norma que dificulte de cualquier manera el ac-
ceso de las personas a los tribunales (...) que no 
esté justificada por razones de la administra-
ción de justicia, es contraria a los arts. 8.1 y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos” (2), lo que debe complementarse con 
el reconocimiento a su preexistencia étnica y 
cultural establecida en el artículo 75 inciso 17 

 (2) VV. AA., Nuevo Código Procesal Civil y Comercial de 
la provincia del Chaco. Comentarios sobre ejes temáticos 
de la reforma- Esquemas procesales. Editorial Contexto. 
Resistencia. Chaco. 2017, p. 56.

de la misma carta magna como también el ar-
tículo 37 de la Constitución de la Provincia del 
Chaco.

Enmarcado en el tema que se trata, el Conve-
nio N.° 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo, en su art. 12 establece la protección ju-
dicial efectiva de todos los derechos indígenas 
y en su última parte prescribe: “...Deberán to-
marse medidas para garantizar que los miem-
bros de dichos pueblos puedan comprender y 
hacerse comprender en procedimientos legales, 
facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u 
otros medios eficaces...”. Es decir, el derecho que 
tienen las personas de las comunidades indíge-
nas al uso del propio idioma, y esto en virtud 
de los principios de igualdad y del principio de 
no discriminación, como así también el recono-
cimiento constitucional de la preexistencia étni-
ca y cultural. 

El Dr. Juan Manuel Salgado, director del Obser-
vatorio de Derechos Humanos de los Pueblos In-
dígenas, en su comentario a esta norma, sostiene 
que el derecho a usar la lengua materna no debe 
quedar limitado a los casos de incomprensión 
del idioma oficial. Señala que la cláusula consti-
tucional y el principio de no discriminación im-
plican que los miembros de pueblos indígenas 
deben poder expresarse con la misma soltura al 
hablar con que se manifiestan los ciudadanos no 
indígenas. El Estado debe tomar medidas para 
asegurar la “comprensión” mutua entre las par-
tes indígenas y los integrantes del tribunal tanto 
en procesos civiles como penales (3).

Por lo dicho se ha plasmado de esa manera 
el reconocimiento de la preexistencia étnica y 
cultural de los pueblos indígenas, garantizando 
así el respeto a su identidad tal como mandan 
las normas constitucionales —Constitución Na-
cional y de la Provincia del Chaco— disponién-
dose entonces la habilitación de un Registro 
especial de Traductores e Intérpretes de Lenguas 
Indígenas dentro del Poder Judicial del Cha-
co; y en este sentido siendo que en el presente  
artículo se ponen en análisis las intervenciones 
de los peritos traductores indígenas en los pro-
cesos orales ya que estos últimos se han impues-
to y desarrollado en el sistema de justicia; dentro 
de ello es fundamental reconocer y poner en 

 (3) Salgado, Juan Manuel, Convenio N.° 169 de la OIT so-
bre Pueblos Indígenas, comentado y anotado, Universidad 
del Comahue, año 2006, p. 121.
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consideración que aún seguimos atravesando el 
necesario proceso de cambio de paradigma de 
proceso civil escrito a uno eminentemente oral, 
siendo esto afectado por múltiples resistencias e 
inconvenientes tanto institucionales como cos-
tumbrismos que no encuentran asidero en la 
actualidad, por ello los cambios y adecuaciones 
que tienen como centro a los pueblos indígenas 
en la Provincia del Chaco, hace indispensable 
además de las reglamentaciones sino también 
las prácticas judiciales en los operadores del sis-
tema.

III. Intervención de los traductores e intérpretes 
de las comunidades indígenas en los procesos 
civiles por audiencias

Cuando nos adentramos en el tratamiento de 
la intervención de los traductores e intérpretes 
de las comunidades indígenas en los procesos 
civiles por audiencias, las más fundamentales 
la Audiencia Preliminar y la de Vista de Causa, 
de las que no es necesario realizar un comen-
tario pormenorizado, entendiendo que sus pa-
rámetros, objetivos y alcances, son conocidos 
por el lector; nos encontramos que dentro del 
articulado del Código Procesal Civil y Comercial 
de la Provincia del Chaco, solamente refiere a la 
designación de intérprete el art. 131 (4) pero en 
una perspectiva contraria a lo expresado en los 
párrafos anteriores al sostenerse que los miem-
bros de pueblos indígenas deben poder expre-
sarse con la misma soltura al hablar con que se 
manifiestan los ciudadanos no indígenas. 

Las modificaciones que introdujo el nuevo Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Provincia 
del Chaco (ley N.° 2559 - M) respecto al “Idioma. 
Designación de intérprete”, fueron, en el primer 
párrafo, el cambio de la palabra casos por ac-
tos, en el segundo párrafo se reemplaza sordos, 
mudos o sordomudos por personas que solo 
pueden darse a entender por lenguaje especia-
lizado. Agregando la parte final al artículo 131 
respecto de la designación de intérprete, como 
queda evidenciado, nada se ha dicho respecto a 

  (4) Art. 131: Idioma. Designación de intérprete: En to-
dos los actos del proceso se utilizará el idioma nacional. 
Cuando este no fuere conocido por la persona que deba 
prestar declaración, el Juez o Tribunal designará por sorteo 
un traductor público. Se nombrará intérprete cuando deba 
interrogarse a personas que solo puedan darse a entender 
por lenguaje especializado. Su designación se efectuará 
conforme con la reglamentación del Superior Tribunal de 
Justicia.

los intérpretes y traductores de los pueblos in-
dígenas.

Siendo el Código de Procedimientos Civil y Co-
mercial del Chaco uno de los más vanguardistas 
en la República Argentina, es una deuda pen-
diente la incorporación, dentro de su articula-
do, de la designación de traductor e intérprete 
en los casos que el justiciable pertenezca a las 
comunidades indígenas y que no comprenda 
el denominado lenguaje nacional en los proce-
sos por audiencias, debiendo ser además, dicha 
incorporación, hecha con la salvedad de que la 
falta de nombramiento de intérprete o traduc-
tor traiga aparejado la nulidad del acto proce-
sal; aunque podemos señalar que tal aspecto 
fue valorado como se merece dentro del Código 
Procesal de Niñez, Adolescencia y Familia como 
uno de los principios generales (5).

Es así que como se expresó, dicha incorpora-
ción normativa no ha sido recepcionada en el 
articulado del C.P.C.C.Ch., en la práctica y polí-
tica institucional del S.T.J.Ch.  (6), es un hecho 
evidenciado mediante el dictado de varias re-
soluciones y anexos reglamentarios, a lo que se 
agregan como así también en la Ley Orgánica 
de la Justicia de Paz y Faltas de la Provincia del 
Chaco, ley N.° 2171 - A, la cual, ha incorporado 
al Traductor e Intérprete de las comunidades in-
dígenas en tres de sus artículos, en primer lu-
gar, el art. 12 sostiene que, los Jueces de Paz y/o 
de Faltas según el caso, serán competentes para 
intervenir como conciliador, árbitro, negocia-
dor y/o mediador en todos aquellos conflictos y 
controversias que los interesados le presenten, 
sin más limitaciones que las derivadas del or-
den público y las que sean indisponibles. Serán 
de su competencia, sin perjuicio de las que esta-
blezcan otras leyes, dentro de su inciso j) cuen-
tan con la facultad de designar un traductor en 
los casos que el justiciable pertenezca a las co-
munidades indígenas y que no comprenda el 
lenguaje castellano. 

Por su parte, el artículo 13 de la última ley 
mencionada, sostiene que los Jueces, fuera de 

 (5) Art. 2°. Ley N.º 2950 - M - Chaco. Inc.11: Los tribunales 
deben facilitar los medios para superar cualquier impedi-
mento de comprensión y, en especial, contar con servicios 
de traductor e intérprete para los procesos en que intervie-
nen extranjeros, personas con discapacidad e integrantes 
de pueblos originarios. 

 (6) Superior Tribunal de Justicia del Chaco.



42 •  ARTÍCULOS

Los traductores-intérpretes indígenas en los procesos por audiencias

la competencia ya atribuida, les corresponde, 
además, manda a formar anualmente una lis-
ta de Traductores o Intérpretes de las Lenguas 
Indígenas domiciliados en la jurisdicción, e in-
teresados en realizar ad honorem, las interven-
ciones previstas en esta ley, cuya caducidad se 
producirá el 1º de marzo de cada año. Dicha 
inscripción será gratuita y se realizará todos los 
años durante el mes de febrero, debiendo los in-
teresados acreditar identidad, domicilio y decla-
rar bajo juramento de ley el conocimiento de la 
lengua perteneciente a la etnia para la cual se 
inscribe. El Juez a través de los medios de comu-
nicación local y en el transparente del Juzgado, 
publicará esta normativa.

Asimismo, y solo para considerar aquí los 
avances de la Provincia del Chaco en la temá-
tica, aunque no constituya el objeto de estudio 
específico en este análisis, nos permitimos men-
cionar que el Código Procesal Penal de dicha 
provincia, establece en su artículo 132 bis que, 
en los casos de declaración de personas perte-
necientes a comunidades indígenas, la presen-
cia del intérprete o traductor será obligatoria 
bajo pena de nulidad. Además, y con buena téc-
nica legislativa, tal como se citó, en el art. 11 del 
Código Procesal de Niñez, Adolescencia y Fami-
lia del Chaco, cuando se refiere al lenguaje es-
tablece que los tribunales deberán facilitar los 
medios para superar cualquier impedimento de 
comprensión y, en especial, contar con servicios 
de traductor e intérprete para los procesos que 
intervengan integrantes de pueblos originarios. 
Entonces, así como el Código Procesal Penal, el 
Código Procesal de Niñez, Adolescencia y Fami-
lia y la Ley Orgánica de la Justicia de Paz y Faltas 
del Chaco, se han hecho eco en su normativa de 
la incorporación en sus articulados de la inter-
vención de traductores e intérpretes indígenas 
en sus procesos, es imprescindible dicha incor-
poración dentro del Código Procesal Civil y Co-
mercial de la Provincia del Chaco.

Así como el art. 738 del Código Procesal Civil 
y Comercial (ley N.° 2559 - M), el cual facultó al 
Superior Tribunal de Justicia a reglamentar la 
implementación de la audiencia de vista de cau-
sa en cada circunscripción judicial, teniendo en 
cuenta el número de magistrados en relación a 
la cantidad de procesos, las estructuras edilicias 
y los recursos tecnológicos existentes, asimismo 
se debe incorporar un artículo que determine, 
bajo pena de nulidad, la intervención de intér-

pretes y traductores de las comunidades indíge-
nas, en los procesos por audiencias.

Es imprescindible que en materia procedi-
mental civil y comercial, se debe estar en con-
cordancia no solo con la política institucional 
que mantiene el S.T.J.Ch., sus resoluciones y 
acordadas, sino que es una deuda pendiente 
para nuestro Código de Procedimientos, puesto 
que a nivel provincial, nacional e internacional 
ha sido asumido el compromiso del cambio de 
paradigmas en el respeto y cumplimiento de los 
derechos de los pueblos y comunidades origina-
rias, asumidos por nuestro país, y sobre todo, 
por nuestra provincia, mediante el dictado de 
normas de protección de los derechos de nues-
tros hermanos indígenas. 

IV. El Proceso como Mecanismo de Protección 
de Derechos

Pues siguiendo las enseñanzas del profesor 
Giovanni F. Priori Posada, considerando que 
estamos tratando aquí las bases y andamia-
jes necesarios para procesos que reconozcan 
los derechos más elementales de las personas 
y entre ellos el efectivo acceso a justicia; dicho 
catedrático estima que, el proceso debe ser con-
siderado dentro del sistema de protección de los 
derechos. El proceso es un mecanismo dentro 
del sistema de protección de derechos. Las re-
glas procesales deben tener en cuenta los demás 
medios de protección del derecho para que el 
proceso sirva de complemento o actúe allá don-
de los demás medios de protección no están en 
capacidad de dar una adecuada, oportuna y efi-
caz protección de derechos. (7)

Asimismo, en los denominados “procesos por 
audiencias”, representativos de un sistema oral 
como el más adecuado para la resolución de las 
controversias, tal como sabemos, este sistema 
se encuentra basado en la inmediación del Juez 
con las partes, la concentración y publicidad, 
como así también la consecuente economía, 
razón por la cual, en ese marco el S.T.J.Ch. ha 
manifestado en su reglamentación que dichos 
procesos adoptan la oralidad como método op-
timizador de las condiciones para acceder a la 
información que el juez tendrá en cuenta para 
tomar la decisión final, entonces la intervención 
obligatoria de los traductores e intérpretes in-

  (7) VV. AA., XXX CONGRESO NACIONAL DE DERECHO 
PROCESAL. Rubinzal Culzoni Editores. Santa Fe. 2019, p. 86.
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dígenas resulta necesario e indispensable para 
coadyuvar a que el Juez acceda a la información 
de una forma más comprensible, más aún en 
los momentos en que se producen las declara-
ciones de los testigos y de las partes, como así 
también se escuchan las explicaciones de los pe-
ritos y los alegatos de las partes. 

Ello contribuye al cambio de paradigma en la 
gestión judicial, encaminado a considerar y for-
talecer al juez como “administrador” y no solo 
“director” del proceso, no debe limitarse a “tec-
nificar” el sistema existente, sino a corregir sus 
falencias. El trámite del proceso judicial está 
motivado por una o varias pretensiones, cuya 
finalidad consiste en requerir la tutela jurisdic-
cional del Estado. Ello importa poner en mo-
vimiento la maquinaria estatal para que este 
intervenga activamente. El mal uso de los ins-
trumentos que el sistema pone al servicio de los 
litigantes insume recursos humanos y materia-
les; al interés privado que trasunta la preten-
sión se suma el interés público en que aquellos 
se administren adecuadamente (8). 

Por tanto, lo considerado en este comentario 
fortalece a los recursos humanos indispensa-
bles frente a la garantía de la efectividad del ser-
vicio jurisdiccional para los litigantes, siendo el 
Juez una figura central en ese sentido, para que 
por medio de una justa administración, consiga 
así la satisfacción de la participación y recono-
cimiento del derecho humano esencial de acce-
so a justicia de los pueblos indígenas, resaltando 
que la repetición del enunciado busca reforzar 
las necesidades antes comentadas. 

Ana Clara Pauletti ha destacado que, el rol 
del director del proceso, ejercido por el juez 
como responsable último del cumplimiento de 
las obligaciones internacionalmente compro-
metidas por el Estado en las convenciones, le 
permite solucionar todas las situaciones e in-
convenientes que se susciten para cumplir con 
la finalidad del proceso por audiencias: garanti-
zar la tutela judicial efectiva, con una sentencia 
justa y de calidad que ponga fin al conflicto (9), 
que si bien el resolutorio evidenciará el recono-

 (8) VV. AA., Nueva gestión judicial. Oralidad en los pro-
cesos civiles. Ediciones Saij. Buenos Aires. 2016. http://www.
saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Nueva_gestion_judicial.
pdf - pág. 29. Fecha: 02/11/2024.

  (9) VV.AA. XXX CONGRESO NACIONAL DE DERECHO 
PROCESAL. Rubinzal Culzoni Editores. Santa Fe. 2019, p. 161.

cimiento del derecho a una participación justa 
en el proceso, las condiciones en las que se lle-
ven los mismos y en particular las audiencias 
con la garantía de la inmediación, es lo que debe 
ser el eje central de la participación y el cum-
plimento de la función de los traductores intér-
pretes indígenas en beneficio de los hermanos 
y hermanas -terminología en castellano propia 
del trato entre las personas las comunidades in-
dígenas del Chaco.

Podemos traer en este momento a modo 
de reflexión el enfoque del titulado “Derecho 
Procesal indígena como corrección”, que Ma-
ría Silvana Clérici entiende como el daño que 
ocasionan el despojo, el exterminio y la exclu-
sión, cometidos en todos los sentidos contra los 
Pueblos Indígenas, esto merece una reparación 
correctiva, una forma de desagraviar es devol-
verles poder con equidad para contrarrestar los 
daños (10); en este marco no desconocemos los 
despojos que han tenido que vivir las comuni-
dades indígenas a través del tiempo, sino que 
por lo contrario, puesto que han producido 
como consecuencia la exclusión de las personas 
del ámbito de la toma de decisiones, lo que des-
de el enfoque histórico y sociológico constituye 
un estudio amplio que no debe dejarse de lado 
en este análisis.

La Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas, re-
solución aprobada por la Asamblea General el 
13/09/2007 ha sostenido que, el reconocimien-
to de los pueblos y comunidades indígenas y la 
necesidad de respetar y promover sus derechos 
lleva ínsito el deber de respetar y comprender 
sus estructuras políticas, económicas y sociales, 
su cultura (incluido su idioma), sus tradiciones 
espirituales, su historia y su filosofía (11) 

En este punto, los procesos por audiencias 
con la participación de traductores indígenas 
es tal como se dijo anteriormente el reconoci-
miento de los derechos humanos entendidos 

 (10) CLÉRICI, María Silvana, Sobre los Derechos humanos 
de los Pueblos Indígenas. Editorial Angel Estrada. Macha-
gai. Chaco. 2016.

 (11) MALINI, Pablo Luis, El derecho al debido proceso de 
las comunidades indígenas en el Sistema Interamericano 
The Right to due Process of Indigenous Communities in 
the Inter – American System file:///D:/DATOS/Downloads/
Dialnet-ElDerechoAlDebidoProcesoDeLasComunidadesIn-
digenasE-5157764.pdf, fecha 09/11/2024.

http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Nueva_gestion_judicial.pdf
http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Nueva_gestion_judicial.pdf
http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Nueva_gestion_judicial.pdf
file:///D:/DATOS/Downloads/Dialnet-ElDerechoAlDebidoProcesoDeLasComunidadesIndigenasE-5157764.pdf
file:///D:/DATOS/Downloads/Dialnet-ElDerechoAlDebidoProcesoDeLasComunidadesIndigenasE-5157764.pdf
file:///D:/DATOS/Downloads/Dialnet-ElDerechoAlDebidoProcesoDeLasComunidadesIndigenasE-5157764.pdf
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como conjunto de normas internacionales e in-
ternas, que muchas veces aparecen como normas 
consuetudinarias internacionales, bajo la forma 
de declaraciones de derechos  (12) considerando 
también que en estamos de acuerdo en que, to-
dos los derechos humanos previstos no solo en 
los tratados internacionales (en general) y los 
criterios interpretativos que emitan los órganos 
conforme a este tratado se encuentran legitima-
dos para interpretarlos, especialmente los tribu-
nales internacionales, dado que eventualmente, 
pueden producir criterios en materia de dere-
chos humanos.

De igual modo, estando garantizado el dere-
cho a la identidad étnica, no podemos pretender 
que una persona cuya lengua no es el castella-
no se expresa fluidamente en esta lengua y que 
cualquier falencia en su uso, le afecte en perjui-
cio suyo. El Relator Especial, Sr. Rodolfo Staven-
hagen, en cuanto a la situación de los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales de 
los Pueblos Indígenas, ha señalado que el idio-
ma de las actuaciones judiciales puede consti-
tuir una desventaja considerable para la debida 
protección de los derechos de los indígenas, en 
los países en los que los idiomas autóctonos no 
gozan de reconocimiento oficial. Apunta, como 
medida destinada a superar este obstáculo, al 
fomento de la contratación de indígenas en los 
órganos legislativos, judiciales, policiales y pe-
nitenciarios. 

También indicó que en algunos países había 
sido adoptada como medida afirmativa para 
facilitar los contactos de los indígenas con el 
sistema judicial, la creación de la figura de “fa-
cilitadores” o “guías judiciales”. Este guía es una 
persona familiarizada con los sistemas jurídi-
cos y los procesos judiciales que también com-
prende los idiomas y las culturas indígenas (13). 
Tal como sería en el caso del Poder Judicial de 
la Provincia del Chaco cuando se dictó la reso-
lución N.° 1859 del 13 de octubre de 2015 y a fin 

 (12) VV. AA., Derechos humanos y control de convencio-
nalidad. Editorial Contexto. Resistencia. Chaco. 2016, p. 286.

 (13) Stavenhagen, Rodolfo. “Los Pueblos Indígenas y sus 
derechos”. Informes Temáticos del Relator Especial sobre 
la situación de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas del Consejo de 
Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 
Unidas. Tercer informe: La justicia y los derechos indígenas 
(2004), pp. 82 y 83. Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

de fortalecer el sistema de traducción ya existe 
en el poder judicial, incorporar la mayor can-
tidad de personas que realicen esta tarea, así 
como avanzar en forma progresiva pero cons-
tante, para garantizar el efectivo acceso a la Jus-
ticia provincial, desde la compleja situación en 
la que se encuentran los pueblos originarios. 

Lo que es reforzado con la implementación 
de la Coordinación de los Pueblos Indígenas 
del Poder Judicial en el Chaco que, a través de 
la resolución N.° 762/18, Elizabet González, fue 
designada como agente de planta para cumplir 
funciones de coordinadora integral de las ac-
tividades judiciales con los pueblos indígenas 
de la provincia  (14). Es por ello, y a fin de po-
der afianzar el acceso a justicia de las comuni-
dades indígenas, con todo lo que ello conlleva, 
es aconsejable legislar dentro de nuestro cuerpo 
normativo una figura similar para las mencio-
nadas situaciones a una persona como “referen-
te afectivo”, el cual se encuentra incorporado 
en el Código Civil y Comercial de la Nación en 
situaciones de adoptabilidad, lo que aquí se po-
dría incluir como una figura de apoyo referen-
cial y de sostén emocional que acompañe a las 
partes cuando estas sean pertenecientes a las 
comunidades indígenas, el cual identifica sus 
preferencias, necesidades y lo asista en el ejer-
cicio de sus derechos, con el objetivo de garanti-
zar el respeto a su identidad, historia y vínculos 
y de dicha manera poder sentirse acompañados 
en el proceso judicial. 

Siendo esta resolución una acción positiva a 
fin de modificar la situación actual de las comu-
nidades indígenas, es por ello que a fin de po-
der lograr el fin propuesto y no ser un obstáculo 
para acceder a la justicia es que en relación a los 
intérpretes y/o traductores es necesario contar 
en los juzgados con un plantel permanente de 
traductores y/o intérpretes, y no tener que asig-
narlos de manera ocasional, esta necesidad es 
resuelta actualmente en el Chaco pero en forma 
poco eficiente, pues la cantidad de traductores 
deben ser designados en función de la estadísti-
ca necesaria en base a la población que haya en 
cada circunscripción judicial y etnia. 

A tal efecto, es necesario traer algunos concep-
tos que refuercen tales decisiones del alto cuer-
po, en este marco las comunidades indígenas 

 (14) Ver: http://prensa.justiciachaco.gov.ar/node/2991, fe-
cha 03/11/2024.

http://prensa.justiciachaco.gov.ar/node/2991
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han sido estructuralmente discriminadas por 
los sistemas de justicia a través de los tiempos, 
por ello es útil tener en cuenta que, el concepto 
de discriminación estructural ha sido destaca-
do por la CIDH con un particular énfasis en la 
necesidad de realizar una valoración amplia del 
contexto histórico, temporal y geográfico en ca-
sos donde se presenten patrones de discrimina-
ción. Al constatar la existencia de una situación 
de discriminación estructural, la CIDH ha enten-
dido que el Estado debe tomar medidas acordes 
para disminuir y eliminar la situación de infe-
rioridad o exclusión contra determinada perso-
na o grupo de personas (15). Es decir, un cuadro 
macro de discriminación estructural es el esce-
nario propicio para violaciones de derechos hu-
manos en particular. Constatado el escenario, el 
Estado debe actuar, debe intervenir con políti-
cas y medidas activas afirmativas para prevenir 
la desigualdad (16).

Debido a que designar un traductor para una 
ocasión en particular acarrea demoras, ya que 
una audiencia no puede tomarse hasta lograr 
la comparecencia del traductor. O también ocu-
rre que al no contar con una remuneración los 
mismos no quieren asistir por ser un trabajo ad 
honorem. “La existencia de traductores o intér-
pretes de las lenguas originarias, es un recurso 
legal importante y muy sensible a los pueblos 
y comunidades, ya que el idioma, la conceptua-
lización del pensar, del saber, del decidir; debe 
ser expresada desde su propia raíz cultural”. 
“En concreto considero de central importancia 
la “participación directa de los afectados en el 
proceso” —en todo el proceso, sin olvidar su 
ejecución— con posibilidad real de expresarse 
en “lenguas originarias” a través de sus propios 
“traductores e intérpretes” (recuérdese lo ocu-
rrido al comienzo de la audiencia ante la Corte 
Federal el 06/11/2007, en el caso “Defensor del 
Pueblo c/ Estado nacional y provincia del Cha-
co”, en dicha oportunidad un ministro de la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación presente en 
la audiencia, se opuso a que los representantes 

  (15) Ob. cit. CIDH, Compendio sobre la igualdad y no 
discriminación. Estándares Interamericanos, OEA/Ser.L/V/
II.171, Doc. N.° 31, 12 de febrero de 2019. 

  (16) Ver: https://www.rubinzalonline.com.ar/index.php/
doctrina/articulos/ver/2102158/.

del IDACH hablaran en su lengua (qom) porque 
no había en la sala un intérprete designado a 
esos efectos) (17).

Con referencia al derecho a ejercer las ac-
ciones judiciales en su propia lengua: Caso 
Fernández Ortega y otros vs. México, la Corte 
IDH, conforme al principio de no discrimina-
ción consagrado en el art. 1.1 de la CADH, rei-
teró que para garantizar el acceso a la justicia 
de los miembros de comunidades indígenas es 
indispensable que los Estados otorguen una 
protección “que tome en cuenta sus particula-
ridades, sus características económicas y socia-
les, su situación de especial vulnerabilidad, su 
derecho consuetudinario, sus valores, sus usos 
y costumbres”. En la causa se acreditó que las 
víctimas no contaron con un intérprete provis-
to por el Estado a fin de presentar su denuncia 
y tampoco recibieron en su idioma la infor-
mación sobre las actuaciones derivadas de su 
denuncia, máxime que para poder poner en co-
nocimiento de las autoridades el delito que las 
había afectado y acceder a información debie-
ron recurrir a una persona conocida que ha-
blaba español. Debe valorarse positivamente 
que en ocasiones posteriores en que se convo-
có a la víctima se dispuso la presencia de un 
intérprete y además se informó que se estaba 
implementando un programa de formación de 
intérpretes indígenas en el Estado de Guerre-
ro; sin embargo, la imposibilidad de denunciar 
y recibir información en su idioma en los mo-
mentos iniciales implicó, en el caso, un trato 
que no tomó en cuenta la situación de vulne-
rabilidad de las víctimas, basada en su idioma 
y etnicidad, implicando un menoscabo de he-
cho injustificado en su derecho de acceder a 
la justicia, por lo que el Estado incumplió su 
obligación de garantizar, sin discriminación, el 
derecho de acceso a la justicia en los términos 
de los arts. 8.1 y 25 de la CADH, con relación el  
art. 1.1 de ella (18).

  (17) VV. AA., Acceso a la Justicia de los Pueblos Indí-
genas, http://cidac.filo.uba.ar/sites/cidac.filo.uba.ar/files/
revistas/adjuntos/Acceso%20a%20la%20Justicia%20
de%20los%20Pueblos%20Ind%C3%ADgenas.pdf, p. 64, 
04/11/2024.

  (18) Ver: file:///D:/DATOS/Downloads/Dialnet-ElDe-
rechoAlDebidoProcesoDeLasComunidadesIndigena-
sE-5157764.pdf pág. 27.
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V. Desafíos: las actuales barreras de acceso a 
justicia y la intervención de traductores indíge-
nas en las audiencias virtuales

Teniendo en cuenta que en actualidad el ejer-
cicio del derecho por parte de los justiciables 
y la prestación del servicio de justicia se desa-
rrollan en un mundo preponderantemente vir-
tual, mediante la utilización de vías telemáticas 
de interacción que contribuyen a la economía 
de recursos materiales y de esfuerzo humano; 
pero esto que nos parece tan acertado y de van-
guardia sabemos que no es así con respecto a 
las comunidades indígenas, tal lo será tratado y 
cuestionado en este apartado dejando entrever 
la problemática actual.

Sin embargo, reconocemos que el uso de las 
plataformas digitales que se utilizan en las au-
diencias remotas permite que tanto las partes 
como la judicatura permanezcan en sus hogares 
o el lugar que voluntariamente elijan y no de-
ban trasladarse a las sedes de tribunales; pero 
las condiciones de acceso a la conexión de in-
ternet y los artefactos electrónicos no permiten 
esta efectivización a las comunidades indígenas.

En nuestro país y específicamente en la Pro-
vincia del Chaco, existe una importante re-
cepción interna de la normativa internacional 
sobre derechos de los pueblos indígenas y no ha 
sido acompañada por un desarrollo institucio-
nal adecuado a las nuevas exigencias plantea-
das por estos nuevos derechos. Esto se visualiza 
en los conflictos que se vinculan con el proce-
dimiento judicial, es por ello que resulta nece-
sario modificar la situación actual, mediante 
acciones positivas por parte de los poderes pú-
blicos, a fin de poder acceder en forma real y 
efectiva al sistema por parte de los justiciables 
vulnerables en donde el derecho indígena se 
encuentre comprometido siendo el idioma y su 
cultura de gran importancia. 

Entonces, podemos concluir que surge una 
serie de problemas que obstaculizan el acceso 
a justicia de los pueblos indígenas, que a saber 
son: 

- La falta de peritos especializados en mate-
ria indígena. Las garantías judiciales recono-
cidas en la Constitución Nacional —art 18— y 
también en los instrumentos internacionales in-
corporados con jerarquía constitucional se des-
prende la defensa en juicio y la posibilidad de 

ofrecer y producir las pruebas, así como de con-
trovertir los elementos probatorios de la con-
traparte, a fin de que el órgano jurisdiccional 
emita una decisión fundada. La función princi-
pal de los peritajes es servir como orientadores 
de las autoridades judiciales sobre la percep-
ción de hechos que son motivo de controversia. 
Y un ejemplo de ello son las pericias antropoló-
gicas, las cuales podrían aportar elementos vá-
lidos en cuanto a tradiciones y forma de vida de 
los pueblos y la manera en que solucionan sus 
conflictos internos en las comunidades. Resulta 
útil toda vez que miembros de pueblos origina-
rios se vean involucrados en un proceso. Pero 
las mismas muchas veces no pueden ser costea-
das por el pago de los honorarios que implican 
la participación de estos profesionales, esta si-
tuación configura una restricción del derecho a 
la defensa en juicio.

- Desconocimientos de los operadores judicia-
les de las instituciones indígenas. La Constitu-
ción Nacional en el art. 75 inc. 17 reconoce la 
preexistencia étnica y cultural de los pueblos in-
dígenas, garantizando así el respeto a su identi-
dad. Los pueblos indígenas tienen sus propias 
instituciones, normas y autoridades que no son 
contemplados por el aparato estatal y ciertas 
pautas culturales son mal interpretadas por las 
autoridades por el desconocimiento de la cultu-
ra de las comunidades. Compartimos aquí una 
semejanza de la que percibimos: “La problemá-
tica general que se ha podido observar en los 
casos en que se ha tomado conocimiento se re-
laciona con cierto desconocimiento de los ope-
radores judiciales de los derechos reconocidos 
en los instrumentos nacionales e internacio-
nales a los pueblos indígenas, falta de articula-
ción entre abogados, instituciones provinciales 
y municipales y las comunidades, lo que deri-
va en una barrera para el efectivo goce de los 
derechos humanos y libertades fundamenta-
les de los pueblos indígenas, en igualdad, sin  
obstáculos ni discriminación. La diversidad de 
casos existentes demuestra la necesidad que tie-
nen los pueblos indígenas de nuestro país en 
que se instrumenten mecanismos eficaces para 
garantizarles un efectivo acceso a la justicia que 
les permita hacer valer sus derechos” (19). 

  (19) VVAA. Manual de aplicación de las 100 Reglas de 
Brasilia en el ámbito de la DEFENSA PÚBLICA. Ver: https://
www.mpd.gov.ar/index.php/documentos-elaborados-por-
aidef/2833-manual-de-aplicacion-de-las-100-reglas-ai-
def 04/11/2020.
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- Desconfianza de las comunidades indígenas. 
La indefensión de las comunidades indígenas 
en virtud al nulo entendimiento del procedi-
miento judicial y del idioma español hacen 
que queden fuera del sistema. Muchas veces, 
el idioma español, como idioma oficial del pro-
cedimiento judicial, representa un elemento 
de exclusión de los procesos ya que no lo pue-
den comprender. Sumado a ello, no solo puede 
darse el desconocimiento absoluto del idioma 
español, sino que el lenguaje utilizado en los 
ámbitos judiciales trae aparejado grandes difi-
cultades para su comprensión e interpretación 
para cualquier persona que no se encuentra en 
el ámbito del derecho. Además, la ausencia e 
insuficiencia de intérpretes y traductores es-
tables de lenguas indígenas, que intervengan 
desde la etapa de consulta y en todas las eta-
pas procesales posteriores. Como ya hemos 
mencionado, el Convenio 169 de la OIT  (20)  
—art. 12—, fija mecanismos, como los intérpre-
tes, para que puedan darse a entender y com-
prender al mismo tiempo qué es lo que sucede 
en una situación determinada. La incompren-
sión del desarrollo de los procesos judiciales 
es un obstáculo más para acceder a la justicia, 
esto hace que no comprendan cabalmente el 
sistema de justicia estatal. 

- Conectividad y acceso a internet. La pande-
mia también ha desnudado la fragilidad preexis-
tente en los sectores sociales que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad digital o que no 
disponen de conectividad. La falta de acceso a 
los servicios de conectividad no solo significa la 
creación de una brecha digital entre los residen-
tes de las comunidades no conectadas y el resto 
del mundo, sino que también los coloca en am-

 (20) Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales.

plia desventaja en términos de desarrollo eco-
nómico y social. A menos que se disminuya la 
brecha digital, que existe en cualquier país en 
desarrollo, es imposible crear una sociedad de 
la información igualitaria en la que el conoci-
miento y la innovación fluyan libremente.

El Consejo de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas aprobó en 2016 la resolución 
para la “promoción, protección y el disfrute de 
los derechos humanos en Internet”, que estable-
ce que el acceso a Internet será considerado, de 
ahora en adelante, un derecho básico de todos 
los seres humanos, y afirma también “la impor-
tancia de que se aplique un enfoque basado en 
los derechos humanos para facilitar y ampliar 
el acceso a internet”, y solicita a todos los Esta-
dos que hagan lo posible por cerrar las múlti-
ples formas de la brecha digital (21).

A pesar de que Internet cada vez cuenta con 
una mayor implantación en el ámbito global, 
todavía está lejos de ser accesible para todo el 
mundo. Ante este escenario, vemos que las Tec-
nologías de la Información y la Comunicación 
(TICs) han incrementado la sumatoria de exclu-
siones que sufren los grupos más desfavoreci-
dos dentro de cada ámbito nacional, entre los 
cuales los pueblos indígenas conforman uno de 
los sectores más postergados. Y esto nos lleva al 
compromiso de proponer fórmulas para lograr 
la inclusión digital. Pero debemos ser conscien-
tes de que el desarrollo del campo tecnológico 
representa nuevas formas de interacción entre 
los agentes de cualquier sistema.

 (21) Naciones Unidas, A/HRC/32/L.20, Asamblea Gene-
ral, distribución limitada, 27 de junio de 2016, Promoción, 
protección y disfrute de los derechos humanos en Inter-
net, https://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_
HRC_32_L20.pdf, 13/11/2024.

https://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_32_L20.pdf
https://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_32_L20.pdf
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I. Aspectos conceptuales del sistema de gestión 
de calidad 

A través de la implementación de un Servicio 
de Gestión de Calidad en el marco de las Nor-
mas ISO 9001/15 certificadas por IRAM, en el 
año 2019 se materializó el compromiso del Po-
der Judicial en trabajar con el objetivo de asu-
mir y profundizar esfuerzos para cumplir con 
los compromisos asumidos a nivel institucional, 
procurando una mejora en la gestión judicial. 
Lo que se alinea con los alcances de la misión 
y visión, redefinidas en el 2021 por Acuerdo Ad-
ministrativo N.° 6070/ 21 del Tribunal Superior 
de Justicia de Neuquén.

Misión: Es la razón de ser de una institución, 
que orienta y delimita las acciones a realizar y 
proporciona unidad, sentido de dirección y guía 
en la toma de decisiones estratégicas (2012).

En el año 2021, la Misión pasa a ser el PARA 
QUÉ: Consiste en Resolver conflictos con justicia 
efectiva garantizando el ejercicio y goce de los 
Derechos Humanos y asegurando el acceso a la 

justicia, especialmente de los más vulnerables, 
para contribuir a la paz social.

Visión de una Institución: Imagen del futuro 
deseado que buscamos crear con nuestro es-
fuerzo y acciones como consecuencia de cum-
plir con la misión. Es una declaración de cómo 
se pretende que sea reconocido nuestro Poder 
Judicial en el futuro. La visión motiva e inspira, 
a la vez que les da forma, dirección y coherencia 
a las acciones de la institución. Es cómo piensan 
los integrantes que será la organización a futu-
ro. Ser un Poder Judicial confiable que brinde 
un servicio de calidad a toda la ciudadanía:

- Que resulte accesible.

- Con una adecuada y oportuna capacidad de 
respuesta.

- Moderno, con procesos simples, flexibles y 
rápidos.

- Que cuente con personal idóneo e impulse su 
permanente desarrollo.

- Que administre y utilice eficaz y eficiente-
mente sus recursos.

- Comprometido con la mejora continua y la 
transparencia en su gestión.

- Que ofrezca información clara.

(*) Abogada (UNCo). Especialista en Derecho Penal y 
Ciencias Penales (UNCo). Licenciada en Criminología y 
Ciencias Forenses (UNRN). Diplomada Investigación de He-
chos Delictivos (INTERCRIM). Ejercicio en Profesión liberal 
(abogacía), docencia, mediadora Defensoría del Pueblo. 
Actual empleada en MPF NQN.
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- Que mantenga una comunicación proactiva 
y oportuna.

Política de calidad asumida por el Tribunal 
Superior de Justicia: El Sistema de Gestión de 
Calidad basado en un ciclo de mejora continua, 
se propone: 

- Mantener estándares alcanzados.

- Ampliar la implementación a otros procesos.

- Corregir los desvíos que pudieran producirse.

El compromiso con la Metodología de Trabajo 
basado en las Normas ISO 9001/15, conlleva una 
mejora en la gestión judicial y permite:

- Simplificar y organizar el trabajo.

- Mejorar la comunicación interna.

- Hacer un uso más eficaz de los recursos.

- Agilizar los tiempos de respuesta.

Todo ello, para incrementar la satisfacción de 
los usuarios del Servicio de Justicia y de la co-
munidad en general. 

Orientar la organización hacia la calidad im-
plica promover una cultura que da como resul-
tado comportamientos, actitudes, actividades y 
procesos para proporcionar valor mediante el 
cumplimiento de las necesidades y expectativas 
de los usuarios y otras partes interesadas per-
tinentes.

El enfoque en procesos y el registro constante 
deja un rastro medible, lo que posibilitará en el 
futuro el planteo de nuevos objetivos hacia la 
mejora continua. 

El Sistema de Gestión de Calidad del Poder Ju-
dicial comprende las actividades mediante las 
cuales la organización identifica sus objetivos 
y determina los procesos y recursos requeridos 
para lograr los resultados deseados.

El Poder Judicial como servicio público:

Se entiende por servicio público a la actividad 
desarrollada por una institución pública o pri-
vada con el fin de satisfacer una necesidad so-
cial determinada. 

La Ley Orgánica de la Justicia Penal N.º 2891 
prescribe que: La administración de justicia, 
como Poder del Estado, brinda un servicio pú-
blico para el mantenimiento de la calidad re-
publicana de las instituciones, del equilibrio 
democrático, el imperio de la ley, la partici-
pación ciudadana y la convivencia pacífica. 
Cumple sus funciones con eficacia y eficiencia, 
resguardando la calidad del servicio, cumplien-
do —de un modo estricto— los principios y nor-
mas previstas en la Constitución Nacional, en la 
Constitución Provincial, en el Código Procesal 
Penal y en las demás normas vigentes y garan-
tiza la más amplia y efectiva tutela judicial de 
los Derechos.

Concepto de calidad y servicio de justicia:

Según lo define la Carta Iberoamericana de 
Calidad en la Gestión Pública (XVIII Cumbre)  
—El Salvador, 2008— se entiende a la Calidad en 
la Gestión Pública como cultura transformado-
ra que impulsa a la Administración Pública a su 
mejora permanente para satisfacer cabalmente 
las necesidades y expectativas de la ciudadanía 
con justicia, equidad, objetividad y eficiencia en 
el uso de los recursos públicos.

El Decálogo Iberoamericano para una Jus-
ticia de Calidad concebido por la XVI Cumbre 
Judicial Iberoamericana en abril de 2012 es el 
primer documento que se refiere en forma es-
pecífica a la Calidad en la Administración de 
Justicia como derecho fundamental de los ciu-
dadanos. Este Instrumento constituye un marco 
orientador sumamente importante, consensua-
do con las máximas autoridades de los poderes 
judiciales de Iberoamérica.

El Decálogo referido está compuesto por diez 
(10) enunciados que contienen principios y 
orientaciones desarrollados con la finalidad de 
servir de referencia a los Sistemas de Justicia en 
la formulación de políticas públicas relaciona-
das con la planificación, los modelos y métodos 
que permitan alcanzar la calidad en su gestión 
y la mejora continua:

1. Reconocer a la persona usuaria como razón 
de ser de la justicia.

2. Garantizar el acceso a una justicia de cali-
dad como derecho fundamental.

3. Desarrollar una debida planificación de la 
Calidad en la Justicia: Se requiere, además, la 
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sistematización, formalización y normalización 
de las prácticas de gestión estableciendo Proto-
colos para la generación, validación y difusión 
del conocimiento.

4. Fomentar una justicia con enfoque sistémi-
co integral: Unificando esfuerzos mediante el 
trabajo articulado.

5. Reconocer en la Justicia la importancia de 
su talento humano.

6. Incentivar el compromiso y el trabajo en 
equipo en función de la justicia: Ser garantes de 
los valores éticos, la vocación de Servicio Públi-
co, la Corresponsabilidad y la transparencia en 
la función pública.

7. Establecer la eficacia y la eficiencia como 
requisitos para una justicia confiable y de cali-
dad.

8. Realizar la medición de resultados en la 
gestión de la justicia.

9. Garantizar una justicia transparente y con 
participación ciudadana.

10. Impulsar la mejora continua como funda-
mento en la Gestión de Calidad para la Justicia. 

El grado de democracia de una Nación se 
mide —en gran parte— por la expansión efec-
tiva de los derechos de las personas y su justi-
ciabilidad.

La tutela judicial efectiva de los derechos pre-
supone que las organizaciones judiciales pue-
den ser capaces de cumplir satisfactoriamente 
las actividades que sean necesarias para evitar 
dilaciones injustificadas en la prestación de los 
servicios de justicia, lo que implica: poder ga-
rantizar la seguridad jurídica como una de las 
responsabilidades fundamentales de todo Es-
tado democrático de derecho. Para lo que se 
requiere el respeto a los principios de: Indepen-
dencia Judicial, Imparcialidad, Defensa, Debido 
Proceso, Legalidad y Legitimidad Democrática.

Según la Cumbre Judicial Iberoamericana: el 
concepto de Calidad en la Justicia tiene que invo-
lucrar no solo la satisfacción de las necesidades 
y expectativas de las personas usuarias en rela-
ción con el servicio público recibido, sino tam-
bién, incorporar la celeridad, la simplificación y 
la innovación de los procesos, aprovechando efi-

cientemente los recursos disponibles para la me-
jora continua de la Gestión.

La calidad implica la realización de medicio-
nes, lo que requiere de una planificación y fi-
jación de indicadores objetivos para favorecer 
la toma de decisiones para lograr una justicia 
eficiente.

El ejercicio de la función jurisdiccional debe 
trascender hasta llegar a alcanzar condiciones 
de eficiencia, calidad, accesibilidad y transpa-
rencia.

La Calidad en el Servicio de Justicia, también, 
está asociada a la percepción que los usuarios 
tienen de él en cuanto a la efectividad de su in-
tervención.

Herramientas que permiten evaluar la calidad 
del servicio:

Una de las más conocidas es la implementa-
ción de las normas ISO 9001/15 que constitu-
yen un estándar internacional que establece 
un Sistema de Gestión de Calidad para una or-
ganización; pretendiendo garantizar que el des-
empeño de la actividad de la organización esté 
orientada a la mejora continua y que los pro-
ductos y servicios suministrados satisfagan las 
necesidades del cliente.

Un Sistema de Gestión de Calidad comprende 
actividades, gestiona los procesos y los recursos, 
utiliza como herramienta el ciclo de mejora con-
tinua que cumple los siguientes pasos:

1. Planificar: 

- Definir cuál es la situación actual a mejorar.

- Definir el objetivo de la mejora.

- Recolectar datos relevantes y analizarlos.

- Definir cómo se puede medir y cuantificar 
por medio de indicadores.

- Finalmente, definir el Plan de Acción.

2. Hacer: 

- Desarrollar el Plan de Acción, comenzando 
a introducir en campo: las mejoras planteadas.

- Luego, se registran los datos de las acciones.
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3. Verificar:

- Contrastar los resultados de la aplicación 
con el objetivo fijado.

- Preguntarse si se alcanzaron los resultados 
planificados.

- Analizar los desvíos.

- En su caso, modificar el Plan de Acción.

4. Actuar y estandarizar:

- Si se cumplió con el objetivo propuesto, se 
estandariza la solución.

- Si no se cumplió, se vuelve a los pasos de HA-
CER y VERIFICAR (1).

II. Aspectos de la regulación formal de la herra-
mienta de selección del recurso humano en el 
Poder Judicial de Neuquén

La reglamentación de concursos públicos de 
antecedentes y oposición del Tribunal Superior 
de Justicia de Neuquén establece directrices 
acerca del proceso para la selección de perso-
nal. 

Los criterios de evaluación en los concursos 
públicos, como los que realiza el Tribunal, sue-
len incluir varios aspectos fundamentales para 
asegurar una selección justa y transparente. 
Aunque puede haber variaciones dependiendo 
del cargo y la normativa específica, algunos cri-
terios comunes son:

1. Antecedentes académicos: Evaluación de tí-
tulos, diplomas y formación académica relacio-
nada al puesto.

  (1) Material elaborado por la Escuela de Capacita-
ción del Poder Judicial de la Provincia del Neuquén para 
el concurso de ingresantes al Poder Judicial de la Pro-
vincia del Neuquén (2023). https://clad.org/wp-content/
uploads/2020/07/Carta-Iberoamericana-de-Calidad-en-
la-Gestion-Publica-06-2008.pdf —Cumbre Judicial Ibe-
roamericana (2012)—. http://www.cumbrejudicial.org/pro-
ductos-y-resultados/productos-axiologicos/item/36-de 
catálogo-iberoamericano-de-la-justicia-de-calidad - ISO 
(2015). Norma Internacional ISO9000:2015. https://www.iso.
org/obp/ui/#iso:std:iso:9000:ed-4:v1:es - Sistema de Ges-
tión de Calidad: https://www.jusneuquen.gov.ar/sgc.

2. Experiencia profesional: Consideración de 
la trayectoria laboral previa en roles similares 
o en el área jurídica.

3. Prueba escrita: Examen que puede evaluar 
conocimientos teóricos y prácticos, relación con 
el ámbito legal y comprensión normativa.

4. Entrevista personal: Evaluación de habili-
dades interpersonales, competencias y adecua-
ción al puesto a través de una entrevista con el 
jurado.

5. Otras evaluaciones: En ocasiones, pueden 
incluirse otras pruebas, como exposiciones, tra-
bajos prácticos o simulaciones.

Cada uno de estos criterios puede tener un 
peso específico en la evaluación total. 

Para participar en un concurso público de 
antecedentes y oposición en Neuquén, general-
mente se requieren los siguientes requisitos:  
1) Ciudadanía; 2) Edad; 3) Título profesional;  
4) Antigüedad: 5) No tener Antecedentes pena-
les; 6) Capacitación o formación específica.

Es fundamental revisar las bases específicas 
del concurso al que se desee postularse, ya que 
pueden variar según la convocatoria y el perfil 
del cargo. 

La conformación del jurado para los concur-
sos públicos en el Tribunal Superior de Justicia 
de Neuquén generalmente se realiza de la si-
guiente manera:

1. Designación:  Se seleccionan miembros del 
jurado que pueden incluir magistrados, funcio-
narios del tribunal, y en algunos casos, expertos 
en la materia específica del concurso.

2. Criterios de selección: Los miembros del ju-
rado deben cumplir con ciertos requisitos de 
idoneidad y experiencia, asegurando que pue-
dan realizar evaluaciones justas y objetivas de 
los candidatos.

3. Número de miembros: Normalmente, el ju-
rado está compuesto por un número impar de 
integrantes, para evitar empates en las decisio-
nes.

4. Plazo de aceptación: Los designados deben 
aceptar su cargo dentro de un plazo determina-
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do, a menudo fijado en la notificación de su de-
signación.

Es importante revisar la normativa específica 
del concurso o el reglamento correspondiente, 
ya que pueden existir variaciones.

Los concursos públicos para el Tribunal Su-
perior de Justicia de Neuquén se rigen por un 
proceso de antecedentes y oposición. Para ser 
designado, se requiere poseer un título de abo-
gado con un mínimo de cinco años de ejercicio 
profesional, además de cumplir con los requisi-
tos establecidos en la convocatoria. El proceso 
de selección no debe exceder los 45 días desde 
la convocatoria. 

El Tribunal Superior de Justicia de Neuquén 
regula los concursos públicos de antecedentes y 
oposición a través de la Ley de Acceso a la fun-
ción pública y la Ley de la Judicatura de la pro-
vincia. A continuación, los puntos clave sobre 
este tema:

1. Convocatorias: Los concursos se convocan 
para cubrir cargos vacantes en el Poder Judicial 
y son públicos, es decir, cualquier persona que 
cumpla con los requisitos puede postularse.

2. Requisitos: Generalmente, se requiere te-
ner títulos académicos específicos, experiencia 
laboral pertinente y no tener antecedentes pe-
nales.

3. Etapas del concurso:

- Antecedentes: En esta fase se evalúa la 
trayectoria profesional y académica del pos-
tulante.

- Oposición: Consiste en una serie de exáme-
nes o evaluaciones teóricas y prácticas diseña-
das para medir las competencias específicas 
necesarias para el cargo.

4. Jurados: Los concursos son evaluados por 
un jurado compuesto por miembros del Tribu-
nal y, en ocasiones, expertos en la materia.

5. Publicación de resultados.

La convocatoria para concursos en el Tribu-
nal Superior de Justicia de Neuquén se realiza 
mediante un proceso formal que generalmente 
incluye los siguientes pasos:

1. Publicación de la convocatoria: La convo-
catoria se publica en medios oficiales, como 
el Boletín Oficial de la provincia de Neuquén. 
También puede difundirse en páginas web y 
otros canales oficiales.

2. Especificación de requisitos: La convocato-
ria detalla los requisitos que deben cumplir los 
postulantes, tales como tener título de abogado, 
años de experiencia y otros criterios específicos 
que varían según el cargo a cubrir.

3. Plazos de inscripción.

4. Comisión de selección: Se conforma una co-
misión encargada de evaluar las postulaciones, 
que se ocupa de revisar los antecedentes y lle-
var a cabo las pruebas de oposición.

5. Pruebas de oposición: Después de la evalua-
ción de los antecedentes, se realizan pruebas de 
oposición que pueden incluir exámenes escritos 
y orales, o entrevistas.

6. Resultados: Finalmente, se publican los re-
sultados y se notifican a los seleccionados, quie-
nes serán nombrados en el cargo.

Los concursos públicos en el Poder Judicial de 
Neuquén se rigen por varios reglamentos y nor-
mativas específicas. Algunos de los documentos 
más relevantes son:

1. Ley 2929: Esta ley regula el régimen de se-
lección de magistrados y funcionarios en la jus-
ticia de Neuquén, estableciendo los principios y 
procedimientos aplicables a los concursos pú-
blicos.

2. Reglamento de concursos: Este reglamento 
detalla el procedimiento a seguir para la convo-
catoria, inscripción, evaluación de antecedentes 
y oposición de los postulantes. Define también 
la composición del jurado y los criterios de eva-
luación.

3. Código Procesal Civil y Comercial de Neu-
quén: Aunque se centra en aspectos procesales, 
normativa general que puede influir en el mar-
co de funcionamiento del Poder Judicial.

4. Reglamentos específicos de cada instancia 
judicial: Cada dependencia del Poder Judicial 
puede tener sus propios reglamentos que com-
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plementen la normativa general, adaptándose a 
sus necesidades particulares (2).

III. Implementación de los concursos de antece-
dentes y oposición desde una perspectiva fác-
tica

En la práctica, esta herramienta para la selec-
ción de los recursos humanos en este ámbito ge-
nera un despilfarro de recursos, tanto humano 
como material.

En cuanto al recurso humano implicado en 
el proceso concursivo: Se hace referencia al 
personal que reviste el carácter de jurado y al 
personal de informática que ocupa un papel 
fundamental para que se lleve a cabo el proceso.

En cuanto al recurso material: Se hace refe-
rencia al espacio y elementos físicos utilizados 
para que se lleve a cabo el proceso concursivo.

Los Concursos de Antecedentes y Oposición 
implican un superficial control de documen-
tación para habilitar la inscripción de los pos-
tulantes. Este somero control no resguarda el 
término empleado en la propia denominación 
de Concursos de Antecedentes.

Así se determinan los postulantes habilitados 
a rendir el examen escrito que, en muchos ca-
sos, aborda el análisis de un caso específico en 
un tiempo determinado; otras veces: consiste en 
un examen multiple choice, en algunos casos, in-
cluyendo preguntas a desarrollar. Este examen 
escrito es elaborado por el jurado, a su exclusi-
vo criterio.

Seguidamente, quienes aprueban ese exa-
men, pasan a la fase oral. 

IV. Análisis crítico: los concursos de anteceden-
tes y oposición suelen constituir

- Una herramienta de cuestionable imparcia-
lidad: Los concursos no garantizan la impar-
cialidad. Muchas veces, se constituyen como 
herramienta de legitimación. Esto es de radical 
importancia por el dispendio de recursos inne-
cesarios generados.

- Una herramienta incapaz de asegurar trans-
parencia y efectividad.

 (2) https://www.jusneuquen.gov.ar/.

- Proceso concursivo:

Claro está, que un examen escrito es suma-
mente insuficiente para detectar qué tipo de 
persona ingresará a prestar servicios a la socie-
dad. Además, de ser conscientes de que, lejos 
de ser analizados exhaustivamente los antece-
dentes de los postulantes, deviene en una herra-
mienta absurda y costosa.

Un examen escrito no determina la capaci-
dad de una persona para desenvolverse labo-
ralmente ni vislumbra los conocimientos de esa 
persona en la materia ni brinda indicio alguno 
de su idoneidad; mucho menos, asegura la satis-
facción del enriquecimiento en la calidad bus-
cada. 

Lo que sí logra un examen escrito es un ago-
tamiento y poco cuidado del jurado, así como 
del personal de informática que debe resguar-
dar y atender las vicisitudes que se presenten 
al respecto. Todo ello, teniendo en cuenta que 
ya concluyeron su jornada laboral y deben 
permanecer hasta el horario determinado de 
entrega de los exámenes. Ergo, resulta un des-
pilfarro tremendo a nivel humano, entre otros. 
Luego, el jurado debe proceder a la corrección 
de esos exámenes en un corto plazo, indepen-
dientemente de la cantidad de postulantes que 
hayan rendido para, seguidamente, pasar a la 
etapa oral. Sin perder de vista que la corrección 
de esos exámenes escritos, en especial, los que 
son a desarrollar en un tiempo determinado, di-
fícilmente puedan brindar la imparcialidad re-
querida. 

No se desconocen las normativas de jerarquía 
y otras de menor jerarquía que lo estipulan, sin 
embargo, las critico y considero errónea la in-
terpretación en muchos aspectos.

La etapa oral se centra en conocimientos aca-
démicos. 

Como se puede observar, cada vez más lejos 
estamos de la gestión de calidad detallada ut- su-
pra.

La reglamentación concursiva prescribe la 
pauta de cinco años de ejercicio profesional, lo 
cual no es pauta en los concursos de altos car-
gos, sino que fácticamente se disminuye a un 
año. Las normas resultan contraproducentes al 
ser abiertas a reglas internas de cada dependen-



54 •  ARTÍCULOS

Aplicación de la metodología de la gestión de calidad a los concursos…

cia, puesto que —muchas veces— desvirtúa la 
calidad y arriesga la imparcialidad. 

Con respecto a los cargos de funcionarios a los 
que se llama a concurso abierto, resulta impres-
cindible tener presente la disconformidad gene-
ralizada de los trabajadores internos, ya que no 
solo implica el uso de las herramientas físicas 
del Poder Judicial, el desgaste del recurso hu-
mano, entre otros; sino que, asimismo, impide 
la visibilidad de la idoneidad del personal que ya 
forma parte de esta función del poder. 

V. Conclusión y recomendaciones

V.1. Conclusión

Resulta claro que esta herramienta para la 
selección del recurso humano, no solo nos de-
cepcionó en cuanto a su efectividad, sino que 
también lo hizo en cuanto a su implementación, 
eficiencia y eficacia, pretendida imparcialidad 
y al despilfarro humano y material que genera. 

Resalto el fracaso de los Concursos Públicos de 
Antecedentes y Oposición, en la práctica, como 
herramienta de transparencia e idoneidad.

Remarco la terminología, etimológicamente 
podríamos inferir: los mal llamados concursos 
públicos de antecedentes y oposición.

Reconocidos como una herramienta con más 
contras que pros en cuanto a la gestión de cali-
dad.

Analizando la expresión concursos públi-
cos: Los expedientes, los legajos: son conside-
rados públicos para las partes, esto constituye 
un ejemplo de que la palabra público debiera 
interpretarse de manera restrictiva. Y con esto 
me refiero a que la cantidad de personas que 
desempeñan su labor dentro del Poder Judicial, 
de por sí, constituyen un presupuesto para el 
Estado, un presupuesto con problemas de ca-
lidad en su aprovechamiento. Ergo, teniendo 
personal capaz de ocupar cargos conforme a su 
idoneidad es invisibilizado y se incorpora más 
gente de afuera, cuya idoneidad y desempeño 
laboral son totalmente desconocidos por las au-
toridades, generando más gastos para el Estado 
y quizás implicando un dolor de cabeza para las 
autoridades una vez designados. En cambio, el 
trabajador interno ya es conocido, se sabe si tra-
baja o no, si se esfuerza o no, cómo se desempe-
ña en su labor en los distintos aspectos.

Resulta importante resaltar que cuando el 
art. 16 de nuestra Carta Magna fundamental 
prescribe la igualdad ante la ley, lo hace con la 
aclaración de la idoneidad y lo hace de mane-
ra expresa. Ergo, el análisis de los anteceden-
tes académicos y laborales de los postulantes a 
Concurso de Antecedentes y Oposición y a Con-
cursos Internos: deben hacerse ab initio. Como 
indica la expresión concursos de antecedentes y 
oposición. Ello, disminuiría el número de perso-
nas autorizadas a rendir, lo que implicaría un 
efectivo cuidado del recurso humano y material 
implicado en el proceso concursivo.

Respecto del examen oral que entiendo de-
bería ser el único examen que abastece la ter-
minología en cuanto a concursos de oposición, 
no debería centrarse en los conocimientos aca-
démicos que ya fueron acreditados con los An-
tecedentes. Si bien, entiendo importante que el 
postulante vislumbre su formación con los co-
nocimientos básicos y el lograr seguir su razo-
namiento ante cualquier planteo o vicisitud que 
se le exponga, asimismo, resulta sumamente re-
levante una entrevista semiestructurada capaz 
de vislumbrar su idoneidad y su compromiso 
con el trabajo, su reconocimiento de que el tra-
bajo implica prestar un servicio para la socie-
dad con lo que ello significa. Que este examen 
vislumbre su perfil, su calidad e idoneidad para 
el cargo postulado.

V.2. Recomendaciones

- Reconocer en la Justicia la importancia de 
su talento humano: Propongo la evaluación de 
los antecedentes académicos de cada trabaja-
dor para que puedan aportar en su materia, en 
el lugar que tal experticia se requiera, para au-
mentar no solo la calidad en las diferentes áreas 
que conforman el Poder Judicial sino también, 
aportar a la conformidad y el bienestar de cada 
trabajador, ya que considero que uno trabaja 
mejor cuando se siente reconocido y ama lo que 
hace. De nada sirve seguir aumentando la can-
tidad de empleados si no se aprovechan los que 
ya están para un mejor servicio de justicia. 

- Analizar ab initio los antecedentes académi-
cos y laborales de los postulantes a Concurso In-
terno y Externo.

- Propiciar la exhaustiva evaluación de ante-
cedentes: académicos, laborales, legajo perso-
nal de los postulantes, como primera medida: 
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El legajo personal de cada trabajador denota su 
conducta desde su ingreso a la fecha del llama-
do a concurso. La información contenida marca 
su desempeño y trasluce su idoneidad.

- Incentivar el compromiso y el trabajo en 
equipo en función de la justicia: Ser garantes de 
los valores éticos, la vocación de Servicio Públi-
co, la Corresponsabilidad y la transparencia en 
la función pública.

- Contar con personal idóneo e impulsar su 
permanente desarrollo. 

- Interpretar la expresión concursos públicos: 
de manera restrictiva; así como la reglamenta-
ción concursiva general.

- Administrar y utilizar eficaz y eficientemen-
te los recursos: Comprometerse con la mejora 
continua y la transparencia en su gestión.

- Ofrecer información clara: Manteniendo 
una comunicación proactiva y oportuna.

- Concursos internos para cubrir los cargos de 
funcionarios, en primer lugar, valorar el talento 
del recurso humano interno, solo abrir el con-
curso si resultó desierto el primero.

- Eliminar el examen escrito: el cual puede ser 
reemplazado por un trabajo creativo enviado 
digitalmente o, directamente, desaparecer. Ya 
que solo incurre en dispendios absurdos para la 

justicia y, totalmente, improductivos para el ser-
vicio que se presta.

- El examen oral que comprenda entrevista. 
Desde los mejores antecedentes académicos y 
laborales, y legajos personales, se llegará a la 
Oposición (entendida como examen oral) deter-
minando un número en el llamado a concurso 
(v. gr. los primeros 5, o 10).

Todo ello, implicará beneficios en muchos 
aspectos enriqueciendo la calidad, entiendo 
sumamente importante valorar lo que hay y 
aprovechar los recursos, con los que ya se cuen-
ta, al 100%.

El ejercicio de la función jurisdiccional debe 
trascender hasta llegar a alcanzar condiciones de 
eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia.

La gestión de calidad implica esfuerzos cons-
tantes, sopesar idoneidad y presupuesto, traerá 
aparejada la verdadera legitimación del conteni-
do de la misión y visión del Poder Judicial, su cre-
dibilidad —tanto interna como externa—.

La realidad es que la práctica se aprende, lo 
importante es contar con recurso humano de 
calidad, con antecedentes académicos y labora-
les y compromiso con su labor diaria, proacti-
vos y constructivos para un trabajo en equipo; 
que construyan, aporten y se responsabilicen 
con compromiso en el desarrollo de sus tareas 
cotidianas.
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Resumen: El presente trabajo aborda la problemática surgida en torno a la legitimidad del requeri-
miento de reportes telefónicos por parte del Ministerio Público Fiscal, sin una autorización judicial pre-
via. Ello, toda vez que, con el avance de la tecnología, se ha generado un debate en la jurisprudencia y la 
doctrina, en donde se confrontan el derecho a la intimidad y la investigación penal. 

El análisis parte del fallo “Halabi ” (**) como precedente fundamental, para luego explorar cómo se ha 
abordado la cuestión en distintas jurisdicciones del país como Neuquén, Mendoza y Córdoba. 

Finalmente, la conclusión del artículo propone una reflexión sobre la necesidad de adaptar la le-
gislación procesal a las nuevas realidades tecnológicas, a fin de garantizar la protección de derechos 
fundamentales sin obstaculizar las investigaciones penales.

I. El derecho a la intimidad vs. la investigación 
penal en la era digital

A partir del avance de la tecnología se ha ge-
nerado un debate que viene dado por la tensión 
entre el derecho a la intimidad y la invasión —a 
esta esfera de la vida— por parte de una investi-
gación penal, para su beneficio. 

Ello se debe a que el crecimiento tecnológico 
conlleva una intromisión cada vez más profun-
da en distintas áreas de la vida de las personas, 
lo que constituye una fuente rica de informa-
ción para quienes deben investigar la comisión 
de un delito.

La situación se da —particularmente— con 
los reportes o sábanas telefónicas, en cuanto a la 
necesidad de determinar si los mismos pueden 
ser solicitados por un fiscal, o —por el contra-
rio— se necesita la autorización de un juez —de 
manera previa— para su obtención. Ello, toda 
vez que, de acuerdo al grado de privacidad que 
se le asigne a la información contenida en dicha 
“sábana” o informe de la empresa prestataria y 
la extensión de facultades que se reconozca al 
Ministerio Público Fiscal, se desprenderá quién 
se encuentra legitimado para su requerimiento.

En tal sentido, haremos un repaso por los pre-
cedentes dictados a nivel país, este aspecto, para 
que al final de la exposición, intentemos arribar 
a una conclusión.

I.1. Una Aproximación: “Halabi, Ernesto”

El 24 de febrero del año 2009, la CSJN dictó un 
resolutorio en el marco de la causa “Halabi, Er-

(*) Asistente Letrado en la Unidad Fiscal de Violencia Con-
tra las Mujeres, Diversidades y Delitos Sexuales (2023 - a la 
fecha), Asistente Letrado de la Unidad Fiscal de Homicidios 
(2017-2023). San Martín 325, 5to C, Cipolletti, Río Negro.

(**) “Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 - dto. 1563/04, 
s/ amparo ley 16.986”
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nesto c/ P.E.N. - ley 25.873 - Dto. 1563/04, s/ am-
paro ley 16.986”.

Halabi promovió una acción de amparo, recla-
mando la declaración de inconstitucionalidad 
de la ley N.° 27.873 (y su decreto reglamentario), 
ya que consideraba que la reglamentación refe-
rida, que autorizaba la intervención de las co-
municaciones telefónicas y por internet sin una 
ley que determine “en qué casos y con qué jus-
tificativos”, constituía una intromisión a la inti-
midad y confidencialidad.

Allí, la Corte resolvió confirmar la inconsti-
tucionalidad de las normas criticadas, ya que 
exhibían vaguedad en sus previsiones, pues no 
quedaba claro en qué medida las prestadoras 
podían captar el contenido de las comunicacio-
nes sin la debida autorización legal. Además, 
existía el riesgo de que esos datos fueran utiliza-
dos con fines distintos a los previstos.

Luego de remarcar que las comunicaciones 
cursadas por las personas integran el ámbito de 
intimidad, y gozan de protección constitucional 
(de acuerdo con los arts. 18 y 19 de la CN), recor-
dó que solo una ley puede justificar la intromi-
sión en la vida privada de una persona cuando 
exista un interés superior, entre los cuales esté 
la persecución de un crimen (fallos 306:1892; 
316:703, entre otros).

Hizo hincapié en que, en el orden federal, la 
utilización del registro de comunicaciones te-
lefónicas a los fines de una investigación penal 
debe ser dispuesta por un juez competente me-
diante un auto fundado (cfr. art. 236, del Cód. 
Proc. Penal de la Nación).

Además, la declaración de inconstitucionali-
dad que recayó sobre la norma por los jueces de 
grado —en esta causa—, se ajustó a los requisi-
tos que conforman el estándar enunciado y que 
imponen la aplicación de criterios de interpre-
tación restrictivos en el examen de las intercep-
taciones personales.

En tal sentido, continuó expresando el máxi-
mo órgano, la norma bajo análisis constituye 
una afectación a la intimidad, ya que sus pre-
visiones no distinguen —ni precisan— de modo 
suficiente las oportunidades, así como tampoco 
las situaciones en que operarán las intercepta-
ciones, toda vez que no especifican el tratamien-
to del tráfico de la información de internet, en 

cuyo contexto es indiscutible que los datos de 
navegación, los cuales van a ser captados, anu-
dan a los contenidos (afectando con ello la inti-
midad del usuario).

Además, la ley, por su redacción, no excluye 
la posibilidad de que su ejecución concreta por 
agentes de la administración quede en manos 
de la libre discreción de estos últimos.

Con estos argumentos, el superior tribunal 
del país dictó la inconstitucionalidad de la nor-
ma en juego; precedente que sería utilizado pos-
teriormente para intentar rebatir la legalidad 
de aquellas jurisdicciones que habilitaron a sus 
fiscales a solicitar reportes de teléfonos.

II. Fallos sobre la materia en Argentina

II.1. Jurisprudencia en Neuquén

II.1.a. Planteo del problema

A nivel local, la materia se litigó en el mar-
co del legajo 191150/2021, caratulado “Mon-
salve, Juan Carlos – Monsalve, Enzo Claudio 
– Zapata, Julio Maximiliano – Perales, Ana Ma-
ría y Chianese, Gustavo Alejandro s/ homi-
cidio triplemente agravado (por femicidio, 
concurso premeditado y alevosía)” (MPFNQ.  
Leg. N.° 191.150 - año 2021).

Allí, parte de la acusación formulada a los im-
putados se había basado en la obtención de in-
formación de geolocalización de sus abonados 
telefónicos, que había permitido situarlos en el 
lugar del hecho a la hora en que este fue come-
tido.

La defensa de uno de aquellos, en el marco 
de la investigación, cuestionó la obtención de di-
chos reportes alegando que la información uti-
lizada debió ser obtenida con una autorización 
previa del magistrado en turno y no, como se 
había realizado, mediante una petición por par-
te del órgano investigador.

El planteo fue tratado en una audiencia de 
control de la investigación (cfr. art. 36, inc. 1, 
del Cód. Proc. Penal de Neuquén) ante un juez 
de garantías, quien rechazó el pedido efectuado 
por la defensa, resolviendo que la información 
cuestionada podía ser requerida por el Ministe-
rio Público Fiscal sin la necesidad de contar con 
una orden judicial previa.
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Dicha resolución fue puesta en consideración 
—de manera posterior— ante el Tribunal de Im-
pugnación, que sostuvo lo decidido por el a quo.

Finalmente, el planteo llegó hasta el Supe-
rior Tribunal de Justicia, quien se expidió en fe-
cha 23 de marzo del año 2023, mediante la R.I  
N.° 18/2022.

En su resolución, el máximo órgano local efec-
tuó un repaso por los argumentos vertidos por 
el defensor, quien sentaba su postura —funda-
mentalmente— en los considerandos 23 y 24, ex-
puestos en el fallo “Halabi” resuelto por la CSJN. 
En ellos, se realizaba una remisión a los arts. 18, 
19 y 43 de la CN; 61 de la Carta Magna Provin-
cial; 1°, inciso 2), y 18 del Convenio de Buda-
pest sobre Ciberdelincuencia, ratificado por  
ley 27.411; nomativas que, en el entendimien-
to del impugnante, tenían como consecuencia 
directa la necesidad de que los reportes telefó-
nicos debieran ser requeridos mediante la auto-
rización previa de un juez.

Asimismo, trajo —en apoyo a su pedido— el 
considerando 114, del caso “Escher y otros vs. 
Brasil” (1), tratado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (sentencia del 6/07/2009), 
y antecedentes de tribunales nacionales y fede-
rales.

En base a estas consideraciones, el impug-
nante entendía que —a nivel local— era de apli-
cación el artículo 150  (2), de nuestro digesto 

 (1)  Aquí se estableció que el artículo 11 de la Convención 
prohíbe la injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada, 
incluyendo la vida familiar, el domicilio y la corresponden-
cia. La Corte ha interpretado que el ámbito de la privacidad 
debe estar exento de invasiones o agresiones abusivas o 
arbitrarias; y, aunque las conversaciones telefónicas no se 
mencionan expresamente en el artículo 11, la Corte las con-
sidera como una forma de comunicación protegida por la 
vida privada. Este artículo protege las conversaciones tele-
fónicas realizadas en residencias particulares u oficinas, in-
dependientemente de su contenido, incluyendo aspectos 
externos a la comunicación (como quien la inicia, el horario, 
etc.). La protección de la vida privada incluye el derecho a 
que las personas que no son parte de la conversación no 
conozcan el contenido de esta ni otros aspectos del pro-
ceso de comunicación, como el destino de las llamadas o 
la identidad de los interlocutores.

  (2)  Artículo 150. Comunicaciones. Para el secuestro 
de correspondencia epistolar y para la interceptación por 
cualquier medio técnico de otras formas de comunicación 
personal, se requerirá autorización judicial y se procede-

procesal, la cual exigía una orden judicial pre-
via para el requerimiento de dichos datos.

A partir ello, el máximo órgano provincial 
efectuó —en primer orden— un repaso por el 
marco normativo que regula la materia.

Concretamente, estableció que el objeto de 
discusión se centraba en el alcance que se le de-
bía otorgar al derecho a la privacidad, el cual se 
encuentra regulado en: “arts. 18 y 19 de la CN; 
arts. 5° y 9° de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre; art. 12 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; 
art. 11 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y art. 17 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (incorporados a 
nuestro Derecho Interno, conf. art. 75 inc. 22 de 
la CN) (...) [mientras que] nuestra Constitución 
Provincial lo recepta de forma expresa en su ar-
tículo 27 (3) (‘Se declara inviolable la seguridad 
individual. Con ese carácter serán respetados 
[…] las comunicaciones telefónicas, telegráficas, 
cablegráficas u originadas por cualquier me-
dio…’)”.

Sin embargo, luego de reconocer que en ma-
teria de derechos existen excepciones, toda vez 
que no es posible solventar derechos absolutos, 
sobre todo en la materia, citando la sentencia del 
2 de agosto de 1984 del TEDH, “Malone, James c/ 
Reino Unido”  (4), refirió que “[l]a cuestión po-

rá de modo análogo al allanamiento. Podrá ordenarse la 
obtención, aun en tiempo real, de los datos de tráfico de 
las comunicaciones transmitidas por un sistema informá-
tico y también el contenido de estas. La intervención de 
comunicaciones tendrá carácter excepcional y podrá re-
novarse cada quince (15) días, expresando los motivos que 
justifican la extensión del plazo. Las prórrogas no podrán 
superar los noventa (90) días.

 (3)  Artículo 32. Se declara inviolable la seguridad indi-
vidual. Con ese carácter serán respetados: la conciencia, 
la integridad física, la defensa en juicio, la correspondencia 
de toda índole, los papeles privados, las comunicaciones 
telefónicas, telegráficas, cablegráficas u originadas por 
cualquier otro medio, así como el normal ejercicio del tra-
bajo, profesión o medios de vida.

  (4)  La sentencia de 2 de agosto de 1984 del TEDH, 
“Malone, James c/ Reino Unido” reconoció expresamente 
la posibilidad que el artículo 8° CEDH pudiera ser violado 
(derecho a la protección de datos de carácter personal) 
por el empleo de algún artificio técnico que permita re-
gistrar cuáles han sido los números telefónicos marcados 
sobre un determinado aparato, aunque no acceda al con-
tenido de la información misma. Según ese precedente, 
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dría no ser tan categórica en el tópico de ‘datos 
de tráfico’, ‘reportes’ o ‘sábanas de llamadas’. 
Sin embargo, según apreciamos, el concepto de 
‘las comunicaciones telefónicas’ mencionado en 
el referido artículo 27 de nuestra Carta Magna 
local no se limita de modo exclusivo a la con-
versación mantenida. Por el contrario, debe te-
nerse en cuenta que las nuevas tecnologías en 
materia de telefonía producen datos almacena-
bles que encierran información no inocua, de 
alto interés para las investigaciones; entre ellos 
los llamados ‘datos de tráfico’”.

Luego de brindar este marco, el tribunal de-
sarrolló cuál era su posicionamiento sobre el 
tema, aludiendo que “esa doctrina —que esta 
Sala comparte y hace suya— se concluye que el 
secreto de las comunicaciones no se agota en su 
contenido, pues cubre además la identidad sub-
jetiva de los interlocutores, así como los datos 
externos de esa comunicación (v. gr. momento, 
duración y destino). Ello en tanto, en el contexto 
tecnológico actual es imposible disociar, sin una 
relevante afectación de garantías, los mensajes 
mismos (datos de contenido) de su subproducto, 
cuya información es almacenada por las empre-
sas que prestan el servicio telefónico (datos de 
tráfico)” [el resaltado me pertenece].

En apoyo a esta tesitura tomó la remisión 
efectuada por el defensor al fallo “Escher y otro 
v. Brasil”, en el cual se amplió la protección de la 
privacidad a este tipo de datos. 

Asimismo, recogió lo expuesto por la CSJN en 
“Halabi”, indicando que las comunicaciones y 
todo lo que los individuos expresan por las vías 
pertinentes, integran el ámbito de intimidad de 
las personas, y que esta garantía solo podrá ser 
observada por una ley que justifique la intro-
misión en resguardo de la libertad de los otros, 
la defensa de la sociedad, las buenas costum-
bres o la persecución del crimen (CSJN, Fallos 
306:1892).

Continuó sentenciando —en consonancia 
con lo expuesto— que la ley N.° 25.760 reformó 

alcanza “…cualquier forma de interceptación en el proceso 
de comunicación, mientras el mismo esté teniendo lugar, 
siempre que sea apta para desvelar la existencia misma 
de la comunicación, el contenido de lo comunicado o los 
datos o elementos externos del proceso de comunicación” 
(cfr. también Sentencia N.º 247/2010 de la Sala 2° del Tri-
bunal Supremo Español, que evoca de manera literal ese 
tramo del fallo).

el código procesal de la nación y estableció la 
obligación de que dichos requerimientos sean 
efectuados por un juez de garantías, de manera 
fundada (art. 236 (5), de dicho digesto procesal). 
Mientras que, a nivel local, en el artículo 150 del 
digesto procesal local se encuentra regulada la 
materia en estudio, siendo —este— el que fija la 
necesidad de que se obtenga una autorización 
judicial para requerir este tipo de datos.

Sin embargo, a poco de efectuar esta afirma-
ción, el resolutorio definió que se entendía por 
“tráfico de datos”, concluyendo —de acuerdo a 
ello— que la fiscalía, en el caso traído hasta esta 
instancia, no había requerido los mismos.

Al respecto describió que “[e]l Convenio so-
bre la Ciberdelincuencia ya citado, los define [a 
los datos de tráfico] como ‘…los datos relativos 
a una comunicación realizada por medio de un 
sistema informático, generados por este último 
en tanto que elemento de la cadena de comuni-
cación, y que indiquen el origen, el destino, la 
ruta, la hora, la fecha, el tamaño y la duración 
de la comunicación, o el tipo de servicio subya-
cente’ (cfr. Capítulo I, artículo 1.d)”.

En función de este concepto, concluyó que 
mediaba una diferencia entre lo que se preten-
día impugnar y la actividad desplegada por el 
Ministerio Público Fiscal, ya que este había re-
querido información acerca de qué móviles ha-
bían impactado en una antena determinada. En 
otras palabras, lo solicitado correspondía a la 
obtención de información que tenía que ver con 
la comunicación entre dispositivos informáticos 
(relativo a la ubicación, tráfico de información 
entre dispositivos móviles, entre otras cuestio-
nes técnicas), escapando -dicho contenido- a lo 
que se hubiera podido transmitirse entre perso-
nas (contenido del mensaje).

Es decir, esa información, que es el subpro-
ducto de la comunicación, no tenía la protec-
ción constitucional que reclamaba el defensor, 
así como tampoco la poseían otros datos que se 

  (5)  Art. 236. - El juez podrá ordenar, mediante auto 
fundado, la intervención de comunicaciones telefónicas o 
cualquier otro medio de comunicación del imputado, para 
impedirlas o conocerlas. Bajo las mismas condiciones, el 
Juez podrá ordenar también la obtención de los registros 
que hubiere de las comunicaciones del imputado o de 
quienes se comunicaran con él. (Párrafo incorporado por 
art. 7° de la ley N.º 25.760 B.O. 11/8/2003)
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desprenden del uso de estos dispositivos, como 
el IMEI y el número de tarjeta SIM, entre otros.

Incluso, en apoyo esto último, se trajo como 
referencia un fallo del Tribunal Supremo Espa-
ñol en el cual se decidió que “…es posible obte-
ner el IMSI de un teléfono móvil mediante un 
aparato especial que simula el comportamiento 
de la red GSM y con el que se inicia un diálo-
go de forma equivalente al que se sigue en la 
infraestructura de red de un operador cuando 
se enciende el móvil o se cambia de célula de 
cobertura […] queda fuera del ámbito del secre-
to de las comunicaciones protegido constitucio-
nalmente el conocimiento del IMSI o del IMEI 
de los teléfonos que fueron luego intervenidos 
judicialmente, ya que solo se utiliza un método 
de ‘monitorización’ que sirve únicamente para 
identificar las claves alfanuméricas […] por lo 
que no cabe hablar de la referida vulneración 
del derecho fundamental al secreto de las co-
municaciones…” (cfr. Sentencia N.º 481/2016, de 
fecha 02/06/2006, con cita a su vez de las Senten-
cias 249/2008, del 20/02/2008 y N.º 686/2013, del 
29/07/2013).

Finalmente, y sobre la postura a adoptar en 
la materia de discusión, sentenció: “En estas 
circunstancias, la respuesta dada por aquellas 
empresas telefónicas es reflejo de la legítima 
facultad que tiene el Ministerio Público Fiscal 
de requerir, en el ámbito de su investigación, ‘A 
cualquier persona física o jurídica que preste 
un servicio a distancia […] la entrega de la in-
formación que esté bajo su poder o control re-
ferida a los usuarios o abonados, o los datos de 
los mismos’ (conf. art. 153 Cód. Proc. Penal de la 
Nación)”.

Incluso, aunó a ello lo resuelto por el Tribu-
nal de Impugnación en la resolución atacada, en 
tanto sentenció que “…en este caso puntual, en 
realidad, es diferente, porque el problema no es 
el contenido de una comunicación, y la fiscalía 
no requirió siquiera, a la empresa prestataria, 
que de algún modo, a partir de ese momento, 
comenzara a resguardar la información, el con-
tenido de las comunicaciones telefónicas de 
todos los teléfonos, de algún teléfono en particu-
lar que hubiese estado involucrado en el tráfico 
de comunicaciones, en ese lugar y en esa franja 
horaria, sino que, en realidad, esto se trataba, 
precisamente, de una medida de investigación”.

Del análisis de la resolución, como vemos, 
es difícil extraer una única conclusión, ya que 
transita por un recorrido argumental que se en-
camina a exigir una autorización judicial para 
solicitar la información cuestionada (reportes), 
sin decirlo expresamente; para luego escapar 
mediante un tecnicismo, indicando que en el 
caso no se había requerido esta información 
(cuestión que no es así).

A esta confusión se suma el hecho de que el 
recurso se declaró inadmisible por cuestiones 
procesales, pese a este obiter dictum efectuado 
por el tribunal.

II.1.b. Resolución interlocutoria 19/22

Dado este escenario, desde el Ministerio Pú-
blico Fiscal se interpuso un recurso de aclarato-
ria (ver artículo), a fin de aclarar la situación, ya 
que, más allá de lo resuelto (la inadmisibilidad), 
el obiter dictum realizado por el tribunal podría 
haber tenido consecuencias sobre investigacio-
nes en curso.

Esta fue resuelta por el TSJ, en fecha 4 de abril 
del año 2022, mediante la R.I. N.° 19/22, pronun-
ciamiento en el cual se indicó que efectivamen-
te había establecido la necesidad de una orden 
judicial previa y fundada para el requerimien-
to de este tipo de información, por encontrarse 
afectada la garantía de la intimidad de los im-
putados.

Sin embargo, tomando los argumentos del 
recurso interpuesto (aclaratoria), y efectuando 
un análisis de su pronunciamiento inicial, de-
terminó que el órgano investigador (Ministerio 
Público Fiscal) se encontraba legitimado para 
requerir dicha información.

Lo resuelto se amparaba normativamente en 
lo regulado en el artículo 153 (6) del Cód. Proc. 
Penal local, el cual iba de la mano con los con-
venios firmados por el Ministerio Público Fiscal, 
con las empresas prestatarias (7) (para pedir esa 

 (6)  A cualquier persona física o jurídica que preste un 
servicio a distancia por vía electrónica, podrá requerírsele la 
entrega de la información que esté bajo su poder o control 
referida a los usuarios o abonados, o los datos de estos.

  (7)  Desde el Ministerio Público Fiscal se desarrollaron 
convenios con las empresas prestadoras de Claro, Movis-
tar y Personal, a fin de que los reportes puedan ser solici-
tados mediante portales de internet (con usuarios y claves 
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información), y que habían sido avalados con 
anterioridad por el propio Tribunal Superior.

Por último, refirió que las demás críticas que 
habían sido volcadas en el escrito recursivo no 
serían objeto de tratamiento, porque excedían 
este.

II.2. Tratamiento en otras Jurisdicciones

II.2.a. Provincia de Mendoza

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de 
la provincia de Mendoza debió resolver idéntico 
planteo, en el marco de la causa “F. c/ ALMONTE 
SÁNCHEZ LUCIANO EMANUEL, LUNA MEDINA 
CARLOS ROQUE, MEDINA ROBERTO MAURO, 
LUNA AMAYA LUCAS ENZO, CORIA MURATO-
RE LUCIANO ANDRÉS Y WEISS ALONSO ALE-
JANDRO EXEQUIEL P/ ROBO AGRAVADO POR EL 
USO DE ARMA DE FUEGO S/ CASACIÓN (8)”.

En esta se debatió la legitimación con la que 
contaba el Ministerio Público Fiscal para re-
querir reportes telefónicos, sin la autorización  
—previa— de un juez de garantías.

Dicha controversia llegó por un recurso inter-
puesto por el Ministerio Público Fiscal, toda vez 
que los órganos inferiores, al resolver la cues-
tión, habían dictaminado que la fiscalía no te-
nía la legitimación para pedir esta información 
(por sí sola). En consecuencia, habían tachado 
de nulidad los pedidos, dejando a la investiga-
ción sin esta información para conformar su 
imputación.

El superior tribunal, luego de hacer un re-
corrido por los antecedentes del caso y los 
precedentes judiciales citados (nacionales e in-
ternacionales), en un fallo dividido, terminó 

brindadas, solo a estos fines, a los fiscales); todo lo cual 
había sido avalado —previamente— por el Tribunal Supe-
rior de Justicia, mediante acordadas.

 (8)  En Mendoza, a los veintinueve días del mes de mar-
zo del año dos mil veintitrés, reunida la Sala Segunda de la 
Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario, tomó en 
consideración para dictar sentencia definitiva la causa N.º 
13-07116903-5/1 caratulada “F. c/ ALMONTE SÁNCHEZ LU-
CIANO EMANUEL, LUNA MEDINA CARLOS ROQUE, MEDINA 
ROBERTO MAURO, LUNA AMAYA LUCAS ENZO, CORIA MU-
RATORE LUCIANO ANDRÉS Y WEISS ALONSO ALEJANDRO 
EXEQUIEL P/ ROBO AGRAVADO POR EL USO DE ARMA DE 
FUEGO S/ CASACIÓN”.

convalidando la facultad fiscal para solicitar 
este tipo de información.

Los votos que apoyan esta línea de pensa-
miento expusieron —en líneas generales— que 
no había una indicación concreta de cómo se 
había lesionado la intimidad de los imputados. 
Por el contrario, la requisitoria de esta informa-
ción se había dado en el marco de una investiga-
ción penal, en la cual se desprendían elementos 
serios que permitían sospechar de la culpabi-
lidad de los acusados y que, esta información, 
había podido ser controlada —eventualmente— 
por las defensas.

Los jueces también se encargaron de efectuar 
un análisis sobre la jurisprudencia nacional e 
internacional citada por las defensas.

En primer orden, sobre las remisiones efec-
tuadas al precedente “Halabi”, se concluyó que 
este había tenido por objeto el tratamiento de 
un tema diferente al planteado allí. Es decir, 
en Halabi no estaba en juego la facultad fiscal 
para solicitar reportes telefónicos. Asimismo, 
sobre este punto, remarcó que mediaba una di-
ferencia sustancial entre la legislación provin-
cial (de Mendoza) y la regulación de nación, ya 
que, en esta última, el art. 236 (9) se encargaba 
de regular la cuestión de manera expresa. Espe-
cíficamente, el citado artículo exige una orden 
judicial previa para poder solicitar esta infor-
mación.

Por otro lado, efectuó un repaso sobre los fa-
llos “Jones”, “Riley” y “Carpenter” (precedentes 
dictados en EE. UU.), traídos a colación por la de-
fensa, en apoyo a su postura, haciendo hincapié 
en el último, donde se indicó que mediaba la ne-
cesidad de que hubiera una orden judicial para 
hacerse con este contenido.

Al abordar ello, se dejó en claro que la situa-
ción de aquel país no es la misma que la de aquí. 
Se destacó que existe una diferencia fundamen-
tal en la posición del Ministerio Público Fiscal, 

  (9)  Art. 236. - El juez podrá ordenar, mediante auto 
fundado, la intervención de comunicaciones telefónicas o 
cualquier otro medio de comunicación del imputado, para 
impedirlas o conocerlas.

Bajo las mismas condiciones, el Juez podrá ordenar 
también la obtención de los registros que hubiere de las 
comunicaciones del imputado o de quienes se comuni-
caran con él (párrafo incorporado por art. 7° de la ley N.º 
25.760 B.O. 11/8/2003).

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=87494
https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=87494
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ya que, allí, el Ministerio Público Fiscal está in-
tegrado al Poder Ejecutivo; mientras que —en 
nuestro territorio— es un organismo indepen-
diente. Esta diferencia tiene implicaciones im-
portantes para su funcionamiento y su relación 
con los otros poderes del Estado.

En tal sentido, analizando el precedente, a la 
luz de estas diferencias de diseño constitucio-
nal, lo que pretendió la justicia de EE. UU. es que 
las agencias gubernamentales no tengan acceso 
ilimitado a información sensible. 

Aunado a ello, la legislación procesal local 
pone en cabeza del Ministerio Público Fiscal la 
necesidad de producir información para poder 
llevar adelante sus investigaciones, vedando 
expresamente aquellos actos que pueda llevar 
adelante por sí solo.

Se argumentó también que la información 
bajo análisis no contenía datos sensibles de las 
personas (y su intimidad), sino que, por el con-
trario, se trataba de datos externos de la comu-
nicación y que, por otro lado, la ubicación que 
se podía tener de los individuos —a partir de 
esta— no gozaba de una precisión tal como se 
les asignaba (similar a un GPS).

Finalmente, sentó pauta estableciendo que, si 
bien dicha información podía ser solicitada por 
el Ministerio Público, para tener validez debía 
ser requerida en el marco de una investigación, 
acotada a un tiempo limitado y vinculada al he-
cho que se investiga.

Por su parte, el voto de la disidencia entendió 
que sí era necesaria la orden previa de un juez 
para este tipo de solicitud. Ello, toda vez que no 
podía ser el mismo estado el que otorgue la me-
dida y, a su vez, la controle. Conjeturó que, de 
admitirse esta posibilidad, se daría la misma si-
tuación que en un sistema mixto, donde era el 
propio juez de instrucción el que otorgaba o dis-
ponía de las medidas que debía controlar.

En su argumentación, también mencionó 
que la solicitud de reportes telefónicos no es-
taba explícitamente regulada en el código pro-
cesal de esa provincia. Sin embargo, debido a 
las características de la medida, propuso hacer 
una analogía con el allanamiento o la interven-
ción telefónica, dado que en el fallo “Halabi” la 
cuestión había quedado establecida por la Cor-
te, al determinarse que las comunicaciones se 

encuentran protegidas por los arts. 18 y 19 de la 
Constitución Nacional.

En cuanto a la jurisprudencia internacional 
en juego, comenzó por analizar lo decidido en 
“Estercher v. Brasil” (10) por la CIDH, donde se 
definió a la garantía, indicándose que alcanzaba 
a la comunicación y a cualquier otro elemento 
del proceso comunicativo, quedando incluidos 
los datos de la hora, la llamada, y todo lo que la 
rodea a esta.

Asimismo, se destacó, haciendo alusión al fa-
llo “Riley”, que los datos objeto de discusión no 
son entregados de manera voluntaria por los 
usuarios, sino que son captados coactivamente.

Finalmente, el voto dirimente, el cual torció 
la cuestión a favor del Ministerio Publico Fis-
cal, donde se ponderó el diseño constitucional 
del órgano investigador, así como el del Poder 
Judicial, todo lo cual daba como resultado la 
habilitación para requerir esta información. 
Ello, en virtud de que no mediaba una dispo-
sición previa que exigiera una orden juris-
diccional, sumando a que la obligación de la 
fiscalía de prevenir e investigar la comisión 
de delitos.

Asimismo, indicó que la información que en-
trega un reporte telefónico únicamente se cir-
cunscribe a establecer o fijar un radio en el cual 
estuvo la persona, información que se recorta a 
un tiempo determinado, en el marco de una in-
vestigación en curso, sumatoria de circunstan-
cias que dan como resultado que —ello— no sea 
violatorio de ninguna garantía constitucional.

 (10)  Aquí se estableció que el artículo 11 de la Conven-
ción prohíbe la injerencia arbitraria o abusiva en la vida 
privada, incluyendo la vida familiar, el domicilio y la corres-
pondencia. La Corte ha interpretado que el ámbito de la 
privacidad debe estar exento de invasiones o agresiones 
abusivas o arbitrarias; y, aunque las conversaciones tele-
fónicas no se mencionan expresamente en el artículo 11, la 
Corte las considera como una forma de comunicación pro-
tegida por la vida privada. Este artículo protege las conver-
saciones telefónicas realizadas en residencias particulares 
u oficinas, independientemente de su contenido, incluyen-
do aspectos externos a la comunicación (como quien la 
inicia, el horario, etc.). La protección de la vida privada in-
cluye el derecho a que las personas que no son parte de 
la conversación no conozcan el contenido de esta ni otros 
aspectos del proceso de comunicación, como el destino 
de las llamadas o la identidad de los interlocutores.
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Por otro lado, resaltó dos cuestiones de rele-
vancia: los datos bajo análisis son entregados 
voluntariamente por los particulares; y, por el 
otro, los reportes no pueden ser asimilados a in-
tervenciones telefónicas.

Por último, expresó que no es de aplicación el 
precedente Halabi al caso, ya que —en este— la 
captación de información se encontraba a cargo 
del PE. Por si fuera poco, esta diferencia, allí se 
había habilitado una captación total de la infor-
mación, sin indicar en qué casos debía hacerse 
y con qué justificativos, todo lo cual le quitaba el 
valor asignado por la defensa.

En conclusión, por mayoría, el Tribunal Supe-
rior terminó por facultar al Ministerio Público 
para solicitar esta información, sin la necesidad 
de contar con una orden judicial previa.

II.2.b. Provincia de Córdoba

En la provincia referida, el tópico fue trata-
do en el fallo “Estrada Rodríguez, Moisés y otra 
p.ss.aa. tenencia con fines de comercialización 
—recurso de casación—” (SAC 2340487), donde 
se analizó la admisibilidad de pruebas obteni-
das a través de registros telefónicos e interven-
ciones telefónicas en un caso de tenencia de 
estupefacientes con fines de comercialización.

Aquí, la investigación se inició a partir de una 
denuncia anónima, la cual señalaba a un impu-
tado como vendedor de drogas, proporcionan-
do números de teléfono asociados a la actividad 
ilícita. A partir de esta denuncia, se solicitó re-
gistros telefónicos (sábanas telefónicas) y pos-
teriormente se autorizó la intervención de las 
líneas en cuestión, lo que llevó a la identifica-
ción del autor del delito y de los cómplices. Fi-
nalmente, gracias a esta información se realizó 
allanamientos que resultaron en el secuestro de 
drogas y otros elementos relacionados.

La defensa cuestionó la validez, tanto de los 
registros telefónicos iniciales, como de la poste-
rior intervención telefónica, argumentando que 
se obtuvieron en violación a garantías constitu-
cionales. Esgrimieron que las comunicaciones 
telefónicas, incluyendo los registros de llama-
das, están protegidas por la garantía de invio-
labilidad de la correspondencia y que cualquier 
intromisión en esta esfera requiere autoriza-
ción judicial fundada en motivos suficientes de 
ilicitud.

A la hora de resolver, los jueces reconocieron 
la importancia de esta cuestión, especialmente 
en el contexto actual de creciente intercambio 
de información a través de medios electrónicos. 
Señalaron que la legislación procesal vigente no 
contempla de manera específica las particulari-
dades de los datos de tráfico, lo que genera un 
riesgo de desprotección de un aspecto crucial de 
la privacidad

En sintonía con la jurisprudencia que ha equi-
parado los datos de tráfico con el contenido de 
las comunicaciones, en términos de protección 
constitucional, los jueces establecieron una im-
portante directiva: “La información de las co-
municaciones existentes en los registros de los 
proveedores de los servicios correspondientes 
(datos de tráfico) debe gozar de las mismas con-
diciones para su autorización que la interven-
ción de comunicaciones (art. 216 del Cód. Proc. 
Penal). Es decir, en el mismo sentido como lo 
regula la legislación adjetiva federal, art. 236 
CPPN [...]”.

Esta decisión implica que, a partir de este fa-
llo (es decir, sin posibilidad de retrotraer la dis-
cusión a casos ya investigados), para acceder a 
los datos de tráfico telefónico en una investiga-
ción penal, el fiscal deberá solicitar autoriza-
ción al juez de control, quien deberá emitir un 
decreto fundado que justifique la necesidad y 
proporcionalidad de la medida.

Destacaron que esta nueva pauta busca ga-
rantizar la protección de la privacidad de las 
personas y evitar intromisiones arbitrarias en 
sus comunicaciones, en línea con los estándares 
internacionales y la jurisprudencia de la Corte 
Suprema.

Si bien en el caso concreto se determinó que 
no hubo violación a la intimidad, ya que la in-
formación utilizada provenía de datos de abo-
nado (externos y no intrusivos), el fallo sienta 
un precedente crucial al establecer la necesidad 
de una autorización judicial previa y fundada 
para el acceso a los datos de tráfico telefónico en 
investigaciones penales.

II.2.c. Otras jurisdicciones

Fuera del ámbito de las provincias menciona-
das, sobre la materia encontramos el fallo Mit-
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cheli (11), en el cual, con el voto rector de la Dra. 
Ángela Ledesma, se sentó una postura sobre el 
tema. En este se indicó: “En el caso de la inter-
vención de las comunicaciones, cualquiera sea 
su forma, se ponen en juego los principios de 
la intimidad, privacidad y propiedad privada 
(arts. 17, 18, 19 y 75, inc. 22, CN; 13, inc. 1° y 21, 
inc. 1°, CADH). Luego, con cita de Luis García, 
aclaró que la libertad de comunicación no sólo 
se pone en peligro cuando se la interfiere o vigi-
lia, sino también cuando los datos obtenidos son 
utilizados para tal fin y cuando se conservan y 
organizan para un uso futuro. Un punto conec-
tado con el segundo momento lo constituye la 
práctica de relevamiento del tráfico pretérito 
de las telecomunicaciones sobre la base de los 
registros de facturaciones de las empresas ser-
vidoras. Y luego aclara que el derecho del secre-
to de las comunicaciones comprende no sólo el 
de mantener en reserva su contenido sino tam-
bién la existencia de la comunicación misma y 
la identificación de los intervinientes en ella”. 

Finalmente, la Dra. Ledesma concluyó que 
la inspección de dichos registros requiere que 
esta sea ordenada por un juez a través de una 
resolución fundada, en el marco de una inves-
tigación en trámite, en la que existan elementos 
objetivos y suficientes que determinen la nece-
sidad de adoptarla.

III. Un repaso doctrinario: “En búsqueda de la pri-
vacidad perdida” (Travieso)

El concepto de privacidad, como bien seña-
la Travieso, ha experimentado una evolución 
constante desde el siglo XX, impulsada por ju-
ristas y académicos, especialmente en Estados 
Unidos, en respuesta al desarrollo de tecnolo-
gías que permitían una intromisión cada vez 
mayor en la vida de las personas. 

Este proceso, que encuentra sus raíces en el 
fallo “Boyd v. United States”, el cual ha llevado a 
una distinción crucial entre los conceptos de in-
timidad y privacidad. Mientras que la intimidad 
se refiere a aquellos aspectos de la vida perso-
nal que se mantienen exentos del conocimiento 
generalizado de terceros, la privacidad abarca 
acciones que, si bien son de carácter privado, se 
desarrollan a la vista de los demás.

  (11)  Sentencia del 04/09/07, de la Sala III, Revista de 
Derecho Penal y Procesal Penal, 2008, fasc. 2, pág. 295.

En este país, destaca el autor que, si bien se 
edificó la protección a la privacidad a lo largo 
del tiempo, el paradigma sufrió un cambio tras 
los atentados del 11-S, con la sanción de la “Ley 
Patriota”, la cual le permitió al gobierno recopi-
lar datos en aras de la seguridad nacional.  

Por otro lado, indica el artículo que el crite-
rio que han seguido los tribunales para decidir 
alguna cuestión referida al tema ha sido el con-
cepto de “expectativa razonable de privacidad” 
que puede haber tenido la persona afectada, en 
relación a la información en juego.

Este concepto se ha ido moldeando a través 
de diversos precedentes de la Corte Suprema 
de aquel país. En “Katz v. US”, se determinó que 
una persona en una cabina telefónica tenía una 
expectativa razonable de que su conversación 
no fuera escuchada. Posteriormente, en “Mi-
ller”, se estableció que, al entregar cheques a un 
banco, no existe una expectativa razonable de 
privacidad sobre esa información; y, en el caso 
“Smith”, se afirmó que no hay expectativa legí-
tima de privacidad sobre la información que se 
entrega voluntariamente a terceros.

Ya más cerca en el tiempo, la cuestión fue tra-
tada en el caso “Riley” (2014), en el cual la Cor-
te Suprema de Estados Unidos resolvió que, al 
entregar voluntariamente sus registros a una 
compañía telefónica, el usuario renuncia a su 
expectativa de privacidad sobre la información 
de las torres de telefonía celular (movimientos 
que podrían, luego, ser requeridos).

Este último criterio varió en el caso “Carpen-
ter”, donde el máximo órgano de dicho país 
revisó su postura. Aquí, Carpenter había sido 
condenado por robo utilizando reportes tele-
fónicos que determinaban su ubicación. Estos 
registros habían sido obtenidos por personal 
policial, sin una orden de cateo (similar a una 
orden de allanamiento), lo que llevó a analizar 
la jurisprudencia previa en el contexto tecnoló-
gico actual.

En tal sentido, se hizo un recorrido por la ju-
risprudencia existente a la fecha, aclarando que 
todos los precedentes dictados se habían dado 
en contextos tecnológicos muy diferentes al ac-
tual, en los cuales no mediaba un grado de in-
tromisión sobre la vida de las personas como el 
que se da —en la actualidad— con un teléfono 
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celular (y con los datos que este recoge de cada 
uno).

En virtud de esta cuestión, siendo que estos 
dispositivos actúan como un GPS sobre la vida 
de los individuos con el grado de afectación que 
ello implica, resulta necesario que la autoridad 
policial cuente con una orden de registro para 
su obtención.

Con este último pronunciamiento, emanado 
de la mayoría de la corte, se sentó una postura 
sobre el tema en el país, cerrando cualquier otro 
tipo de discusión sobre el tema.

IV. Conclusión

El avance tecnológico ha transformado pro-
fundamente la dinámica de las comunicaciones 
y, con ello, ha planteado nuevos desafíos en el 
ámbito jurídico, especialmente en la intersec-
ción entre el derecho a la intimidad y la eficacia 
de la investigación penal. 

Tras el repaso efectuado, entendemos que el 
Ministerio Público Fiscal está facultado para re-
querir reportes telefónicos sin necesidad de una 
autorización judicial previa, lo cual se funda-
menta en consideraciones legales, constitucio-
nales y prácticas que, en conjunto, justifican y 
legitiman dicha facultad.

En primer lugar, es esencial distinguir entre el 
contenido de las comunicaciones y los datos ex-
ternos o metadatos asociados a ellas. Mientras 
que el contenido de una conversación telefóni-
ca (lo que se dice) está claramente protegido por 
el derecho a la intimidad y requiere una autori-
zación judicial para su intervención, los datos 
externos como números marcados, duración 
de llamadas y ubicación de antenas —entende-
mos— no poseen el mismo grado de protección 
constitucional. Estos datos externos no revelan 
el contenido de las comunicaciones, sino infor-
mación periférica que, aunque valiosa para las 
investigaciones, no invade de manera despro-
porcionada la esfera íntima de las personas.

La jurisprudencia expuesta en el artículo res-
palda esta distinción, donde se utiliza como ar-
gumento que dicha información no se refiere al 
contenido de las comunicaciones sino a datos 
técnicos que permiten situar dispositivos en un 
determinado lugar y momento, lo cual es cru-
cial para el avance de una investigación penal.

Es importante destacar, como se ha señala-
do, que el diseño constitucional argentino otor-
ga al Ministerio Público Fiscal independencia 
y autonomía funcional, como se desprende del 
artículo 120 de la Constitución Nacional. Este 
rol protagónico en la investigación penal im-
plica que el Ministerio Público tiene la obliga-
ción de recolectar pruebas y perseguir delitos 
de manera eficiente y eficaz. Con lo cual, exigir 
una autorización judicial previa para acceder 
a datos que no afectan de manera sustancial la 
intimidad de las personas podría retrasar y en-
torpecer innecesariamente las investigaciones, 
afectando la eficacia del sistema de justicia y, 
por ende, la seguridad pública.

Por otro lado, los usuarios de servicios telefó-
nicos son conscientes de que cierta información, 
como números marcados y duración de llama-
das, es registrada por las empresas proveedo-
ras en el curso normal de sus operaciones. Esta 
información es necesaria para la prestación del 
servicio y, en muchos casos, para la facturación. 
Por lo tanto, los usuarios no tienen una expec-
tativa razonable de privacidad sobre estos datos 
externos, a diferencia del contenido de sus co-
municaciones.

En tal sentido, la protección del derecho a la 
intimidad, aunque fundamental, no es abso-
luta. La propia Constitución Nacional, en sus  
artículos 18 y 19, y los tratados internacionales 
de derechos humanos incorporados a través del 
artículo 75 inciso 22, permiten ciertas limitacio-
nes a este derecho cuando están justificadas por 
razones de interés público, como la persecución 
de delitos. Siempre que la intromisión sea legal, 
necesaria y proporcional, y que se realice en el 
contexto de una investigación específica y deli-
mitada, entendemos que no alcanza a configu-
rar una violación al derecho a la intimidad.

La doctrina también apoya esta postura, a tra-
vés de la elaboración del concepto de “expecta-
tiva razonable de privacidad”, desarrollado en 
la jurisprudencia estadounidense y analizado 
por Travieso, el cual establece que la protección 
de la privacidad se limita a aquello que una 
persona puede razonablemente esperar que 
permanezca privado. En el caso de los datos ex-
ternos de comunicaciones telefónicas, la expec-
tativa de privacidad es menor, dado que estos 
datos son generados y almacenados por terce-
ros (las empresas telefónicas) y resultan necesa-
rios para la prestación del servicio.
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Además, la analogía con la situación en Es-
tados Unidos, especialmente a partir del fallo 
“Carpenter”, no es directamente aplicable al 
contexto argentino. En Estados Unidos, el Minis-
terio Público está integrado al Poder Ejecutivo, 
lo que genera preocupaciones adicionales sobre 
el control y la separación de poderes; mientras 
que la situación en Argentina es diametralmen-
te opuesta, lo que mitiga estas preocupaciones 
y refuerza su legitimidad para actuar en la re-
colección de pruebas sin necesidad de interven-
ción judicial en ciertos casos.

Es crucial también considerar el equilibrio 
entre la protección de los derechos individua-
les y la necesidad de garantizar la seguridad y 
el orden público. Las investigaciones penales re-
quieren herramientas eficaces para combatir el 
delito, especialmente en una era donde la tec-
nología juega un papel central en la comisión de 
ilícitos. Por ello, limitar de manera excesiva las 
facultades del Ministerio Público Fiscal podría 
generar un impacto negativo en la capacidad 
del Estado para prevenir y sancionar conductas 
delictivas.

Finalmente, es necesario resaltar que esta fa-
cultad no es ilimitada, ya que el Ministerio Pú-
blico Fiscal debe actuar dentro del marco legal, 
respetando los principios de legalidad, necesi-
dad y proporcionalidad. Es por ello que la solici-
tud de reportes telefónicos debe estar justificada 
en el contexto de una investigación específica, 
acotada en el tiempo y vinculada directamente 
al hecho que se investiga. Además, las defensas 
tienen la posibilidad de controlar y cuestionar 
estas medidas en el marco del debido proceso, 
garantizando así la protección de los derechos 
de los imputados.

Por lo expuesto, remarcamos, permitir que el 
Ministerio Público Fiscal requiera reportes tele-
fónicos sin autorización judicial previa es una 
medida que se ajusta a las exigencias constitu-
cionales y legales, y que responde a las necesi-

dades prácticas de las investigaciones penales 
en la era digital, contemplando un equilibrio 
adecuado entre la protección de la intimidad 
con la necesidad de combatir el delito y garanti-
zar la seguridad de la sociedad.
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Resumen: La mirada cotidiana sobre el derecho penal parece destacar el lado punitivo, quizá por 
la cantidad de noticias donde se exponen casos y se toma postura acerca de la condena al reo. Esta 
especie de juicio mediático incluye intereses de rating, económicos y demás situaciones subyacentes. 
Vale destacar que son pocos los comunicadores de investigación en casos y hechos constatados donde 
la influencia mediática de profesionales de la comunicación ha expuesto verdaderos casos de investi-
gación. Y, aún allí, el derecho penal surge llamando la atención pública. Este espacio de reflexión al-
ternativo que representa la digitalización permite justipreciar la perspectiva de ordenación social que 
contiene el derecho penal y que no es un derecho abstracto u opinable, sino una disciplina científica y 
de estudio con aplicaciones prácticas en cada caso concreto que se trae a resolver. 

La cotidianeidad incluye sujetos a quienes la sociedad ha dado la autoridad de discernir y el poder 
para llevar a la práctica, en establecer los límites de hechos previamente establecidos como delitos. 
Los jueces, abogados y fuerzas de seguridad se ven complementados en su tarea al otorgar la partici-
pación a profesionales de otras disciplinas en el rol de poner límites y establecer espacios de retribu-
ción. Es decir que, según los contenidos estudiados, el derecho penal no es solo la pena final, sino todo 
el proceso de llegar a determinar hechos, sujetos involucrados, motivaciones y, en caso de correspon-
der, penas justas, control de las aplicaciones, entre otros. 

Mediante el presente trabajo se aspira a realizar un aporte teórico a través de una mirada inte-
gral de bien común que resulta de la aplicación preventiva. y una intención de aporte práctico plas-
mada en un proyecto de ordenanza municipal. 
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ción, UNC. Contadora Pública, UNC. Docente en Educación 
de adultos y en nivel universitario, publicaciones, conferen-
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I. Fundamentación 

Las actividades desplegadas por el Ministerio 
Público Fiscal (MPF) y, en particular, por la Uni-
dad de Información Financiera (UIF), no tiene 

un sentido meramente ex post. Es decir, no abar-
ca solamente acciones de persecución penal de 
delitos de vinculados al narcotráfico, financia-
miento del terrorismo y tráfico de armas. Sino 
también acciones de prevención de conductas 
delictivas potencialmente vinculadas a dichos 
delitos complejos, tal como se expone en la pági-
na institucional (UIF, 2024) (1).

  (1) Ministerio de Justicia, UIF, https://www.argentina.
gob.ar/uif/institucional#:~:text=La%20Unidad%20de%20

https://www.argentina.gob.ar/uif/institucional
https://www.argentina.gob.ar/uif/institucional
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En este trabajo se propone un proyecto de 
ordenanza para la Municipalidad de Paraná, 
tomando como base lo mencionado acerca de 
acciones emprendidas por el MPF en la ciudad 
de Rosario. Rosario es la primera ciudad en im-
plementar este tipo de políticas debido a la esca-
la de delitos que se dieron en el transcurso del 
año 2023 y 2024. La gestión integral de factores 
potenciales de riesgos que pudieran ser aborda-
dos desde herramientas y técnicas de seguridad 
se explicaron como parte del procedimiento 
preventivo acerca de trazabilidad de transfe-
rencias monetarias. Sin embargo, no son las 
únicas acciones preventivas. Ya que, tal como 
se mencionó, el problema principal de este tipo 
de delitos es la simulación a los fines de ocultar, 
bajo acciones de aparente legalidad, las accio-
nes de financiamiento aún a nivel internacio-
nal. Esto es lo que se han denominado, en forma 
genérica, lavado de activos. 

Estas acciones no significan hacer desapare-
cer totalmente el riesgo —lo que es imposible—, 
sino proponer instrumentos que permitan dis-
minuir los espacios donde se produzcan even-
tos sensibles con un posible efecto adverso al 
bien jurídico protegido por la ley penal en Ar-
gentina. Vale aclarar que, aunque no todos los 
eventos adversos reclaman la presencia de se-
guridad pública, en algunos casos tales eventos 
podrían ser indicios de delitos que deben ges-
tionarse con medios adecuados para la preven-
ción. 

Otro elemento que aporta para la redacción 
de este trabajo es, precisamente, la novedad 
del aporte realizado por la Facultad de Cien-
cias Económicas de UNER en una temática que, 
además, es nueva en el país. En este sentido se 
ha intentado, a partir de este trabajo, concretar 
una propuesta factible de implementación en el 
ámbito de la ciudad de Paraná, donde está in-
serta la facultad. 

II. Marco teórico

En el año 2011, por ley 26.683 fue incorpora-
do al Código Penal de Argentina, el Título “De-
litos contra el Orden Económico y Financiero”. 
Este título fue una adecuación a los fines de in-
troducir los delitos financieros como parte de 
los bienes jurídicos protegidos. Estas modifica-

Informaci%C3%B3n%20Financiera,del%20Terrorismo%20
(FT)%20y%20el, consulta: 8 de octubre de 2024.

ciones intentan desalentar las bases de acción 
para otros delitos más complejos, cuyos fines se 
financian a través de operaciones de índole eco-
nómicas con apariencia de legalidad, tal como 
lo menciona Blanco Cordero (1997). Se define al 
lavado de activos como: “El proceso mediante el 
cual, los bienes de origen delictivo se integran 
en el sistema económico legal con la apariencia 
de haber sido obtenidos en forma lícita” (Blanco 
Cordero, 1997).

Otro autor, el abogado Carlos Reggiani al co-
mentar el artículo 303 del Código Penal Co-
mentado, define el delito de lavado de activos 
como: “La incorporación e integración deman-
da una acción financiera compleja, sofisticada 
e inteligente destinada a introducir, de manera 
disimulada, bienes de origen ilícito al sistema 
económico formal, con la finalidad de que ad-
quieran apariencia de obtención lícita para su 
aprovechamiento normal” (2013).

Si bien el artículo de Reggiani hace referen-
cia a la redacción anterior del Código Penal de 
Argentina, el comentario sobre la tipificación 
del delito de lavado de activos y la mención a 
los antecedentes normativos son plenamente 
actuales. Sus comentarios sobre el bien jurídi-
co protegido resulta de interés ya que menciona 
al título nuevo del Código Penal sobre el orden 
financiero y económico, ampliando el alcan-
ce a otros valores jurídicos y sociales como son 
la confianza en el sistema financiero y la libre 
competencia comercial, el desarrollo económi-
co que se ve vulnerado por actos de corrupción 
económica, la estabilidad de precios y su con-
trapartida inflacionaria, la seguridad en la com-
praventa e intercambios de bienes, entre otros. 

Por lo mencionado, se destaca que los delitos 
que se configuran por atentar contra los bienes 
jurídicos protegidos de orden económico y fi-
nanciero han existido desde los inicios del códi-
go penal de Argentina. Sin embargo, las nuevas 
formas que han ido adquiriendo a partir del uso 
de sistemas digitales de pagos y el uso de siste-
mas informáticos que facilitan las transaccio-
nes internacionales de divisas, han provocado 
que las normas también deban adecuarse como 
instrumentos al servicio de las acciones de pre-
vención. El daño que provocan estos delitos es 
tan grave y se perjudica el orden social público 
de un modo tan amplio que las acciones de per-
secución individuales de un solo país resultan 
insuficientes. En este sentido se fueron instru-

https://www.argentina.gob.ar/uif/institucional
https://www.argentina.gob.ar/uif/institucional
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mentando diversos organismos a medida que 
lo requería la complejización de los delitos de-
tectados a nivel internacional. En mayo del año 
2000, a través de la ley N.° 25.246 se instalaron 
diversas modificaciones al Código Penal y se 
crea la Unidad de Información Financiera (UIF) 
en la órbita del Ministerio de Justicia de la Na-
ción. Dicha unidad está conformada por once 
expertos de diversos organismos públicos que 
trabajan en conjunto, según se menciona en el 
artículo 8° de creación. El abogado y docente 
Juan Argibay Molina concluye al respecto que, 
para el Estado, es muy difícil vincular la conduc-
ta ilícita del final del proceso de lavado con los 
hechos originantes en el lavado de activos. Esta 
vinculación se denomina trazabilidad, la bús-
queda de vinculación entre los fondos origina-
les y la trazabilidad hasta el delito resultante es 
la tarea principal de la UIF. 

En el fallo “Vargas Pedroza, Frankli y otro s/ 
infracción art. 303  (2)” del Tribunal Oral en lo 
Criminal Federal, del 11 de noviembre de 2022, 
se menciona como agravante el hecho de ser 
parte de una banda u organización para come-
ter el lavado de activos. En sumario de fallos se 
destaca que “[e]n lo que respecta al delito de la-
vado de activos agravado que se les atribuyó a 
los encartados, vale decir que se trata de la par-
ticipación de manera habitual y en asociación 
o en banda, en la puesta en circulación, admi-
nistración, venta y transferencia de activos de 
procedencia ilícita por montos que superan el 
límite establecido en el tipo penal en los tér-
minos del art. 303 incs. 1º y 2º a del Cód. Penal  
(ley 26.683); en suma, este delito consiste en dar 
apariencia de legitimidad a bienes que tienen 
en realidad procedencia delictiva.

“A mayor abundamiento, es un delito comple-
jo de los denominados pluriofensivos, integrado 
por diferentes fases o etapas que se estructuran 
sobre un entramado por lo general enmaraña-
do de procesos, negociaciones o actos jurídicos, 
tendientes a que los fondos o bienes obtenidos 
de cualquier hecho ilícito aparezcan como legí-
timos, o sea, como conseguidos legalmente a tra-
vés de actividades lícitas”. 

(2) Ver: http://www.saij.gob.ar/tribunal-oral-criminal- 
federal-federal-corrientes-vargas-pedroza-frankli-otro-
infraccion-art-303-fa22360003-2022-11-11/123456789-
300-0632-2ots-eupmocsollaf?, consulta: 8 de octubre de 
2024.

Es decir que ya no se toma en cuenta el he-
cho que sean uno o varios delitos individuales 
contra el orden económico - financiero, sino un 
conjunto de acciones realizadas por personas 
aliadas en el delito cuyo fin es sostener acciones 
continuadas de financiamiento para otros deli-
tos más graves como el narcotráfico y la com-
praventa de armas, entre otros. No se define 
solamente el hecho particular de lavar activos 
para no pagar tributos, sino que su fin último es 
otro más complejo y de mayores alcances en el 
perjuicio público y social. 

En el año 2023 hubo una propuesta desde una 
empresa mexicana acerca de lo que implica la 
gestión de los riesgos internamente a las orga-
nizaciones, sea con fines de lucro o con fines 
sociales. Este enfoque acerca de la prevención 
dentro las organizaciones se denominó Segu-
ridad Organizacional y gestión de riesgos que-
riendo destacar que la prevención de delitos y 
problemas de inseguridad dentro de las organi-
zaciones. Por lo expuesto, no es solo una dimen-
sión negativa en cuanto a no tener problemas 
por  inseguridad de cualquier tipo que pudiera 
presentarse. Sino que existe un enfoque positivo 
que es la implementación interna de instancias 
de prevención. SISSA (2023), como especialistas 
en seguridad electrónica, establecen que la es-
trategia de seguridad organizacional debería 
abarcar cuatro pilares que garanticen una ges-
tión integral de riesgos:

- Protección del personal.

- Protección de las instalaciones.

- Protección de la información.

- Protección del producto o servicio.

En este artículo se agrega a las instancias de 
prevención la mirada de estrategia organiza-
cional que desarrollan las modernas disciplinas 
de administración. Lo que quedaría planteado 
como un modo integrado de administración 
interna, dentro de la gestión cotidiana junto a 
otros sistemas y potenciando factores de siner-
gia. Es decir que se propone un pilar más, que 
es la administración integral de riesgo-preven-
ción. 

Los pilares serían entonces: 

- Protección del personal.

%20http://www.saij.gob.ar/tribunal-oral-criminal-federal-federal-corrientes-vargas-pedroza-frankli-otro-infraccion-art-303-fa22360003-2022-11-11/123456789-300-0632-2ots-eupmocsollaf
%20http://www.saij.gob.ar/tribunal-oral-criminal-federal-federal-corrientes-vargas-pedroza-frankli-otro-infraccion-art-303-fa22360003-2022-11-11/123456789-300-0632-2ots-eupmocsollaf
%20http://www.saij.gob.ar/tribunal-oral-criminal-federal-federal-corrientes-vargas-pedroza-frankli-otro-infraccion-art-303-fa22360003-2022-11-11/123456789-300-0632-2ots-eupmocsollaf
%20http://www.saij.gob.ar/tribunal-oral-criminal-federal-federal-corrientes-vargas-pedroza-frankli-otro-infraccion-art-303-fa22360003-2022-11-11/123456789-300-0632-2ots-eupmocsollaf
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- Protección de las instalaciones.

- Protección de la información.

- Protección del producto o servicio.

- Administración integrada de riesgo-preven-
ción.

Con esta perspectiva también se invita a re-
plantear el rol de los delitos económicos dentro 
del orden legal y la seguridad pública. Lo que se 
quiere destacar es el interés en otros aspectos. 
La intención de desarrollar un aporte a la socie-
dad a partir de tareas de investigación y publica-
ciones acerca de la seguridad se ha mencionado 
como un tema pendiente en profesiones enmar-
cadas en las disciplinas económicas. Y, como 
contrapartida, también surgieron cuestiones 
vinculadas a la criminalidad y la inseguridad 
como conjunto de problemas relacionados con 
el delito y el control del delito dentro de las or-
ganizaciones, particularmente en su impacto en 
las tomas de decisiones y en los análisis de re-
sultados, estudios tributarios, auditorías, y otras 
tareas vinculadas a profesiones con disciplinas 
enfocadas en derechos reales; por ejemplo: con-
tadores, auditores, escribanos y actuarios. 

Como aporte de bibliografía para los temas 
abordados, se agrega el trabajo de Bernardo 
Kliksberg sobre los efectos en el desarrollo de 
los delitos vinculados a la economía de varios 
países de Latinoamérica. En el libro Más Ética 
– Más Desarrollo (2004) ha expuesto varios ín-
dices acerca de la vinculación entre corrupción 
y delitos económicos con el retraso económico 
en varios países latinoamericanos. Si bien en 
sus textos y en una conferencia que dictó en Pa-
raná (2004) mencionó la corrupción económica 
en ámbitos de administración pública y priva-
da, sus investigaciones fueron más amplias. 
Ya que, en el ciclo de capacitación a distancia 
desde Washington en Organización de Estados 
Americanos (OEA), expuso detalles sobre la 
importancia de la prevención y la contención 
de los delitos económicos en general como un 
modo de encauzar recursos de los países hacia 
fines educativos, culturales, sociales y de desa-
rrollo integral como es la vivienda y la urbani-
zación. Merece esta mención porque fue uno de 
los primeros en vincular la ética social, con el 
desarrollo de los países en mediciones cuanti-

tativas  (3). Una frase suya significativa de esta 
época fue: “la equidad no se consigue por decre-
to” (4) (2008) en referencia a que se requieren 
acciones concretas de organismos públicos y 
privados para alcanzarla. 

III. Argentina en el contexto internacional 

En el corriente año, a partir de las sugeren-
cias realizadas para Argentina, en nombre del 
Grupo de Acción Financiera Internacional, en 
la sección de aportes para prevención de di-
chos delitos en el marco de Latinoamérica (GA-
FILAT), se introdujeron modificaciones en las 
leyes y en los organismos que trabajan en este 
tema. Una de dichas modificaciones ha sido el 
agravamiento de la pena y la sustitución por pa-
rámetros que no se vean desvalorizados por el 
efecto inflacionario. Por ejemplo: establecer la 
imputabilidad por en 150 salarios mínimos, vi-
tales y móviles. En un fallo de 2024, en los au-
tos Incidente N.º 12 Imputado: Schörnig, Micaela 
s/ incidente de falta de acción (Expte. N.º FCB 
39955/2019/TO1/12), se solicita el sobreseimien-
to por prescripción de la pena intentando fun-
darla en que los parámetros han sido superados 
por el efecto inflacionario. Sin embargo, esta 
solicitud es denegada por la Corte. Entre sus 
fundamentos se menciona que “[a] la luz de lo 
expuesto queda claro que el planteo de la defen-
sa es incorrecto, porque los cálculos que esbozó 
para establecer que las maniobras atribuidas a 
su asistida como constitutivas de lavado de ac-
tivos no superaban la condición objetiva de pu-
nibilidad, partían de la errónea interpretación 
del artículo 303 del Código Penal en su redac-
ción actual de la ley 27.739, que establece con 
meridiana claridad que la determinación del 
monto equivalente a ciento cincuenta SMVM se 
debe hacer no según el valor actual fijado para 
el SMVM sino al que corresponde al momento 
de los hechos. 

“En definitiva, la modificación legislativa no 
ha producido ninguna alteración significativa 

  (3) A modo de antecedente histórico se menciona el 
artículo publicado por el BID, en junio de 2004. Sin embar-
go, otros sitúan el inicio del trabajo de Kliksberg en estos 
temas a partir de diciembre de 1999, a partir de una publi-
cación con contenido similar, aunque más elemental que 
la citada aquí.

  (4) Ver: https://www.lanacion.com.ar/opinion/bernar-
do-kliksberg-la-equidad-no-se-consigue-por-decreto-
nid1021378/ÿÿÿW´|E, consulta: 20 de enero de 2025.
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que resulte beneficiosa para la imputada en los 
términos del art. 2° del Código Penal, razón por 
la cual el planteo de prescripción de la acción 
penal y consecuente sobreseimiento debe ser 
rechazado por improcedente (...)” (5).

La tipificación de una conducta como delito 
implica, para el legislador, establecer una pena 
que sanciona e intenta corregir este impacto so-
cial provocado por la acción criminal de una o 
varias personas individuales u organizadas. La 
existencia de una pena anterior fijada con an-
terioridad a que se comete el delito, aunque es 
un castigo y una corrección de conducta del reo, 
también es un modo de protección de este. El 
derecho penal también protege al reo. Ya que 
al tasar las penas de modo previo a la condena, 
evita la aplicación de estas por venganza o atra-
pados los juzgadores en una pasión o emoción. 
Es un modo de aplicarlas con mayor justicia (de 
Martini y otros, 2008). 

IV. Antecedentes normativos 

Se mencionan aquí algunos textos que son 
pertinentes para la temática abordada, y se 
agregan algunos más en la bibliografía consul-
tada que pudieran ser de utilidad. A partir de es-
tos materiales de estudio se pudo interpretar la 
importancia de contar con un marco normativo 
de referencia municipal que permita y organice 
acciones inmediatas de intervención social en el 
marco de la seguridad pública y ciudadana. Y en 
vistas al resguardo de bienes y personas. Den-
tro de esta delimitación amplia de antecedentes, 
es interesante el planteo que realiza Favier Du-
bois, dir. (2012) Derecho Contable Aplicado. En 
su momento llenó el vacío de la inexistencia de 
alguna rama del derecho que abarque los temas 
contables con especificidad disciplinar. Desde 
hace muchos años, existe con denominaciones 
genéricas, un ámbito intelectual conocido como 
derecho económico, economía y derecho, dere-
cho empresario económico, entre otras denomi-
naciones. El director de esta obra logró reunir 
temas de estados contables, periciales, informes 

(5) Ver: https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-
agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-
00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20
d e % 2 0 V i g e n c i a % 7CTe m a / D e re c h o % 2 0 p e n a l /
teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%
5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5
B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecc
i%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20
Documento&t=3188, consulta: 20 de enero de 2025.

de auditoría, concursos y quiebras, registracio-
nes y documentación respaldatoria contable y, 
entre las novedades que aportó, se encuentra 
el capítulo VII sobre cuestiones penales y lava-
do de activos, donde se realiza una crítica de 
fondo a cuestiones que habían sido aprobadas 
pocos meses antes (diciembre de 2011). Allí se 
estudian las leyes N.° 26.683, 26.733 y 26.734, de 
diciembre de 2011, donde se actualiza el Códi-
go Penal en delitos contra el orden económico 
y financiero. A su vez, en el mismo capítulo, in-
cluye un apartado específico sobre lavado de ac-
tivos.

Las críticas que dicha obra hace acerca del 
alcance legal, las penas y superposición de ju-
risdicciones, entre otros temas de delitos eco-
nómicos, hoy día están modificadas y fueron 
abordadas en profundidad. En todos los casos, 
surge con claridad que claro que el alcance de 
las normas sobre lavado de activo debe incluir 
una sinergia entre países ya que los delitos de 
este tipo no tienen límites de fronteras. Esto po-
dría remarcarse por el mayor alcance con el au-
mento de la digitalización económico-financiera 
a partir del año 2020. Como antecedentes de le-
gislación (6), se citan los pactos internacionales 
reconocidos a nivel constitucional junto con la 
ley de reconocimiento e incorporación a las nor-
mas de nuestro país. En cada cita se acompaña 
la ley de incorporación. 

- Convención de las Naciones Unidas contra 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas - ley 24.072.

- Convención Interamericana contra la co-
rrupción - ley 24.759.

- Convención Internacional Contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional y protocolos 
complementarios - ley 25.632.

- Convención Interamericana Contra el Terro-
rismo - ley 26.023.

- Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción - ley 26.097.

- Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico 
Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Com-

(6) Ver: https://www.argentina.gob.ar/bienessecues-
trados/normativa/convencionesinternacionales, consulta:  
22 de febrero de 2025.

https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.saij.gob.ar/lavado-activos-tipo-penal-agravantes-pena-suyf000039/123456789-0abc-defg9300-00fysoiramus?&o=22&f=Total%7CFecha%7CEstado%20de%20Vigencia%7CTema/Derecho%20penal/teor%EDa%20del%20delito/tipo%20penal%7COrganismo%5B5%2C1%5D%7CAutor%7CJurisdicci%F3n%7CTribunal%5B5%2C1%5D%7CPublicaci%F3n%5B5%2C1%5D%7CColecci%F3n%20tem%E1tica%5B5%2C1%5D%7CTipo%20de%20Documento&t=3188
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/471/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/41466/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/77329
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/105500/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/116954/texto
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ponentes y Municiones, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, adop-
tado por la Asamblea General de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas el 31 de mayo de 
2001 - ley 26.138.

V. ¿Cómo se vinculan al tema de este trabajo?

Se remarca que el proyecto de ordenanza que 
se expone más adelante se inscribe en este con-
texto normativo y en las acciones sistemáticas 
que buscan sinergia entre los actores. Como re-
ferencia bibliográfica se estudió el marco nor-
mativo de la implementación de la Ordenanza 
N.º 10370/2022 (7) del Municipio de la ciudad de 
Rosario, en la provincia de Santa Fe. Dicha orde-
nanza se denomina Sistema de Control Económi-
co Financiero para la prevención del lavado de 
activos de origen delictivo. Creación. Fue aproba-
da el 11 de agosto de 2022, se publicó el día 17 
de agosto de 2022 y fue promulgada el día 22 de 
agosto, el mismo día de su publicación en el Bo-
letín Oficial de la provincia de Santa Fe. Su tra-
yecto rápido entre aprobación y promulgación 
marca la urgencia que requería el tema para el 
gobierno de la ciudad de Rosario. Tuvo algunas 
modificaciones en el año 2024 a los fines de ade-
cuación. En el primero de los Considerandos se 
expresa lo siguiente: “Que desde hace al menos 
una década, nuestra ciudad expresa en números 
fríos y alarmantes la compleja realidad de una 
violencia corrosiva y desatada, evidenciando en 
la tasa de homicidios la envergadura de un pro-
blema que requiere del ejercicio de nuevos enfo-
ques e intervenciones para su eficaz abordaje”. 

Antes de esta ordenanza, la escalada de de-
litos que sufrió la ciudad de Rosario demandó 
un modo diferente de afrontar las situaciones 
emergentes. La carencia de instrumentos lega-
les específico generó una serie de proyectos que 
resultaron en esta ordenanza integradora de 
legislación e instituciones nuevas ya que eran 
insuficientes solo acciones ex post. Las accio-
nes ex ante también requieren marcos legales 
de prevención porque la falta del hecho con-
sumado donde se habilita la acción de seguri-
dad podría significar una desprotección legal de 
quienes, precisamente, podrían ser actores de 
prevención. 

  (7) Ver: https://www.rosario.gob.ar/normativa/ver/visua-
lExterna.do?accion=verNormativa&idNormativa=193909, 
consulta: 8 de octubre de 2024.

En este trabajo se propone dicha legislación 
rosarina como antecedente normativo directo, 
ya que es el primer caso del país. Esta novedad 
implicó modificaciones en la vinculación con el 
Ministerio Público Fiscal, en jurisdicción federal 
y la vinculación con fuerzas locales del ámbito 
provincial. La propuesta de ordenanza para la 
ciudad de Paraná, por estos motivos, no signi-
fica que sea una copia. Nuestra situación legal, 
económica y social, es muy diferente. Además, 
el menor tamaño de la ciudad implica menor 
disponibilidad de recursos económicos, huma-
nos y materiales que puedan utilizarse. Otra 
realidad diversa de la ciudad de Rosario es la 
menor disponibilidad de organismos públicos 
y organizaciones privadas con quienes trabajar 
en red. La ciudad de Paraná, hasta el momento, 
no ha tenido la complejidad ni la problemática 
social que tiene Rosario respecto del lavado de 
activo y delitos conexos al narcotráfico. La orde-
nanza rosarina se menciona como antecedente 
normativo de referencia y la propuesta que se 
sigue es un proyecto de norma para la ciudad 
de Paraná, a debatirse en el Concejo Deliberan-
te, de donde surgirán otras adecuaciones perti-
nentes.   En nuestra ciudad ha habido algunos 
casos resonantes que se iniciaron en 2024 y han 
continuado en este año, como posibles casos de 
lavado de activos (8) que quizá podrían ser oca-
sión de evaluar borradores de otras normati-
vas municipales para trabajar en conjunto con 
otras instituciones de seguridad y profesionales. 
Tal como se menciona antes, en este contexto se 
propone este proyecto de ordenanza. 

La ausencia de una legislación específica en 
el ámbito de la ciudad de Paraná no significa 
un vacío normativo. El Ministerio de Seguri-
dad de la Provincia ha emprendido numerosas 
acciones preventivas y de control en conjunto 
con fuerzas de seguridad provincial y nacional. 
A modo de ejemplo se cita al pie  (9), el enlace 

(8) Ver: https://www.apfdigital.com.ar/noticias/2024/ 
09/12/424131-allanaron-varias-farmacias-de-parana-por-
presunta-evasion-y-lavado-de-activos, consulta: 16 de 
octubre de 2024, y https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/
mesa-de-dinero-en-parana-revelan-donde-estan-los-
principales-sospechosos, consulta: 16 de octubre de 2024. 

(9) Ver: https://portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/pf/
incautaciones/7552, consulta: 08 de agosto de 2024, https://
portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/noticias/15108, 
https://portal.entrerios.gov.ar/prensa/noticias/11725, consulta: 
23 de enero de 2025, y https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/
secuestraron-75-armas-de-fuego-y-mas-de-2-000-pro-

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/119448/texto
https://trten-my.sharepoint.com/personal/daianacesia_gonzalez_thomsonreuters_com/Documents/Escritorio/Revista%20de%20las%20Justicias%20Provinciales%20y%20de%20la%20CABA/https
https://www.rosario.gob.ar/normativa/ver/visualExterna.do?accion=verNormativa&idNormativa=193909
https://www.rosario.gob.ar/normativa/ver/visualExterna.do?accion=verNormativa&idNormativa=193909
https://www.rosario.gob.ar/normativa/ver/visualExterna.do?accion=verNormativa&idNormativa=193909
https://www.apfdigital.com.ar/noticias/2024/09/12/424131-allanaron-varias-farmacias-de-parana-por-presunta-evasion-y-lavado-de-activos
https://www.apfdigital.com.ar/noticias/2024/09/12/424131-allanaron-varias-farmacias-de-parana-por-presunta-evasion-y-lavado-de-activos
https://www.apfdigital.com.ar/noticias/2024/09/12/424131-allanaron-varias-farmacias-de-parana-por-presunta-evasion-y-lavado-de-activos
https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/mesa-de-dinero-en-parana-revelan-donde-estan-los-principales-sospechosos
https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/mesa-de-dinero-en-parana-revelan-donde-estan-los-principales-sospechosos
https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/mesa-de-dinero-en-parana-revelan-donde-estan-los-principales-sospechosos
https://portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/pf/incautaciones/7552
https://portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/pf/incautaciones/7552
https://portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/noticias/15108
https://portal.entrerios.gov.ar/seguridadyjusticia/noticias/15108
https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/secuestraron-75-armas-de-fuego-y-mas-de-2-000-proyectiles-tras-17-allanamientos-en-parana
https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/secuestraron-75-armas-de-fuego-y-mas-de-2-000-proyectiles-tras-17-allanamientos-en-parana
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de internet donde se muestran información so-
bre las incautaciones realizadas y algunas no-
ticias de periódicos locales con información 
local. Dentro del marco del derecho argentino, 
especialmente en el ámbito penal, se tiene en 
cuenta la superposición de jurisdicciones para 
validar la prueba y avanzar en la instrucción de 
las causas. Dada la importancia de la gestión de 
la prueba y la coordinación de jurisdicciones en 
delitos que abarcan varias instancias de acción 
conjunta al ser delitos de incumbencia federal, 
se propicia en este trabajo avanzar con el tema 
en el ámbito municipal. En el marco de un po-
sible debate dentro del Concejo Deliberante, se 
propondrán modos de coordinación interjuris-
diccionales, tal como están propuestos en la or-
denanza de la ciudad de Rosario.

Esta propuesta de trabajo interjurisdiccional, 
además, se plantea en coherencia con la opción 
que se propuso en el Marco Teórico. Es decir, no 
es una superposición de funciones ni duplica-
ción de tareas sino, precisamente lograr el tra-
bajo complementario en búsqueda de sinergia 
sistémica en las acciones emprendidas abarcan-
do la mayor cantidad de etapas posibles: desde 
la prevención hasta el cumplimiento de la con-
dena y la reinserción social, en caso de ser po-
sible. Tal como es la propuesta de los nuevos 
instrumentos del derecho penal conocidos co-
tidianamente como probation. Es relevante al 
respecto el trabajo en conjunto propuesto por 
GAFI, que posicionaría a este proyecto como so-
lución a las observaciones y recomendaciones 
realizadas por dicho órgano a nuestro país y, en 
consonancia con el Ministerio Público Fiscal de 
la ciudad de Rosario, con la original propuesta 
de la Procuraduría de Criminalidad Económica 
y Lavado de Activos (PROCELAC). 

VI. Proyecto de ordenanza para la Ciudad de Pa-
raná en temas de prevención de lavado de acti-
vos y delitos conexos

Febrero de 2025

Vistas:

- Las acciones emprendidas en hechos sospe-
choso en la Ciudad de Paraná a lo largo del año 
2024.

yectiles-tras-17-allanamientos-en-parana, consulta: 23 de 
enero de 2025.

- La cantidad de casos donde las sospechas 
dieron fruto en los procedimientos hechos.

- La carencia de normativas específicas en el 
éjido municipal de la ciudad de Paraná.

Considerando:

- Que se han emprendido acciones preventi-
vas y de estudio de casos en diversos campos del 
saber,

- Las indicaciones de GAFILat en temas de 
prevención.

- Que los hechos suscitados han tenido incum-
bencias locales y son de jurisdicción federal 
también. 

En consecuencia:

Se propone este proyecto de ordenanza para 
la ciudad de Paraná, en el ámbito de la Munici-
palidad de Paraná, a los fines de constituir or-
ganismos, convocar profesionales y capacitar a 
personal administrativos en temas de preven-
ción de lavado de activos y demás delitos cone-
xos. 

CAPÍTULO I. Ámbito

Artículo 1°. - La presente ordenanza establece 
algunos organismos y tareas a implementar a los 
fines de configurar acciones sistemáticas para la 
prevención del lavado de activos de origen de-
lictivo dentro del éjido de la Ciudad de Paraná. 
Estas acciones se plantean como un trabajo en 
colaboración con el ámbito judicial que corres-
ponda, según la legislación vigente en esta mate-
ria. A modo preventivo de proponen acciones de 
compliance tal como se han establecido en otros 
ámbitos de la administración pública provincial 
y nacional. 

Artículo 2°. - Todas las áreas del Ejecutivo Mu-
nicipal y organismos dependientes están obliga-
dos a: 

a. Recabar la información correspondiente se-
gún el trámite o procedimiento de que se trate.

b. Aplicar el Protocolo de alertas sospechosas 
definido en la presente y elevar a la Autoridad de 
Aplicación los reportes de aquellas situaciones 
susceptibles de ser consideradas alertas sospe-

https://ahora.com.ar/ultimas-noticias/secuestraron-75-armas-de-fuego-y-mas-de-2-000-proyectiles-tras-17-allanamientos-en-parana
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chosas, y de acuerdo a las modalidades definidas 
en el protocolo.

c. Receptar los informes o sugerencias de la Au-
toridad de Aplicación de la presente, relativas al 
criterio a adoptar en el trámite administrativo en 
el cual se ha generado la alerta.

CAPÍTULO II. Información a Verificar

Artículo 3°. - En cumplimiento de esta orde-
nanza se procederá a verificar la información 
requerida en los trámites establecidos para las 
habilitaciones comerciales y que están detalla-
dos en los procedimientos de Tasa de Higiene y 
Profilaxis. A este fin, los responsables de cada 
tipo de actividad deberán verificar en el siste-
ma municipal disponible online, con la clave de 
AFIM, sus datos personales y del emprendimien-
to declarado. 

Artículo 4º. - Los entes municipales podrán re-
querir de todas las personas humanas, jurídicas, 
fideicomisos, patrimonios de afectación, u otras 
estructuras jurídicas, que participen en los pro-
cedimientos, la actualización de sus datos regis-
trales. 

Protocolo de Actuación ante Situación Sospe-
chosa

Artículo 5º. - En caso de que en el transcurso de 
la actualización de los datos y la verificación y/o 
posible inspección municipal surjan situaciones 
que podrían plantear indicaciones de situaciones 
sospechosas se procederá a realizar un informe a 
la autoridad competente. 

Artículo 6º. - Autoridad competente: se definirá 
dentro del ámbito municipal, cuál es el procedi-
miento interno a los fines de recibir informes de 
situaciones sospechosas que puedan ser encauza-
das y derivadas a ámbitos de actuación judicial. 

Artículo 7º. - A los fines de acciones de colabo-
ración con ámbitos judiciales se firmarán con-
venios de trabajo en conjunto en terreno y se 
recibirán las capacitaciones correspondientes 
desde los ámbitos judiciales locales. 

Artículo 8º. - Situaciones que podrían generar 
alertas: se detallan, de modo restrictivo, cuáles 
son las situaciones que podrían indicar posibles 
acciones de lavado de activos y sus delitos cone-
xos:

- Origen de activos pocos claros, que podrían 
estar ocultando el origen real.

- Simulación de activos que podrían evidenciar 
una situación fiscal diversa a la real por existir 
patrimonio excesivo. 

- Exteriorización inusual de activos que no se 
condice con sus ingresos declarados.

- Disparidad entre ingresos declaraos y egresos 
manifestados en transferencia de pagos hechos.

Capítulo III. Acciones a emprender

Artículo 9º. - En casos donde surjan dudas fun-
dadas de delitos de lavado de activos y demás de-
litos conexos, el Ejecutivo Municipal procederá a 
comunicar a la Justicia Federal, a la Justicia Pro-
vincial y/o organismos de seguridad pública los 
hechos detectados, a los fines de implementar los 
mecanismos preventivos que correspondan y/o 
las acciones previstas para los casos comunica-
dos. 

Artículo 10º. - De forma. 

VII. Consideraciones finales

Hablar de orden social como hacer del dere-
cho penal, a secas, podrías traernos a la mente 
la idea de una biblioteca perfectamente orde-
nada y clasificada, donde todo funciona. Y, sin 
embargo, el orden social es un orden que fun-
ciona bien cuanto más caótico parece. Es un or-
den flexible donde la homeostasis acomoda las 
acciones y los actores, donde cada ciudadano de 
toda edad y condición social pueda ejercer su li-
bertad para alcanzar la plenitud de ser humano. 

Entonces... ¿dónde queda la propuesta del de-
recho penal? En este sentido, el derecho penal 
se plantea como un mínimo de conductas social-
mente aceptables para lograr esta libertad de 
las personas. ¿Quién es el instrumento de custo-
dia? Las organizaciones públicas y privadas tal 
como la Constitución y el orden moral lo impri-
men y custodian. 

Desde esta dimensión, todos los temas abor-
dados podrían verse como complementarios de 
las acciones educativas y académicas. Ya que, los 
contenidos esbozados tienen una idea de educa-
ción pública para encauzar las conductas social-
mente aceptables y, en caso de no ser así, surge 
toda la estrategia para afrontar delitos y daños. 
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El aporte del proyecto de ordenanza expuesto 
en este trabajo quiere ser un instrumento más 
para nuestra ciudad desde la educación y como 
reflexión académica. Las duras situaciones so-
ciales emergentes desde hace varios años y que 
se han evidenciado en numerosos procedimien-
tos publicados en medios de comunicación, de-
mandan una atención urgente. Este proyecto de 
ordenanza, seguramente, no es el modelo más 
perfecto. Así como la ordenanza rosarina fue 
un replanteo de otros antecedentes normativos, 
que fueron decantando a través de debates y 
en la interrelación con las aplicaciones prácti-
cas, esta propuesta es un inicio de aporte origi-
nal, que hecha a correr las ideas paranaenses 
para construir otra síntesis de trabajo en red. 
Por ejemplo: el rol del sistema educativo y el rol 
de las políticas de inserción laboral en jóvenes 
y adultos desde dentro del CGE podrían ser un 
modo de trabajo integrado. A los fines de lograr 
esta transferencia desde lo académico a lo so-
cial, este proyecto se propone aquí, con el fin 
de que el mismo sea debatido, observado, me-
jorado y, en caso de ser aceptado, aprobado. La 
motivación última fue servir de iniciativa para 
que, quizá, en esta y otras propuestas sea consi-
derada la temática e iniciar un debate social del 
tema presentado. 

Nuestra legislación vigente en protección de 
la infancia y de persecución de delitos trasna-
cionales, también requieren una aplicación 
específica en el campo de trabajo de la munici-
palidad para que las acciones federales puedan 
agilizarse en la aplicación dentro de jurisdic-
ciones territoriales locales. La legislación penal 
siempre surge y avanza sobre hechos consuma-
dos por el principio de protección de la inocen-
cia y por el no permitir la aplicación retroactiva 
de las definiciones de delitos. Por lo cual, no 
es novedad que, ante la realidad emergente se 
planteen nuevas propuestas. Lo fundamental es 
el planteo de la dimensión de prevención y el 
trabajo integrado con diversos actores y niveles 
organizacionales, a fin de determinar la traza-
bilidad de las operaciones y avanzar sobre las 
bases más ocultas de los delitos de lavado. 
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I. Fundamentos constitucionales y marco nor-
mativo

I.1. La dimensión constitucional del derecho a la 
educación en contextos de encierro

En el marco del derecho penitenciario con-
temporáneo, la educación se erige como un pi-
lar fundamental en el proceso de reinserción 
social de las personas privadas de libertad. Este 
postulado encuentra su génesis en los principios 
fundamentales del Estado Constitucional de De-
recho y se materializa en nuestro ordenamien-
to jurídico a través de un complejo entramado 
normativo cuyo eje central es la ley 24.660 de 
Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad.

El fundamento constitucional del derecho a 
la educación en situación de encierro se deri-
va de múltiples disposiciones de nuestra Carta 
Magna:

a. El artículo 18 establece el principio de hu-
manidad en la ejecución penal y configura las 
cárceles como instituciones orientadas a la se-
guridad y no al castigo.

b. El artículo 14 consagra el derecho de ense-
ñar y aprender, estableciendo la universalidad 
del acceso a la educación.

c. El artículo 75 inciso 22 incorpora los tra-
tados internacionales de derechos humanos al 
bloque de constitucionalidad federal, fortale-
ciendo el marco normativo de protección.

I.2. Integración de estándares internacionales

La incorporación de instrumentos interna-
cionales ha enriquecido significativamente este 
marco normativo:

a. El Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, en su artículo 13, 
reconoce el derecho a la educación como herra-
mienta indispensable para el desarrollo de la 
personalidad humana.

b. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establece en su artículo 5.6 que las pe-
nas privativas de libertad tendrán como finali-
dad esencial la reforma y readaptación social de 
los condenados.

c. Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos proporcionan estándares específi-
cos en materia educativa y condiciones míni-
mas de implementación.

(*) Abogado (Universidad de Ciencias Empresariales y 
Sociales). Diplomado en Innovación y Gestión Judicial. Pro-
secretario en el Tribunal Superior de la provincia de Tierra 
del Fuego AeIAS.
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II. Configuración jurídica en la ley 24.660

II.1. El régimen educativo y sus modalidades

La ley 24.660 desarrolla un sistema integral 
que regula el ejercicio del derecho a la edu-
cación durante la ejecución de la pena pri-
vativa de libertad. El Capítulo VIII de la ley, 
modificado sustancialmente por la ley 26.695, 
establece los principios rectores, modalidades 
educativas y mecanismos de implementación 
que configuran el régimen educativo intramu-
ros.

El sistema educativo en el establecimiento 
carcelario comprende diversas modalidades:

a. Educación formal en todos sus niveles. 

b. Educación no formal. 

c. Formación profesional.d. Actividades cultu-
rales y deportivas.

Esta diversidad de ofertas educativas respon-
de a la necesidad de atender las particularida-
des de la población carcelaria y garantizar una 
formación integral que facilite la posterior rein-
serción social.

II.2. Innovaciones introducidas por la ley 26.695

La reforma introducida por la ley 26.695 in-
corporó un innovador sistema de estímulos 
educativos que vincula el progreso educativo 
con el avance en las distintas fases del régimen 
penitenciario. Este sistema establece reduccio-
nes en los plazos requeridos para el avance en 
la progresividad del régimen, configurándose 
como un incentivo concreto para la participa-
ción en actividades educativas.

La obligatoriedad de la educación en este ám-
bito se manifiesta en una doble dimensión:

- Como deber del Estado de garantizar su ac-
ceso y continuidad.

- Como obligación del interno de participar en 
los programas educativos correspondientes a 

los niveles obligatorios establecidos por la mis-
ma ley.

III. Principios axiológicos del derecho a la educa-
ción en contextos de encierro

III.1. Dignidad humana como fundamento esencial

La educación constituye un elemento inhe-
rente a la dignidad humana, cualidad que no 
se ve afectada por la privación de libertad. Este 
principio fundamental implica que:

a. El Estado debe garantizar condiciones dig-
nas para el desarrollo educativo. 

b. La educación debe orientarse al desarrollo 
integral de la personalidad. 

c. Deben respetarse las particularidades cul-
turales y sociales del educando. 

d. El proceso educativo debe contemplar la di-
mensión humana del interno.

III.2. Igualdad y no discriminación

La condición de privación de libertad no pue-
de constituir un obstáculo para el acceso a la 
educación. Este principio se manifiesta en:

a. Igualdad de oportunidades educativas. 

b. Equiparación con la educación extramuros. 

c. Prohibición de discriminación. 

d. Accesibilidad universal.

III.3. Progresividad en el desarrollo educativo

El proceso educativo debe desarrollarse de 
manera gradual y progresiva, contemplando: 

a. Avance sistemático en los niveles educati-
vos. 

b. Adaptación a las capacidades individuales. 

c. Evaluación continua del progreso. 

d. Flexibilidad en la implementación.
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IV. Evaluación de la efectividad: educación y re-
ducción de la reincidencia

IV.1. Evidencia empírica sobre el impacto de la edu-
cación

Los estudios longitudinales realizados en di-
versas jurisdicciones penales establecen indica-
dores claros de efectividad:

a. Las personas privadas de libertad que 
completan programas educativos exhiben una 
reducción del 43% en la tasa de reincidencia de-
lictiva.

b. La participación en programas de educa-
ción superior disminuye en un 58% la probabi-
lidad de reingreso al sistema penitenciario.

c. La formación técnico-profesional reduce en 
un 37% las infracciones post-liberación.

IV.2. Factores de impacto mensurables

Las investigaciones empíricas demuestran 
múltiples beneficios en diversos ámbitos:

a. Desarrollo psicológico: Fortalecimiento de 
autoestima y capacidad de decisión autónoma, 
mejor manejo emocional y construcción de me-
canismos de resiliencia.

b. Relaciones interpersonales: Reconstrucción 
de vínculos familiares y adquisición de habili-
dades sociales fundamentales.

c. Dimensión laboral: Obtención de certifica-
ciones profesionales y competencias técnicas 
específicas que mejoran la empleabilidad.

d. Seguridad pública: Disminución en los índi-
ces delictivos y en la violencia institucional, con 
mejora en la percepción ciudadana sobre la se-
guridad.

e. Cohesión social: Reducción de estigmas ha-
cia la población penitenciaria y ex-penitencia-
ria, fortaleciendo el tejido comunitario.

f. Beneficios económicos: Optimización de re-
cursos del sistema penitenciario, reducción de 
costos judiciales e incorporación de ex internos 
al mercado laboral.

V. Desafíos de implementación y propuestas de 
mejora

V.1. Obstáculos actuales en la ejecución del pro-
grama educativo

La implementación práctica del régimen edu-
cativo requiere superar diversos obstáculos:

a. Insuficiencia de recursos materiales y hu-
manos.

b. Deficiencias en la articulación interinstitu-
cional. 

c. Resistencias culturales dentro del sistema 
penitenciario. 

d. Dificultades en la certificación y acredita-
ción de saberes.

V.2. Modalidades educativas necesarias

Para una efectiva implementación del dere-
cho a la educación, resulta indispensable desa-
rrollar:

a. Programas de educación formal.

- Alfabetización.

- Educación primaria obligatoria.

- Educación secundaria.

- Formación universitaria.

- Postgrados específicos.

b. Formación profesional.

- Capacitación técnica.

- Oficios certificados.

- Competencias digitales.

- Habilidades empresariales.

c. Educación complementaria.

- Programas artísticos-culturales.

- Educación física y deportiva.

- Educación para la ciudadanía.
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- Desarrollo personal.

VI. Consideraciones sobre la ley N.º 1570 de la 
Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas 
del Atlántico Sur

La reciente sanción legislativa que modifica 
la ley provincial N.º 777 (ley N.º 1570) estable-
ce la creación del “Departamento de estudios 
en contexto de privación de la libertad”, orga-
nismo que tendrá bajo su órbita la implementa-
ción integral de políticas educativas destinadas 
a personas que cumplen medidas de restricción 
ambulatoria en establecimientos penitenciarios 
de la jurisdicción.

Esta norma constituye un avance significati-
vo en materia de políticas públicas orientadas a 
la población carcelaria, toda vez que institucio-
naliza un área específica con competencia ex-
clusiva para desarrollar programas educativos 
integrales, estableciendo mecanismos de plani-
ficación estratégica, coordinación interinstitu-
cional, implementación territorial y evaluación 
permanente de las acciones desplegadas.

La promulgación de este cuerpo normativo 
responde a los principios rectores establecidos 
en el artículo 18 de la Constitución Nacional y 
en los tratados internacionales de derechos hu-
manos con jerarquía constitucional, particular-
mente las Reglas Mínimas para el Tratamiento 
de los Reclusos (Reglas Mandela), que consa-
gran el derecho a la educación como elemento 
fundamental para la resocialización de las per-
sonas privadas de libertad. Asimismo, la norma 
se encuadra en los lineamientos establecidos 
por la Ley Nacional N.º 24.660 de Ejecución de 
la Pena Privativa de la Libertad, que en su Capí-

tulo VIII establece la obligatoriedad de la educa-
ción en contextos de encierro.

La creación de una dependencia especializa-
da implica un fortalecimiento institucional que 
permite superar las fragmentaciones adminis-
trativas preexistentes, consolidando un abor-
daje pedagógico diferencial que contempla las 
particularidades del contexto de encierro. Dicha 
especificidad resulta indispensable para garan-
tizar la efectiva materialización del derecho a la 
educación como herramienta de reinserción so-
cial, aspecto fundamental de la prevención es-
pecial positiva como fin de la pena en un Estado 
Social y Democrático de Derecho.

VII. Conclusiones

El derecho a la educación en el contexto de 
la ejecución penal trasciende su configuración 
como derecho fundamental para constituirse 
en un instrumento esencial del tratamiento pe-
nitenciario y de la política criminal del Estado.

La evidencia demuestra inequívocamente la 
correlación positiva entre la educación peni-
tenciaria y la reducción de la reincidencia de-
lictiva. Los beneficios individuales y sociales 
justifican plenamente la inversión estatal en es-
tos programas.

Su efectiva implementación requiere un com-
promiso sostenido que se traduzca en acciones 
concretas: asignación presupuestaria adecuada, 
fortalecimiento institucional, capacitación per-
manente del personal y evaluación continua de 
resultados. Solo así podrá materializarse el ob-
jetivo último de la ejecución penal: la reinser-
ción social efectiva de las personas privadas de 
libertad.
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el mediocre solo conoce el interés de sus pequeños derechos (**). 

I. Introducción

Es bueno comenzar por recordar que el de-
recho individual del trabajo tiene sustento en 
principios fundamentales que buscan equili-
brar la relación trabajador-empleador, que, des-
de su génesis, se presenta como una relación 
signada por sus desigualdades. 

Desde esa perspectiva, y a lo largo de una pro-
fusa legislación que fue acompañada, en mayor 
o menor medida, por la jurisprudencia de nues-
tros tribunales provinciales y nacionales, se ga-
rantizó —hasta ahora— un marco de especial de 

protección para los trabajadores, con el afán de 
ponerlo en pie de igualdad frente a la figura del 
empleador.

En ese sentido, basta recordar la calificación de 
sujeto de preferente tutela constitucional asigna-
da por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) a los trabajadores a lo largo de diferentes 
fallos (1), así como diversas sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (2) 

  (1) CSJN, “Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA S.A. s/ anti-
güedad ART. 245 LCT MODIF. Art. 153 LE”, Sentencia del 14 
de septiembre de 2004, publicada en Fallos 327:3677. En 
dicha oportunidad el Alto Tribunal argentino expuso: “sos-
tener que el trabajador es sujeto de preferente atención 
constitucional no es conclusión sólo impuesta por el art. 
14 bis, sino por el renovado ritmo universal que representa 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que 
cuenta con jerarquía constitucional a partir de la reforma 
constitucional de 1994”.

CSJN, “Pérez, Aníbal Raúl c/ Disco S.A.” Sentencia del 
01 de septiembre de 2009, publicado en Fallos: 332:2043.

  (2) CIDH, “Caso Lagos del Campo vs. Perú”, Sentencia 
de 31 de agosto de 2017, Serie C N.º 340. Disponible en: 

(*) Maestrando de la Maestría en Derecho Procesal de la 
Universidad Nacional de Rosario (UNR). Diplomado en Dere-
cho Individual del Trabajo y en Derecho Colectivo del Trabajo 
de la Universidad Nacional de Tres de Febrero (UNTREF). Se-
cretario Judicial en Oficina de Gestión Asociada del Trabajo 
N.º 1 del Poder Judicial de Tucumán. Exrelator del Juzgado 
del Trabajo de la V nominación de Tucumán.

(**) INGENIEROS, J. El hombre mediocre, 1913, Centro Edi-
tor de Cultura. 2009.
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que, en el marco del sistema universal de pro-
tección de derechos humanos, refuerzan la pro-
tección del derecho del trabajo a nivel regional.

Así, en el marco de los principios rectores de 
la materia, el concepto de responsabilidad soli-
daria en las relaciones laborales desempeña un 
papel central en el intento de prevenir o de evi-
tar maniobras fraudulentas destinadas a eludir 
derechos laborales a través de la tercerización o 
la interposición de personas.

Sin embargo, este no se presenta como el úni-
co remedio o reacción posible previstos en el 
ordenamiento legal para combatir maniobras 
que eventualmente se presenten como fraudu-
lentas.

En efecto, el artículo 29 de la Ley de Contrato 
de Trabajo (LCT), en su anterior redacción, esta-
blecía un criterio claro para determinar, no solo 
la solidaridad en la contratación de trabajado-
res por parte de empresas intermediarias, sino 
que asignaba responsabilidad directa, dándole 
el carácter de empleador a la empresa usuaria 
de los servicios del trabajador; reforzando de 
esa manera el principio antifraude anticipado 
en el artículo 14 de la misma ley. 

Ahora bien, con la reforma introducida por la 
ley N.º 27.742, “Ley de Bases y Puntos de Partida 
para la Libertad de los Argentinos” (LB), la lógi-
ca del mencionado artículo 29 de la LCT sufrió 
modificaciones significativas que alteraron su 
interpretación y aplicación práctica y que, por 
tanto, serán objeto de análisis crítico en la pre-
sente obra.

Así, se analizará cómo el cambio en la letra 
de aquel artículo reconfigura (o limita) la res-
puesta legislativa frente a los mencionados su-
puestos de tercerización fraudulenta y cómo, en 
ciertos aspectos, la actual redacción puede lle-
gar a contradecir los principios esenciales del 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_340_
esp.pdf.CIDH “Caso Trabajadores Cesados de Petroperú 
y otros vs. Perú”, Sentencia de 23 de noviembre de 2017, 
Serie C N.º 344. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf.CIDH, “Caso San 
Miguel Sosa y otras vs. Venezuela”, Sentencia de 8 de fe-
brero de 2018, Serie C N.º 348. Disponible en: http://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf. 

CIDH, “Caso Spoltore vs. Argentina”, Sentencia de 9 de 
junio de 2020, Serie C N.º 404. Disponible en: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_404_esp.pdf. 

derecho laboral argentino y contrastar con de-
finiciones e institutos de aquella misma norma, 
como el concepto de empleador (art. 26 de la 
LCT) y el principio antifraude (art. 14 de la LCT), 
solo por mencionar algunos. 

Este análisis cobra relevancia en un contex-
to de pretendida “deslaboralización” y preca-
rización de las relaciones laborales y de un 
inminente aumento de la litigiosidad laboral, 
en donde la protección efectiva de los derechos 
de los trabajadores enfrenta nuevos desafíos y 
donde pareciera ponerse en jaque, a la luz de 
reciclados principios disfrazados de ropajes li-
berales, instituciones troncales y fundacionales 
del derecho del trabajo.

A lo largo de este trabajo, se abordará la evo-
lución del artículo 29 de la LCT, las tensiones 
que genera su nueva redacción respecto al mar-
co general de la LCT y las implicancias prácti-
cas de estos cambios en un análisis que no solo 
busca describir las transformaciones normati-
vas, sino que invita a reflexionar críticamente 
sobre su impacto en la coherencia y efectividad 
del sistema jurídico laboral argentino.

II. Breve repaso sobre definiciones en la LCT que, 
más que nunca, continúan vigentes

Es preciso recordar que el derecho no es un 
fin en sí mismo y no puede ser ajeno ni contra-
rio a la realidad, salvo las ficciones de la ley que, 
va de suyo, no son excepcionales sino excepcio-
nalísimas. 

El derecho no solo sirve a la realidad sino, 
además, se sirve de la realidad y siempre está 
a la zaga de la realidad. En ese sentido, el de-
recho no puede, ni debe, en principio, inventar 
cosas o situaciones; como así tampoco, crear la 
realidad. 

De allí la importancia del principio de la “Su-
premacía de la Realidad”, que se recoge en el co-
nocido axioma jurídico: “Las cosas son lo que en 
esencia son y no lo que aparentan ser”, al que 
podría válidamente agregársele “…o lo que los 
legisladores o los jueces pretenden que sean”.

Amén de lo expuesto, cierto es, además, que 
los ordenamientos normativos precisan deter-
minar los alcances de los conceptos y de las 
instituciones que regulan, indicar cuál es el al-
cance de las palabras que incorporan, no con 
la utilidad propia de una definición (para refe-

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_340_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_340_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_344_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_404_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_404_esp.pdf
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rirnos a hechos, cualidades, sucesos o procesos, 
por ejemplo) sino exclusivamente en pos de una 
correlación sistemática entre una pluralidad de 
hechos (3). 

En este marco son destacables las definicio-
nes contenidas en la Ley de Contrato de Trabajo 
(LCT), no solo por su originalidad al momento 
de su redacción sino, especialmente, por su im-
portancia para entender, en su conjunto, todo el 
marco normativo atinente al Derecho Argenti-
no del Trabajo, 

Así, a los fines del presente trabajo, resulta 
imprescindible partir desde algunos conceptos 
troncales del derecho del trabajo: las definicio-
nes de empresa, de empleador y de estableci-
miento.

“Art. 5°. - Empresa-Empresario: A los fines de 
esta ley, se entiende como ‘empresa’ la orga-
nización instrumental de medios personales, 
materiales e inmateriales, ordenados bajo una 
dirección para el logro de fines económicos o 
benéficos. A los mismos fines, se llama ‘empre-
sario’ a quien dirige la empresa por sí, o por 
medio de otras personas, y con el cual se rela-
cionan jerárquicamente los trabajadores, cual-
quiera sea la participación que las leyes asignen 
a éstos en la gestión y dirección de la ‘empresa’”.

“Art. 6°. - Establecimiento. Se entiende por ‘es-
tablecimiento’ la unidad técnica o de ejecución 
destinada al logro de los fines de la empresa, a 
través de una o más explotaciones”.

“Art. 26. - Empleador. Se considera ‘emplea-
dor’ a la persona física o conjunto de ellas, o ju-
rídica, tenga o no personalidad jurídica propia, 
que requiera los servicios de un trabajador”.

De aquellas simples conceptualizaciones, que 
se encuentran vigentes y que mantienen vivo el 
espíritu de la norma, se infiere el concepto de 
empresa como forma estructurante de una or-
ganización social, integrada por distintos térmi-
nos o sujetos que se relacionan entre sí, y donde 
cada uno es un centro de imputación de todos 
los derechos y obligaciones de los involucrados 
en la relación de trabajo.

 (3) ROSS, A. “Definition in legal Leguage” en Logique et 
Analyse”. 1968, p. 145; citado por Pérez Carrillo, A. en “La de-
finición Legal” (1974). Boletín Mexicano De Derecho Com-
parado, 1 (21).

Esa combinación de intereses y fines en la 
empresa, atendiendo por un lado a los fines de 
la empresa y a las exigencias de la producción, 
como a la preservación y mejora de los derechos 
personales en la empresa es lo que orientó el 
criterio que hace de la empresa, más que a una 
organización de medios para el logro de bene-
ficios, a una institución de bienestar (4) que no 
se tratan de estructuras estáticas, sino más bien, 
que están signadas por el dinamismo propio de 
la humanidad y de la cultura.

Pero el logro de aquellos fines solo llega a con-
seguirse en una estructuración compleja que 
implica una multiplicidad de medios (persona-
les, materiales e inmateriales, a decir de la nor-
ma); siendo las personas uno de los elementos 
sustanciales que dan lugar a su funcionamien-
to. Los medios, necesariamente, deben estar ali-
neados con el fin. 

Allí toma sentido la calificación legal de em-
presario como punto de partida de aquel ente 
social que es la empresa y que organiza los fac-
tores de producción, alineándolos con la finali-
dad de esta última.

De igual modo, como elemento integrante de 
aquel ente colectivo, se encuentra el trabajador, 
que no actúa dentro de aquel como sujeto inde-
pendiente e individual, sino que interviene en 
relaciones colectivas que constituyen a la em-
presa como un todo del que forman parte.

De allí que no podría haber empresa en los 
términos de esta ley si dentro de la organización, 
las acciones de los trabajadores no estuvieran 
orientadas y ordenadas hacia la consecución de 
los fines, bajo lineamientos determinados. 

En efecto, dado que el derecho del trabajo 
tiene como objeto inmediato la regulación de 
aquellas relaciones que derivan de la presta-
ción personal de un trabajador, es justamente la 
empresa el marco en el que se van a desarrollar 
esas relaciones. 

Sobre estas conductas es donde el derecho del 
trabajo actúa como marco regulador, aunque 
lo será solo en la medida en que esa prestación 

(4) CENTENO, N. O., “Introducción a la Ley de Contrato de 
Trabajo”, Legislación del Trabajo, t. XII, p. 867.
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personal se realice subordinadamente a la orga-
nización empresarial (5).

De lo expuesto se sigue que las definiciones 
transcriptas son trascendentes en la estructura 
normativa sobre la que se funda el derecho del 
trabajo, pues más allá de ser tanto ilustrativas 
como clarificadoras, terminan siendo una con-
dictio sine qua non para la construcción de la re-
lación de dependencia.

Sin esa interpretación del sistema, sin ese “re-
querimiento de los servicios de un trabajador”, 
organizados en el contexto y en la estructura de 
una empresa, nos estaría faltando el encuadre 
marco de la relación de subordinación.

El empleador, entonces, es quien dirige la ac-
tividad del trabajador dependiente y la empresa 
u organización en la que ella se desenvuelve y 
es, por tanto, titular de los poderes jerárquicos 
de organización, de dirección y disciplinario (6).

Desde otro enfoque, Montoya Melgar  (7) ex-
plica que resultan irrelevantes para conceptuar 
el carácter de empleador: a) el tipo de negocio o 
explotación (industrial, productiva, de servicios, 
etc.); b) la relación jurídica entre el empresario 
y la explotación o negocio (dueño, arrendatario, 
locatario, etc.); c) la existencia o no del ánimo 
de lucro (fundaciones, organizaciones civiles, 
sociedades comerciales, etc.); d) la existencia o 
no de una organización empresarial y e) la exis-
tencia o no de personalidad jurídica propia.

Dicho de otro modo, como bien surge con prís-
tina claridad de la letra de la ley, la nota esencial 
que define y da contenido al concepto de em-
pleador —parte indispensable en el binomio 
que da lugar al trabajo—, siempre y en todo lu-
gar, será la circunstancia de ser quien requiera 
y utilice los servicios de un trabajador, más allá 
de ser quien lo haya registrado o contratado.

(5) ACKERMAN, M. E. (Dir), Ley de Contrato de Trabajo 
Comentada, Segunda Edición. Tomo I. Rubinzal Culzoni, 
2019, p. 121.

(6) LOPEZ, J.; CENTENO, N.; FERNÁNDEZ MADRID, J. C., 
Ley de Contrato de Trabajo Comentada, Ediciones Conta-
bilidad Moderna, 1978, p. 239.

(7) MONTOYA MELGAR, A., Derecho del Trabajo, Tec-
nos, Madrid, 2000, p. 289 citado por ACKERMAN, Mario E.  
ob. cit., p. 367.

III. Interposición y mediación. Puesta en jaque al 
Principio de Supremacía de la Realidad

Ninguna novedad se aporta al recordar que 
“[h]abrá contrato de trabajo, cualquiera sea su 
forma o denominación, siempre que una per-
sona física se obligue a realizar actos, ejecutar 
obras o prestar servicios en favor de la otra y 
bajo la dependencia de ésta…” (art. 21 de la LCT) 
o que “[h]abrá relación de trabajo cuando una 
persona realice actos, ejecute obras o preste ser-
vicio en favor de otra, bajo la dependencia de 
ésta en forma voluntaria y mediante el pago de 
una remuneración, cualquiera sea el acto que le 
dé origen” (art. 22 de la LCT).

Conforme lo tratado en el título precedente, 
tampoco parecieran presentarse dudas respec-
to a que la nota esencial que define la figura del 
empleador es, justamente, el hecho de ser la 
persona u organización que requiere los servi-
cios de uno o más trabajadores. 

No obstante ello, aunque hasta aquí el quid 
de la relación de trabajo pareciera poder resol-
verse mediante un simple silogismo lógico de-
ductivo a partir de las premisas señaladas, esto 
parece no ser así en la lógica adoptada por los 
creadores de la LB al modificar la redacción —y 
la completa estructura y razón de ser del institu-
to en él regulado— del art. 29 de la LCT, así como 
su armonía con respecto a los restantes institu-
tos vigentes en el marco de la LCT.

Para explicar este (no) novedoso enfoque in-
troducido por la LB, me permito utilizar la ori-
ginal terminología utilizada por Ackerman  (8) 
cuando refiere a una corriente de “desemplea-
dorización” —a la que describe como tan anti-
gua como la propia existencia del Derecho del 
Trabajo—, a través de la que se intenta negar la 
condición de empleador a aquel que recibe y se 
apropia de los frutos de la prestación personal 
de un ser humano, quien la lleva a cabo en ino-
cultable situación de subordinación.

En un sentido análogo, Tosca (9) expone que 
el hecho de que el ordenamiento legal, en su 
actual redacción, pretenda que quien utiliza la 

(8) ACKERMAN, M. E., La Reforma Laboral en la Ley 27.742 
y su Reglamentación, Rubinzal-Culzoni, 2024, p. 225.

(9) TOSCA, D. M. “El artículo 29 de la LCT conforme el ar-
tículo 69 del DNU 70/23. La convalidación legal del fraude. 
La modificación del artículo 136”, texto incorporado en La 
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prestación de un trabajador, en el seno de su 
propia organización, lucrando con aquel, no sea 
considerado su empleador, constituye una pos-
tura “terraplanista” que colisiona con un ele-
mental sentido de la realidad.

Amén de lo expuesto, antes de profundizar so-
bre aquellas ideas, es propicio dejar en claro de 
qué hablamos cuando nos referimos a interpo-
sición y mediación, en el marco del derecho la-
boral argentino.

Aunque recién en el artículo 29 la LCT se en-
carga de definir y precisar los alcances y con-
secuencias de la interposición y la mediación 
de personas en el contrato de trabajo, desde el 
artículo 14, el legislador nos viene anticipando  
—como principio rector— al de la primacía de la 
realidad, al establecer que “será nulo todo con-
trato por el cual las hayan procedido con simu-
lación o fraude a la ley laboral, sea aparentando 
normas contractuales no laborales, interposi-
ción de personas o de cualquier otro medio…”. 

Vázquez Vialard  (10) explica que aquel prin-
cipio presenta rasgos muy particulares en el de-
recho del trabajo e implica que, cuando no hay 
correlación entre lo que ocurrió en los hechos 
y lo que se pactó o se documentó, debe darse 
primacía a los primeros; prima la verdad de los 
hechos (no la forma) por sobre las apariencias.

Ackerman (11), por su parte, considera adecua-
do calificar al dispositivo del artículo 14 como 
regla general antifraude, debido a que apor-
ta un concepto general que luego es utilizado 
por diversos dispositivos de la misma ley a fin 
de prevenir el fraude en situaciones específicas 
que luego serán objeto de especial regulación.

El art. 14 de la LCT refiere como un caso 
de fraude a la ley laboral, al de la interposi-
ción  fraudulenta  de  persona, en donde in-
terpuesto un tercero entre el trabajador y el 
empleador, este último pretende aparecer fuera 
de toda responsabilidad, que recae sobre el ter-
cero intermediario. El remedio legal que ofrecía 

Reforma laboral intentada por el DNU 70/23. Dir. ACKER-
MAN, Mario E. Rubinzal-Culzoni, 2024, p. 182.

 (10) VÁZQUEZ VIALARD, A., Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social. Editorial Astrea. 1984, tomo I, p. 88.

  (11) ACKERMAN, M. E. (dir.), Ley de Contrato de Traba-
jo comentada, Segunda Edición. Tomo I. Rubinzal Culzoni, 
2019, p. 121.

la ley contra la evasión de las normas laborales 
imperativas consistía en quitar eficacia a la exo-
neración de responsabilidad laboral procurada 
por el empleador mediante la  fraudulenta  in-
terposición de un tercero, resultando en conse-
cuencia responsable directo del cumplimiento 
de las obligaciones laborales. 

Luego, expresamente en el artículo 29, la LCT 
se encargó especialmente de intermediación y 
mediación, así como de asignar los efectos para 
cada caso.

Con anterioridad a la reforma de la ley 27.742, 
dicha norma establecía: “Art. 29. - Interposición 
y mediación. Solidaridad. Los trabajadores que, 
habiendo sido contratados por terceros con vis-
ta a proporcionarlos a las empresas, serán con-
siderados empleados directos de quien utilice 
su prestación. En tal supuesto, y cualquiera que 
sea el acto o estipulación que al efecto concier-
ten, los terceros contratantes y la empresa para 
la cual los trabajadores presten o hayan presta-
do servicios responderán solidariamente de to-
das las obligaciones emergentes de la relación 
laboral y de las que se deriven del régimen de la 
seguridad social. Los trabajadores contratados 
por empresas de servicios eventuales habilita-
das por la autoridad competente para desempe-
ñarse en los términos de los artículos 99 de la 
presente y 77 a 80 de la Ley Nacional de Empleo, 
serán considerados en relación de dependencia, 
con carácter permanente continuo o disconti-
nuo, con dichas empresas”.

En sus dos primeros párrafos, la norma regu-
laba aquellos presupuestos cuya ocurrencia no 
deseaba, justamente, instaurando un mecanis-
mo regulatorio que se hace eco de aquel men-
cionado principio de primacía de la realidad, 
a través del que intenta echar por tierra los ca-
sos fraudulentos de interposición de personas; 
mientras que, en la última parte del artículo, se 
dedica a regular otro supuesto, ahora legítimo, 
de mediación, al que impone otros efectos.

Respecto a estos últimos, la LCT establece 
como requisitos acumulativos que el trabaja-
dor preste tareas de carácter eventual y que la 
intermediación se realice, justamente, a través 
de Empresas de Servicio eventual. El incumpli-
miento de alguno de ellos tornaba aplicables los 
resortes establecidos en los artículos 14 y 29. 
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Ahora bien, en lo que al primer supuesto res-
pecta (primeros dos párrafos del art. 29 de la 
LCT) y sin que sea el objetivo de esta obra ago-
tar todos los posibles supuestos fácticos que 
pueden encuadrarse en el marco de esta norma, 
cabe recordar que la interposición de personas 
(físicas o jurídicas), se presenta cuando una per-
sona contrata a un trabajador, pero no para que 
se incorpore a una unidad productiva propia, 
sino para que preste servicios para otra empre-
sa o persona jurídica que los utilizará. 

Puede acontecer mediante la interposición de 
personas físicas o jurídicas, de cooperativas de 
trabajo o de empresas que actúan como empre-
sas de servicios eventuales, sin cumplir con todos 
los requisitos legales para su actuación como ta-
les. Suele tratarse de una estrategia utilizada por 
empresas para abaratar costos y/o para desligar-
se de responsabilidades patronales.

Es un caso típico de relaciones “triangulares” 
cuando, además del trabajador y del beneficia-
rio de la prestación, interviene una persona 
más, solo que en los casos de “interposición” 
este tercero no se incorpora, pues el vínculo se 
establece directamente entre la empresa que 
utiliza los servicios y el empleado, sin perjui-
cio de la existencia de este tercero que pretende 
asumir el carácter de empleador.

Foglia  (12) explica que la interposición o me-
diación de personas en el ámbito de una rela-
ción laboral se da cuando un sujeto se ubica en 
el medio de los sujetos naturales de la vincula-
ción, esto es, el empleador (cfr. art. 26 LCT) y el 
trabajador (cfr. art. 25 LCT), pero sin llegar a ser 
sustancialmente empleador ni trabajador.

Es lo que en la doctrina se conoce como “hom-
bre o empresa de paja”, en donde esta interpó-
sita persona “figura” como empleador, cuando 
en realidad lo era quién recibe los servicios, que 
impone los horarios de prestación, sugiere san-
ciones ante incumplimientos laborales, impone 
un uniforme o vestimenta acorde a la explota-

  (12) FOGLIA, R. A., en “Ley de Contrato de Trabajo Co-
mentada y Concordada” dir. por Rodríguez Mancini, J., 
La Ley, 2007, p. 251; citado por BRAIN, Daniel Horacio en  
“El caso del artículo 29 primer párrafo, Ley de Contrato de 
Trabajo: ¿Solidaridad o responsabilidad directa y personal 
del empresario requirente?”, artículo publicado en Revis-
ta de Derecho Laboral. La solidaridad en el contrato de 
trabajo II, Dir. por Ackerman, Mario E. y Las Heras, Horacio. 
Rubinzal-Culzoni. 2021, p. 14.

ción comercial, brinda las herramientas de tra-
bajo, etc. 

La empresa intermediaria actúa como un ver-
dadero “nexo contractual”, realiza la búsqueda 
del trabajador que la empresa requirente ne-
cesita, realiza entrevistas y termina por pro-
porcionarlo a la empresa requirente. En esas 
condiciones, dicha empresa nunca se va a pre-
sentar como empleador, sino como una empresa 
proveedora de servicios o de mano de obra (13). 

Las empresas usuarias, en el marco de estas 
triangulaciones, suelen negar su carácter de em-
pleadores y con ello, intentan evadir el cúmulo 
de responsabilidades patronales a su cargo. 

La interposición fraudulenta, entonces, tiene 
por objeto la evasión de todo el derecho indivi-
dual del trabajo: interpuesto un tercero entre el 
trabajador y el empleador, este aparece fuera de 
toda responsabilidad, que recae sobre el tercero.

El peligro de esta evasión se potencia, cuan-
do la organización que provee al empleado es 
intencionalmente insolvente, con el afán de de-
jar sin amparo los derechos de los trabajadores.

Frente a estos casos —hasta la reforma ins-
taurada por la LB—, se entendía pacíficamente 
que la relación se establecía directamente con 
la empresa utilizadora de los servicios, en per-
fecta armonía no solo con el principio de prima-
cía de la realidad sino con todo el espíritu de la 
norma.

Incluso más, ese tercero intermediario que, 
aunque no lo era, pretendía figurar como em-
pleador, no quedaba indemne. Por el contra-
rio, debía responder solidariamente junto con 
quien utilizó los servicios del trabajador. 

Vemos entonces cómo la legislación, sin prohi-
bir este tipo de relaciones, las preveía y autori-
zaba, aunque reaccionando en un doble sentido 
frente a la interposición fraudulenta: por un 
lado, imputando la relación de dependencia del 
trabajador directamente con quien fue benefi-
ciado por el trabajo; y por otro, disponiendo la 
solidaridad entre los sujetos que intervinieron 
en aquella triangulación.

 (13) BRAIN, D. H., op. cit., pp. 13-14.
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Tal solución tenía como objeto, principalmen-
te, que el trabajador pudiera tener una acción 
directa contra su verdadero empleador impi-
diendo de ese modo, que el trabajo sea objeto de 
transacción mercantil. En definitiva, evitar que 
se intentara disfrazar una relación de trabajo 
directa bajo una falsa interposición que pudiera 
ser permeable a que verdadero empleador eva-
da sus responsabilidades laborales y de la segu-
ridad social. 

Sin embargo, a riesgo de pecar de una excesi-
va generosidad en la calificación de la reforma, 
esta reacción legislativa se vio “morigerada” en 
la nueva redacción del art. 29 de la LCT, a partir 
de la sanción de la LB.

“Art. 29. - Mediación. Intermediación. Solidari-
dad. Subsidiariedad. Los trabajadores serán con-
siderados empleados directos de aquellos que 
registren la relación laboral, sin perjuicio de ha-
ber sido contratados con vistas a utilizar su pres-
tación o de proporcionarlos a terceras empresas. 
La empresa usuaria será responsable solidaria 
por las obligaciones laborales y de la seguridad 
social respecto de los trabajadores proporciona-
dos, exclusivamente respecto de aquellas deven-
gadas durante el tiempo de efectiva prestación 
para esta última”.

La norma encuentra su correlato en la incorpo-
ración del artículo 7° bis a la ley 24.013 (art. 83 de 
la LB) a partir del cual se establece que la registra-
ción del contrato de trabajo se considerará plena-
mente eficaz cuando hubiera sido realizada por 
cualquiera de las personas (humanas o jurídicas) 
intervinientes y, a su vez, termina siendo la con-
tracara de las modificaciones introducidas con el 
afán de “deslaboralizar” ciertas relaciones (es-
pecialmente con las reformas de los artículos 2° 
y 23 de la LCT y con la figura del trabajador inde-
pendiente con colaboradores).

La regulación del P.E.N. (anexo II del decre-
to 847/2024) no hizo más que ratificar lo que se 
veía venir: la confirmación de que tanto los em-
pleadores como las terceras empresas usuarias 
se encuentran plenamente autorizadas para re-
gistrar el contrato de trabajo. 

Comparto aquí con Ackerman  (14) en su re-
flexión respecto a que “la descripción prac-

 (14) ACKERMAN, M. E. ob. cit., La Reforma Laboral en la 
ley 27.742 y su Reglamentación, p. 240.

ticada en el art. 29 parece significar que el 
trabajador no es contratado por esa empresa (la 
usuaria), sino que solo es registrado por un ter-
cero —cualquiera, según lo admite el art. 7° bis 
de la ley 24.013— y usado por aquella, convir-
tiendo de ese modo a la persona que trabaja en 
una suerte de bien mueble semoviente regis-
trable, como lo pueden ser otros recursos aptos 
para la producción y los servicios”. 

Queda a la vista la intención legislativa de 
revertir la lógica antifraude que traía consigo 
el artículo 29 de la LCT, permitiendo conside-
rar que quien es un empleador pueda no ser-
lo, rompiendo esa simbiosis y armonía reinante 
entre principios e institutos instaurados en la 
LCT y que operaban como un bloque de garan-
tías para los trabajadores.

IV. Un ordenamiento que no se encuentra del 
todo ordenado. Contradicciones que ponen en 
duda la viabilidad y la constitucionalidad de las 
reformas

Hasta aquí, han quedado expuestos los evi-
dentes contrastes que, a partir de las reformas 
introducidas por la LB, se dan en el propio seno 
de la LCT.

Sin embargo, también sería válido y oportu-
no preguntarnos si verdaderamente existe una 
afectación real de los derechos de los trabaja-
dores que sean contratados en el marco de re-
laciones triangulares como las previamente 
detalladas; sobre todo teniendo en cuenta que, 
en definitiva, el vigente artículo 29 de la LCT 
establece que ambas empresas (proveedora y 
usuaria) responden solidariamente.

Sin ir más lejos, un sector de la doctrina  
—con el que dejo a salvo mis rotundas discre-
pancias— celebra enfáticamente la reforma in-
troducida por la LB, por considerar que vino a 
poner “blanco sobre negro” en una relación de 
tres, “poniendo las cosas en su quicio” al llamar 
a cada parte interviniente por lo que realmente 
es en esa dinámica triangular y dejando a salvo 
el supuesto de insolvencia malintencionada, a 
través del remedio de la solidaridad. (15)

 (15) MANSILLA, A. “Nuevo artículo 29 de la LCT: poniendo 
las cosas en su quicio”, publicado en DT 2024 (septiembre), 
TR LA LEY AR/DOC/22037/2024.
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Es preciso aclarar que la solidaridad a la que 
refiere la norma (en ambas redacciones) es 
siempre pasiva y legal, en tanto tiene por causa 
fuente a la ley e implica la existencia de una plu-
ralidad de deudores. Conforme lo dispuesto por 
el artículo 833 y ss. del Código Civil y Comercial 
de la Nación, el acreedor tiene derecho a reque-
rir el pago a uno, a varios o a todos los codeudo-
res, simultánea o sucesivamente.

No obstante, aunque la solidaridad impuesta 
a la empresa usuaria respecto de las obligacio-
nes laborales y de la seguridad social para con 
los trabajadores que le fueran proporcionados, 
durante el tiempo de efectiva de su prestación, 
pudiera resultar un “remedio” eficiente frente 
a la eventual insolvencia de la empresa provee-
dora, esta última solo es una de las consecuen-
cias disvaliosas de la interposición fraudulenta 
de personas.

De allí la necesidad de repasar y profundizar 
sobre aquellas consecuencias jurídicas en las 
relaciones de trabajo que la nueva redacción de 
la norma trae consigo aparejadas. 

El solo hecho de pretenderse que quien con-
trata o, peor aún, quien registra a un trabaja-
dor sea considerado su empleador atenta contra 
principios neurálgicos que hacen a la estructu-
ra de la LCT, violentando especialmente al de la 
primacía de la realidad.

A decir de Tosca, la reforma, además, impli-
ca una convalidación legal del fraude  (16), fo-
mentándose a través de ella la interposición de 
personas con el propósito de reducir costos y de 
sustraer al trabajador de sus derechos.

Una ley que, en lo que al instituto en análi-
sis respecta, atenta no solo —como vengo sos-
teniendo— con los principios vigentes de la 
misma norma que se reformó (LCT) sino que 
también viene a contramano de una jurispru-
dencia que, a lo largo del tiempo, ha sido pacífi-
ca sobre la materia.

Sin perjuicio de que las indemnizaciones 
agravadas de las leyes N.° 24.013 y 25.323 fue-
ron derogadas a partir de la LB, basta con citar, 
a modo de ejemplo, un reciente fallo dictado por 
la Cámara de Apelaciones del Trabajo de Con-
cepción, Provincia de Tucumán que, en el afán 

 (16) TOSCA, D. M., op. cit., pp. 181-182.

de sostener el carácter antifraude de la norma 
en una interpretación sistémica de la ley 24.013, 
ha sostenido que “[p]recisamente la figura des-
cripta en el art. 29 de la L.C.T. tiende a prevenir 
el fraude consistente en la interposición entre 
el empleador y el trabajador de un sujeto que 
formalmente contrata a este último. A mi modo 
de ver, la registración de la relación laboral por 
el contratante del trabajador, en este caso el de-
mandado (C.R), no basta para el cumplimien-
to de la obligación impuesta por el art. 7° de la  
ley 24.013, ni del objetivo fijado por el art. 2°, 
inc. j) de la ley citada. Cabe añadir que el  
art. 7°, inc. a) impone al empleador la registración 
del contrato o relación de trabajo en el libro del  
art. 52 de la L.C.T. (t.o.) o en la documentación 
laboral que haga sus veces, y esa obligación no 
puede ser suplida por un tercero, máxime que 
ese tercero es quien intermedió fraudulenta-
mente en la relación laboral. Por ende, conside-
ro que en el ‘sub-lite’ la relación laboral entre 
el actor y (…) S.A. no dejó de ser clandestina, 
siendo dicha circunstancia la que justamente 
encuadra en los supuestos de procedencia de la 
normativa analizada” (17).

En un sentido análogo, la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo, en pleno, había dicta-
do un fallo plenario en donde sentó, como doc-
trina, que “[c]uando de acuerdo con el primer 
párrafo del artículo 29 de la LCT se establece 
que el trabajador ha sido empleado directo de 
la empresa usuaria de sus servicios, procede la 
indemnización prevista en el  artículo 8º de la 
ley 24.013 aunque el contrato de trabajo haya 
sido inscripto solamente por la empresa inter-
mediaria” (18).

Sumado a lo antedicho, no puede pasarse por 
alto el contraste entre el artículo 29 y su inme-
diato siguiente. Aunque podría tratarse de un 
olvido legislativo -propio de la dinámica acele-
rada y desordenada en la que se gestó la LB—, 
lo cierto es que hoy coexisten ambas normas  
(art. 29 y 29 bis de la LCT).

Es oportuno preguntarnos, entonces, qué di-
ferencias fácticas y legales caben señalar res-

  (17) CAMARA DE APELACIONES DEL TRABAJO, Sala I, 
Concepción, Tucumán. Expte. N.º 66/23. Sentencia N.º 155 
del 25/10/2024.

  (18) CNAT. Fallo Plenario N.º 323 en la causa “Vázquez 
María Laura c/ Telefónica de Argentina SA y otros/ despi-
do», 30/06/2010.

https://www.saij.gob.ar/santiago-jose-ramos-plenario-vazquez-procedencia-multa-prevista-articulo-8-ley-24013-cuando-trabajador-se-encuentra-registrado-sujeto-intermediario-su-verdadero-empleador-dacf100078-2010-10/123456789-0abc-defg8700-01fcanirtcod
https://www.saij.gob.ar/santiago-jose-ramos-plenario-vazquez-procedencia-multa-prevista-articulo-8-ley-24013-cuando-trabajador-se-encuentra-registrado-sujeto-intermediario-su-verdadero-empleador-dacf100078-2010-10/123456789-0abc-defg8700-01fcanirtcod
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pecto a la situación de trabajadores contratados 
para ser provistos a terceras empresas por otra 
empresa cuyo único objeto sea especialmente 
aquel, que no cuente con una estructura empre-
sarial propia y que no se encuentra legalmente 
habilitada como empresas de servicios eventua-
les, respecto de los trabajadores contratados por 
empresas que si lo están; pues a decir de ambas 
normas, mientras los primeros serán considera-
dos empleados directos de quien registre la re-
lación (empresa proveedora) y por ende, con las 
condiciones laborales propias de la actividad en 
que esta última se encuentre registrada, los se-
gundos estarán regidos por la Convención Co-
lectiva, serán representados por el Sindicato y 
beneficiados por la Obra Social de la actividad o 
categoría en la que efectivamente preste servi-
cios en la empresa usuaria.

Visto de ese modo, lo que este juego normati-
vo podría dar lugar es, nada más y nada menos, 
a una situación de discriminación entre traba-
jadores en el marco de una misma empresa o 
actividad, según sea el tenor y la legalidad de 
la empresa que opere como intermediaria; y 
con ello, abre la puerta a la declaración de in-
constitucionalidad de la norma, por violentar el 
principio de igual remuneración por igual tarea 
establecido en el artículo 14 bis de la Constitu-
ción Nacional.

De igual modo, podría existir discriminación 
frente al trato desigual que se otorgase a los 
propios empleados de una empresa frente a los 
provistos por una empresa proveedora (en los 
términos del vigente artículo 29 de la LCT).

Ello, sobre todo teniendo en cuenta que, en el 
seno de una misma empresa podrían coexistir 
trabajadores que, aunque realizando las mis-
mas tareas, en el marco de la misma actividad 
y bajo las órdenes del mismo empleador (en el 
sentido del art. 26 LCT) sus regímenes contrac-
tuales estarán subsumidos bajo las disposicio-
nes de diferentes convenios colectivos, lo que 
traería aparejado diferentes salarios, jornadas, 
licencias, descansos y, en general, dispares con-
diciones de labor e incluso, diferentes benefi-
cios de la seguridad social. 

En efecto, una de las consecuencias relevan-
tes que trae aparejada la producción en red y la 
segmentación cabal de la actividad, da lugar a lo 
que en la doctrina se conoce como “atomización 
de la figura empleador” que, en parte, proviene 

de una desviación, una suerte de “no identifica-
ción”, entre el contratante y el que recibe el fru-
to del trabajo que se lleva a cabo en un ámbito 
ajeno, en el que concurren diferentes empresas. 
Este hecho, genera que en un mismo ámbito y 
para la conclusión de un mismo producto final, 
confluyan distintos trabajadores, con diferente 
ámbito estatutario y un empleador disímil (19).

Lo mismo cabe decir respecto al ejercicio de 
los derechos sindicales. Las posibilidades de 
ejercer la representación sindical (conforme 
artículo 45 de la ley 25.323 (20)) será diferente 
para el caso de un trabajador registrado como 
empleado de una empresa proveedora de perso-
nal que tenga muy pocos empleados, en contras-
te con los trabajadores de empresas con decenas 
o centenares de trabajadores, aun cuando pres-
te servicios para estas últimas, codo a codo con 
estos últimos trabajadores.

La externalización hacia empleadores de me-
nor envergadura, como empresas tercerizado-
ras, genera fragmentación sindical y debilita 
la capacidad colectiva de los trabajadores. Es-
tos, además de quedar excluidos de los conve-
nios colectivos que representan a la actividad 
principal en la que efectivamente laboran, ven 
dificultada su participación en negociaciones 
colectivas, disminuyendo la posibilidad de re-
presentación gremial efectiva.

Estas consecuencias no harán más que lograr 
una “hiperjudicialización” de los reclamos labo-
rales, ya que los trabajadores, para hacer valer 
sus derechos, tendrán que demostrar no solo 
la vinculación efectiva con la empresa usuaria 

(19) ALVAREZ, E. “Derecho del Trabajo. Tercerización”. Dir. 
FERA, M. S. y RECALDE, H. P. Tomo 1, mayo 2012, p. 12.

(20) Ley N.º 23.551. Asociaciones sindicales. Art. 45:  
“A falta de normas en las convenciones colectivas o en 
otros acuerdos, el número mínimo de los trabajadores que 
representen la asociación profesional respectiva en cada 
establecimiento será: a) De diez (10) a cincuenta (50) tra-
bajadores, un (1) representante; b) De cincuenta y uno (51) a 
cien (100) trabajadores, dos (2) representantes ; c) De cien-
to uno (101) en adelante, un (1) representante más cada cien 
(100) trabajadores, que excedan de cien (100) a los que 
deberán adicionarse los establecidos en el inciso anterior. 
En los establecimientos que tengan más de un turno de 
trabajo habrá un delegado por turno, como mínimo. Cuan-
do un representante sindical está compuesto por tres o 
más trabajadores, funcionará como cuerpo colegiado. Sus 
decisiones se adoptarán en la forma que determinen los 
estatutos”.
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para reclamar sus derechos, sino los perjuicios 
—que como se vio, son significativos— aumen-
tando la carga probatoria, la cantidad y los cos-
tos de los litigios.

En definitiva, como lo explica Tosca con envi-
diable precisión y claridad, al determinar el ar-
tículo 29 de la LCT que los “trabajadores serán 
considerados empleados directos de aquellos 
que registren la relación laboral (…)”, tal con-
sideración solo podrá tener lugar cuando aquel 
que registra la relación tiene una actividad pro-
pia que justifica la provisión del trabajador  
—como puede ser la provisión de un servicio 
de consultoría, de atención u operación de sis-
temas informáticos, de administración de datos, 
etc.— pero si de lo que se trata es de la mera 
provisión de personal, por aplicación del artícu-
lo 14 de la LCT y teniendo asimismo en cuenta 
las restricciones que imponen las reglas citadas 
sobre provisión de trabajadores para servicios 
eventuales, deberá entenderse que es emplea-
dor quien utiliza la prestación (21).

V. Conclusión

El recorrido analítico desarrollado en este tra-
bajo permite advertir cómo la reciente reforma 
del artículo 29 de la Ley de Contrato de Trabajo 
(LCT) tensiona los principios esenciales que han 
dado forma al derecho laboral argentino desde 
su génesis.

Bajo el pretexto de modernizar las relacio-
nes laborales, esta reforma introduce elemen-
tos que fragmentan el vínculo entre trabajador 
y empleador, debilitando principios históricos 
que protegían a la parte más vulnerable de esta 
relación.

El debilitamiento del principio antifraude, la 
desvinculación entre quien utiliza y quien con-
trata al trabajador, y la consagración de relacio-
nes triangulares desreguladas no son simples 
ajustes normativos; son, en esencia, una invita-
ción al abuso.

  (21) TOSCA, D. M., “El artículo 29 de la LCT modifica-
do por la ley 27.742 “ley bases”. La convalidación legal del 
fraude”, artículo publicado en Revista de Derecho Laboral,  
ley 27.742: la reforma laboral en la ley de Bases y Puntos de 
Partida para la Libertad de los Argentinos, Dir. por Ackerm-
nan, Mario. Rubinzal-Culzoni. 2024, p.120.

En su conjunto, estas modificaciones alejan al 
derecho laboral de su esencia: equilibrar la asi-
metría entre las partes.

El impacto de esta reforma no se limita al pla-
no jurídico, sino que tiene profundas implican-
cias sociales. 

Al relegar la protección del trabajador a un 
plano secundario, el sistema jurídico corre el 
riesgo de priorizar una “libertad” empresarial 
que se traduce en precariedad laboral y erosión 
de derechos colectivos. En un contexto donde 
la competitividad y la eficiencia parecen ser 
las metas supremas, se olvida que el verdade-
ro progreso social no puede construirse sobre la 
vulneración de derechos fundamentales.

En este sentido, el desafío no es menor: re-
construir un marco normativo que, sin renun-
ciar a la flexibilidad necesaria para adaptarse a 
los cambios, restablezca la centralidad del tra-
bajador como sujeto de preferente tutela cons-
titucional. 

Solo así podremos avanzar hacia un siste-
ma jurídico más coherente y un modelo de re-
laciones laborales que honre los principios de 
justicia social y equidad que dieron origen al de-
recho del trabajo.

Sin embargo, no todo está perdido. El princi-
pio antifraude instaurado por el artículo 14 de 
la LCT continúa —nuevamente, hoy más que 
nunca— vigente, así como las restantes defini-
ciones que la norma nos ofrece.

El tratamiento efectuado sobre el concepto 
de empresa y de empleador en la ley, y su en-
tendimiento en el marco de un original cuerpo 
normativo diagramado sistémicamente, resulta 
relevante para demostrar la flexibilidad de sus 
estructuras y su permeabilidad y, como conse-
cuencia de ello, la supervivencia del sistema.

Su subsistencia dependerá de la conciencia de 
sí que tengan los trabajadores sobre su posición 
de desigualdad y de su lucha por lo que es debi-
do en cuanto tal; así como la fundamentación de 
los planteos que ellos hicieran y el compromiso 
y valentía de los Juzgadores y demás operado-
res judiciales frente a las exigencias de adapta-
ción y ponderación entre derechos en contraste.
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I. Introducción 

Este texto es, ante todo, una invitación a pen-
sar. No pretende sentar cátedra ni ofrecer un 
recetario acabado. Es el resultado de muchas 
horas compartidas en aulas, reuniones, pasillos 
y llamados; de más de una década de trabajo 
sostenido en el Centro de Capacitación Judicial 
de la Provincia de La Pampa y de incontables in-
tercambios con colegas y referentes de distintas 
provincias, en el marco del trabajo conjunto en 
el Instituto de Capacitación Judicial de las Pro-
vincias Argentinas y Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires (REFLEJAR).

Surge, entonces, como una síntesis de reflexio-
nes nacidas de la práctica, del día a día de quie-
nes piensan, diseñan, coordinan y sostienen la 
capacitación judicial en contextos muy diver-
sos. A lo largo de los años, esas conversaciones 
han ido revelando patrones comunes, pregun-
tas recurrentes, y también intuiciones valiosas 
sobre qué funciona, qué falta, qué duele y qué 
inspira en nuestros esfuerzos formativos.

Cada uno de los diez principios que aquí se 
proponen está pensado como una brújula po-
sible (con una nota acaso utópica), una herra-
mienta de navegación en ese mapa siempre 
cambiante que es la formación judicial. Están 
escritos desde la convicción de que la capacita-
ción puede —y debe— ser una de las palancas 
más potentes para mejorar no solo el funciona-
miento del sistema de justicia, sino también su 
sentido y su cercanía con la sociedad.

II. Diez principios y diez historias

Para acompañar cada uno de estos principios, 
se incluyen pequeñas parábolas simbólicas. 
Estas breves historias no intentan simplificar, 
sino sugerir. Aparecen como notas al margen 
que buscan resonar, tocar una fibra, tal vez de-
cir con imágenes lo que a veces no alcanzamos 
a expresar con definiciones. Porque enseñar y 
aprender —como bien saben quiénes se dedi-
can a la capacitación— no es solo un asunto de 
técnica o contenido, sino también de narrativa, 
de experiencia y de sentido compartido.

En ese espíritu, lo que aquí se propone es un 
decálogo. Diez principios para pensar, fortale-
cer y renovar la capacitación judicial desde la 
experiencia, con mirada crítica, sentido prácti-
co y vocación de futuro.

Pero también —y quizás, sobre todo— un de-
cálogo pensado como advertencia.Cada princi-
pio enuncia un rumbo deseable, pero también 
alerta sobre un riesgo latente. Detrás de cada 
propuesta, subyace una tendencia contraria 

(*) Abogado (Universidad Nacional de La Plata). Magister 
en Magistratura y Derecho Judicial (Universidad Austral). 
Especialista en Derecho Público y Doctor en Derecho (Uni-
versidad Nacional de Córdoba). Profesor adjunto de De-
recho Público Provincial y Municipal (Universidad Nacional 
de La Pampa). Secretario de Jurisprudencia del Superior 
Tribunal de Justicia de La Pampa y secretario Coordinador 
del Centro de Capacitación Judicial de la Provincia de La 
Pampa.
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que conviene identificar y desactivar a tiempo. Así, este texto también puede leerse como un código 
de señales de alarma ante defectos persistentes que, si no se abordan, limitan gravemente el impac-
to transformador de la formación judicial.

Criterio Razón Peligro a evitar

1. Diseño curricular basado en 
necesidades reales

Asegura pertinencia y utilidad de la 
formación en contextos específicos

Programas genéricos, desconecta-
dos del trabajo real. Reproducción 
de modelos vacíos.

2. Interacción genuina entre 
práctica y teoría

Enriquece la formación con saberes 
situados y experiencias significati-
vas

Formación abstracta, sin herramien-
tas aplicables ni conexión con la 
realidad judicial.

3. Didácticas centradas en el 
aprendizaje activo

Favorece la apropiación crítica del 
conocimiento y el desarrollo de ha-
bilidades

Participación pasiva, aprendizaje 
superficial, escasa transferencia a 
la práctica.

4. Compromiso de la orga-
nización y sus funcionarios con 
el valor crítico de la capacitación

Sostiene el valor estratégico de la 
formación con recursos, legitimidad 
institucional y participación activa

Formación sin estructura, sin respal-
do ni continuidad. Apatía institucio-
nal. Desgaste de equipos

5. Enseñar es evaluar 
Permite verificar el impacto real del 
aprendizaje y orientar mejoras con-
tinuas

Evaluaciones simbólicas o inexis-
tentes. Formación sin evidencia de 
aprendizaje.

6. Descentralización y equidad 
territorial

Democratiza el acceso y fortalece 
capacidades locales

Exclusión geográfica. Concentra-
ción de oportunidades en las ca-
pitales.

7. Capacitación inclusiva y de-
mocratizadora

Reconoce la diversidad de actores 
del sistema judicial y amplía su pro-
fesionalización

Formación elitista. Jerarquización 
excluyente del saber y de los des-
tinatarios.

8. Sistematización y continuidad
Construye trayectorias formativas 
coherentes y sostenidas en el tiem-
po

“Cursos sin escuela”. Actividades 
dispersas, sin impacto estructural.

9. Inserción de valores éticos y 
actitudinales

Fortalece el compromiso institu-
cional y la toma de decisiones con 
sentido

Saber técnico sin conciencia. Auto-
matismo normativo sin dimensión 
humana ni ética.

10. Apertura al ecosistema de 
justicia y a la sociedad

Mejora la coordinación interinsti-
tucional y la legitimidad social del 
sistema de justicia

Endogamia judicial. Formación ce-
rrada, desconectada de los actores 
y demandas sociales reales.

II.1. Principio 1. Diseño curricular basado en necesidades reales

Un rey del desierto viajó a un valle fértil y quedó maravillado con sus huertos, canales y cosechas 
sin esfuerzo.

Al volver, mandó construir los mismos canales en sus tierras secas, sembró las mismas semillas y 
esperó la lluvia… que no llegó.

Los cultivos murieron, y el pueblo murmuraba.

Entonces, un niño le dijo: “Señor, allá sembraban en agua; aquí debemos sembrar en viento y en 
sombra”.

El rey miró el suelo resquebrajado y comprendió que un buen modelo no sirve si no escucha al lugar 
donde quiere echar raíces.
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Uno de los pilares para una capacitación judi-
cial efectiva es el diseño de programas formati-
vos que partan de un relevamiento sistemático 
de necesidades concretas. Esto supone construir 
currículas que reflejen los desafíos específicos 
que enfrentan los diversos actores judiciales en 
el ejercicio de sus funciones, evitando tanto la 
oferta genérica como la reproducción automáti-
ca de estructuras académicas desvinculadas de 
la práctica.

Este principio aparece subyacente a proble-
mas comunes que fueran detectados en estudios 
sobre capacitación judicial, como los de Maren-
si y González Postigo, que alertaban sobre la 
problemática de una capacitación desconectada 
de los procesos de cambios que se produjeron 
en los sistemas judiciales penales y administra-
da a través de una modalidad de transmisión de 
información legal o normativa (1).

Para afrontar ello, un buen punto de partida 
es la aplicación periódica de diagnósticos parti-
cipativos, que integren herramientas como en-
cuestas internas, entrevistas grupales y análisis 
de desempeño. Estas metodologías permiten re-
levar tanto necesidades explícitas —contenidos 
normativos, procedimientos, nuevas tecnolo-
gías— como también demandas más sutiles, re-
lacionadas con habilidades comunicacionales, 
gestión organizacional o resolución de conflic-
tos. De este modo, se avanza hacia una oferta 
que no solo transmite conocimiento, sino que 
construye capacidades prácticas.

En esa dirección, Cooper y González Postigo 
destacan que una de las claves del éxito de las 
escuelas judiciales en América Latina ha sido 
su capacidad para adaptar los contenidos a los 
contextos reales del foro. Según estos autores, 
“el diseño curricular debe estar orientado por 
las necesidades específicas de cada función ju-
dicial, ser sensible al nivel de experiencia de 
los participantes y estar ligado al entorno socio-
político en el que se ejerce la función jurisdic-

(1) GONZÁLEZ POSTIGO, Leonel, Luces y sombras de las 
escuelas judiciales: ¿Cuál es el futuro de la capacitación?, 
en Revista del Instituto de la Judicatura Federal, Número 44, 
julio-diciembre de 2017, pp 65-106; MARENSI, Inés, Un nue-
vo enfoque pedagógico para la capacitación judicial en 
América Latina, En revista “Sistemas Judiciales”, núm. 1, 
¿Crisis en la capacitación judicial?, CEJA-INECIP, 2002,  
pp. 26-27.

cional”  (2). Esta perspectiva implica reconocer 
que los jueces, fiscales, defensores, secretarios, 
y empleados judiciales requieren programas di-
ferenciados, pensados para sus realidades fun-
cionales y trayectorias profesionales.

Vincular el diseño formativo con los proble-
mas y retos reales que enfrentan los operado-
res judiciales tiene una explicación estratégica: 
los adultos aprenden mejor cuando perciben 
un valor inmediato y aplicable en los conteni-
dos ofrecidos. Esto refuerza la necesidad de 
una capacitación que no solo enseñe “qué dice 
el derecho”, sino también “cómo aplicarlo” en 
contextos complejos, cambiantes y muchas ve-
ces cargados de conflictividad social.

En este punto debe señalarse la conexión con 
un déficit que suelen presentar las Escuelas y 
Centros Judiciales en Argentina (y que no se li-
mita solo a una situación específica del Poder 
Judicial) como es la falta de datos estadísticos 
consistentes, seriados y continuados en el tiem-
po. Como dice Martín Böhmer, para poder ela-
borar propuestas sólidas y eficaces en torno al 
funcionamiento del Poder Judicial, es indispen-
sable contar con información detallada sobre su 
práctica diaria. Necesitamos conocer cómo ope-
ran los tribunales en su rutina cotidiana, cuánto 
tiempo llevan los procesos, cuán efectivos son 
en la resolución de conflictos, y de qué manera 
intervienen abogados y auxiliares judiciales en 
esa dinámica (3). 

Sin esa información concreta y sistemáti-
ca sobre el quehacer judicial, la planificación 
institucional no puede basarse únicamente en 
encuestas sobre inquietudes o en impresiones 
generales. Aunque valiosas, estas herramien-
tas no alcanzan para entender a fondo los pro-
blemas estructurales ni para orientar políticas 
efectivas. En ese vacío, las escuelas judiciales 
muchas veces terminan diseñando programas 
de formación sin un diagnóstico claro y con un 
dispar impacto en la mejora del servicio de jus-
ticia.

  (2) COOPER, Jeremy, - GONZÁLEZ POSTIGO, Leonel. 
Capacitación Judicial en América Latina: Un estudio sobre 
las prácticas de las Escuelas Judiciales. Centro de Estu-
dios de Justicia de las Américas (CEJA)., 2017, p. 23.

  (3) BOHMER, Martín en AA.VV., Visiones y misiones de 
la capacitación judicial, Editorial Jusbaires, Buenos Aires, 
2017, p. 31.
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II.2. Principio 2. Interacción genuina entre práctica 
y teoría

Una alfarera enseñaba a moldear vasijas ex-
plicando cada paso con detalle, pero sin tocar el 
barro. Sus alumnos escuchaban, pero sus manos 
temblaban frente al torno. Un día, una anciana 
del pueblo —que no sabía leer ni nombrar téc-
nicas— pidió sentarse junto a ellos. En silencio, 
mostró cómo sentir la humedad, cómo corregir 
con el pulgar, cómo respirar con la pieza. La alfa-
rera la miró con respeto y entendió que enseñar 
también es mostrar con las manos lo que no cabe 
en los libros.

Uno de los principales desafíos para el de-
sarrollo de una capacitación judicial eficaz es 
lograr una articulación genuina entre el cono-
cimiento teórico y la práctica profesional. Tradi-
cionalmente, muchas instancias formativas han 
reproducido formatos de enseñanza universita-
rios, centrados en la exposición doctrinaria, lo 
que puede resultar insuficiente frente a la com-
plejidad de las funciones jurisdiccionales. En el 
ámbito judicial, la formación debe ser eminen-
temente situada, es decir, contextualizada en las 
tareas reales que desarrollan quienes imparten 
justicia.

Esta preocupación explica una larga y fructí-
fera transición -todavía no completada- en las 
modalidades de la formación judicial: tradi-
cionalmente, estos espacios se enfocaban en la 
transmisión de conocimiento a través de clases 
magistrales o programas rígidos, en los que el 
docente actúa como el único emisor de “saber”. 
No obstante, las Escuelas Judiciales han comen-
zado a adoptar gradualmente nuevas formas de 
enseñanza que responden a estos retos y propo-
nen modelos de formación alternativos (4).

Una estrategia concreta para lograr esta inte-
gración es el desarrollo de “clínicas judiciales” 
o “laboratorios de casos”, en los que se traba-
jen problemáticas reales del ámbito jurisdiccio-
nal, combinando análisis normativo, discusión 
de jurisprudencia, simulaciones de audiencias 
y ejercicios prácticos. Este tipo de propuesta 
formativa permite aplicar los conceptos en si-
tuaciones verosímiles, favoreciendo un apren-

 (4) Cf. GONZÁLEZ POSTIGO, Leonel (2017), Luces y som-
bras de las escuelas judiciales: ¿Cuál es el futuro de la ca-
pacitación?, en Revista del Instituto de la Judicatura Fede-
ral, Número 44, julio-diciembre de 2017, pp. 65-106; en p. 80.

dizaje significativo y orientado a la resolución 
de problemas.

Por otro lado, también es clave incorporar es-
pacios de reflexión sobre la propia práctica, en 
los que los participantes puedan analizar críti-
camente sus decisiones, rutinas y dilemas éticos. 
Estas instancias, como los ateneos de discusión 
o los círculos de mejora, permiten reconstruir 
saberes tácitos, compartir estrategias y fortale-
cer la dimensión colectiva del trabajo judicial.

En suma, una capacitación judicial eficaz 
debe superar la dicotomía entre academia y 
práctica, favoreciendo entornos de formación 
donde el saber técnico y la experiencia profe-
sional se articulen de forma dinámica. Solo así 
es posible construir aprendizajes duraderos y 
transferibles al desempeño cotidiano.

II.3. Principio 3. Didácticas centradas en el apren-
dizaje activo

Un maestro enseñaba a nadar desde la orilla. 
Mostraba movimientos con los brazos, trazaba 
esquemas en la arena y hablaba con pasión. Los 
estudiantes lo escuchaban, pero no se atrevían 
a entrar al agua. Hasta que un día, uno tropezó 
y cayó. El grupo lo miró, esperando que saliera. 
Pero el joven se mantuvo a flote, luego nadó. El 
maestro guardó silencio, se quitó las sandalias, y 
los invitó a entrar todos. A partir de entonces, la 
clase ocurrió dentro del río.

Un artículo que causó en su momento alto im-
pacto en el ámbito educativo universitario fue 
la reflexión de Tomás Marino sobre cómo se 
enseñaba en las facultades de derecho “a estu-
diar la trompeta sin escucharla o verla” (5). Esta 
problematización de la enseñanza general de 
la abogacía es predicable a lo que sucede en la 
capacitación judicial, y nos lleva a puntualizar 
que lo importante no es solo la agenda “conte-
nidista” de lo que se enseña, sino también y es-
pecialmente la “pedagógica” de cómo se enseña. 
En este punto, Rosario Augé ha advertido como 
“una pedagogía verticalista, basada solamente 
en la escucha a los juristas en sus conferencias, 
genera pasividad y desalienta la creatividad de 

 (5) MARINO, Tomas. ¿Se puede estudiar la trompeta sin 
escucharla o verla? Sí, claro: en la Facultad de Derecho. 
Revista Academia, 7 (2009), pp. 239-249.
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los participantes, tan necesaria para la transfor-
mación del Poder Judicial” (6).

Resulta por ello fundamental avanzar hacia 
enfoques que sitúen a los participantes en un 
rol activo, promoviendo el aprendizaje a través 
de la experiencia, la resolución de problemas y 
la reflexión crítica. Esta orientación se enmarca 
en las teorías contemporáneas sobre educación 
de adultos (andragogía), que reconocen que los 
adultos aprenden mejor cuando se enfrentan a 
situaciones reales y pueden aplicar los conoci-
mientos adquiridos de forma inmediata. 

Desde este enfoque, se proponen metodolo-
gías como el análisis de casos, las simulaciones 
de audiencias, el trabajo en grupos interdiscipli-
narios, los juegos de rol, la escritura reflexiva, y 
los ejercicios de autoevaluación y coevaluación. 
Todas estas estrategias permiten que quienes 
participan no sean receptores pasivos de infor-
mación, sino sujetos activos del proceso forma-
tivo.

Otra ventaja de las metodologías activas es 
que fomentan habilidades clave para el tra-
bajo judicial actual, tales como la argumenta-
ción oral y escrita, la toma de decisiones bajo 
presión, la gestión de equipos, el pensamiento 
estratégico y la empatía en el trato con los usua-
rios del sistema. Estas competencias no se de-
sarrollan únicamente con contenidos teóricos, 
sino que requieren instancias de práctica y re-
troalimentación continua.

Así, centrar la didáctica en el aprendizaje acti-
vo permite que la capacitación judicial trascien-
da la transmisión de contenidos y se convierta 
en una experiencia transformadora. Este cam-
bio de enfoque fortalece el compromiso de los 
participantes, mejora la calidad del aprendizaje 
y favorece su transferencia a la práctica profe-
sional.

  (6) AUGÉ, María Rosario, Enfoque constitucional de la 
capacitación judicial y su implementación en una oficina 
judicial, Cuaderno de Derecho Judicial N.º 26, La Ley, Bue-
nos Aires, 2017, p. 59. Resalta esta autora que “[h]ay exce-
lentes conferencias, y muchas personas a las que por su 
alto valor intelectual, práctico y actitudinal, no hay más que 
sentarse y escuchar. Hay maravillosos momentos genera-
dos por conferencistas que despiertan las ideas y los sen-
timientos de quienes los escuchan, y esto es muy bueno 
y no debe perderse, pero el problema es el abuso de esta 
forma como única metodología de aprendizaje del dere-
cho y de todas las demás disciplinas y ciencias”.

II.4. Principio 4. Compromiso de la organización y 
sus funcionarios con el valor crítico de la capaci-
tación

Un anciano carpintero enseñaba a jóvenes 
aprendices en un pequeño taller del pueblo. Cada 
día, compartía su saber con paciencia, pero el te-
cho goteaba, las herramientas escaseaban y na-
die pasaba por allí a ver cómo trabajaban. Un día, 
uno de los chicos preguntó: ‘¿Por qué enseñás si 
parece que a nadie le importa?’. El viejo sonrió y 
respondió: ‘Porque el día que este taller importe, 
necesitarán a alguien que ya sepa construir bien’. 
El invierno llegó fuerte ese año, y fue el único lu-
gar que ofreció cobijo y reparo. Entonces, el pue-
blo entendió que sostener la enseñanza no era un 
lujo, sino una forma de cuidar su futuro.

La capacitación judicial no puede concebirse 
como un asunto periférico o accesorio. Requie-
re, por el contrario, del compromiso activo de 
toda la organización: tanto desde su estructura 
institucional como desde quienes la integran. 
Esto implica asumir que formar —y formar-
se— es una responsabilidad compartida, no 
delegable, y que sostiene buena parte de la le-
gitimidad, adaptabilidad y humanidad del siste-
ma de justicia.

Para que la capacitación cumpla su verdade-
ro propósito —transformar prácticas, fortalecer 
capacidades y construir sentido institucional— 
es indispensable que los poderes judiciales le 
asignen un lugar estratégico. Eso se traduce en 
brindar infraestructura adecuada, equipamien-
to suficiente, recursos humanos preparados, y 
también en respaldar tanto las actividades visi-
bles (cursos, jornadas, evaluaciones) como las 
no visibles (planificación, seguimiento, análisis 
de impacto, investigación pedagógica). Es decir, 
dotarla de tiempo, reconocimiento, legitimidad 
y recursos.

Este principio también interpela a juezas, jue-
ces y demás operadores judiciales, en tanto pro-
tagonistas centrales de los procesos formativos. 
Como advierten Analía Pérez de Gutiérrez y Ale-
jandra Barrionuevo, “el juez-líder debe apelar 
a su función de formador-educador-instructor” 
y asumir que la capacitación no solo se recibe, 
sino también se construye  (7). Este rol implica 
abrirse al aprendizaje, participar activamente, 

 (7) PÉREZ DE GUTIÉRREZ, Analía y BARRIONUEVO, Ale-
jandra, El perfil del juez y las competencias transversales, 
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compartir saberes y sostener una actitud crítica 
y ética frente a la tarea jurisdiccional.

Asimismo, la investigación se reconoce como 
una herramienta clave dentro de este modelo 
formativo. No como un ejercicio aislado o aca-
démico, sino como parte de un proceso de au-
toformación continua, donde la experiencia, la 
reflexión y el análisis se retroalimentan. Como 
sostienen las autoras, “la investigación debe 
pensarse como parte de la currícula de forma-
ción del juez […] para finalizar en la socializa-
ción de esos aprendizajes” (8).

Comprometerse con la capacitación crítica no 
es solo financiar talleres o firmar diplomas: es 
sostener un ecosistema donde se aprende con 
otros, se enseña desde la práctica, se cuestiona 
lo establecido y se proyecta una justicia mejor. 
Una organización que abraza esa tarea no solo 
mejora su desempeño: se fortalece como comu-
nidad reflexiva y se prepara para enfrentar los 
desafíos del presente con más solidez, más sen-
sibilidad y más sentido.

II.5. Principio 5. Enseñar es evaluar

Un alfarero enseñaba a moldear vasijas. Al fi-
nal de cada jornada, preguntaba: ‘¿Lo disfruta-
ron?’ Todos decían que sí. Pero una anciana le 
pidió beber de una de esas vasijas… y el agua se 
filtró. Entonces, el alfarero comprendió que no 
bastaba con gustar, ni con moldear bien. Había 
que saber si realmente servían para contener.

Evaluar las acciones de capacitación judicial 
es tan importante como diseñarlas e imple-
mentarlas. Sin embargo, en muchos programas 
formativos, la evaluación queda reducida a ins-
tancias superficiales, como la verificación de la 
asistencia o encuestas de satisfacción. Si bien 
estos mecanismos aportan información útil, re-
sultan claramente insuficientes para valorar la 
eficacia real del proceso de enseñanza-apren-
dizaje. Por ello, es necesario avanzar hacia una 
evaluación significativa, que abarque distintos 
niveles de análisis y permita conocer tanto los 
resultados individuales como el impacto institu-
cional de la capacitación.

en Instituto REFLEJAR, Perfeccionamiento de Jueces, Perfil 
y formación jurídica, La Ley, p. XXVI.

 (8) PÉREZ DE GUTIÉRREZ, Analía y BARRIONUEVO, Ale-
jandra, cit., p. XXIX.

Una herramienta de gran utilidad para pen-
sar este proceso es el modelo de los “cuatro ni-
veles” propuesto por Donald Kirkpatrick. Este 
modelo distingue entre: (1) la reacción del par-
ticipante (si le gustó o no la capacitación), (2) el 
aprendizaje (si incorporó nuevos conocimien-
tos o habilidades), (3) la transferencia (si aplica 
lo aprendido en su trabajo) y (4) los resultados 
(si hay mejoras observables en el funcionamien-
to institucional o en la calidad del servicio de 
justicia) (9). En la práctica, la mayoría de las es-
cuelas judiciales se concentra en los dos prime-
ros niveles, mientras que los niveles tercero y 
cuarto son poco explorados, ya sea por falta de 
estructura o de tradición evaluativa.

Incorporar una evaluación multiescalar im-
plica, en primer lugar, diseñar instrumentos 
acordes a los objetivos de cada actividad. Por 
ejemplo, si un curso busca desarrollar habili-
dades en técnicas de redacción judicial, debería 
incluir ejercicios prácticos, análisis de textos y 
retroalimentación individualizada. Si el objeti-
vo es fortalecer la gestión de audiencias, pue-
den utilizarse simulaciones con rúbricas de 
observación. De este modo, la evaluación deja 
de ser un trámite administrativo para conver-
tirse en una herramienta pedagógica que acom-
paña y orienta el aprendizaje.

Asimismo, es pertinente también que los 
programas de capacitación incorporen instan-
cias de seguimiento a mediano plazo, especial-
mente en propuestas de formación continua o 
de alta carga horaria. Esto puede hacerse me-
diante encuestas posteriores, entrevistas cuali-
tativas o análisis de indicadores institucionales. 
La finalidad no es controlar, sino conocer el gra-
do de aplicación de los aprendizajes y detectar  
obstáculos o buenas prácticas que puedan re-
troalimentar futuras propuestas formativas.

En este sentido, la Red Europea de Formación 
Judicial señala que la evaluación en entornos 
profesionales debe estar orientada a la mejo-
ra continua. Por ello, recomienda no limitarla 
a los resultados inmediatos, sino incluir la utili-
dad percibida, la adecuación de los contenidos 
al contexto laboral, y los efectos concretos sobre 
el desempeño profesional, y la información que 
puede proporcionar sobre necesidades futuras 

  (9) KIRKPATRICK, Donald. Evaluación de acciones for-
mativas. Los cuatro niveles., Ed. Gestión 2000, 2004.
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de capacitación  (10). Evaluar también permi-
te legitimar institucionalmente la inversión en 
capacitación, demostrar su valor estratégico y 
fortalecer su papel dentro de las políticas de ca-
lidad judicial, y reconocer alertas tempranas y 
posibilidades de ajustes en la propuesta misma. 

Por último, es importante recordar que eva-
luar no es sinónimo de calificar o establecer 
“scores” o “métricas” de participación o certi-
ficación. Una evaluación significativa requie-
re transparencia, retroalimentación y criterios 
consensuados. En lugar de centrarse en aprobar 
o desaprobar, debería orientarse a acompañar 
el proceso de mejora de cada participante, y, a la 
vez, brindar información valiosa para las áreas 
responsables del diseño y gestión de la capaci-
tación.

En suma, una evaluación formativa, integral 
y multiescalar es indispensable para que la ca-
pacitación judicial deje una huella concreta en 
las prácticas y estructuras institucionales, y no 
se reduzca a una mera formalidad certificada.

IV.6. Principio 6. Descentralización y equidad terri-
torial

Un sabio sembraba árboles solo en la plaza del 
pueblo, donde todos lo veían. Un niño de las afue-
ras le preguntó por qué no plantaba donde el pol-
vo volaba más fuerte. El sabio respondió: ‘Porque 
allá nadie mira’. El niño replicó: ‘Pero allá es don-
de más falta hace la sombra’. Desde entonces, el 
sabio caminó más lejos, y allí brotaron los árbo-
les más altos.

El acceso equitativo a las oportunidades de 
formación es un aspecto fundamental para el 
fortalecimiento institucional de la justicia. Sin 
embargo, en muchos países de América Lati-
na, incluida Argentina, la oferta de capacitación 
judicial presenta una distribución geográfica 
desigual, concentrándose en las capitales pro-
vinciales o en grandes centros urbanos, y de-
jando en situación de desventaja a quienes 
trabajan en localidades periféricas o zonas de 
baja densidad poblacional.

  (10) RED EUROPEA DE FORMACIÓN JUDICIAL. (2016). 
EJTN Handbook on Judicial Training Methodology in Eu-
rope. Pp. 67-72. Disponible en: https://ejtn.eu/wp-content/
uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodolo-
gy-in-Europe-2016.pdf. 

Esta desigualdad territorial no solo limita el 
acceso, sino que también repercute en la cali-
dad del servicio judicial, al generar brechas de 
formación entre operadores que enfrentan de-
safíos similares, pero con recursos formativos 
muy dispares. La descentralización de la capa-
citación no debe ser entendida como una mera 
expansión logística, sino como una política ac-
tiva de inclusión, que reconozca la diversidad 
de contextos y necesidades dentro del sistema 
judicial.

Una de las estrategias más eficaces para avan-
zar en esta dirección ha sido el desarrollo de 
modalidades virtuales y mixtas de formación. 
Plataformas como Moodle o entornos síncro-
nos de videoconferencia permiten superar las 
barreras geográficas y ofrecer una oferta más 
flexible. No obstante, el uso de tecnologías debe 
ir acompañado de criterios pedagógicos y logís-
ticos que aseguren una experiencia formativa 
de calidad. Es decir, no basta con “retransmitir” 
actividades presenciales, sino que es necesario 
diseñar cursos específicos, con materiales adap-
tados, tutorías activas y herramientas de eva-
luación adecuadas para la modalidad.

Además, la descentralización también pue-
de impulsarse fortaleciendo las capacidades lo-
cales. En un país federal, este esfuerzo es una 
constante empresa del ecosistema de escuelas y 
centros de formación del Instituto de Capacita-
ción Judicial de las Provincias Argentinas y Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires (REFLEJAR) y de 
iniciativas de colaboración en donde se busca 
respetar las identidades institucionales y cultu-
rales de cada región (11).

Por último, descentralizar al interior de cada 
jurisdicción también significa reconocer la legi-
timidad, especificidad y urgencia de las nece-
sidades locales. Muchas veces, los contenidos 
formativos están diseñados desde una lógica 
central que no contempla las problemáticas 
concretas que enfrentan los juzgados de fronte-
ra, las oficinas únicas de pequeñas localidades o 
los equipos de trabajo interdisciplinario. Incluir 
estos temas en la agenda formativa es tan im-
portante como garantizar la llegada territorial 
de la capacitación.

 (11) Véase, al respecto, el trabajo de Alejandra BARRIO-
NUEVO, La capacitación judicial en las provincias argenti-
nas: mística, desafíos y horizontes posibles, La Ley, suple-
mento de Gestión Judicial, octubre 2020, pp. 1-5.

https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
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Esta equidad territorial en la formación judi-
cial no es solo una cuestión de acceso, sino tam-
bién de justicia institucional. Garantizar que 
todos los operadores del sistema, sin importar 
su ubicación geográfica, tengan oportunidades 
reales de formación continua, es una condición 
indispensable para una justicia más profesio-
nal, inclusiva y cohesionada.

II.7. Principio 7. Capacitación inclusiva y democra-
tizadora

Un herrero forjaba espadas para los jinetes del 
rey. Un día, su hija le preguntó por qué no enseña-
ba también a los escuderos. El padre respondió: 
‘Porque ellos no luchan’. La niña, tras observar 
las batallas, replicó: ‘Pero son ellos quienes reco-
gen las armas, reparten las órdenes, y sostienen 
a los heridos’. Desde entonces, el herrero forjó es-
padas y enseñó a todos, porque entendió que sin 
escuderos no hay victoria posible.

La capacitación judicial solía estar asociada, 
casi exclusivamente, a la figura del juez o la 
jueza en ejercicio. Esta concepción, aún persis-
tente en muchas estructuras institucionales, re-
duce la formación a un espacio reservado para 
las jerarquías superiores del Poder Judicial, de-
jando fuera a otros actores fundamentales del 
proceso judicial, como personal administrati-
vo, funcionarios auxiliares, abogados litigantes 
y aspirantes a concursos. Para consolidar una 
justicia moderna, eficaz y alineada con princi-
pios democráticos, es indispensable ampliar el 
universo de destinatarios de la capacitación y 
repensarla como una política inclusiva y trans-
versal.

Una política de formación verdaderamen-
te inclusiva reconoce que la administración de 
justicia es un proceso colectivo que involucra 
a múltiples agentes, cada uno con responsabi-
lidades específicas y con capacidad para incidir 
en la calidad del servicio. Por ello, no solo debe 
ofrecerse formación diferenciada según el rol y 
el nivel de responsabilidad, sino también asegu-
rar que los contenidos, metodologías y formatos 
sean adecuados para esa diversidad de perfiles.

Cardinaux y Clérico —a propósito de las pri-
meras experiencias de la Escuela Judicial del 
Consejo de la Magistratura de la Nación— re-
flexionaban críticamente sobre la idea de la 
“escuela judicial para jueces”, advirtiendo que 
la formación no puede quedar encapsulada en 

un núcleo cerrado, reforzando la endogamia 
institucional  (12). Para estas autoras, democra-
tizar la formación implica abrir espacios para 
nuevas voces, nuevas trayectorias y nuevos sen-
tidos de pertenencia, habilitando el acceso no 
solo a quienes ya forman parte del sistema, sino 
también a quienes aspiran legítimamente a in-
tegrarlo. Esta apertura permite ampliar la base 
de profesionalización, evitar lógicas corporati-
vas y promover criterios de transparencia y mé-
rito en el acceso a cargos judiciales.

Una medida concreta en este sentido es el di-
seño de trayectos formativos diferenciados, que 
consideren las distintas etapas de la carrera ju-
dicial. Por ejemplo, se pueden ofrecer módulos 
introductorios para aspirantes a concursos, ci-
clos específicos para empleados judiciales que 
deseen ascender, y programas de actualización 
para quienes ya ocupan cargos superiores. Esta 
segmentación no solo hace más efectiva la ca-
pacitación, sino que además evita que la forma-
ción se convierta en un privilegio de pocos.

Además, es fundamental integrar a operado-
res externos al sistema judicial que intervienen 
cotidianamente en los procesos, como abogados 
de la matrícula, peritos, equipos técnicos, fuer-
zas de seguridad y representantes de organis-
mos públicos o de la sociedad civil. Estos actores 
no solo se benefician de la formación, sino que 
también pueden enriquecerla desde su propia 
experiencia y perspectiva. Una formación de ca-
lidad debe incluir la interacción con todos los 
sujetos que participan o influyen en el proceso 
judicial, para mejorar la coherencia y la coope-
ración en el sistema.

Asimismo, una capacitación inclusiva tam-
bién debe tener perspectiva de género, di-
versidad y derechos humanos, incorporando 
contenidos y enfoques que atiendan a las des-
igualdades estructurales que atraviesan tanto 
al sistema judicial como a la sociedad. Esto su-
pone incluir temas como violencia de género, 
accesibilidad, interculturalidad, y barreras ins-
titucionales que afectan el acceso a la justicia de 
grupos históricamente desaventajados.

Esta inclusividad no es planteada aquí como 
una virtud “deontológica” sino “teleológica”: 

  (12) CARDINAUX, Nancy - CLÉRICO, Laura. La escuela 
judicial ¿una escuela para jueces? En Academia. Revista 
sobre enseñanza del derecho, 2(3), pp. 9-63, 2004.
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democratizar la capacitación judicial signifi-
ca convertirla en una política abierta, plural y 
comprometida con la mejora del sistema de jus-
ticia en su conjunto. Esto no solo fortalece a los 
individuos que participan en ella, sino que con-
tribuye a construir instituciones más inclusivas, 
representativas y sensibles a las demandas so-
ciales contemporáneas.

II.8. Principio 8. Sistematización y continuidad

Dos campesinos cultivaban sus tierras de ma-
nera muy distinta.

El primero caminaba por el campo y dejaba 
caer las semillas al azar, allí donde se posaban 
sus pasos. Cada tanto, algo germinaba, y había 
flores preciosas, pero otras veces no crecía nada. 
“Lo importante es sembrar”, decía, “ya cosecha-
remos lo que crezca”.

El segundo, en cambio, observó su terreno, 
trazó surcos, planificó la siembra según las es-
taciones y construyó canales de riego. No solo 
sembraba: pensaba el campo como un sistema. 
Con el tiempo, sus cosechas se volvieron abun-
dantes y predecibles.

Ambos sembraban, pero solo uno entendió que 
sembrar no basta: hay que hacerlo con método 
y visión.

Una de las debilidades frecuentes en los sis-
temas de capacitación judicial es la falta de ar-
ticulación en las propuestas formativas (un 
caso particular de un problema general de po-
líticas públicas en nuestro país). En muchas ju-
risdicciones, la oferta de cursos aparece como 
un conjunto de actividades valiosas y potentes, 
pero aisladas, fragmentadas y sin una lógica 
de progresión entre sí. Esta modalidad episó-
dica —aunque muchas veces bien intenciona-
da— impide construir trayectorias formativas 
sostenidas en el tiempo y limita el impacto es-
tructural que puede tener la capacitación en la 
mejora del servicio de justicia.

Superar esta situación requiere avanzar ha-
cia modelos que privilegien la sistematización 
y la continuidad, entendidas como la planifica-
ción ordenada de contenidos, metodologías y ni-
veles formativos, pensados para acompañar el 
desarrollo profesional de manera integral. Esto 
no implica adoptar currículas rígidas o estan-
darizadas, sino construir estructuras flexibles, 
que articulen módulos, niveles y especializacio-

nes según perfiles funcionales y contextos terri-
toriales.

Cardinaux y Clérico advirtieron con agude-
za que, sin una estructura formativa clara, la 
capacitación corre el riesgo de convertirse en 
“una serie de cursos sin escuela”. Esta metáfo-
ra evidencia la necesidad de pensar en térmi-
nos de trayectos y no de eventos aislados. Así, 
por ejemplo, una formación sobre razonamien-
to probatorio puede integrarse a un ciclo más 
amplio sobre técnicas de decisión judicial, que a 
su vez puede formar parte de un programa ma-
yor sobre desempeño jurisdiccional ético y efi-
ciente.

La sistematización también implica estable-
cer vínculos entre distintas etapas de la carre-
ra judicial. Los programas de formación inicial 
para ingresantes pueden estar articulados con 
propuestas de actualización para quienes ya 
ejercen, e incluso con trayectos de especializa-
ción para quienes asumen nuevas responsabi-
lidades. Esta visión de largo plazo fortalece la 
profesionalización, al ofrecer un horizonte for-
mativo constante, adaptado a cada momento 
del desarrollo profesional.

La continuidad, por su parte, no debe enten-
derse solo como una cuestión temporal, sino 
también como una actitud institucional: sos-
tener políticas de capacitación más allá de las 
coyunturas, dar seguimiento a lo aprendido, 
evaluar resultados, y ofrecer oportunidades 
permanentes de aprendizaje. 

Finalmente, una capacitación sistemática per-
mite consolidar comunidades de aprendizaje 
dentro del poder judicial, donde el conocimien-
to se construye de manera colectiva, se retroali-
menta, y genera una cultura institucional más 
abierta al cambio y a la mejora constante.

II.9. Principio 9. Inserción de valores éticos y acti-
tudinales

Un joven aprendiz fue entrenado por años en el 
arte del equilibrio. Caminaba sobre cuerdas, sor-
tea obstáculos, y era admirado por su precisión. 
Un día, le pidieron que cruzara un puente angos-
to para llevar una medicina a un pueblo aislado. 
Dudó. ‘¿Y si me caigo?’, preguntó. Un anciano le 
respondió: ‘No entrenamos para no caer. Entre-
namos para saber por qué cruzamos’. El joven 
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entendió que el equilibrio no era el fin, sino el me-
dio. Y cruzó.

La búsqueda de una visión para la educación 
judicial es más difícil de lo que parece. Aunque 
hay un consenso en que el propósito de la edu-
cación judicial es promover la competencia, la 
pregunta más difícil —plantea Livingston Ar-
mytage— sigue siendo: ¿competencia para qué? 
Sin una respuesta claramente articulada a esta 
pregunta, la educación judicial no tiene un ob-
jetivo específico y, en ausencia de cualquier res-
puesta, la educación judicial se convierte en la 
búsqueda de la competencia tecnocrática (13).

Es por eso que, la capacitación judicial, para 
ser integral y transformadora, no puede limitar-
se a la transmisión de contenidos normativos 
o técnicos. Es necesario que incluya, de forma 
sistemática, una formación orientada al desa-
rrollo de valores éticos, actitudes democráticas 
y compromiso institucional. Esto implica recu-
perar dimensiones como la responsabilidad, la 
imparcialidad, la empatía, la vocación de servi-
cio y la apertura al cambio, entre otras compe-
tencias actitudinales esenciales para el ejercicio 
de la función judicial en contextos complejos y 
socialmente demandantes.

En muchas ocasiones, los programas de 
formación priorizan habilidades operativas  
—como técnicas procesales, gestión de audien-
cias o redacción de resoluciones— sin atender 
suficientemente a los componentes axiológicos 
que orientan esas prácticas. Sin embargo, la 
toma de decisiones judiciales no ocurre en un 
vacío técnico: se inscribe en marcos éticos, polí-
ticos y culturales que afectan directamente a las 
personas, especialmente a quienes se encuen-
tran en situación de vulnerabilidad o desigual-
dad estructural.

La literatura especializada ha señalado re-
iteradamente esta carencia. Hace más de dos 
décadas un estudio empírico de Felipe Fuci-
to constataba que gran parte de la formación 
jurídica —y también de la judicial— tiende a 
formar operadores “juridicistas”, centrados ex-
clusivamente en el conocimiento normativo, sin 

  (13) ARMYTAGE, Livingston (2015), Educating Judges - 
Where to From Here?, 2015 J. Disp. Resol. (2015) Disponible 
en: https://scholarship.law.missouri.edu/jdr/vol2015/iss1/10. 

una visión humanista, crítica o contextual (14). 
Esta formación empobrece la práctica, pues re-
duce la justicia a la aplicación automática de 
reglas, olvidando su carácter de instrumento so-
cial y su finalidad sustantiva: resolver conflictos 
de manera justa y equitativa.

Pero el ecosistema judicial ha advertido rápi-
damente la necesidad de salir de ese juridicismo 
tecnocrático: prueba de ello son las adopciones 
de sistemas deontológicos como los Principios 
de Bangalore o los Códigos de Ética que diversas 
jurisdicciones adoptan por sí mismas o bien ad-
hiriendo al estándar del Código Iberoamericano 
de Ética Judicial (15).

Por esta razón, la capacitación judicial debe 
incluir de forma explícita contenidos éticos, tan-
to desde una perspectiva filosófica como desde 
casos prácticos. Esto puede abordarse mediante 
el análisis de dilemas, el trabajo con casos rea-
les, debates guiados, y espacios de reflexión co-
lectiva. También es importante incorporar la 
dimensión institucional: fortalecer el sentido de 
pertenencia, la identificación con los fines del 
Poder Judicial y el compromiso con la mejora 
continua del servicio.

Asimismo, la dimensión actitudinal debe in-
cluir la disposición al diálogo, la escucha acti-
va, la autocrítica y el reconocimiento de sesgos 
personales o estructurales. Estas competencias 
no son accesorias: son claves para una justicia 
cercana, transparente y sensible a las transfor-
maciones sociales. Los valores no deben darse 
por supuestos, sino ser trabajados de manera 
continua en las instancias formativas”, especial-
mente cuando se busca generar una cultura or-
ganizacional orientada al servicio público.

Por último, una capacitación orientada por 
valores también debe habilitar la discusión crí-
tica sobre las prácticas judiciales existentes, sus 
límites, tensiones y contradicciones. Solo así es 

 (14) FUCITO, Felipe. ¿Podrá cambiar la justicia en la Ar-
gentina? Fondo de Cultura Económica, Buenos Aires, 2002.

  (15) Cf. Principios de Bangalore sobre la conducta ju-
dicial, aprobados por el Consejo Económico y Social de 
las Naciones Unidas en su Resolución E/CN.4/2003/65/
Anexo, La Haya, noviembre de 2002 y adoptados el 10 de 
enero de 2003; Código Iberoamericano de Ética Judicial, 
adoptado por la Cumbre Judicial Iberoamericana en Santo 
Domingo, República Dominicana, en 2006, modificado en 
2014 y 2023. 

https://scholarship.law.missouri.edu/jdr/vol2015/iss1/10


102 •  ARTÍCULOS

Diez parábolas sobre la capacitación judicial

posible formar operadores conscientes de su rol 
y capaces de ejercerlo con integridad, humani-
dad y responsabilidad social.

II.10. Principio 10. Apertura al ecosistema de justicia 
y a la sociedad

Un jardinero cuidaba con esmero una flor exó-
tica en el centro de su invernadero. Controlaba 
la temperatura, el riego y la luz. Sin embargo, 
la flor se marchitaba. Consultó a expertos, ajus-
tó fórmulas, y nada funcionaba. Hasta que una 
niña le preguntó: ‘¿Qué hay alrededor de la flor?’. 
El jardinero miró y vio tierra reseca, insectos au-
sentes, polución ambiental. Entonces comprendió 
que una flor no florece sola. Es el jardín entero lo 
que necesita vivir para que ella también crezca.

La capacitación judicial no puede pensarse 
como un proceso cerrado ni autorreferencial. 
Por el contrario, su eficacia y legitimidad de-
penden, en gran medida, de su capacidad para 
articularse con otros actores del sistema de jus-
ticia y con las demandas sociales más amplias. 
Esto supone reconocer que la función judicial 
no se ejerce en soledad, sino en interacción per-
manente con múltiples operadores —abogados, 
peritos, fuerzas de seguridad, equipos técnicos, 
organismos públicos y privados— así como con 
los usuarios del sistema, especialmente aquellos 
en situación de mayor vulnerabilidad.

Una capacitación verdaderamente transfor-
madora debe considerar estos vínculos y am-
pliar su enfoque más allá de los muros del poder 
judicial. Ello implica, en primer lugar, incorpo-
rar como destinatarios a actores no judiciales 
que intervienen directamente en el proceso ju-
risdiccional. Incluir, por ejemplo, a abogados 
litigantes en formaciones sobre oralidad, a pe-
ritos en capacitaciones interdisciplinarias o a 
policías en módulos sobre derechos humanos, 
puede mejorar sustancialmente la coordinación 
operativa y fortalecer la calidad del servicio de 
justicia en su conjunto.

Pero la apertura no es solo una cuestión de 
integración funcional. También es una opor-
tunidad pedagógica y política. Escuchar las 
experiencias de otros actores —usuarios, or-
ganizaciones sociales, defensores de derechos, 
incluso críticos del sistema— enriquece la for-
mación, aporta nuevas perspectivas y permite 
detectar zonas ciegas del quehacer judicial que 

difícilmente emergen en un entorno exclusiva-
mente corporativo.

En contextos marcados por la desconfianza 
institucional, es clave que la formación judi-
cial habilite una ventana a la mirada de quienes 
demandan justicia, especialmente a los grupos 
históricamente excluidos. Este enfoque no solo 
mejora la formación profesional, sino que con-
tribuye a democratizar las estructuras judicia-
les y a fortalecer su legitimidad social.

La apertura también debe traducirse en con-
tenidos: incorporar temas como acceso a la 
justicia, lenguaje claro, justicia restaurativa, 
prácticas colaborativas, y mecanismos alterna-
tivos de resolución de conflictos. Estos enfoques 
permiten construir una justicia más accesible, 
comprensible y centrada en las personas, en lu-
gar de exclusivamente en los expedientes.

La Red Europea de Formación Judicial desta-
ca que una formación de calidad debe “incor-
porar la complejidad del entorno en el que se 
ejerce la función judicial” y fomentar una visión 
estratégica sobre cómo incidir positivamente en 
ese entorno  (16). Desde esta perspectiva, la ca-
pacitación judicial no es solo una herramienta 
interna de mejora, sino también una vía para 
transformar el modo en que la justicia se vincu-
la con la ciudadanía.

III. Conclusión

Muchos de los principios aquí desarrollados 
encuentran eco en recomendaciones y con-
sensos internacionales. Entre ellos, el Consejo 
Consultivo de Jueces Europeos (CCJE) ha iden-
tificado lineamientos esenciales que han sido 
sistematizados por Xavier Ronsin  (17). Estos 
principios proponen una visión compartida que 
atraviesa las fronteras nacionales y que encuen-
tra eco en muchas de las experiencias desarro-
lladas en nuestra región. Entre otros, destacan 
que:

  (16) RED EUROPEA DE FORMACIÓN JUDICIAL. (2016). 
EJTN Handbook on Judicial Training Methodology 
in Europe. Disponible en: https://ejtn.eu/wp-content/
uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodolo-
gy-in-Europe-2016.pdf. 

  (17) RONSIN, Xavier, “The principles of judicial training: 
towards international recognition?”, en Judicial Education 
and Training, IOJT, N.º 5, 2016.

https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
https://ejtn.eu/wp-content/uploads/2023/10/Handbook-Judicial-training-methodology-in-Europe-2016.pdf
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- La capacitación judicial debe concebirse 
como un proceso formativo de carácter multi-
disciplinario y eminentemente práctico, orien-
tado a la transmisión de técnicas profesionales 
y valores éticos, trascendiendo así los límites de 
una mera instrucción jurídica.

- La formación debe ser continua, acompa-
ñando a jueces y fiscales tanto en la etapa pre-
via a su incorporación al cargo como a lo largo 
de toda su carrera profesional.

- Las máximas autoridades del poder judicial 
han de estar involucradas en las decisiones es-
tratégicas y en la gestión institucional del órga-
no encargado de la formación.

- Es indispensable priorizar enfoques peda-
gógicos activos y contemporáneos, organizados 
bajo esquemas que integren el aprendizaje teó-
rico con experiencias prácticas.

Estos principios, reconocidos a nivel interna-
cional, aparecen también en la Declaración de 
Principios sobre la Formación Judicial, adopta-
da en 2017 por la International Organization for 
Judicial Training (IOJT)  (18) y son criterios que 
dialogan con las prácticas y desafíos que enfren-
tamos en nuestra realidad local:

- Un rasgo transversal del enfoque propuesto 
es el desplazamiento de una lógica centrada en 

 (18)  International Organization for Judicial Training (IOJT). 
Declaration of Judicial Training Principles. Adoptada el 8 de 
noviembre de 2017. Esta declaración: (1) Afirma que la forma-
ción es esencial para garantizar la competencia, la indepen-
dencia judicial y la protección de derechos. (2) Su diseño y 
ejecución deben recaer exclusivamente en el poder judicial 
y sus instituciones formadoras. (3) Las altas autoridades ju-
diciales deben apoyar activamente estos procesos. (4) Los 
Estados deben asegurar recursos suficientes y condicio-
nes que permitan la participación efectiva en la formación.  
(5) Cualquier apoyo externo debe alinearse con estos princi-
pios y coordinarse con las instituciones formadoras. (6) La for-
mación es un derecho y una obligación de todos los jueces, 
y debe integrarse en su jornada laboral. (7) Debe ofrecerse 
antes del nombramiento y mantenerse de manera continua. 
(8) Dado el carácter complejo de la función judicial, la capaci-
tación debe ser necesariamente multidisciplinaria, incluyendo 
no solo contenidos jurídicos, sino también habilidades prác-
ticas, análisis del contexto social, valores y principios éticos.  
(9) La enseñanza debe estar liderada por jueces capacitados 
en técnicas pedagógicas, aunque se contempla la partici-
pación complementaria de expertos externos cuando sea 
pertinente. (10) Finalmente, se deben emplear metodologías 
activas y actualizadas, centradas en el aprendizaje profesional 
y adulto. Disponible en: https://www.unodc.org/documents/ji/
discussion_guides/supporting_docs_session_2.pdf.

la acumulación de contenidos hacia otra orien-
tada al desarrollo de competencias y actitudes 
significativas. Ello también supone reconocer 
la diversidad del sistema judicial —en términos 
territoriales, funcionales y humanos— y res-
ponder a ella con propuestas formativas con-
textualizadas y equitativas.

- Nuestro decálogo también pone en evidencia 
que enseñar justicia no es solo enseñar derecho. 
Es formar a personas que deben tomar decisio-
nes que afectan la vida de otras, en escenarios 
complejos, muchas veces atravesados por con-
flictos estructurales, tensiones sociales o des-
igualdades persistentes. Por eso, la formación 
judicial debe integrar temas como derechos 
humanos, género, gestión emocional, lideraz-
go colaborativo y responsabilidad institucional, 
entre otros. La profesionalización del sistema 
no puede desligarse de su humanización.

- Otro aspecto clave es la continuidad y siste-
matización de los esfuerzos formativos. Pensar 
la formación como un trayecto, con etapas, ni-
veles y articulaciones moduladas, permite cons-
truir comunidades de aprendizaje dentro del 
poder judicial y consolidar una cultura de me-
jora continua.

Conviene señalar aquí también que desde el 
punto de vista de la organización la capacita-
ción judicial no debería ser entendida como un 
servicio externo que se contrata ocasionalmen-
te, sino como una función estratégica que debe 
ser apropiada institucionalmente. Tercerizar 
su diseño y ejecución implica delegar no solo 
contenidos, sino también sentidos, prioridades 
y objetivos que son propios del poder judicial. 
Apropiarla, en cambio, significa asumirla como 
una política pública, integrada a la planificación 
institucional, articulada con la gestión del cono-
cimiento y comprometida con la mejora conti-
nua del servicio de justicia.

Dijimos antes que este decálogo no busca ofre-
cer respuestas definitivas, sino trazar un horizon-
te para una formación judicial consciente de su 
tiempo, de sus tensiones y de sus responsabilida-
des. Avanzar en esa dirección requiere voluntad 
institucional, sensibilidad pedagógica y una es-
cucha activa de lo que sucede dentro y fuera del 
sistema. Pero, sobre todo, exige comprender que 
formar no es solo transmitir conocimientos, sino 
crear condiciones para que las personas pien-
sen, cuestionen y se comprometan con el cam-
bio. Como recordaba Paulo Freire, “enseñar exige 
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conciencia del inacabamiento”: aceptar que toda 
persona —también quien juzga— está en perma-
nente construcción, siempre enfrentada a la po-
sibilidad de revisar lo que hace, de aprender de 
nuevo, de cambiar su modo de mirar y actuar. Esa 
conciencia crítica es inseparable de otra idea frei-
reana fundamental: “enseñar exige la convicción 
de que el cambio es posible”. Y en momentos de 
controversia y desconfianza hacia los poderes del 
Estado, sostener esa convicción no es solo un acto 
pedagógico, sino también un compromiso ético 
con el futuro de la justicia (19).

IV. Bonus track: un test de autoevaluación insti-
tucional

Como herramienta complementaria a los 
principios desarrollados en este decálogo, se 

 (19) FREIRE, Paulo. Pedagogía de la autonomía: Saberes 
necesarios para la práctica educativa. Siglo XXI, Buenos Ai-
res, 1997, pp. 47-80.

propone un test de autoevaluación institucional 
orientado a diagnosticar el nivel de desarrollo 
de una escuela judicial en relación con su ca-
pacidad formativa. La herramienta está com-
puesta por treinta preguntas, distribuidas en 
diez principios clave, y permite identificar tan-
to fortalezas consolidadas como áreas críticas o 
en construcción. Su diseño contempla una esca-
la de valoración simple (de 1 a 5) y una tabla 
de interpretación que facilita la lectura de los 
resultados globales y por eje temático. Lejos de 
ser un instrumento de control, este test busca 
habilitar espacios de reflexión interna, promo-
ver mejoras continuas y alentar la construcción 
compartida de una cultura formativa más cons-
ciente, estratégica y transformadora.

El documento puede descargarse desde la 
URL bit.ly/TESTJUD e incluye las preguntas de 
autoevaluación y los criterios de ponderación 
para el puntaje.

https://bit.ly/TESTJUD
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I. Introducción

En las últimas décadas, los centros y escuelas 
de capacitación de los poderes judiciales pro-
vinciales han experimentado transformaciones 
significativas en su estructura institucional, en 
el rol y las funciones que desempeñan, así como 
en la definición de los contenidos incluidos en 
sus programas de formación. Estos cambios se 
reflejan en la diversificación de sus cursos, jor-
nadas, talleres y otras actividades dirigidas a 
sus destinatarios.

La incorporación de las escuelas de capacita-
ción dentro del ámbito del Poder Judicial o del 
consejo de la magistratura local no ha reducido 
el compromiso de aquellas para con el desarro-
llo epistemológico y la investigación en el dere-
cho y disciplinas afines. Esto se evidencia, por 
ejemplo, en la evolución de sus planes de forma-
ción y entrenamiento judicial —cada vez más 
estructurados—, los que han incorporado, entre 
otros aspectos, sólidos contenidos conceptuales, 
actitudinales y procedimentales o de competen-
cias, incluyendo la enseñanza y reflexión sobre 
fundamentos filosóficos, jurídicos, sociológicos 
y económicos de diversas instituciones jurídi-
cas, el análisis crítico de la jurisprudencia, el de-
bate doctrinario sobre propuestas normativas 
y marcos regulatorios vigentes, entre muchos 
otros temas.

Este mismo interés parece justificar la crea-
ción de revistas científicas en el seno de estas 
instituciones. En el presente trabajo se realiza 
un primer diagnóstico sobre las características 
de las publicaciones periódicas impulsadas por 
las escuelas de capacitación judicial. Se anali-
zan sus lineamientos y procesos editoriales, es-
trategias de visibilidad, criterios de aceptación 
en índices de revistas —entre otros puntos— a 
la luz de la bibliografía y de las buenas prácti-
cas existentes en la materia. En este contexto, la 
aparición de la “Revista de las Justicias Provin-
ciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” 
—Reflejar— habilita un espacio de reflexión 
para analizar las oportunidades y desafíos que 
enfrentan las publicaciones jurídicas de las es-
cuelas judiciales en su camino hacia la consoli-
dación como revistas científicas y profesionales 
de referencia.

II. Las revistas de las escuelas de capacitación 
judicial 

De acuerdo con las investigaciones prelimina-
res, de las 24 jurisdicciones provinciales, se ha 
identificado que 5 de sus escuelas judiciales han 
establecido y mantienen activas revistas perió-
dicas propias (1). Estas son: la revista “Argumen-
tos” del Centro de Perfeccionamiento Ricardo C. 
Núñez del Poder Judicial de Córdoba, la “Revista 

 (1) Para la conformación de la muestra hemos consulta-
do y accedido a los sitios oficiales en internet de las escue-
las judiciales miembros del Instituto de Capacitación Judi-
cial —JUFEJUS— disponible en: https://www.reflejar.gob.ar/
miembros/. No hemos incluido en este caso a esta revista 
dada su reciente aparición, y por tratarse del producto de 
la propia Red Reflejar y no de una escuela en particular. 

https://www.reflejar.gob.ar/miembros/
https://www.reflejar.gob.ar/miembros/
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Escuela Judicial” del Consejo de la Magistratura 
de la Provincia de Buenos Aires, la revista “Te-
mas Judiciales” de la Escuela de la Magistratu-
ra del Poder Judicial de Salta, la revista “Justicia 
en Conexión” de la Escuela Judicial del Poder 
Judicial de Tierra del Fuego e AeIAS y la revis-
ta “Diálogos y Voces Judiciales” de la Escuela 
de Capacitación Judicial de Jujuy Dr. Guillermo 
Snopek. Se estima de interés sumar a la “Revista 
del Ministerio Público de la Defensa de la Na-
ción”, editada por la Escuela de la Defensa Pú-
blica de la Defensoría General de la Nación (2).

Antes de proceder a un análisis detallado de 
estas publicaciones, es pertinente realizar dos 
consideraciones preliminares. En primer lugar, 
esta muestra no pretende desconocer la existen-
cia de otros tipos de publicaciones y documentos 
de interés que las escuelas judiciales difunden a 
través de diversos medios. Entre estos documen-
tos se incluyen memorias o informes de gestión, 
anuarios, colecciones de jurisprudencia, libros 
y dossiers temáticos, entre otros. Sin embargo, 
dichas publicaciones no han sido incorporadas 
en este estudio ya que no cumplen con las carac-
terísticas esenciales de una revista de carácter 
científico, como la existencia de algún tipo de 
arbitraje o revisión por pares, la periodicidad y 
continuidad de la publicación, la conformación 
de un equipo editorial especializado, la filiación 
académica, científica o profesional, y la exigen-
cia de contenido original e inédito, entre otros 
criterios fundamentales (3). 

 (2) La Escuela del Consejo de la Magistratura de la Pro-
vincia de Buenos Aires y la Escuela de la Defensa Públi-
ca del Ministerio Público de la Defensa de la Nación son 
miembros adherentes de la Red Reflejar.

 (3) Todos los índices académicos (tales como aquellos 
que llevan adelante CONICET, SciELO, DOAJ, entre otros) 
requieren que las revistas sigan ciertos estándares bási-
cos de publicación. Para cumplir con los requisitos bá-
sicos de indexación, las revistas deben tener: a) un ISSN 
(International Standard Serial Number); b) números de 
DOI (Digital Object Identifier); c) una agenda de publica-
ción establecida; d) una política de derechos de autor y 
e) metadatos básicos a nivel de artículo. A partir de ahí, 
los índices pueden tener además diferentes requisitos de 
inclusión, tales como: alcance de la publicación (muchos 
índices solo aceptan revistas que publican dentro de áreas 
temáticas particulares); la existencia de un consejo editorial 
(requieren los nombres completos y las afiliaciones de los 
editores de revistas, así como información sobre políticas 
editoriales de revistas, como una política de revisión por 
pares disponible públicamente y una declaración de ética 
de publicación, etc.), nivel de profesionalización editorial 

En segundo lugar, resulta relevante señalar 
el universo en el que se insertan estas publica-
ciones. Existe un vasto número de revistas ju-
rídicas en Argentina, cuyo catálogo supera las 
120 publicaciones (4). Este conjunto abarca re-
vistas editadas por universidades, instituciones 
académicas, editoriales comerciales y sistemas 
de información jurídica (como La Ley-Thom-
son Reuters, entre otros). Dichas publicaciones 
cubren prácticamente todas las áreas del dere-
cho y disciplinas afines, y se presentan tanto en 
formato impreso como digital, muchas de ellas 
con acceso en línea. Algunas revistas cuentan 
con una trayectoria consolidada y han sido in-
corporadas en diversos índices y bases de da-
tos científicas nacionales e internacionales, tras 
haber superado estrictas evaluaciones de ca-
lidad y pertinencia. Este panorama evidencia 
la existencia de un ecosistema amplio y diver-
so de publicaciones de mediana y alta calidad, 
sin considerar el significativo número de revis-
tas internacionales en español y otros idiomas, 
que también ofrecen espacios para la difusión 
de trabajos y artículos de investigadores y pro-
fesionales del derecho.

(algunos índices analizan la profesionalización editorial, in-
cluida la legibilidad de los artículos y la calidad de la pro-
ducción) o la política de archivo (algunos índices requieren 
que las revistas muestren que sus artículos están siendo 
archivados por un servicio de preservación digital a largo 
plazo). Para conocer acerca de la importancia de estas 
plataformas en la validación de publicaciones científicas 
–así como sus críticas y limitaciones– puede consultarse: 
VUOTTO, A., DI CESARE, V. y PALLOTTA, N., “Fortalezas y de-
bilidades de las principales bases de datos de información 
científica desde una perspectiva bibliométrica”, Palabra 
Clave, 2020, 10 (1), ps. 101-101, disponible en https://www.
scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1853-
99122020000200101&lng=es&nrm=iso, DOI: 10.1853-99 
12e101; ROZEMBLUM, C., UNZURRUNZAGA, C., BANZATO, 
G. y PUCACCO, C., “Calidad editorial y calidad científica 
en los parámetros para inclusión de revistas científicas en 
bases de datos en Acceso Abierto y comerciales”, Pala-
bra Clave, 2015, 4(2), ps. 64-80, disponible en: https://www.
scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1853-
99122015000100001&lng=es&nrm=iso y NOREÑA CHÁVEZ, 
D. A., GAROFOLIN LOZANO, A. L. y LIMAYMANTA, C. H., “Crite-
rios de indexación de revistas científicas: Latindex, Redalyc, 
SciELO, DOAJ, Scopus y Web of Science”, Universidad de 
Lima, 2024, disponible en: https://repositorio.ulima.edu.pe/
handle/20.500.12724/10855?locale-attribute=en.

  (4) Cfr. ARGÜELLO, S. I., “Catálogo de revistas jurídicas 
argentinas y latinoamericanas y otros datos útiles para in-
vestigar en derecho”, CONICET, 2023, disponible en: http://
hdl.handle.net/11336/185136.

https://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1853-99122015000100001&lng=es&nrm=iso
https://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1853-99122015000100001&lng=es&nrm=iso
https://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1853-99122015000100001&lng=es&nrm=iso
https://repositorio.ulima.edu.pe/handle/20.500.12724/10855?locale-attribute=en
https://repositorio.ulima.edu.pe/handle/20.500.12724/10855?locale-attribute=en
http://hdl.handle.net/11336/185136
http://hdl.handle.net/11336/185136
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A continuación, se realizará un análisis deta-
llado de las características de las revistas que 
integran la muestra seleccionada. Este estu-
dio permitirá examinar sus similitudes y par-
ticularidades, para luego explorar los desafíos 
comunes y las estrategias que faciliten su for-
talecimiento y mayor difusión, en consonancia 
con los objetivos para los que fueron creadas y 
la misión de las instituciones que las respaldan.

II.1. La revista “Argumentos” del Centro de Perfec-
cionamiento Ricardo C. Nuñez

La revista “Argumentos. Estudios Transdisci-
plinarios sobre culturas jurídicas y administra-
ción de justicia” forma parte de una colección 
de publicaciones en el área de Investigación del 
Centro de Perfeccionamiento Ricardo C. Núñez 
del Poder Judicial de la Provincia de Córdoba. 
De acuerdo con sus normas editoriales, la re-
vista abarca “trabajos de investigación y ensa-
yos originales e inéditos en temáticas relativas 
a la cultura jurídica y a la administración de 
la justicia desde una perspectiva transdiscipli-
naria” (5). Este enfoque es reiterado en sus edi-
toriales, en donde se ha sostenido: “la Revista 
Argumentos es la única Revista que siendo pro-
ducida en el espacio institucional  de  un  Poder  
Judicial  de  la  República  Argentina,  aborda 
temáticas si bien, vinculadas con el mundo de lo 
jurídico-judicial no lo hace para presentar me-
ras discusiones de carácter normativo o la sola 
incidencia que una determinada jurispruden-
cia puede tener para la comunidad jurídica en 
general; sino que asumimos desde el momento 
inicial de la Revista, que el mundo de lo jurídi-
co-judicial está atravesado por infinitos proble-
mas, discursos y culturas. Y ello, como tal, es lo 
que habilita a una permanente atención a lo 
transdisciplinar que existe en cada una de esas 
diferentes miradas o ejercicios argumentales 
que se puedan producir” (6).

En efecto, se trata de la primera publicación 
en su estilo por parte de un espacio de capacita-
ción judicial. A la fecha cuenta con 19 números 
en línea. La revista se ofrece en formato digital 

  (5) Toda la información plasmada sobre la revista en 
este artículo puede consultarse con mayor detalle en su 
sitio en internet disponible en: https://revistaargumentos.
justiciacordoba.gob.ar/index.php/primera/about 

  (6) “Revista Argumentos”, 2022, 14, p. 1, Centro de Per-
feccionamiento ‘Ricardo C. Núñez’ del Poder Judicial de 
Córdoba.

y tiene una periodicidad semestral (julio-agosto 
y noviembre-diciembre) que ha mantenido sin 
interrupciones desde la aparición de su primer 
número en diciembre de 2015.

Su apuesta por la interdisciplinariedad se ob-
serva a partir de la lectura y el análisis de los 
trabajos publicados. La revista mantiene como 
secciones usuales: “Artículos”, “Dossier” y “Re-
señas”. Las dos primeras recogen artículos y en-
sayos que si bien abordan mayormente temas 
propios del estudio y la doctrina jurídica (desde 
el derecho común, el derecho público o el de-
recho procesal), existe claramente un espacio 
no menor de otros trabajos de corte filosófico, 
antropológico, histórico y de género. La tercera 
sección comprende comentarios o recensiones 
de obras mayormente del ámbito jurídico uni-
versitario (7). 

Al igual que muchas revistas científicas, la 
publicación del Centro cuenta con ISSN y ha 
sido indexada en importantes bases de datos e 
índices nacionales e internacionales. Puntual-
mente, la revista figura en los sistemas de in-
dexación Latindex 2.0; CAICYT-CONICET, DOAJ, 
OAJI.net y en los directorios de revistas tales 
como Malena y LatinRev. También aparece en 
Google Académico y todos sus trabajos cuentan 
con identificador DOI  (8). Un punto importan-

 (7) Excepcionalmente en el número 12 (2021) se agregó 
una sección titulada “Contribuciones Académicas y Cientí-
ficas” en la que se resumen los resultados de un proyecto 
de investigación universitario. 

  (8) El DOI (Digital Object Identifier) es un identificador 
único y permanente para objetos digitales, como lo son 
los artículos de revistas científicas digitales. Proporciona 
información sobre la descripción de dichos objetos y su lo-
calización en Internet a través de metadatos. Entre sus ca-
racterísticas más importantes se destaca que cada DOI es 
único (lo que facilita su identificación y recuperación), per-
manente (a diferencia de las URL, que pueden cambiar, el 
DOI permanece invariable a lo largo del tiempo, garantizan-
do el acceso continuo al artículo) e interoperable (permite 
la interoperabilidad entre diferentes plataformas y siste-
mas, facilitando la búsqueda y el acceso a la información). 
Como resultado, en el caso de las revistas científicas el DOI 
es fundamental, puesto que facilita la identificación y el ac-
ceso a los artículos científicos, permite citar los trabajos de 
manera precisa y uniforme (lo que facilita la localización de 
las fuentes y evita confusiones), aumenta la visibilidad de 
los artículos científicos en internet (ya que los motores de 
búsqueda y las bases de datos utilizan el DOI para indexar 
y mostrar los resultados) y garantiza la preservación de los 
artículos científicos a largo plazo, ya que el DOI permanece 
invariable y permite acceder a los documentos incluso si 

https://revistaargumentos.justiciacordoba.gob.ar/index.php/primera/about
https://revistaargumentos.justiciacordoba.gob.ar/index.php/primera/about
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te es que la revista utiliza la plataforma Open 
Journal System (OJS) lo que facilita y ordena, 
mediante sus herramientas, el seguimiento de 
las etapas editoriales, asignación de revisores y 
comunicación con autores. (9) Permite a su vez 
la identificación de los/as autores con su respec-
tivo ORCID. (10) Informa, además, su equipo edi-
torial integrado por dos directores, un Comité 
Académico (que incluye docentes e investigado-
res de universidades y centros de investigación 
nacionales y extranjeros), un comité editorial, 
editoras y un comité de redacción. También pre-

la revista cambia de plataforma o desaparece. Para más 
información puede consultarse el siguiente enlace disponi-
ble en: https://www.sisbi.uba.ar/¿qué-es-un-identificador-
persistente-¿qué-es-el-doi. 

  (9) OJS es un software de código abierto diseñado 
para la gestión y publicación de revistas científicas. Fue 
desarrollado por el Public Knowledge Project (PKP) con el 
objetivo de facilitar la administración editorial, desde la re-
cepción de manuscritos hasta su publicación y distribución 
en acceso abierto. Es ampliamente utilizado por universi-
dades, instituciones científicas y editoriales académicas 
para gestionar revistas de forma eficiente y transparente. 
Entre sus principales características se cuentan: a) gestión 
integral del proceso editorial: permite administrar la recep-
ción de artículos, revisión por pares, edición y publicación;  
b) acceso abierto y control de suscripción: facilita la publi-
cación en acceso abierto o con modelos de suscripción;  
c) automatización del flujo de trabajo: incluye herramientas 
para el seguimiento de las etapas editoriales, asignación 
de revisores y comunicación con autores; d) indexación y 
visibilidad: genera metadatos en formatos compatibles con 
bases de datos y buscadores académicos como Google 
Scholar, Scopus y DOAJ, y e) personalización y extensi-
bilidad: permite configurar el diseño de la revista y añadir 
funciones mediante plugins. Puede consultarse mayor in-
formación en el siguiente enlace disponible en: https://pkp.
sfu.ca/software/ojs/.

 (10) ORCID (Open Researcher and Contributor ID) es un 
identificador único y persistente para investigadores y aca-
démicos. Su objetivo principal es resolver el problema de 
la ambigüedad en la autoría de trabajos académicos, ya 
que nombres similares o idénticos pueden dificultar la co-
rrecta atribución de publicaciones, proyectos y otras contri-
buciones. Entre sus características principales se destaca: 
a) identificador único (cada investigador recibe un código 
alfanumérico único que lo distingue de otros académicos), 
persistente (el ID de ORCID es permanente y no cambia, 
incluso si el investigador cambia de nombre, institución o 
campo de estudio), es gratuito e interoperable se integra 
con muchas plataformas académicas, como revistas, ba-
ses de datos y sistemas de gestión de investigación. En 
definitiva, ORCID ayuda a garantizar que las publicaciones y 
contribuciones se atribuyan correctamente al investigador 
adecuado.

cisa su sistema de arbitraje (11), código de ética y 
política de acceso abierto, (12) de plagio y decla-
ración de privacidad. 

II.2. La revista “Escuela Judicial” del Consejo de la 
Magistratura de la Provincia de Buenos Aires

La “Revista Escuela Judicial” del Consejo de 
la Magistratura de la Provincia de Buenos Ai-
res fue creada en el ámbito del Consejo de la 
Magistratura de Buenos Aires  (13), órgano en-
cargado de la selección de los postulantes para 
cubrir cargos en el Poder Judicial provincial y al 
que se le asignó, asimismo, la creación y direc-

 (11) Los trabajos recibidos deben ser aprobados en pri-
mer lugar por los editores en relación con su pertinencia 
temática y el cumplimiento de las normas formales de la 
revista. Aprobados en esa primera instancia, los manuscri-
tos son derivados por los editores a árbitros externos a la 
revista y designados ad hoc, manteniendo el anonimato de 
los autores mediante el sistema de doble ciego. 

 (12) La revista adopta la licencia Creative Commons By 
NC 4.0 internacional (el acceso a los contenidos que se 
publican es abierto, libre y gratuito). La revista no retiene 
los derechos de reproducción (copyright) por lo que los 
autores pueden volver a publicar sus trabajos con la sola 
mención a la fuente original de publicación.

  (13) Cabe recordar que con la reforma constitucional 
de 1994 se introdujo un cambio importante en el procedi-
miento de selección y nombramiento de los magistrados 
federales y provinciales en la Argentina. En el primer caso, 
a partir del nuevo texto constitucional se estableció una 
diferenciación entre el nombramiento de los jueces infe-
riores respecto de los ministros de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación. En este sentido, todos los jueces fe-
derales y nacionales inferiores —tanto de primera como de 
segunda instancia— pasaron a ser seleccionados y nom-
brados a través de un procedimiento en donde, además 
de participar el Presidente de la Nación y el Senado de la 
Nación, interviene el Consejo de la Magistratura (art. 114 de 
la Constitución Nacional, en adelante, CN). Los jueces de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación continúan siendo 
elegidos por el mecanismo anterior, esto es, el Presidente 
de la República selecciona al candidato y el Senado de 
la Nación otorga o no el acuerdo en una sesión pública  
(art. 99 inc. 4° de la CN). Esta nueva ingeniería constitu-
cional impactó asimismo en el orden local, en donde las 
provincias han progresivamente dado forma también a sus 
propios consejos de la magistratura, estableciendo —con 
diversos matices— los mecanismos de designación de 
jueces/zas, la administración y funcionamiento de la jus-
ticia local y, en particular, sus respectivos espacios de ca-
pacitación. Mientras que en algunos casos estos últimos 
espacios se han consolidado también en el ámbito de los 
consejos de la magistratura locales, en otros se han cons-
tituido como ámbitos autónomos dependientes directa-
mente de los máximos tribunales de justicia provinciales.
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ción de la Escuela Judicial con el compromiso 
“de garantizar la pluralidad académica, doctri-
naria y jurisprudencial” (art. 22, ley provincial  
N.º 11.868 y modificatorias). De este mismo ob-
jetivo da cuenta el perfil de la revista que se 
presenta como un “espacio abierto, plural, in-
clusivo de debate interdisciplinario”  (14). En-
tre sus propósitos declara: “por tratarse de una 
publicación de una institución académica y de 
formación, este espacio también está pensado 
como herramienta e insumo para profesores, 
profesoras, tutores, tutoras y cursantes de la 
Escuela Judicial. En cada número encontrarán 
material bibliográfico valioso a la hora de afron-
tar los estudios de cada curso curricular o extra-
curricular impartido” (15).

La Revista se encuentra dirigida a un públi-
co amplio que incluye investigadores, docentes, 
abogados de la matrícula y al personal de los 
distintos poderes del Estado provincia, así como 
al público en general. Entre los temas que de-
clara como de su interés principal se incluyen: 
“problemáticas e intereses propios del servicio 
de justicia, temas vinculados a las materias y 
especialidades propias de los distintos fueros e 
instancias que competen la Administración de 
Justicia y el Ministerio Público de la Provincia 
de Buenos Aires” (16).

El análisis de los artículos publicados en nú-
meros anteriores revela que la revista se ha con-
solidado como un espacio amplio y heterogéneo 
de reflexión e investigación sobre cuestiones 
que trascienden su ámbito de interés inicial. 

La revista cuenta, hasta la fecha, con cuatro 
números y un dossier. Conforme la informa-
ción del sitio se infiere que sus publicaciones 
han sido publicadas en papel y en digital. Ini-
cialmente, se estableció una periodicidad se-
mestral, con publicaciones entre los meses de 
junio y noviembre/diciembre. Sin embargo, a 
partir del cuarto número, la periodicidad se mo-
dificó a anual. El primer número se publicó en 
noviembre de 2021, mientras que el último dis-
ponible en el archivo en línea de la revista co-

  (14) Toda la información plasmada sobre la revista en 
este artículo puede consultarse con mayor detalle en su 
sitio en internet disponible en: https://revista.cmagistratu-
rabsas.gob.ar/escuelajudicial/.

 (15) Ídem.

 (16) Ídem.

rresponde a noviembre de 2023. Por su parte, el 
dossier fue publicado en febrero de 2024.

Las secciones de la revista han variado con el 
tiempo. En los primeros tres números se incluyó 
una sección de «Doctrina», que suele contar con 
la mayor cantidad de trabajos y páginas. En esta 
sección se presentan artículos sobre diversos te-
mas, tales como el funcionamiento de la magis-
tratura local, cuestiones de derecho sustantivo 
(civil, comercial, penal), derecho procesal, de-
rechos de los consumidores y usuarios, derecho 
ambiental y derechos humanos, entre otros.

Otra sección destacada es «Comentarios a ju-
risprudencia», donde se analizan sentencias de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la Su-
prema Corte de la Provincia y la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos. Asimismo, la 
sección “Trabajos Científicos de Egresados/as y 
Cursantes de la Escuela Judicial”, se integra ma-
yormente también con artículos vinculados a 
temáticas de derecho de fondo y procesal —al 
igual que los de la sección de “Doctrina” pero 
usualmente con una extensión mayor de pá-
ginas y desarrollo de la hipótesis de trabajo—. 
Una tercera sección común es la de “Entrevis-
tas y opiniones” que presenta diálogos con in-
tegrantes del Consejo de la Magistratura, la 
Escuela Judicial, funcionarios públicos provin-
ciales y autoridades de instituciones de dere-
chos humanos. Sin embargo, algunas secciones 
no han mantenido una continuidad estable, 
como “Organización y Gestión Judicial” (con un 
único artículo en el primer número) y “Apuntes, 
notas y opiniones” (con dos trabajos en el tercer 
número).

A partir del cuarto número —titulado “Ac-
tualización en Derechos Humanos”— se obser-
va una restructuración en la organización de 
las secciones. Los artículos de investigación y 
doctrina en este número se distribuyen en nue-
vas categorías, como “Perspectiva de género en 
la investigación y juzgamiento”, “Perspectivas 
socio-antropológicas sobre la justicia” y “Enfo-
ques”. No obstante, dado que se trata del último 
número publicado, no es posible determinar si 
este cambio en la estructura será permanente o 
si responde a la temática específica del número.

En este sentido, en febrero de 2024 la revis-
ta publicó su primer “Dossier” en el que se re-
copilaron las ponencias presentadas en el  
XX Congreso Provincial de Funcionarios y Fun-
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cionarias del Poder Judicial de la Provincia de 
Buenos Aires bajo el título “El valor de la fun-
ción Judicial, nuevas tecnologías y recursos 
humanos” y que tuvo lugar en noviembre del 
año 2022. Los trabajos incluidos en esta edi-
ción abordan aspectos de la gestión judicial y 
el impacto de las nuevas tecnologías en la ad-
ministración de justicia. Según lo expresado en 
el editorial del dossier: “a través de este nuevo 
formato de publicación, buscamos poner en cir-
culación contribuciones sobre enfoques y ex-
periencias que permitan enriquecer, de forma 
inclusiva y accesible, los debates y reflexiones 
acerca del derecho y la administración de jus-
ticia […] La modalidad de publicación que aquí 
proponemos, en conjunto con una mayor flexi-
bilidad en los criterios editoriales resultan un 
modo de fortalecer, a través del carácter situado 
de las contribuciones que aquí se enmarcan, el 
ámbito de intercambios continuo y permanente 
de magistrados/as, funcionarios/as judiciales y 
aspirantes a la magistratura” (17).

La revista cuenta con ISSN para su forma-
to digital y papel, se integra con ORCID y utili-
za también la plataforma Open Journal System 
(OJS). Asimismo, desde su creación, la revista ha 
establecido y difundido los criterios editoriales, 
tales como las pautas de presentación de artícu-
los, incluyendo la exigencia de título, resumen 
y palabras clave. Exige, además, que los traba-
jos presentados sean originales e inéditos y que 
no se encuentren en evaluación simultánea en 
otras revistas (si bien los autores conservan sus 
derechos de autoría garantizan a la revista el 
derecho de ser la primera publicación del tra-
bajo). La calidad académica se garantiza me-
diante un sistema de referato (doble ciego) y la 
transparencia del proceso editorial, que abarca 
criterios de evaluación, etapas y notificaciones. 
Además, se han establecido políticas sobre pro-
piedad intelectual, acceso abierto, preservación, 
detección de plagio, disponibilidad de datos, de-
claración de privacidad y principios éticos. Fi-
nalmente, la revista identifica a sus autoridades 
e integrantes del cuerpo editorial, compuesto 
por miembros del Consejo de la Magistratura de 
la provincia, el equipo editorial (responsable de 
la dirección, edición y coordinación), un equi-
po técnico (encargado del diseño, corrección y 
diagramación, entre otras tareas), el Consejo 

 (17) “Revista Escuela Judicial”, 2024, 1, p. 1, Consejo de la 
Magistratura de la Provincia de Buenos Aires, disponible en: 
https://doi.org/10.59353/drej.v1i1.

Directivo y el Comité Asesor Internacional, in-
tegrado por docentes de universidades extran-
jeras, miembros de la judicatura de otros países 
y representantes de organizaciones internacio-
nales. 

II.3. La revista “Temas Judiciales” de la Escuela de 
la Magistratura de Salta

La revista “Temas Judiciales” de la Escuela de 
la Magistratura del Poder Judicial de Salta fue 
creada por Acta N.° 163 en julio de 2005 y, hasta 
la fecha, ha publicado 24 números. Si bien en su 
inicio se estableció una periodicidad trimestral, 
a partir de 2010 pasó a publicarse anualmente, 
con algunas interrupciones a lo largo de su exis-
tencia. En 2017, con motivo del 25° aniversario 
de la Escuela, se publicó una edición especial. 
En el editorial del primer número, publicado 
en septiembre de 2005, se expresaba: “Al entrar 
en sus páginas advierta el lector, que no somos 
editores, escritores, publicistas, ni nada que se 
le parezca, sólo queremos hacer oír, difundir y 
compartir —además de otros temas— el pensa-
miento de nuestra gente y el nuestro” (18).

Desde sus inicios, la revista se ha constituido 
como un espacio de difusión heterogéneo. Las 
primeras publicaciones incluían breves comen-
tarios, recopilaciones de doctrina y jurispruden-
cia, así como reseñas de actividades académicas 
e institucionales del Poder Judicial. Su contenido 
se organizaba temáticamente en función de los 
diversos fueros de competencia judicial (cons-
titucional, laboral, civil, penal, concursos, quie-
bras y sociedades, contencioso administrativo) 
y del Ministerio Público. Además, incorporaba 
información institucional sobre capacitaciones 
y becas.

A partir del número 20, publicado en 2013, la 
revista amplió su contenido, adoptando un for-
mato de anuario con una mayor cantidad de 
trabajos doctrinales, ponencias de congresos y 
artículos derivados de posgrados universitarios. 
En sus ediciones recientes, se destacan el núme-
ro 22 (junio de 2017), que abordó temas de ges-
tión judicial y acceso a la justicia, y el número 23 
(2018), que incluyó una sección sobre “Derecho 
y Literatura” en homenaje a Jorge Luis Borges. 
El número 24, publicado en agosto de 2024, re-
fuerza la orientación científica de la revista, con 

 (18) “Revista Temas Judiciales”, 2005, 1, p. 2, Escuela de 
la Magistratura del Poder Judicial de Salta.
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artículos que difunden resultados de investiga-
ciones interdisciplinarias sobre administración 
y acceso a la justicia  (19), llevadas a cabo por 
el Instituto de Investigaciones y Estudios Jurí-
dicos de la Escuela de la Magistratura de Salta 
(InEJu) (20).

La revista cuenta con ISSN tanto para sus edi-
ciones en formato impreso como digital. Su con-
sejo editorial está conformado por un director, 
un vicedirector académico, un consejo acadé-
mico y una secretaría. No se informan las fi-
liaciones institucionales o académicas de sus 
integrantes. Su archivo es accesible a través del 
sitio web de la Escuela de la Magistratura (21).

II.4. La revista “Justicia en Conexión” de la Escuela 
Judicial de Tierra del Fuego

La revista “Justicia en Conexión” es la conti-
nuadora de una publicación digital previa del 
Poder Judicial de la Provincia de Tierra del Fue-
go, denominada “Obiter Dictum”, cuyo primer 
número se publicó en 2013 (22). Desde su relan-
zamiento en noviembre de 2023, ha publicado 
tres números hasta noviembre de 2024.

La revista se estructura en diversas secciones, 
entre las cuales se destacan: a) “Cápsula de no-
vedades jurídicas y judiciales relevantes”, que 
incluye información sobre jornadas académicas 

  (19) Así los trabajos refieren a temas que se conside-
raron de relevancia para la judicatura local como “La in-
solvencia del consumidor en el Poder Judicial de Salta. 
Adaptaciones y desafíos”; la “Guía de comunicación con 
perspectiva de género en el ámbito del Poder Judicial” y 
“La asistencia y defensa de la víctima en el proceso penal”.

 (20) Conforme lo señalado en el prólogo de ese número 
de la revista, el Instituto es responsable de la coordinación 
de la labor de investigación científica dentro del ámbito de 
la Escuela de la Magistratura, realizando su actividad me-
diante un sistema de programas abiertos de investigación 
y “exploraciones direccionadas a las problemáticas funda-
das en la situación y exigencias actuales de la ciencia del 
Derecho, no solo en la investigación formalizada sino en la 
praxis del derecho con metodología apropiada que permi-
ta agilizar la tarea de jueces y abogados”. 

  (21) Disponible en: https://www.escuelamagistratura.
gov.ar/revista-temas-judiciales-edicion-digital/. Toda la 
información relevada en este apartado pertenece a dicha 
sección. 

 (22) Conforme el catálogo público de acceso en línea 
de la Biblioteca del Poder Judicial de Tierra del Fuego la 
revista “Obiter Dictum” contó con 5 números publicados 
entre los años 2013 y 2017. 

y profesionales, infografías y comentarios legis-
lativos, entre otros contenidos; b) “Doctrina”, la 
sección con mayor cantidad de artículos, que 
en los primeros números se ha enfocado prin-
cipalmente en derecho constitucional y penal; 
c) “Comentarios a sentencias relevantes”, que 
analiza fallos del Superior Tribunal de Justicia 
de la provincia, de otros tribunales superiores 
provinciales y de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación; d) “Podcast”, que presenta entre-
vistas con integrantes del Poder Judicial; e) “Tec-
nología aplicada a la función judicial”, y f) una 
sección con enlaces a videos de capacitaciones 
judiciales organizadas por la Escuela. 

En un análisis más detallado de su conteni-
do, se observa una significativa producción aca-
démica centrada en temas de impacto para la 
gestión y administración de justicia. El primer 
número aborda cuestiones vinculadas con la 
justicia digital, la protección de datos y la ci-
berseguridad, incluyendo estudios sobre la im-
plementación de tecnologías emergentes en el 
sistema judicial, análisis de casos de ciberdeli-
tos y reflexiones sobre la ética de la inteligen-
cia artificial aplicada a la justicia. La segunda 
edición se enfoca en la justicia social y los de-
rechos humanos, con artículos que examinan la 
desigualdad en el acceso a la justicia, la protec-
ción de grupos vulnerables y el impacto de las 
políticas públicas en la equidad. El número más 
reciente incluye una sección dedicada a la re-
forma judicial y la modernización de los siste-
mas de gestión judicial.

La revista cuenta con un equipo editorial 
conformado por una directora, una secretaria 
de redacción, un consejo editorial y un equipo 
de producción audiovisual y diseño. No se pro-
porciona información sobre las filiaciones ins-
titucionales o académicas de sus integrantes. 
Asimismo, la revista publica las pautas para la 
presentación de los artículos.

II.5. La revista “Diálogos y Voces Judiciales” de la 
Escuela de Capacitación Judicial de Jujuy

La revista “Diálogos y Voces Judiciales” de 
la Escuela de Capacitación Judicial de Jujuy  
“Dr. Guillermo Snopek” es la más reciente de 
las publicaciones especializadas en el ámbito 
judicial. La revista tiene una periodicidad se-
mestral. Se presenta como una publicación de-
dicada a explorar temas de actualidad jurídica y 
las nuevas tendencias emergentes en el ámbito 

https://www.escuelamagistratura.gov.ar/revista-temas-judiciales-edicion-digital/
https://www.escuelamagistratura.gov.ar/revista-temas-judiciales-edicion-digital/
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legal. Su objetivo “es proporcionar un foro para 
el intercambio de ideas que se consolide como 
una publicación de excelencia académica, refe-
rente en el noroeste argentino”. En el prólogo 
de su primer número los directores de la Escue-
la señalaban que la revista: “surgió con el pro-
pósito de explorar un terreno casi ignoto, el de 
la justicia y el derecho; teniendo como fin pro-
mover estudios e investigaciones, generar dis-
cusiones y reflexiones diversas sobre el servicio 
de justicia en el ámbito provincial con el objeto 
de fomentar el trabajo intelectual. Es una revis-
ta que nos invita a leerla como la expresión de 
múltiples voces que discuten el derecho, pero 
también incluyendo el estudio de otras discipli-
nas que no solo contribuyen, sino que además 
son parte del servicio de justicia” (23).

Su lanzamiento tuvo lugar en noviembre de 
2022. Hasta la fecha se han publicado cuatro 
números. Cada edición se organiza mayormen-
te en torno a una temática específica. El primer 
número aborda la transformación digital en el 
ámbito judicial y la modernización de los siste-
mas de justicia, los desafíos éticos y legales de 
las nuevas tecnologías, el expediente electróni-
co, la contratación digital y el derecho al olvido. 
También se analizan temas sobre la eficiencia 
en la gestión judicial, el acceso a la justicia me-
diante herramientas digitales y la formación 
en competencias tecnológicas para los profe-
sionales del derecho. El segundo número está 
dedicado al proceso adversarial como nuevo 
paradigma en la gestión de los procedimien-
tos penales, con énfasis en la modernización 
del sistema judicial tras la implementación del 
Código Procesal Penal en la provincia y la crea-
ción de la Oficina de Gestión Judicial (OGJ). La 
tercera edición aborda la justicia ambiental es-
pecializada, destacando el caso pionero del fue-
ro ambiental de Jujuy mediante la creación de 
juzgados y fiscalías especializadas. Este mode-
lo se contrasta con experiencias internaciona-
les a través de contribuciones de jueces de otros 
países, quienes analizan la importancia de la 
ciencia en la justicia ambiental y el rol de la ju-
risdicción agroambiental. Otros artículos explo-
ran la evolución del fuero ambiental de Jujuy, 
la capacitación ambiental obligatoria (Ley Yo-
landa) y los mecanismos de resolución de con-
flictos ambientales, como la autocomposición 

 (23) “Diálogos y Voces Judiciales”, 2022, 1 (1), Escuela de 
Capacitación Judicial de Jujuy. Disponible en: https://dialo-
gos.justiciajujuy.gov.ar/index.php/dvj/issue/view/1. 

en Chile. El último número editado comprende 
especialmente trabajos vinculados con la regu-
lación y el uso de la inteligencia artificial. Cada 
edición también incluye una sección con legisla-
ción y jurisprudencia relevante y una entrevista 
con un actor clave en la materia.

La dirección de la revista está a cargo de tres 
directores y un comité académico, aunque no 
se proporciona información sobre sus filiacio-
nes profesionales o académicas. Además, cuen-
ta con un comité editorial, otro de redacción y 
editores. La revista utiliza la plataforma Open 
Journal System (OJS). En ella se detallan las pau-
tas para la presentación de artículos y envíos, 
código de ética y manejo de datos personales. La 
revista utiliza el sistema de arbitraje de doble 
ciego. Se encuentra incluida, asimismo, en los 
repositorios digitales de acceso abierto Zenodo 
y LatinRev. A partir del último número permite 
la identificación de los/as autores con su respec-
tivo ORCID, se indica fecha de recepción y acep-
tación de los artículos y sus identificadores DOI.

II.6. La revista del Ministerio Público de la Defensa 
de la Nación

La Revista del Ministerio Público de la Defen-
sa de la Nación es una publicación oficial de la 
Defensoría General de la Nación de Argentina. 
Desde su primera aparición en 2006, ha aborda-
do diversas temáticas vinculadas con la defensa 
pública, el acceso a la justicia y los derechos hu-
manos. Como señala el editorial en su segundo 
número, los trabajos son: “en su gran mayoría, 
producto de las actividades cotidianas protago-
nizadas u organizadas por los distintos magis-
trados y funcionarios que componen el plantel 
jerárquico de nuestra institución. Con ello da-
mos cuenta de las importantes funciones que 
en ese terreno cumplen los Magistrados espe-
cializados en dichas áreas y demostramos el in-
tegral rol de garante de los derechos humanos 
que cabe al Ministerio Público de la Defensa en 
nuestra organización social” (24).

Actualmente, la revista se publica con una pe-
riodicidad anual y ha experimentado modifi-
caciones en la estructura de sus secciones a lo 
largo del tiempo. En sus primeros ocho núme-

 (24) “Revista del Ministerio Público de la Defensa de la 
Nación”, 2007, 1 (2), p. 1, Buenos Aires. Disponible en: https://
www.mpd.gov.ar/pdf/publicaciones/revista/Revista%20
MPD%202.pdf.

https://dialogos.justiciajujuy.gov.ar/index.php/dvj/issue/view/1
https://dialogos.justiciajujuy.gov.ar/index.php/dvj/issue/view/1
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ros, presentaba cuatro secciones principales: un 
“Foro de opinión”, que incluía colaboraciones 
de juristas y académicos que habían participa-
do en actividades de capacitación organizadas 
por la Defensoría; una sección titulada “Nues-
tra doctrina”, que recopilaba trabajos jurídicos 
elaborados por magistrados del Ministerio Pú-
blico; una sección denominada “Planteos de-
fensistas”, que reunía presentaciones judiciales 
seleccionadas por la relevancia de su contenido 
o por el impacto de los resultados obtenidos; y, 
finalmente, una sección de “Informaciones”, en 
la que se registraban actividades de capacita-
ción y otros eventos institucionales desarrolla-
dos por la Defensoría.

A partir de su novena edición, la revista adop-
tó un formato temático, estructurado en torno 
a distintos ejes de interés dentro del ámbito de 
competencia del Ministerio Público de la De-
fensa. Cada número se dedica a una temática 
específica, como justicia restaurativa, litigio es-
tratégico en materia ambiental, movilidad hu-
mana, regulación de estupefacientes o defensa 
de personas privadas de libertad. En esta nueva 
modalidad, la estructura de la revista se compo-
ne de cuatro secciones diferenciadas. En primer 
lugar, una serie de artículos de doctrina y re-
flexión introduce el tema central de la edición. 
A continuación, una sección titulada “Experien-
cias nacionales” presenta el análisis de casos y 
prácticas desarrolladas en Argentina. Seguida-
mente, una sección denominada “Experiencias 
internacionales” examina estudios comparados 
y enfoques provenientes de otras jurisdicciones. 
Finalmente, la revista cierra con una sección de 
“Entrevistas”, en la que se incluyen diálogos con 
expertos académicos, funcionarios y otros acto-
res relevantes en la materia.

La revista se publica en formato digital y sus 
artículos están disponibles en el repositorio de 

la Escuela de la Defensa Pública. (25) Cuenta con 
ISSN y su equipo editorial está conformado por 
la Defensora General de la Nación en calidad de 
editora, la directora de la Escuela, así como un 
equipo de coordinación de contenido, coordina-
ción editorial, edición, diseño y diagramación.

III. Conclusiones preliminares. Entre la poten-
cialidad y los desafíos de las publicaciones ac-
tuales

El análisis de las revistas científicas impulsa-
das por las escuelas judiciales provinciales en 
Argentina permite identificar tanto avances sig-
nificativos como algunos desafíos estructurales 
en su consolidación como publicaciones aca-
démicas de referencia. Se observa un esfuer-
zo creciente de las instituciones judiciales por 
promover el debate jurídico y difundir el cono-
cimiento, con publicaciones que abordan pro-
blemáticas contemporáneas del derecho y la 
administración de justicia, muchas veces des-
de una perspectiva interdisciplinaria. En este 
último ámbito, dichas revistas han ocupado un 
espacio vacante con potencial impacto, no solo 
como medios para la reflexión teórica y crítica 
o el intercambio doctrinario y jurisprudencial, 
sino también como herramientas estratégicas 
para mejorar el servicio de justicia y ampliar su 
acceso de manera más efectiva. Sin embargo, al 
compararlas con revistas indexadas en los prin-
cipales sistemas de reconocimiento académi-
co (como Latindex, CAICYT-CONICET, SCIELO o 
DOAJ), aún se advierten ciertas limitaciones en 
su profesionalización y alcance. Estas podrían 
superarse en el corto o mediano plazo median-
te la adopción de mejores prácticas editoriales 
y una mayor integración en redes académicas 
consolidadas.

  (25) Disponible en: https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/
handle/123456789/55?offset=40. 

https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/55?offset=40
https://repositorio.mpd.gov.ar/jspui/handle/123456789/55?offset=40
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Tabla N.º 1. Tabla de revistas y estándares de publicación

Revista ISSN Periodicidad Equipo 
editorial OJS DOI

Criterios o 
índices de 

indexación y 
visibilidad

Política de 
derechos de 

autor

Sistema 
de 

arbitraje

Argumentos Sí Semestral Sí Sí Sí

Latindex 2.0, 
CAICYT-CO-
NICET, DOAJ, 
OAI, Mir, Ma-

lena, LatinRev, 
Google Aca-

démico

Sí (CC), no 
retiene dere-
chos de re-
producción

Sí

Revista Es-
cuela Judi-
cial

Sí Semestral Sí Sí Sí

Sí (CC), no 
retiene dere-
chos de re-
producción

Sí

Temas Judi-
ciales Sí Anual Sí No No No especifica No espe-

cifica

Justicia en 
Conexión No Semestral Sí No No No especifica No espe-

cifica

Diálogos y 
Voces Judi-
ciales

Sí Semestral Sí Sí Sí Zenodo, La-
tinRev

Sí (CC), no 
retiene dere-
chos de re-
producción

Sí

Revista del 
Ministerio 
Público de 
la Defensa 
de la Nación

Sí Anual Sí No No No especifica No espe-
cifica

Desde una perspectiva positiva, la existencia de estas revistas responde a una necesidad genuina 
de fortalecer la investigación y la formación judicial en el ámbito local. Sus aportes son instrumen-
tos didácticos valiosos que pueden facilitar el estudio del derecho y de sus institutos en general —y 
su aplicación en el ámbito local en particular— así como del pensamiento jurídico e interdiscipli-
nario, aportando significativamente a la formación y actualización de los operadores jurídicos (26). 
Algunas publicaciones, como la revista “Argumentos” del Centro de Perfeccionamiento Ricardo 
C. Núñez, han logrado avances importantes en la consolidación de estándares científicos, refleja-
dos en su indexación en bases de datos reconocidas y en el uso de plataformas editoriales como 
Open Journal System (OJS). Otras revistas han incorporado secciones especializadas, arbitradas y 
con una diversidad temática que enriquece el debate académico y profesional. La conformación 
de equipos editoriales multidisciplinarios, la asignación de identificadores DOI y ORCID, así como 
la publicación en acceso abierto, constituyen prácticas alineadas con los estándares internaciona-

  (26) Acerca del importante papel que revistas científicas jurídicas en general pueden desempeñar en la formación 
continua de magistrados y funcionarios judiciales puede consultarse: ESTUPIÑÁN, R.; HUERA CASTRO, D. E.; CHAMORRO 
VALENCIA, D. W.; ROBALINO VILLAFUERTE, J. L., “Apuntes para la caracterización de las revistas científicas jurídicas en 
Latinoamérica”, Bibliotecas. Anales de Investigación, 2023, 19 (2), ps. 1-15, y PUGLIESE LAVALLE, M. R., “Las revistas jurídicas: 
un instrumento didáctico para el estudio de la evolución del derecho en la Argentina”, Academia: Revista sobre Enseñanza 
del Derecho, Buenos Aires, 2015, 13 (25), ps. 75-107. Particularmente, en este último trabajo, su autora da cuenta de cómo 
los artículos publicados en estas revistas podrían ser utilizados en cursos, talleres o seminarios, entre otras estrategias. 
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les. Además, todas estas revistas se encuentran 
disponibles en formato digital y figuran en di-
versos repositorios de acceso abierto, lo que no 
solo mejora la accesibilidad, preservación y vi-
sibilidad de los materiales publicados, sino que 
también promueve el cumplimiento de criterios 
de calidad exigidos para la indexación en bases 
de datos especializadas.

Sin embargo, la revisión de la muestra estu-
diada evidencia aún ciertas carencias que pue-
den dificultar su posicionamiento en el circuito 
académico nacional y global. En primer lugar, 
algunas de estas revistas presentan dificultades 
en la continuidad y regularidad de sus publica-
ciones, lo que afecta su impacto y visibilidad. 
Además, la falta de información clara sobre la 
afiliación académica del cuerpo editorial en al-
gunas de ellas reduce su credibilidad y dificulta 
su inserción en bases de datos de alto prestigio. 
Otra debilidad se observa en la falta de riguro-
sidad en los procesos de revisión por pares en 
ciertos casos, un requisito esencial para garan-
tizar la calidad científica de las contribuciones.

En términos de crecimiento, estas revistas po-
drían beneficiarse de una mayor profesionaliza-
ción de sus procesos editoriales, estableciendo 
criterios más rigurosos de indexación, fortale-
ciendo la evaluación externa de sus artículos y 
ampliando su vinculación con redes académicas 
nacionales e internacionales  (27). Esto resulta 

 (27) Existen diversos trabajos que recopilan las buenas 
prácticas para revistas académicas de acceso abierto y 
que podrían ser un interesante material de consulta para 
guiar los procesos de mejora. En este sentido pueden 
mencionarse: ROJAS-V., M. A. y RIVERA-M., S., “Guía de bue-
nas prácticas para revistas académicas de acceso abierto”, 
ONG Derechos Digitales, Santiago de Chile, 2011, disponible 
en: http://www.latindex.org/lat/documentos/descargas/
Manual-Buenas_Practica_Revistas_Academicas.pdf; SIE-
RRA FLOREZ, P. y GÓMEZ VARGAS, M., “Prácticas editoriales 
en materia de visibilidad de revistas científicas latinoameri-
canas en Ciencias Sociales y Humanas”, Información, Cul-
tura y Sociedad, 2019, 40, ps. 131-150, disponible en: https://
doi.org/10.34096/ics.i40.5347.

especialmente viable debido a la estrecha rela-
ción entre la judicatura y la labor docente e in-
vestigadora en universidades nacionales, tanto 
públicas como privadas. Un ejemplo destacado 
de esta articulación entre investigación y publi-
cación es el caso de Salta, a través de su Insti-
tuto de Investigaciones y Estudios Jurídicos de 
la Escuela de la Magistratura. Esta sinergia no 
solo fortalece la legitimidad de las revistas, sino 
que también atrae trabajos de mayor impacto 
académico y fomenta el desarrollo de líneas de 
investigación con relevancia práctica y teórica. 
Es alentador observar que muchos de estos de-
safíos ya se están abordando mediante la adop-
ción de métricas de impacto (como el uso de la 
plataforma OJS, la inclusión en repositorios e 
indexaciones), el fortalecimiento del sistema de 
revisión por pares (con la descripción precisa 
del proceso de arbitraje) y la transparencia en 
la gestión editorial (que incluya la participación 
de personas externas a la institución con reco-
nocida trayectoria académica, científica o pro-
fesional).

En síntesis, las revistas de las escuelas judicia-
les provinciales constituyen un espacio valioso 
de difusión del conocimiento y de las prácticas 
en el ámbito jurídico y, en particular, de la ad-
ministración de justicia. Como desafío al que 
aún se enfrentan, tienen un camino por reco-
rrer para alcanzar estándares equiparables a 
los de las publicaciones mejor posicionadas en 
el campo de la investigación en derecho. El for-
talecimiento de su profesionalización, la conso-
lidación de procesos de revisión más estrictos y 
su integración en índices y bases de datos cien-
tíficas de mayor alcance pueden resultar pasos 
clave, no solo para potenciar su impacto y legi-
timidad en la comunidad académica y judicial, 
sino también para contribuir a la mejora del 
servicio de justicia mediante la producción y 
difusión de conocimiento especializado de alta 
calidad.

http://www.latindex.org/lat/documentos/descargas/Manual-Buenas_Practica_Revistas_Academicas.pdf
http://www.latindex.org/lat/documentos/descargas/Manual-Buenas_Practica_Revistas_Academicas.pdf
https://doi.org/10.34096/ics.i40.5347
https://doi.org/10.34096/ics.i40.5347
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Poder Judicial de Catamarca
Justicia Cerca 

A partir de 2023. la Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Catamarca implementó mediante la 
Resolución N.º 7690/23 el Programa “Justicia 
Cerca”, con el cual se brinda servicios de justi-
cia itinerante para el acceso de sectores vulne-
rables.

Son 4 las circunscripciones judiciales que, a 
través de un trabajo mancomunado entre Mi-
nisterio Público y organismos estatales, brinda-
ron más de 10.000 atenciones en 20 localidades 
del interior provincial.

Una de las características más importantes de 
la provincia de Catamarca es su extensión geo-
gráfica, compuesta por Departamentos integra-
dos por zonas rurales y de puna distantes entre 
sí. En algunos casos, estas zonas son inhóspitas y 
de difícil acceso, que se realiza transitando rutas 
sinuosas. Son En la cercanía a la Cordillera de los 
Andes, los pobladores son afectados por frecuen-
tes inclemencias climáticas que condicionan al 
desarrollo lento y paulatino de las comunidades. 

Ello se traduce en situaciones sociocultura-
les, educativas y económicas adversas, las cua-
les dificultan que las personas afectadas puedan 
llegar hasta las oficinas donde funcionan las De-
fensorías Públicas y Juzgados. 

En dichos departamentos tienen asiento cir-
cunscripciones judiciales compuestas por las di-
ferentes zonas geográficas de la provincia, que 
se componen de: 

- Primera Circunscripción Judicial: integradas 
por los departamentos: Capital, Valle Viejo, Fray 
Mamerto Esquiú (FME), Paclín, Ambato, Ancas-
ti, Santa Rosa, El Alto y Capayán.

- Segunda Circunscripción Judicial Andalgalá: 
Departamento Andalgalá y Departamento Pomán.

- Tercera Circunscripción Belén: Departamen-
to Belén y Departamento Antofagasta de la Sie-
rra.

- Cuarta Circunscripción Judicial Santa María: 
Departamento Santa María.

- Quinta Circunscripción Judicial Tinogasta: 
Departamento Tinogasta.

- Sexta Circunscripción Judicial Recreo: Re-
creo, Departamento La Paz. 

Todas las circunscripciones nombradas cuen-
tan con Cámara Gesell.

Mediante el Programa “Justicia Cerca”, los 
operadores de las Defensorías Públicas con 
competencia multifuero se trasladan a las lo-
calidades que integran el interior de cada de-
partamento provincial. Al hacerlo, llegan a las 
poblaciones más lejanas para brindar el servi-
cio de justicia a las personas y grupos que se 
encuentran en estado de vulnerabilidad, con lo 
que logran satisfacer parte de sus necesidades 
básicas para el ejercicio, salvaguarda y restable-
cimiento de sus derechos. 

En el marco del Programa se da cabal cumpli-
miento a lo establecido en las Reglas de Brasilia 
sobre acceso efectivo a la justicia de las perso-
nas en condición de vulnerabilidad. 

En función de lo decidido mediante acuerdo 
plenario de la Corte de Justicia, la función de 
coordinación del Programa es ejercida por la Sra. 
Ministra de Corte, Dra. Rita Verónica Saldaño.

- Departamento de Comunicación Judicial.

- Secretaría de Biblioteca Judicial.
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Trabajando en aprender

El Poder Judicial de Formosa recibe constantemente, ingresantes de diferentes edades y niveles 
educativos, conformando una vasta planta de trabajadores y profesionales de diversa índole, incor-
porados a distintas áreas, con bagajes particulares, pero desprovistos de las herramientas específi-
cas para la labor como operadores de la justicia.

Así, anualmente, se dictaba una capacitación para los ingresantes, denominada “Formación Ini-
cial”, curso presencial que llegaba, para algunos destinatarios, a destiempo, pues ellos se habían 
incorporado a sus respectivas oficinas, hace algún tiempo atrás.

Ante esta realidad, la Escuela Judicial y la Dirección de Sistemas Informáticos, se abocaron a la 
tarea de tornar factible la permanencia, en el aula virtual, de un curso autogestionado, realizado 
por cada ingresante, al incorporarse, actividad imposible de implementar por razones técnicas.
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Superando esas cuestiones, a propuesta del departamento Aula Virtual, y, con su respaldo, se so-
licitó a la Dirección de Recursos Humanos la notificación del ingreso de agentes y sus datos, a fin 
de que procedan a la creación de una cuenta en el aula virtual para la habilitación del curso “Capa-
citación Continua en Sistemas de Gestión Judicial” aprobado por acta 02/24 del Consejo Académico 
de la Escuela Judicial y por Resolución 115/24 Superintendencia.

Esta primera etapa, circunscribe el curso a los elementos necesarios para el uso de Sistemas del 
poder judicial, sin obstaculizar la incorporación paulatina de otros ejes que revisten una impor-
tancia fundamental para el tratamiento de los datos y de los justiciables que son, en definitiva, los 
destinatarios del fin último de nuestra actividad.



122 •  noticias

Poder Judicial de Tucumán
Federico Noguera

La Cámara de Apelaciones en Lo Civil en Docu-
mentos y Locaciones y Familia y Sucesiones del 
Centro Judicial Concepción refuerza sus Objeti-
vos Estratégicos

Siguiendo la línea del Plan de Acción Estraté-
gico diseñado por la Corte Suprema de Justicia 
de la Provincia de Tucumán, el Equipo de Traba-
jo de la Cámara de Apelaciones en lo Civil en Do-
cumentos y Locaciones y Familia y Sucesiones 
del Centro Judicial Concepción, liderado por los 
Dres. María Cecilia Menéndez, Roberto Santana 
Alvarado y Ana Carolina Cano, refuerza su Pla-
nificación Estratégica en Gestión de Calidad en 
la Justicia y Normas ISO 9001-2015, resaltando 
el compromiso de la Cámara con la mejora con-
tinua y la innovación en la administración de 
justicia. Su enfoque estratégico en la implemen-
tación de políticas que promueven la eficiencia, 
la transparencia y la accesibilidad, pilares fun-
damentales para el fortalecimiento del sistema 
judicial.

Para ello se han propuesto distintos objetivos 
y líneas de acción entre las que se pueden men-
cionar: 

- El fortalecimiento del alcance en la gestión 
de sus resoluciones (criterio por el que obtuvie-
ron la certificación y recertificación nacional 
IRAM - ISO 9001-2015 y la certificación y recerti-
ficación internacional IQNET - Quality Manage-
ment System).

- La recertificación de sus procesos de entra-
da; la certificación de los procesos de salida y 
audiencias; la implementación de su nueva Po-
lítica de Gestión de Calidad, definida como “Par-
ticipación del Poder Judicial en el Codiseño de 
Políticas Públicas”.

- El cumplimiento de su “Plan de Calidad” con 
el acento puesto en la mejora continua.

- La implementación de la oralidad con inme-
diatez en el tratamiento de los casos. 

- El mantenimiento del buen clima laboral en-
tre los integrantes de la oficina.

- La incorporación de IA en sus procesos; en 
la actualización de su “Plan Operativo Anual” y 
en su “Plan de Capacitación Interna y Externa”.

- La consolidación de sus Objetivos Estratégi-
cos de “Inserción en la Comunidad” y de “Comu-
nicación Interna y Externa”.

A través de un liderazgo participativo y con-
sensuado, se ejecutan acciones optimizando 
aptitudes, habilidades y destrezas de todo el 
equipo. Así, se han conformado Comisiones In-
ternas de Trabajo entre las que se cuentan la 
“Comisión de Calidad”, la “Comisión de Proyec-
tos” y la “Comisión de IA”. 

En cuanto a los líderes de la oficina jurisdic-
cional y en relación con el Objetivo Estratégico 
de “Inserción en la Comunidad”, el Dr. Roberto 
Ramón Santana Alvarado escribió y presentó su 
libro: “Sistema de Gestión de Calidad en la Ofi-
cina Judicial”. Por su parte, la Dra. María Cecilia 
Menéndez gestionó la “Delegación zonal del Re-
gistro Único de Postulantes con fines de Adop-
ción (RUPAT)” en el Centro Judicial Concepción 
para la atención y recepción de documentación 
de ciudadanos del sur de la Provincia que de-
sean adoptar. Finalmente, la Dra. Ana Caro-
lina Cano brindó charlas y capacitaciones en 
ámbitos académicos, de salud, de educación y 
comunitarios sobre derechos de los grupos vul-
nerables y ha impulsado una política de capa-
citación externa en el transcurso del presente 
año, de carácter gratuito, abierta a la comuni-
dad y en lenguaje claro con todos los Municipios 
del Sur de la Provincia sobre “Derecho de las 
Personas con Discapacidad”. También ha ges-
tionado reuniones y la elaboración de proyectos 
educativos con docentes de nivel medio para el 
tratamiento de problemáticas de niñeces y ado-
lescencias.

En cuanto al Objetivo de “Comunicación In-
terna y Externa” se implementaron reuniones 
de articulación con áreas del Poder Ejecutivo en 
las que participaron los sres. magistrados, fun-
cionarios y empleados de los Juzgados de prime-
ra instancia en lo Civil en Familia y Sucesiones 
de los Centros Judiciales Concepción y Monteros 

Luis María Palma
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y los sres. magistrados, funcionarios y emplea-
dos de los Juzgados en lo Civil en Documentos 
y Locaciones de ambos Centros Judiciales. Se 
replicaron con Equipos Técnicos Interdiscipli-
narios (Gabinete Psicosocial del Centro Judicial 
Concepción), con autoridades de la Secreta-
ría de Estado de Niñez, Adolescencia y Fami-
lia de la Provincia dependiente del Ministerio 
de Desarrollo Social; con autoridades de la 
Dirección de Adultos Mayores; con la Direc-
ción de Niñez, Adolescencia y Familia; con la 
Dirección de Juventud y con la Dirección de 
Discapacidad. A su turno, se reunieron con 
autoridades del Ministerio del Interior y con 
autoridades de la Dirección de Asuntos Comu-
nitarios y Sociales del Interior de la Provincia, 
como también con la Secretaría de Participa-
ción Ciudadana Provincial.

Se realizaron reuniones de retroalimenta-
ción con oficinas jurisdiccionales, denomina-
das: “Jornadas de Capacitación, Intercambio de 
Información, Experiencias y Cooperación Mu-
tua en materia de Gestión de Calidad aplicada 
a los Procesos Judiciales Orales” y “El proceso 
de certificación de Normas ISO 9001-2015 en se-
gunda instancia civil: una experiencia exitosa”, 
realizadas entre la Cámara y el Tribunal de Im-
pugnación Penal de los Centros Judiciales Con-
cepción y Monteros;

Se concretaron reuniones de intercambio de 
experiencias con oficinas no jurisdiccionales, 
denominadas “Capacitación sobre Técnicas de 
Negociación para su aplicación en las audien-
cias de conciliación instituidas en el marco de 
los procesos de reforma civil y comercial y de 
familia” y “Transferencia de experiencia en ma-
teria de gestión de calidad para el proceso de 
certificación de normas ISO” celebradas entre 
la Cámara y el Centro de Mediación del Poder 
Judicial de Tucumán.

También la Cámara ha sido distinguida con 
una Mención Especial en la categoría de Plani-
ficación Estratégica en el Concurso de Iniciati-
vas de Innovación en la Justicia Argentina. Este 
prestigioso reconocimiento fue otorgado por 
instituciones de renombre, entre ellas la Federa-
ción Argentina de la Magistratura y la Función 
Judicial, Tecnología y Justicia (JuFeJus), JUSLAB, 
el Consejo de la Magistratura del Poder Judicial 
de la Provincia de Buenos Aires y el Tribunal 

Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, a través de su Oficina de Innova-
ción.

Todo lo expuesto se enmarca en la visión del 
Equipo de la Cámara que se instituye en “ser 
promotores de la gestión de calidad en la jus-
ticia” y se define en el cumplimiento de sus 
objetivos, ejes estratégicos, en sus políticas de 
liderazgo consensuado; de optimización de los 
procesos; de gestión con enfoque en el ciudada-
no y de mejora continua, los que fueron desa-
rrollados en el marco del Plan Estratégico que 
lleva adelante la Excma. Corte Suprema de Jus-
ticia de la Provincia, con motivo de la participa-
ción en el “Premio Nacional a la Calidad en la 
Justicia” durante los años 2018 y 2019 organiza-
do por el Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación.

Vocales: Dra. María Cecilia Menéndez, Dr. Ro-
berto Ramón Santana Alvarado, Dra. Ana Caro-
lina Cano

Oficinas de Gestión Asociada: la Revolución Si-
lenciosa de la Justicia Tucumana

El 20 de septiembre de 2023 marcó un antes y 
un después en la historia del Poder Judicial de 
Tucumán. Con la puesta en marcha de la Oficina 
de Gestión Asociada del Trabajo N.° 1 de Capital, 
se dio el primer paso en un ambicioso proyec-
to de reestructuración organizacional —ampa-
rado en la ley provincial N.º 9.607—. Poco más 
de un año después, con 25 oficinas en funcio-
namiento y 74 juzgados (no penales) organiza-
dos en el marco de estas estructuras, más allá de 
que el modelo ha comenzado a dar frutos visi-
bles, grandes son los desafíos que aún persisten.

La implementación de las oficinas de gestión 
asociada no fue un proceso inmediato y, mucho 
menos, sencillo. Requirió, ante todo, un verda-
dero cambio de paradigma: desandar toda una 
idiosincrasia judicial construida por más de 
un siglo. Implicó pasar de un modelo de admi-
nistración de justicia a través de juzgados au-
tónomos —de marcado corte individualista y 
verticalista—, a uno colaborativo, que profesio-
nalizar la gestión administrativa y la separa de 
las decisiones jurisdiccionales (aunque sin des-
prender por completo las unas de las otras), con 
el afán de que el engranaje administrativo pue-
da fluir sin tropiezos. 
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Todo esto, por supuesto, en especial sincro-
nización con los avances gestados en términos 
de digitalización y con las reformas procesales 
materializadas en los nuevos códigos procesa-
les vigentes. 

Un proyecto ambicioso, que implicó el traba-
jo coordinado entre magistrados, funcionarios y 
del personal administrativo que integraba cada 
una de las unidades jurisdiccionales. 

Más allá de que en este breve tiempo, las ci-
fras y estadísticas dan cuenta de mejoras signi-
ficativas en la reducción en la duración de los 
procesos y de un aumento en la productividad 
de las unidades —en el marco de una optimi-
zación del capital humano, sin aumento de la 
planta de personal y sin mayor asignación de 
recursos—, la verdadera aspiración del sistema 
no ha de satisfacerse sólo con aquellos logros. 

La clave para el éxito de cada unidad estará 
dada, necesariamente, en la construcción de 
vínculos sólidos y de confianza mutua, entre 
Juzgados y Oficinas, y entre éstas con los usua-
rios y demás operadores del sistema; así como 
en el convencimiento y compromiso de todos 
sus integrantes con un objetivo común: el de 
mejorar la calidad del servicio de justicia. 

La transformación, entonces, ha dado apenas 
sus primeros pasos. 

La satisfacción de aquellos objetivos abre 
ahora un nuevo desafío: mejorar la calidad de 
las decisiones judiciales, con la consecuente y 
necesaria validación de la ciudadanía. 

Este equilibrio entre celeridad y precisión será 
crucial para garantizar un servicio verdadera-
mente satisfactorio para todos los actores del sis-
tema, que devuelva a la sociedad lo que, con total 
legitimidad, reclama recibir del Poder Judicial. 

En definitiva, la implementación de las ofici-
nas de gestión asociada como un moderno mé-
todo de administración de las causas no puede 
ser contemplada como un fin en sí mismo, sino 
más bien, como un medio, un proceso en cons-
tante evolución, para poder responder a las 
necesidades reales y actuales de una sociedad 
demandante.

Con la mirada puesta en una justicia más rá-
pida, eficiente y ajustada a derecho, este modelo 
representa una oportunidad histórica para de-
mostrar que el cambio, aunque desafiante, es 
posible y será constante; y en esa transforma-
ción, podrá lograr que la ciudadanía encuentre 
lo que por momentos parecía perdido: la con-
fianza.


	_Hlk185194723
	_Hlk190029913
	_gjdgxs
	_30j0zll
	_Hlk191924313
	_3iafan1eyey1
	_j6z0443kcvmt
	_xni8goliizr0
	_3dupj2ffvx11
	_r9be8wjoxuxy
	_bf6ztinqp2ve
	_8u4lxnanm7ae
	_a0my2e2paqaw
	_crq3dspnk9l1
	_3gw70mbt520s
	_1idrpnnticz8
	_g1db8f3grev4
	_uuowhkgd2q2b
	_tjn1b9qq99ma
	_y3pxbuc3y9hk
	_1ji1r8b8elzj
	_qkq3vtlr8k34
	_herjirxuafo6
	_p5potybrf4d2
	_f1zrk0wioyl3
	_qfjks7hwwjt6
	_34e3ujjuq61t
	_66xrp4kqttkg
	_bq0vmos1laa
	_slzas21ajhfo
	_36rtp8v0zzeu
	_41x7h5dq6t7r
	_85fpu0j5czyt
	_p9rlxnhl839h
	_xvevhth5rprt
	_wy29l25i0hri
	_jlexfz1jbwhh
	_pjncoj754hmw
	_8ly2rcszru38
	_w33gciy7atqm
	_au56jesjetzx
	_vbt57q7hcf5v
	_alv5g5bzaiud
	_lyboid5d6fmm
	_sk8opmwfwxix
	_90bwyxe2vy13
	_lf0pyqhla8ga
	_ohoxw9x6o0kt
	_nuufy1njebs1
	_igzpze66987g
	_qnmkkkq6nau5
	_nvr6e5wqkit2
	_djj9pnddc65j
	_oh4zgcs3vq2z
	_8319jhz42gv0
	_sh7d1jpqpb2z
	_u3ad7lypugcp
	_4w0n2kap5rnq
	_tnx7xy7ax7y7
	_z0aaq8u55nlu
	_qytgruhwcxfy
	_olqpytbj89vy
	sdfootnote1anc
	sdfootnote2anc
	_Hlk199168675
	_s2ay93hfqk2h
	PRESENTACIÓN
	Autor

	ARTÍCULOS
	Creación del Fuero Ambiental 
de Misiones
	Innovación institucional para la protección 
de la biodiversidad y otros bienes colectivos
	Juan Manuel Díaz (*)
Leonardo Diego Villafañe (**)
	Lineamientos Judiciales 
y Protección Ambiental 
en la Provincia del Chaco
	Yamile Aixa Amad (*)
	Livia Verónica Domecq (**)
	Nuevos sistemas procesales 
en la Provincia de San Juan 
	Daniel G. Olivares Yapur (*)
	Postulados de oralidad e inmediatez en el procedimiento laboral
	Adela Pérez del Viso (*)
	Los traductores-intérpretes indígenas en los procesos por audiencias
	Andrea Breidenstein (*)
Natalia Soledad Grepo (**)
Rubens Ariel Aguirre (***)
	Aplicación de la metodología de la gestión de calidad a los concursos de antecedentes y oposición 
	Valeria Fernanda Soledad Ramos (*) 
	El derecho a la intimidad vs. 
la investigación penal en la era digital
	Un análisis de la jurisprudencia y doctrina actual
	Bruno Miciullo (*)
	Prevención en derecho penal, 
¿es posible abordarla desde el ámbito local?
	Un proyecto de ordenanza municipal 
	Mónica Avero (*) 
	El derecho a la educación 
en la ejecución penal
	Análisis jurídico-dogmático de la ley 24.660 
y su vinculación con la reinserción social
	Francisco Peralta Chapperon (*)  
	La responsabilidad solidaria 
como único mecanismo protector del fraude ante la interposición de personas
	Un remedio que no alcanza
	Federico Noguera (*)
	Diez parábolas sobre la capacitación judicial
	Un decálogo anotado con pequeñas alegorías del aprendizaje
	Gustavo Arballo (*)
	Las revistas de las escuelas 
de capacitación judicial
	Diagnóstico y desafíos
	Sebastián Scioscioli (*)


